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SENTENCIA DE FECHA 3 DE FEBRERO DEL 1967

utencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, Ue

fecha 23 de agosto de 1966

materia: Penal

Recurrente: Fernando Andrés Muñoz García

Abogado: Lic. José Miguel Pereyra Goico

Recurrido: Augusto Manuel Portuondo González

Abogados: Dres. Víctor Manuel Mangual y Juan Luperón Vásquez

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-

món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
ani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-

auín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 3 de
febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia y 1049 de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fernan-
do Andrés Muñoz García, dominicano, mayor de edad, ca.
sado, comerciante y oficinista, domiciliado en esta ciudad
(prolongación de la calle "Puerto Rico", del Ensanche "Al-
ma Rosa"), cédula No. 31083, serie 31, contra sentencia
Ce la Corte de Apelación de Santo Domingo, de fecha 23
de agosto de 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el Dr. Santiago Cotes Bobadilla, representan
del Lic. José Miguel Pereyra Goico, cédula No. 3958, se
31, abogado del recurrente, en la lectura de sus concht.
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera]
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual se invoca el medio que se indica mas
adelante;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia en 'fecha 19 de diciembre de 1966, en el
cual se invoca el medio de casación que se indica más
adelante;

Visto el memorial de defensa suscrito por los docto-
res Víctor Manuel Mangual, cédula No. 18900, serie 1ra.,
y Juan Luperón Vásquez, cédula 8888, serie 22, abogados
del prevenido ahora recurrido Augusto Manuel Portuondo
González, dominicano, mayor de edad, casado, veterinario,
domiciliado en el kilómetro 10 de la avenida "Las Amén-
cas" de esta ciudad; de fecha 13 de diciembre de 1966;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dele
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 5869
del 24 de abril de 1962, sobre Violación de Propiedad y
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al

que en virtud de querella presentada por Fernando An-
drés Muñoz García por ante el Procurador Fiscal del Dis-
trito Nacional, en fecha 14 de abril de 1966, éste apoderó
regularmente a la Tercera Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, para que
conociera del proceso puesto a cargo del recurrido, pre-
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venido del delito de violación de propiedad en perjuicio
del querellante ; b) que sobre el caso se pronunció sentencia
el 12 de mayo de 1966, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; c) que sobre recurso de apelación del prevenido, in-
tervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se
copia a continuación: "Falla: Primero: Declarar regular y
válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por el señor Augusto M. Portuondo González,
contra sentencia dictada por la Tercera Cámara de lo Fe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
en fecha doce (12) de mayo del 1966, cuyo dispositivo di-
ce así: "Falla: Primero: Declarar, como al efecto declara-
mos, buena y válida la constitución en parte civil hecha
por el señor Fernando Muñoz; Segundo: Condenar, como
al efecto condenamos, al Dr. A. M. Portuondo, al pago de
la suma de RD$25.00 (veinticinco pesos oro), de multa aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, por viola-
ción a la Ley 5869 del 24 de abril de 1962, G. 0. 8651, y
el desalojo inmediato de los terrenos ocupados que cons-
tituyen las parcelas 16 y 17 D. C. No. 1, del Ensance Alma
Rosa, C. por A., de este Distrito Nacional; Tercero: Conde-
nar, como al efecto condenamos, al Dr. A. M. Portuondo al
pago de una indemnización de RD$4,000.00 (Cuatro mil
pesos oro) por concepto de daños y perjuicios morales y

materiales sufridos por Fernando Muñoz, parte civil cons-
tituida y en beneficio de este último; Cuarto: Declarar, co-
mo al efecto declaramos, aue la presente sentencia sea
ejecutoria provisionalmente y sin fianza, no obstante cual-
quier vía de recurso, ordinario o extraordinario; Quinto:
Condenar como al efecto condenamos, al Dr. A. M. Por-
tuondo, al pago de las costas de procedimiento con dis-
tracción de las mismas en provecho del Lic. José Miguel
Pereyra Goico, abogado actuante, por asegurar éste, ha-
berlas avanzado en su totalidad", por haberlo hecho en
tiempo hábil y de acuerdo a las prescripciones legales que
regulan la materia; Segundo: Revoca la antes expresada

1
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la.
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual se invoca el medio que se indica rna;
adelante;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia en Techa 19 de diciembre de 1966. en el
cual se invoca el medio de casación que se indica más
adelante;

Visto el memorial de defensa suscrito por los docto-
res Víctor Manuel Mangual, cédula No. 18900, serie ira.,
y Juan Luperón Vásquez, cédula 8888, serie 22, abogados
del prevenido ahora recurrido Augusto Manuel Portuondo
González, dominicano, mayor de edad, casado, veterinario,
domiciliado en el kilómetro 10 de la avenida "Las Améri-
cas" de esta ciudad; de fecha 13 de diciembre de 1966;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell.
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 5869
del 24 de abril de 1962, sobre Violación de Propiedad y
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que en virtud de querella presentada por Fernando An-
drés Muñoz García por ante el Procurador Fiscal del Dis-
trito Nacional, en fecha 14 de abril de 1966, éste apoderó
regularmente a la Tercera Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, para que
conociera del proceso puesto a cargo del recurrido, pre-

venido del delito de violación de propiedad en perjuicio
del querellante; b) que sobre el caso se pronunció sentencia
el 12 de mayo de 1966, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; c) que sobre recurso de apelación del prevenido, in•
tervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se
copia a continuación: "Falla: Primero: Declarar regular y
válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por el señor Augusto M. Portuondo González,
contra sentencia dictada por la Tercera Cámara de lo Fe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
en fecha doce (12) de mayo del 1966, cuyo dispositivo di-
ce así: "Falla: Primero: Declarar, como al efecto declara-
mos, buena y válida la constitución en parte civil hecha
por el señor Fernando Muñoz; Segundo: Condenar, como
al efecto condenamos, al Dr. A. M. Portuondo, al pago de
',a suma de RD$25.00 (veinticinco pesos oro), de multa aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, por viola-
ción a la Ley 5869 del 24 de abril de 1962, G. 0. 8651, y
el desalojo inmediato de los terrenos ocupados que cons-
tituyen las parcelas 16 y 17 D. C. No. 1, del Ensance Alma
Rosa, C. por A., de este Distrito Nacional; Tercero: Conde-
nar, como al efecto condenamos, al Dr. A. M. Portuondo al
pago de una indemnización de RD$4,000.00 (Cuatro mil
pesos oro) por concepto de daños y perjuicios morales y
materiales sufridos por Fernando Muñoz, parte civil cons-
tituida y en beneficio de este último; Cuarto: Declarar, co-
mo al efecto declaramos, aue la presente sentencia sea
ejecutoria provisionalmente y sin fianza, no obstante cual-
quier vía de recurso, ordinario o extraordinario; Quinto:
Condenar como al efecto condenamos, al Dr. A. M. Por-
tuondo, al pago de las costas de procedimiento con dis-
tracción de las mismas en provecho del Lic. José Miguel
Pereyra Goico, abogado actuante, por asegurar éste, ha-
berlas avanzado en su totalidad", por haberlo hecho en
tiempo hábil y de acuerdo a las prescripciones legales que
regulan la materia; Segundo: Revoca la antes expresada

Oído el Dr. Santiago Cotes Bobadilla, representarite
del Lic. José Miguel Pereyra Goico, cédula No. 3958, serie
31, abogado del recurrente, en la lectura de sus coneiu.
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;
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sentencia en todas sus partes y esta Corte, obrando por pr
pia autoridad y contrario imperio descarga al prevenido
Augusto M. Portuondo González, del delito de violación
de propiedad que se le imputa, por no haberlo cometido;
Tercero: Rechaza las conclusiones de la parte civil cons.
tituída, señor Fernando A. Muñoz García, por improce.
rientes y mal fundadas; Cuarto: Declara las costas pena.i.el
de oficio; Quinto: Condena a la parte civil constituida,
señor Fernando A. Muñoz García, al paga de las costas
civiles de ambas instancias, con distracción de las mismas,
en provecho del Dr. Víctor Manuel Mangual, abogado de
la defensa del prevenido por afirmar haberlas avanzado en
su totalidad";

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación, como único medio: "desnaturalización de
los hechos y violación a la Ley No. 5869 del 24 de abril
de 1962;

Considerando que en el desarrollo del medio invoca-
do, el recurrente alega que la sentencia impugnada ha in-
currido en los vicios señalados en su memorial; ya que, ¿a1

revocar íntegramente la sentencia de la Cámara a-qua,
"cometió una desnaturalización de los hechos y una vio-
lación a la precitada Ley ''porque, el mandato o la desig-
nación del Juez de Paz, nombrando guardián al señor Por•
tuondo de los bienes muebles del señor Fernando Muñoz
García que constituían la garantía del contrato interven i

-do entre el recurrente y el Banco Agrícola, no podía darle
derecho, de que para ejercer su mandato de guardián tu-
viera que introducirse en una propiedad ajena"; pero,

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba regularmente aporta-
dos en la instrucción de la causa, dio por establecidos los
siguientes hechos: a) que el recurrente y el Banco Agi i -

cola concertaron un préstamo con prenda sin desapode ra
-miento, mediante el cual el primero obtuvo del segundo la

suma de RD$27,400.00, con objeto de fomentar una gran-
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ja avícola; b) que el recurrente no cumplió con su obliga,
ción, sino que dispuso de la garantía ofrecida y se fue a
•ew York; c) que el Banco Agrícola obtuvo la rescisión
del contrato aludido; y que, en el curso del procedimiento,
el Juez de Paz apoderado al efecto, ordenó un secuestro
y designó al prevenido, Augusto Manuel Portuondo Gon
zalez, secuestrario de los efectos objeto del préstamo pren-
dario, que se encontraban en la granja del recurrente; d)
aue como consecuencia del incumplimiento de su obliga-
ción con el Banco Agrícola, Fernando Muñoz fue conde-
Lado, entre otras penas, a sufrir tres años de prisión co-

rreecioonnaslidConsiderando que la Corte a-qua, para revocar la sen-
tencia del tribunal de primer grado, expresó lo siguiente:
"Considerando que por los hechos anteriormente expues-
tos se evidencia sin ningún género de dudas que el pre-
venido Augusto Manuel Portuondo González no ha co-
metido el delito de violación de propiedad que se le
uta en perjuicio del señor Fernando Muñoz, ya que si

realmente él se introdujo en los terrenos que dice el que-
rellante y parte civil constituida Muñoz, que le pertene-
cían, lo hizo en su calidad de secuestrario legalmente de-
signado, y con la única finalidad de proteger los efectos
incautados a Muñoz por incumplimiento de su obligación,
y de los cuales tenía Portuondo que responder en su ya
expresada calidad de secuestrario, por lo cual es imposible
que exista en la especie la intención delictuosa de parte
del prevenido en la infracción de violación de propiedad
que se le imputa";

Considerando que por lo que acaba de transcribirse se
advierte que la Corte a-qua lo que hizo fue ponderar, sin
desnaturalización alguna, dentro de su poder soberano de
apreciación, los elementos de prueba sometidos al debate;
que al proceder de ese modo hizo una correcta aplicación
de la ley; por lo cual, el medio único invocado por el re-
currente, carece de fundamento y debe ser desestimado;
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sentencia en todas sus partes y esta Corte, obrando por pr
pia autoridad y contrario imperio descarga al prevenid
Augusto M. Portuondo González, del delito de violació
de propiedad que se le imputa, por no haberlo cometido
Tercero: Rechaza las conclusiones de la parte civil cons:
tituída, señor Fernando A. Muñoz García, por improee.
(-lentes y mal fundadas; Cuarto: Declara las costas penales
de oficio; Quinto: Condena a la parte civil constituida
señor Fernando A. Muñoz García, al paga de las costas
civiles de ambas instancias, con distracción de las mismas,
en provecho del Dr. Víctor Manuel Mangual, abogado de
la defensa del prevenido por afirmar haberlas avanzado en
su totalidad";

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación, como único medio: "desnaturalización de
los hechos y violación a la Ley No. 5869 del 24 de abril
cie 1962;

Considerando que en el desarrollo del medio invoca-
do, el recurrente alega que la sentencia impugnada ha in-
currido en los vicios señalados en su memorial; ya que, z.,1
revocar íntegramente la sentencia de la Cámara a-qua,
"cometió una desnaturalización de los hechos y una vio-
lación a la precitada Ley "porque, el mandato o la desig-
nación del Juez de Paz, nombrando guardián al señor Por.
tuondo de los bienes muebles del señor Fernando Muñoz
García que constituían la garantía del contrato interven i

-do entre el recurrente y el Banco Agrícola, no podía darle
derecho, de que para ejercer su mandato de guardián tu-
viera que introducirse en una propiedad ajena"; pero,

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba regularmente aporta-
dos en la instrucción de la causa, dio por establecidos los
siguientes hechos: a) que el recurrente y el Banco Agrí

-cola concertaron un préstamo con prenda sin desapode ra
-miento, mediante el cual el primero obtuvo del segundo la

suma de RD$27,400.00, con objeto de fomentar una gran-

ja avícola; b) que el recurrente no cumplió con su obliga-
ción, sino que dispuso de la garantía ofrecida y se fue a
New York; e) que el Banco Agrícola obtuvo la rescisión
del contrato aludido; y que, en el curso del procedimiento,
el Juez de Paz apoderado al efecto, ordenó un secuestro
y designó al prevenido, Augusto Manuel Portuondo Gon
zalez, secuestrario de los efectos objeto del préstamo pren-
dario, que se encontraban en la granja del recurrente; d)
°lite como consecuencia del incumplimiento de su obliga-
ción con el Banco Agrícola, Fernando Muñoz fue conde-
Lado, entre otras penas, a sufrir tres años de prisión co-
rreccc

Considerandoerando que la Corte a-qua, para revocar la sen-
tencia del tribunal de primer grado, expresó lo siguiente:
"Considerando que por los hechos anteriormente expues-
tos se evidencia sin ningún género de dudas que el pre-
venido Augusto Manuel Portuondo González no ha co-
metido el delito de violación de propiedad que se le im-
i uta en perjuicio del señor Fernando Muñoz, ya que si
realmente él se introdujo en los terrenos que dice el que-
rellante y parte civil constituida Muñoz, que le pertene-
cían, lo hizo en su calidad de secuestrario legalmente de-
signado, y con la única finalidad de proteger los efectos
incautados a Muñoz por incumplimiento de su obligación,
y de los cuales tenía Portuondo que responder en su ya
expresada calidad de secuestrario, por lo cual es imposible
que exista en la especie la intención delictuosa de parte
del prevenido en la infracción de violación de propiedad
que se le imputa";

Considerando que por lo que acaba de transcribirse se
advierte que la Corte a-qua lo que hizo fue ponderar, sin
desnaturalización alguna, dentro de su poder soberano de
apreciación, los elementos de prueba sometidos al debate;
que al proceder de ese modo hizo una correcta aplicación
de la ley; por lo cual, el medio único invocado por el re-
currente, carece de fundamento y debe ser desestimado;



Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso df.
casación interpuesto por Fernando Andrés Muñoz García,
contra la sentenc ia dictada en atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, de fech,
23 de agosto de 1966, cuyo dispositivo se copia en parte
anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas, con distracción de las mismas
en provecho de los doctores Víctor Manuel Mangual y

Juan Luperón Vásquez, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad.

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada .— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado) : Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE FEBRERO DEL 1967

Sen tencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
25 de agosto de 1966

Materia: Penal. (Violación a la Ley de Seguros Sociales)

necurrente: Vicente Martínez

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E.. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 3
de febrero del año 1967, años 123 9 de la Independencia y
1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Vicentc
Martínez, mayor de edad, dominicano, agricultor, domi-
ciliado en la Sección Jima Abajo, jurisdicción del Munici-
pio y Provincia de La Vega, con cédula No. 1259, serie
47, contra sentencia de la Corte de Apelación de La Vega,
de fecha 25 de agosto de 1966, y cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

la República;
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k.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso d,
casación interpuesto por Fernando Andrés Muñoz García
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, de feche
23 de agosto de 1966, cuyo dispositivo se copia en parte
anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al recu.
rrente al pago de las costas, con distracción de las mismas
en provecho de los doctores Víctor Manuel Mangual y

Juan Luperón Vásquez, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
(-lúe certifico. (Firmado) : Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 3 DE FEBRERO DEL 1967

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
25 de agosto de 1966

Materia: Penal. (Violación a la Ley de Seguros Sociales)

Recurrente: Vicente :klartínez

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
1.nente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuellc,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 3
de febrero del año 1967, años 123 9 de la Independencia y
1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
ccrte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Vicente
Martínez, mayor de edad, dominicano, agricultor, domi-
ciliado en la Sección Jima Abajo, jurisdicción del Munici-
pio y Provincia de La Vega, con cédula No. 1259, serie
47, contra sentencia de la Corte de Apelación de La Vega,
de fecha 25 de agosto de 1966, y cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

la República;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 29 de agosto de
1966, a requerimiento del recurrente, en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell.
berado y vistos el artículos 83 apartado k de la Ley No.
1896 de 1948, reformado por la Ley No. 5487, del 11 de
febrero de 1961, y 192 del Código de Procedimiento Cri-
minal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerand o que en la sentencia impugnada y en lus
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
5 de julio de 1964, la Segunda Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega.
regularmente apoderada, dictó sentencia, cuyo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Se pronuncia el defecto contra
Vicente Martínez, por no haber comparecido a la audien-
eta no obstante estar legalmente citado; SEGUNDO: Se
declara culpable al nombrado Vicente Martínez del delito
de Violación ley de Seguros Sociales, y en consecuencia
se le condena a sufrir (3) tres meses de prisión correccio-
nal y al pago de la suma adeudada al Instituto Dominicano
de Seguros Sociales; TERCERO: Se le condena al pago de
las costas"; b) que sobre recurso de apelación del preveni-
do intervino en fecha 27 de junio de 1966, una sentencia
en defecto cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-

MERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma, el
recurso de apelación de que se trata; SEGUNDO: Pronun-
cia el defecto contra el prevenido Vicente Martínez por
no haber comparecido a la audiencia, no obstante estar le-
galmente citado; TERCERO: Confirma la sentencia recu-
rrida, dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega,
en fecha 5 de julio de 1964, que condenó al nombrado Vi-
tente Martínez a sufrir la pena de (3 tres meses de pri-
sión correccional y al pago de la suma adeudada al Insti-
tuto Dominicano de Seguros Sociales; Cuarto: Se condena
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a dicho prevenido al pago de las costas"; c) que notifica-
da dicha sentencia al prevenido, con fecha 30 de junio de
1966, éste interpuso recurso de oposición contra la misma,
interviniendo la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: De-
clara inadmisible el recurso de oposición interpuesto por
Vicente Martínez, contra sentencia de esta Corte de Ape-
lación, de fecha 27 de junio de 1966, que confirmó la sen-
tencia recurrida, dictada por la Segunda Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, que lo condenó a sufrir la pena de 3 meses de pri-
sión correccional, al pago de la suma adeudada al Insti-
tuto Dominicano de Seguros Sociales y al pago de las cos-
tas por el delito de violación a la Ley de Seguros Socia-
les, por establecer el artículo 83 de la Ley No. 1896, re-
formado por la Ley No. 5487, apartado K que todas las
sentencias en esta materia, comparezca o no el prevenido,
son contradictorias; SEGUNDO: Condena a dicho preve-
nido Vicente Martínez al pago de las costas de esta ins-
tancia";

Considerando que para la fecha del 5 de julio de
1964, cuando la Segunda Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distri to Judicial de La Vega, co-
noció de la causa seguida al actual recurrente Vicente
Martínez, las infracciones a la Ley No. 1896, reformada por
la No. 5487 de fecha 11 de febrero de 1961, de la que se
le consideraba culpable, no eran de la competencia de di-
cho tribunal, sino de los juzgados de Paz, conforme lo es-
tablecido por la Ley No. 288 del 6 de junio de 1964;

Considerando que cuando como en la especie, un asun-
to de la competencia de los juzgados de Paz, es llevado por
ente un juzgado de Primera Instancia, que sólo debía co-
rocer en grado de apelación y el Tribunal falla dicho asun-
to , contra ese fallo que en ese caso es un fallo en última
instancia conforme al artículo 192 del Código de Procedi-
Miento Criminal, aplicable a todos los casos de la compe-

1'
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tencia de los jueces de Paz que son introducidos en un Juz-
gado de Primera Instancia, podría recurrirse en casación,
cuando hubiese violación de la Ley, pero nunca en apela-
ción y cuando así suceda, como en el caso presente, la
Corte apoderada debió declarar de oficio su incompetencia,
y no fallar el fondo, confirmando la sentencia recurrida,
como lo hizo la Corte de Apelación de La Vega, en su
sentencia en defecto de fecha 27 de junio de 1964;

Considerando que frente a la oposición interpuesta par
el prevenido Vicente Martínez contra la sentencia así ren-
dida, la Corte a-qua, estatuyó declarando la inadmisibili-
oad de dicho recurso, basándose para ello, en el apartado
"K" del artículo 83 de la Ley No. 1893 del 1948, modifi-
cada por la Ley No. 5487 del 1961. que considera corno
contradictorias todas las sentencias rendidas en la materia
de Seguros de que se trata, y aunque era deber de dicha
Corte, como se ha dicho, comenzar por examinar su propia
competencia, esta Suprema Corte, suple la deficiencia de
dicha motivación, después de haber criticado como lo ha
hecho la sentencia aludida;

Considerando que aun en la hipótesis de que hubiese
procedido extender el recurso interpuesto por el prevenido
contra esta última sentencia, a la rendida en defecto por
la Corte a-qua, lo que es regla ordinaria seguida en estos
casos, pero que en la especie sería improcedente, ya que la
Ley misma considera esos fallos como contradictorios, tam-
poco podría acogerse el presente recurso de casación, pues
no obstante ser incompetente como se ha dicho la Cort2
a-qua para conocer de un recurso de apelación contra una
sentencia rendida en primera y única instancia, como en
el caso ocurrente, el fallo así rendido habiéndose limitado
a confirmar la sentencia apelada, dicho error no le hizo
agravio al prevenido, y en consecuencia éste carece de in-
terés en la revocación de la sentencia impugnada;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene en lo que concierne

al interés del recurrente, vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Vicente Martínez, contra sentencia
de fecha 25 de agosto de 1966 de la Corte de Apelación dé
La Vega, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente, al pago
de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergé5.
Chupani,— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
(uñe] hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

á
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Macorl

de fecha 17 de enero de 1966

3lateria: Correccional

Recurrente: Martín de Salas

Abogado: Dr. Juan Jorge Chahín 'fuma

111	
Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la Re pública, la Suprema Corte de Jus-
i..cia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de
Presidente: Julio A. Cuello, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama,
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo. Distrito Nacional, a los 3 días
del mes de febrero de 1967, años 1239 de la Independencia
y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Martín
de Salas, dominicano. mayor de edad, casado, agricultor,
domiciliado en El Valle, Distrito Municipal de Sabana de

la Mar, cédula No. 943, serie 67, contra sentencias de la
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, pronunciadas
ambas, en sus atribuciones correccionales, en Techa 17 de
enero del 1966, cuyos dispositivos se copian más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Porfirio Chahín Tuma, en representación

del Dr. Juan Jorge Chahín Tuma, cédula 10561, serie 25,
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones:

Oídos los dictámenes del Magistrado Procurador Ge-
neral de la República;
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Vistas las actas de los recursos de casación levantadas
en la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del
recurrente, en fecha 10 de febrero del 1966;

Vistos los memoriales de casación suscritos por el abo-
gado del recurrente en fechas 28 y 31 de octubre del 1966,
respectivamente, en los cuales se invocan los medios que
se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vista la Ley 5869 del 1962, sobre violación de pro-
piedad, y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considenando que en e2 caso se trata de dos recursos de
casación interpuestos contra dos sentencia de la Corte de
Apelación de San Pedro de Macorís, dictadas en relación con
dos querellas presentadas por el recurrente contra las mis-
mas personas y por los mismos hechos delictuosos, con la
única diferencia de que en la última querella, la cual fue
presentada seis días después de la primera, se les imputa,
además a esas personas, el delito de haber formado una tur-
ba de más de dos personas; que esto fue reconocido así por
el Dr. Juan Jorge Chahín Tuma, abogado del querellante,
según consta en el acta de la audiencia celebrada en el
Juzgado de Primera Instancia de El Seibo en fecha 22 de
diciembre del 1964, en la cual se expresa que dicho abo-
gado declaró que la querella que se estaba ventilando erre
una ratificación de la presentada anteriormente, con la
diferencia antes anotada; que por estas razones es proce-
dente reunir ambos recursos de casación para su estudio.

resolverlos por una sola sentencia;
Considerando que en las sentencias impugnadas y en

los documentos a que ellas se refieren consta lo siguiente:
„Tau) 

aqnuieco Mercedes,, Euclides Kelly y Prudencio Valera por

con motivo de dos querellas presentadas por Martín
dY Tomásde Salas contra Felipe Kelly, Beatriz Calcar-je,

violación de propiedad el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito  Judicial de El Seibo, dictó en fecha 22 de di-
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según consta en el acta de la audiencia celebrada en el
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gado declaró que la querella que se estaba ventilando ern
una ratificación de la presentada anteriormente, con la
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y resolverlos por una sola sentencia;
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ciembre del 1964, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
"Falla: Primero: Que debe declarar, como al efecto de-
ciara, no culpable al nombrado Felipe Kelly, de los delitos
de formar turbas por más de dos personas, amenazas de
muerte armado de machete, desvastación de cosechas, vio-
lencias y vías de hecho, en perjuicio de Martín de Salas
7 Tomás de Salas, por no haberlos cometido; Segundo: Que
debe declarar, como al efecto declara, las costas penales de
oficio; Tercero: Que debe condenar, como al efecto conde-
na, a los señores Martín de Salas y Tomás de Salas, parte
civil constituida, al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismas en provecho de los Dres. J. Diómedes
¿e los Santos y Céspedes y Manuel Antonio Nolasco Guz-
mán, por afirmar haberlas avanzado en su mayor parte;
Cuarto: Que debe rechazar, como al efecto rechaza, las
conclusiones incidentales presentadas por la parte civil
constituida, por falta de calidad"; y en fecha 19 de enero
del 1965, dictó otra sentencia con el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Que debe sobreseer, como al efecto sobre-
see, las actuaciones en contra de los prevenidos Felipe
Kelly, Beatriz Calcaño, Juanico Mercedes y Prudencio Va-
lera, por los delitos de violación de propiedad y sustrac-
ción de frutos, a fin de que se apodere al tribunal compe-
tente que lo es el Tribunal de Tierras; Segundo: Que debe
ordenar, como al efecto ordena, el desglose del expediente j
en cuanto al menor Euclides Kelly, a fin de apoderar al
Tribunal de Menores por ser la jurisdicción competente;
Tercero: Que debe declarar, como al efecto declara, de
oficio las costas"; b) que sobre los recursos de los preveni-
dos y de la parte civil constituida, intervinieron las senten-
cias ahora impugnadas, cuyos dispositivos son los siguien-
tes: "Falla: Primero: Rechaza en cuanto al fondo el re-
curso de apelación interpuesto por los señores Martín de
Salas y Tomás de Salas, parte civil constituída, por impro-
cedente y mal fundado y en consecuencia rechaza tam-
bién las conclusiones formuladas por dicha parte civil cons-
tituída señores Martín de Salas y Tomás de Salas, confir-

mando la sentencia en el aspecto que fue apelada; Se-
gundo: Condena a la referida parte civil constituida seno
res Martín de Salas y Tomás de Salas que sucumbe, al pago
de las costas civiles de la presente instancia con distracción
de las mismas en provecho del Dr. Bienvenido Leonardo
González, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad"; "Falla: Primero: Admite como regulares y válidos,
en cuanto a la forma, los recursos de apelación interpues-
tos respectivamente, por el doctor Juan Jorge Chahín Tu-
rna, abogado, a nombre y representación de los señores
Martín de Salas y Tomás de Salas, parte civil constituida
y por el doctor J. Diómedes de los Santos y Céspedes,
02do a nombre y representación de los inculpados Felipe
Kelly, Beatriz Calcaño, Juanico Mercedes y Prudencio Va-
lera, contra sentencia dictada, en atribuciones correccio-
nales y en fecha 19 de enero de 1965, por el Juzgado de
rimera Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, que

sobreseyó las actuaciones en contra de los referidos incul-
pados, por los delitos de violación de propiedad y sustrac-
ción de frutos (cacao), a fin de que se apodere al Tribunal
competente que lo es el Tribunal de Tierras; Ordenó el
desglose del expediente en cuanto al menor Euclides Kelly,
a los fines de apoderar al Tribunal de Menores por ser la
jurisdicción competente; y declaró las costas de. oficio. Se-
gundo: Revoca la sentencia recurrida en cuanto ordenó
el sobreseimiento de las actuaciones en contra de los pre-
venidos Felipe Kelly, Beatriz Calcaño, Juanico Mercedes y
Prudencio Valera, por los delitos de violaciórii de propie-
dad y sustracción de frutos (cacao), en perjuicid,s1 de los nom-
brados Martín de Sala/ y Tomás de Salas, a fin de que se
npoderare al tribunal competente que lo es el Tribunal de
Tierras, y se confirma en sus demás aspectos. 'Tercero: Des-
carga a los nombrados Felipe Kelly, Beatriz Calcaño, Jua-
nico Mercedes y Prudencio Valera, de los detitos de viola-
ción de propiedad y sustracción de frutos (cacao), en per-
j uicio de Martín de Salas y Tomás de Sala s, por insufi-
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ciembre del 1964, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
"Falla: Primero: Que debe declarar, como al efecto de-
clara, no culpable al nombrado Felipe Kelly, de los delitos
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y Tomás de Salas, por no haberlos cometido; Segundo: Que
debe declarar, como al efecto declara, las costas penales de
oficio; Tercero: Que debe condenar, como al efecto conde-
na, a los señores Martín de Salas y Tomás de Salas, parte
civil constituída, al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismas en provecho de los Dres. J. Diómedes
¿e los Santos y Céspedes y Manuel Antonio Nolasco Guz-
mán, por afirmar haberlas avanzado en su mayor parte;
Cuarto: Que debe rechazar, como al efecto rechaza, las
conclusiones incidentales presentadas por la parte civil
constituida, por falta de calidad"; y en fecha 19 de enero
del 1965, dictó otra sentencia con el siguiente dispositivc:
"Falla: Primero: Que debe sobreseer, como al efecto sobre-
see, las actuaciones en contra de los prevenidos Felipe
Kelly, Beatriz Calcaño, Juanico Mercedes y Prudencio Va-
lera, por los delitos de violación de propiedad y sustrac-
ción de frutos, a fin de que se apodere al tribunal compe-
tente que lo es el Tribunal de Tierras; Segundo: Que debe
ordenar, como al efecto ordena, el desglose del expediente
en cuanto al menor Euclides Kelly, a fin de apoderar al
Tribunal de Menores por ser la jurisdicción competente;
Tercero: Que debe declarar, como al efecto declara, de
oficio las costas"; b) que sobre los recursos de los preveni-
dos y de la parte civil constituída, intervinieron las senten-
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Salas y Tomás de Salas, parte civil constituida, por impro-
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bién las conclusiones formuladas por dicha parte civil cons-
tituida señores Martín de Salas y Tomás de Salas, confir-

mando la sentencia en el aspecto que fue apelada; Se-
gundo: Condena a la referida parte civil constituida seno
res Martín de Salas y Tomás de Salas que sucumbe, al pago
de las costas civiles de la presente instancia con distracción
de las mismas en provecho del Dr. Bienvenido Leonardo
González, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad"; "Falla: Primero: Admite como regulares y válidos,
en cuanto a la forma, los recursos de apelación interpues-
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desglose del expediente en cuanto al menor Euclides Kelly,
a los fines de apoderar al Tribunal de Menores por ser la
jurisdicción competente; y declaró las costas de oficio. Se-
gundo: Revoca la sentencia recurrida en cuanto ordenó
el sobreseimiento de las actuaciones en contra de los pre-
venidos Felipe Kelly, Beatriz Calcaño, Juanico Mercedes y
Prudencio Valera, por los delitos de violaciót3 de propie-
dad y sustracción de frutos (cacao), en perjuicicil de los nom-
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ciencia de pruebas, y declara las costas penales de oficio
Cuarto: Condena a los nombrados Martín de Salas y To.,
más de Salas, parte civil constituída que sucumbe, al pa.
go de las costas civiles, con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Bienvenido Leonardo González, por afir-
mar haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando que el recurrente invoca en sus memo.
riales de casación los medios siguientes: Contradicción de
motivos. Violación de la Ley 5869 del 1962, y del artícu-
lo 401 del Código Penal. Violación del artículo 23 del Có-
digo de Procedimiento Civil. Violación de la Ley de Re.
gistro de "ierras. Falta de motivos. Contradicción en el
dispositivo. Omisión de estatuir. Mala interprestación del
derecho. M,tla apreciación del derecho. Falta de base le-
gal. Desnaturalización de los hechos;

Considerando que en los desarrollos de sus memoria.
les, el recurrente alega, en síntesis, que la Corte a-qua
debió suscitar la cuestión prejudicial de propiedad, como lo
hizo el Tribunal de Primera Instancia, para que se deter-
minara quien era el propietario del terreno que fue vio-
lado; que dicha Corte debió tener en cuenta que el Tribu-
nal Superio:r de Tierras acogió una instancia en revisión
por fraude sometida por Martín Salas contra Felipe Kelly.
en relación con la posesión No. 117 de la Parcela No. 155
del Distrito Catastral No. 39 del Municipio de Sabana de
la Mar, y se ordenó, en consecuencia, la celebración de un
nuevo saneamiento sobre dicha posesión; que los motivos
ciados por la¡ Corte a-qua en la sentencia impugnada condu-
cen más bien a ordenar un sobreseimiento que un des-
cargo; que a pesar de que las pruebas aportadas demues-
tran que Felipe Kelly fue sorprendido in fraganti, por la
Policía, dentno del terreno, sin embargo, en las sentencias
impugnadas ste. expresa que las pruebas son imprecisas e in-
suficientes; q ue los documentos depositados en el expe-
diente no fue ron sometidos a debate público, oral y con-
tradictorio, par lo que la parte civil constituida no tuvo
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oportunidad de conocerlos y discutirlos, no obstante que
en sus conclusiones, ante la Corte de Apelación de San
Pedro de Macorís, pidió el rechazamiento de los documen-
tos depositados por los prevenidos, que no habían sido re-
gistrados ; que sobre este particular dicha Corte guardó si-
lencio; que, alega también el recurrente, su recurso de
apelación fue interpuesto contra la sentencia de Primera
Instancia del 22 de diciembre del 1964, de un modo gene-
ral, esto es, tanto en el aspecto civil como en el penal, por
lo que era indispensable que la Corte a-qua examinara el
recurso de una manera general para acoger o no su deman-
da en reparación de daños y perjuicios; sin embargo, en
la sentencia impugnada no se expresa nada sobre la cul-
pabilidad de los prevenidos; que aun la Corte pudo esta-
blecer si a pesar del descargo de los prevenidos subsistía
alguna falta que les fuera imputable a éstos y que le hu-
biera ocasionado un daño a él (el recurrente);

Considerando que el examen de las sentencias impug-
nadas pone de manifiesto que en ellas se expresa, que si
es cierto que los tribunales correccionales, en caso de des-
cargo del inculpado, son competentes para conocer de la
demanda en daños y perjuicios intentada por la parte civil
constituida, accesoriamente a la acción pública, es a con-
dición de que el daño tenga su fuente en los hechos que
han sido objeto de la prevención, y de que tales hechos
constituyan un delito o un cuasi delito civil; que en la es-
pecie no hay lugar a conceder daños y perjuicios puesto
que no se ha establecido la prueba de que el inculpado Fe-
lipe Kelly, haya incurrido en hechos ca paces de engendrar
un perjuicio a la parte civil constituida; que por las prue-
bas del expediente no se ha podido comprobar que se ha
yan materializado dichos hechos; que la Corte a-qua es-
t imó, también, que las declaraciones de los testigos, las in-
formaciones de las partes y los demás medios de instruc-
ción sometidos al debate fueron ambiguos y contradicto-
nos, y, por tanto, no han podido fundamentar un fallo con-
denatorio;
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diente no fue ron sometidos a debate público, oral y con-
tradictorio, p(ar lo que la parte civil constituida no tuvo
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Instanc ia del 22 de diciembre del 1964, de un modo gene-
ral, esto es, tanto en el aspecto civil como en el penal, por
lo que era indispensable que la Corte a-qua examinara el
recurso de una manera general para acoger o no su deman-
da en reparación de daños y perjuicios; sin embargo, en
la sentencia impugnada no se expresa nada sobre la cul-
pabilidad de los prevenidos; que aun la Corte pudo esta-
blecer si a pesar del descargo de los prevenidos subsistía
alguna falta que les fuera imputable a éstos y que le hu-
biera ocasionado un daño a él (el recurrente);

Considerando que el examen de las sentencias impug-
nadas pone de manifiesto que en ellas se expresa, que si
es cierto que los tribunales correccionales, en caso de des-
cargo del inculpada, son competentes para conocer de la
demanda en daños y perjuicios intentada por la parte civil
constituida, accesoriamente a la acción pública, es a con-
dición de que el daño tenga su fuente en los hechos que
han sido objeto de la prevención, y de que tales hechos
constituyan un delito o un cuasi delito civil; que en la es-
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Considerando aue también se expresa en una de las
sentencias impugnadas que cuando, como ocurre en el pre-
sente caso, la parte que se dice agraviada alega que lo ha
sido porque su contraparte se ha introducido en su pre,
piedad sin su consentimiento y ha cosechado cacao sin te.
ner derecho a ello, y la otra parte sostiene que no ha en.
trado en esa propiedad a cortar cacao, sino que lo ha hecho
en la suya propia, la especie que se presenta al Juez d.
la causa no es la de determinar antes de hacer derecho-
quien es el dueño de la propiedad violada, sino se trata
de la "localización de lugares", lo que está marcado den.
tro de su competencia, y, por tanto, debe resolver con
ayuda de los medios de prueba que le han sido suminis-
trados;

Considerando que, por lo antes expuesto, y por el
examen de las sentencias impugnadas, se evidencia que
la Corte a-qua no estableció en sus fallos si los hechos
puestos a cargo del prevenido se realizaron o no en la
propiedad del actual recurrente, lo que era indispensable
para determinar si hubo o no violación de propiedad; y.
por tanto, los jueces debieron, antes de dictar dichas sen-
tencias, sobreseer el caso hasta que el Tribunal competen.
te, que en la especie lo es el Tribunal de Tierras por ha-
berse realizado la mensura catastral de esas tierras, de-
cidiera quien era el propietario del terreno que se alega
fue violado, o quien lo poseía en el momento de ocurrir
los hechos de la prevención; que en tales condiciones las
sentencias impugnadas carecen de base legal y, en conse-
cuencia deben ser casadas, sin que sea necesario ponderar
los demás medios del recurso;

Considerando que de acuerdo con el párrafo 3 de:
artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
cuando la sentencia es casada por falta de base legal. las
costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa las sentencias d ic
-tadas por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís,

en sus atribuciones correccionales, en fecha 17 de enero
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de 1966, cuyos dispositivos se copian en parte anterior del
presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Julio
A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A.
Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alva-
rez Perelló.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia•— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
rue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de f

27 de junio de 1966

Materia: Correccional. (Violación a las Leyes 4809 y 57711

Recurrentes: Consuelo Lora y compartes

Abogado: Dr. Arístides Taveras G.

Interviniente: Compañía Anónima Tabacalera

Abogado: Dr. Amiris Díaz E.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Ju:-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
nión Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Pcrelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 3 de
febrero del año 1967„ años 123 9 de la Independencia y 104'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Consuelo
Lora, soltera, cédula No. 24236, serie 54; Ramona Santos,
soltera, cédula No. 5435, serie 54; José Cabrera, casado;
Noel Francisco, bombero, cédula 5427, serie 1 1', y José An-
tonio Castro, casado, cédula No. 1391, serie 54, de oficios
domésticos las mujeres, todos mayores de edad, dominica.
nos, domiciliados y residentes en la ciudad de Santo Do-
mingo, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación

de La Vega, en atribuciones correccionales, de fecha 27 de
junio de 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Luis R. Taveras R., en representación del

r. Arístides Taveras G., cédula número 31421, abogado
"e los recurrentes, en la lectura de sus conclusionse;

Oído el Dr. Amiris Díaz E., cédula No. 41459, serie 31,
abogado de la parte interviniente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 4 de julio de 1966,
suscrita por el Dr. J. Arístides Taveras, a nombre de la
parte civil constituída, recurrente;

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Aris-
tides Taveras G., de fecha 9 de diciembre de 1966;

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Ami-
ris Díaz E., de fecha 9 de diciembre de 1966 a nombre de
la Compañía Anónima Tabacalera;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7, 98 y 119 de la Ley No. 4809
de 1957; 1 9 de la Ley No. 5771 de 1961 y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en oca-
sión de un accidente ocasionado con el manejo de un ve-
hículo de motor, regularmente apoderado por el Ministe-
rio Público, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha
10 de abril de 1965, dictó una sentencia cuyo dispositivo
dice: "PALLA: PRIMERO: Se declara a Adolfo de León,
culpable del delito de violación a la Ley No. 5771 (negli-
gencia) en perjuicio de los que en vida respondían a los
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:a Compañía Anónima Tabacalera;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7, 98 y 119 de la Ley No. 4809
de 1957; 1 9 de la Ley No. 5771 de 1961 y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en las
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en oca-
sión de un accidente ocasionado con el manejo de un ve-
hículo de motor, regularmente apoderado por el Ministe-
rio Público, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha
10 de abril de 1965, dictó una sentencia cuyo dispositivo
dice: "FALLA: PRIMERO: Se declara a Adolfo de León,
culpable del delito de violación a la Ley No. 5771 (negii-

i gencia) en perjuicio de los que en vida respondían a los

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J112-

ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 3 de
febrero del año 1967, años 123 9 de la Independencia y 1049
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Consuelo
Lora, soltera, cédula No. 24236, serie 54; Ramona Santos,
soltera, cédula No. 5435, serie 54; José Cabrera, casado;
Noel Francisco, bombero, cédula 5427, serie	 y José An-
tonio Castro, casado, cédula No. 1391, serie 54, de oficios
domésticos las mujeres, todos mayores de edad, dominic a

-nos, domiciliados y residentes en la ciudad de Santo Do-
mingo, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación
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nombres de Antonio Lora, Domingo Santos, Luis Manu
Cabrera, Gustavo Reyes Francisco y Pedro Marcelino Ca
tro y en consecuenc ia se le condena a sufrir la pena de
mes de prisión correccional y al pago de una multa de
RD$100.00, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; SEGUNDO: Se condena además al pago de las costas.
TERCERO : Se descarga a Juan Tomás Pérez del hecli.
puesto a su cargo por no haberse establecido en su contra
ninguna violación a la Ley No. 5771 y se declara en 'favor
de éste las costas de oficio; CUARTO: Se admite como
buena y válida en cuanto a la forma la constitución en
parte civil hecha por Consuelo Lora, Ramona Santos, José
Cabrera, Nouel Francisco y José Antonio Castro, por con-
ducto de los Dres. Luis Taveras Rodríguez, Arístides Ta-
veras y Bernardo Díaz hijo contra Juan Tomás Pérez v
la Compañía Anónima Tabacalera; QUINTO: En cuanto al
fondo se rechaza por improcedente y mal fundada"; b) que
contra lo decidido por ese fallo, recurrieron en apelación.
en fecha 19 de abril de 1965, Adolfo de León, Consuelo L 'o-
ra, Ramona Santos, José Cabrera, Nouel Francisco y José
Antonio Castro, como parte civil constituída; y José Fran-
cisco Núñez, Procurador Fiscal del Distrito Judicial de
La Vega; e) que en fecha 27 de junio de 1966, la Corte
a-qua dictó una sentencia ahora impugnada, cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA : PRIMERO: Se declaran regulares
y válidos en la forma, los recursos de apelación de que se
trata; SEGUNDO: Se declara extinguida la acción pú-
blica contra el señor Adolfo de León, por haber éste fa-
llecido; TERCERO: Se da Acta del desistimiento hecho
por la parte interviniente, señor Miguel A. Fernández,
que fue leída en la audiencia; CUARTO: Se confirma en
todas sus partes el ordinal tercero de la sentencia recu-
rrida en apelación, de conformidad con el cual se descar-
gó de toda responsabilidad penal al prevenido Juan To-
más Pérez, por no haber violado las leyes 4809 y 5771:
declarándose por consiguiente las costas de oficio; Quinto:

' Se admite en cuanto a la forma la constitución en parte
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civil hecha por los señores Consuelo Lora, Ramona Santos,
José Cabrera, Nouel Francisco y José Antonio Castro, per
conducto de los Doctores J. Arístides Taveras G., Luis R.
'rayeras Rodríguez, Marcelino Frías Pérez y Bernardo Díaz
hijo, contra Juan Tomás Pérez y la Compañía Anónima
Tabacalera, C. por A.; Sexto.: En cuanto al fondo, se
rechazan las conclusiones de la parte civil, por improce-
dente y mal fundada, y además, por entender esta Corte
que en el presente caso, no existe ningún delito ni cuasi-
delito civil imputádole al prevenido Juan Tomás Pérez;
Séptimo: Se condena a la parte civil constituida que su-
cumbe, al pago de las costas, distraídas en provecho de los
Dres. Pedro Jaime González, Amiris Díaz y Lic. Miguel
Olavarrieta, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad";

Considerando que los recurrentes invocan los siguien-
tes medios: Primer Medio: Desnaturalización de los hechos
Errónea apreciación y desnaturalización de los testimonios
de la causa. Violación de los principios generales de la
prueba en materia penal; Segundo Medio: Insuficiencia,
contradicción y ausencia de motivos; Tercer Medio: Viola-
ción, por inaplicación, de las leyes Nos. 5771 y 4809; Cuar-
to Medio: Falta de base legal;

Considerando que el estudio de la sentencia impug-
nada muestra, que la Corte a -qua, mediante el examen y
ponderación de los elementos de prueba regularmente apor-
tados en la instrucción de la causa, dio por establecido: a)
"que el día 27 de septiembre de 1964, en el kilómetro do-
ce de la autopista La Vega-Santiago, en el puente de la
Sección Burende, del Municipio de La Vega, se cruzó el
camión placa No. 52263, marca Super White Power, ma-
nejado por el señor Adolfo de León, ocupando en posición
Sur-Norte, "más de la mitad de la carretera", y con las
ruedas delanteras, luego de romper la correspondiente ba-
randilla, completamente afuera del manifestado puente;
h) que en la madrugada del 28 de septiembre de 1964, sa-
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nombres de Antonio Lora, Domingo Santos, Luis Manuel
Cabrera, Gustavo Reyes Francisco y Pedro Marcelino Cas.

tro y en consecuenc ia se le condena a sufrir la pena de 1
mes de prisión correccional y al pago de una multa de
RD$100.00, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; SEGUNDO: Se condena además al pago de las costas.
TERCERO : Se descarga a Juan Tomás Pérez del heclik:
puesto a su cargo por no haberse establecido en su contra
ringuna violación a la Ley No. 5771 y se declara en 'favor
de éste las costas de oficio; CUARTO: Se admite como
buena y válida en cuanto a la forma la constitución en
parte civil hecha por Consuelo Lora, Ramona Santos, José
Cabrera, Nouel Francisco y José Antonio Castro, por con-
ducto de los Dres. Luis Taveras Rodríguez, Arístides Ta-
veras y Bernardo Díaz hijo contra Juan Tomás Pérez y
la Compañía Anónima Tabacalera; QUINTO: En cuanto al
fondo se rechaza por improcedente y mal fundada"; b) que
contra lo decidido por ese fallo, recurrieron en apelación.
en fecha 19 de abril de 1965, Adolfo de León, COnsuelo

Ramona Santos, José Cabrera, Nouel Francisco y José
Antonio Castro, como parte civil constituida; y José Fran-
cisco Núñez, Procurador Fiscal del Distrito Judicial de
La Vega; c) que en fecha 27 de junio de 1966, la Corte
a-qua dictó una sentencia ahora impugnada, cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA : PRIMERO: Se declaran regulares
y válidos en la forma, los recursos de apelación de que se
trata; SEGUNDO: Se declara extinguida la acción pú-
blica contra el señor Adolfo de León, por haber éste fa-
llecido; TERCERO: Se da Acta del desistimiento hecho
por la parte interviniente, señor Miguel A. Fernández,
que fue leída en la audiencia; CUARTO: Se confirma en
todas sus partes el ordinal tercero de la sentencia rec u

-rrida en apelación, de conformidad con el cual se descar-
gó de toda responsabilidad penal al prevenido Juan To-
más Pérez, por no haber violado las leyes 4809 y 5771:
declarándose por consiguiente las costas de oficio; Quinto:

' Se admite en cuanto a la forma la constitución en parte
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Civil hecha por los señores Consuelo Lora, Ramona Santos,
José Cabrera, Nouel Francisco y José Antonio Castro, per
conducto de los Doctores J. Arístides Taveras G., Luis R.
Taveras Rodríguez, Marcelino Frías Pérez y Bernardo Diaz
hijo, contra Juan Tomás Pérez y la Compañía Anónima
Tabacalera, C. por A.; Sexto: En cuanto al 'fondo, se
rechazan las conclusiones de la parte civil, por improce-
dente y mal fundada, y además, por entender esta Corte
que en el presente caso, no existe ningún delito ni cuasi-
delito civil imputádole al prevenido Juan Tomás Pérez;
Séptimo: Se condena a la parte civil constituída que su-
cumbe, al pago de las costas, distraídas en provecho de los
Dres. Pedro Jaime González, Amiris Díaz y Lic. Miguel
Olavarrieta, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad";

Considerando que los recurrentes invocan los siguien-
tes medios: Primer Medio: Desnaturalización de los hechos
Errónea apreciación y desnaturalización de los testimonios
de la causa. Violación de los principios generales de la
prueba en materia penal; Segundo Medio: Insuficiencia,
contradicción y ausencia de motivos; Tercer Medio: Viola-
ción, por inaplicación, de las leyes Nos. 5771 y 4809; Cuar-
to Medio: Falta de base legal;

Considerando que el estudio de la sentencia impug-
nada muestra, que la Corte a-qua, mediante el examen y
ponderación de los elementos de prueba regularmente apor-
tados en la instrucción de la causa, dio por establecido: a)
"que el día 27 de septiembre de 1964, en el kilómetro do-
ce de la autopista La Vega-Santiago, en el puente de la
Sección Burende, del Municipio de La Vega, se cruzó el
camión placa No. 52263, marca Super White Power, ma-
nejado por el señor Adolfo de León, ocupando en posición
Sur-Norte, "más de la mitad de la carretera", y con las
ruedas delanteras, luego de romper la correspondiente ba-
randilla, completamente afuera del manifestado puente;
b) que en la madrugada del 28 de septiembre de 1964, sa-
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lió de la ciudad de Santiago de los Caballeros, a Santo
Domingo, el chófer Juan Tomás Pérez, conduciendo el ca-
mión placa No. 60426, con un trailer placa No. 60425, pro-

piedad de la Compañía Anónima Tabacalera, y acompañado
de varios peones; e) que durante el trayecto de la ciudad
de Santiago al sitio donde resultó el accidente, este úl- •
timo camión transitaba a una velocidad "moderada", es
decir: Normal, la cual redujo al mínimo (10 Kms. por ho-
ra) y menos, no tan solo por tener que cruzar el puente,
sino además por la porción ocupada en el mismo de parte
del camión Super White Power (dos o tres pies después 1410,'
de la mitad de la pista); d) que cruzó dicho puente pru-
dentemente, por tener espacio suficiente, no obstante lo
anteriormente manifestado, pues a decir del difunto Adol-
fo de León, en la audiencia del Juez a-quo del 2 de abril
del 1965, anteriormente al accidente habían pasado, una
guagua atómica de la aviación, y un catarey.— Por ello,
en la audiencia de esta Corte del 5 de mayo de 1966, el
testigo Anselmo Antonio Cruz, refiere: "El camión pasó
con cuidado el puente"; e) que el carro placa pública No.
35457, manejado por el chófer Gustavo Reyes, transitando
a una velocidad excesiva, sin dejar terminar de salir el
camión de la Tabacalera, y estando ocupada completa-
mente tanto su derecha, como la izquierda,. chocó dicho
carro con las ruedas traseras izquierdas del mismo, anexo
al referido camión, rompiéndole hojas del muelle corres-
pondiente; f) que luego tal vehículo tuvo una colisión con
el camión atravesado en el más arriba indicado puente,
pasando por debajo del mismo (camión) deptruyéindose
totalmente su carrocería, y por último, chocó con la ba-
randilla izquierda (de La Vega a Santiago) de dicho puen-
te, —de concreto—; g) que en ese lamentable accidente t.42
automovilístico, murierno el chófer y los pasajeros, seño-
res: Gustavo Reyes, Pedro López, Luis Manuel Cabrera
Olivares, Pedro Castro y Rafael Ceballos";

Considerando que los recurrentes, en el desenvolv i
-miento de los cuatro medios, que se reunen para su exa-
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men y ponderación, en síntesis, sostienen lo siguiente: a)
que la Corte a-qua se limita a ponderar la velocidad en
la marcha del vehículo, en el momento de abordar el puen-
te, sin detenerse en el análisis de las circunstancias ante-
riores que fueron determinantes en la colisión, en virtud de
lo cual quedaba la Corte obligada a pronunciarse, para
tratar de excluir la responsabilidad del chófer Juan To-
más Pérez, con ese fundamento erróneo; que el elemento
velocidad no tuvo ninguna influencia decisiva en el ac-
cidente; b) que es constante que Juan Tomás Pérez, como
sus acompañantes, en número que violaba los reglamentos,
todos asalariados de la empresa propietaria del vehículo,
se percataron del exceso de velocidad a que corría ese
vehículo en dirección contraria; de la presencia de un
tercer vehículo estacionado en medio del puente y de una
persona que daba señales advirtiendo la inminencia del
peligro; c) que aunque la ponderación de la prueba que
pueda emanar de los testimonios, entra en el poder sobera-
no de los jueces del 'fondo, ello es a condición de no des-
naturalizarlos; que la Corte a-qua incurre en una errónea
apreciación del testimonio al retener sólo una parte de las
declaraciones para sustentar su decisión, lo que equivale a
cesnaturalizarlos; d) que los jueces violan los principios
generales de la prueba en materia penal, puesto que deben
comprobar la existencia de todas las circunstancias exigi-
das para caracterizar la infracción que, en derecho, las
califique en relación a la ley que sea aplicable; que si los
jueces del fondo establecen soberanamente los hechos que
sirven de base a la calificación de la falta, esa califica-
ción es una cuestión de derecho, sujeta al control de la
casación; que el reconocimiento que hace la Corte a-qua
(le la existencia de una falta a cargo del conductor del ca-e,
rro, no justifica que el Tribunal no haya investigado la
posibilidad de la concurrencia de una falta a cargo del con-
bdauccatolerrade; 3lc) amión propiedad de la Compañía Anónima Ta-

quealera;que en tales condiciones, cabe observar que
la Suprema Corte de Justicia no está en condiciones de
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lió de la ciudad de Santiago de los Caballeros, a Santo
Domingo, el chófer Juan Tomás Pérez, conduciendo el ca-
mión placa No. 60426, con un trailer placa No. 60425, pro-
p iedad de la Compañía Anónima Tabacalera, y acompañarlo
ocie varios peones; e) que durante el trayecto de la ciudad
de Santiago al sitio donde resultó el accidente, este úl-
timo camión transitaba a una velocidad "moderada", es
decir: Normal, la cual redujo al mínimo (10 Kms. por ho-
ra) y menos, no tan solo por tener que cruzar el puente,
sino además por la porción ocupada en el mismo de parte
del camión Super White Power (dos o tres pies después
de la mitad de la pista); d) que cruzó dicho puente pru-
dentemente, por tener espacio suficiente, no obstante lo
Lnteriormente manifestado, pues a decir del difunto Adol-
fo de León, en la audiencia del Juez a-quo del 2 de abril
del 1965, anteriormente al accidente habían pasado, una
guagua atómica de la aviación, y un catarey.— Por ello,
en la audiencia de esta Corte del 5 de mayo de 1966, el
testigo Anselmo Antonio Cruz, refiere: "El camión pasó
con cuidado el puente"; e) que el carro placa pública No.
35457, manejado por el chófer Gustavo Reyes, transitando
a una velocidad excesiva, sin dejar terminar de salir el
camión de la Tabacalera, y estando ocupada completa-
mente tanto su derecha, como la izquierda, chocó dicho
carro con las ruedas traseras izquierdas del mismo, anexo
al referido camión, rompiéndole hojas del muelle corres-
pondiente; f) que luego tal vehículo tuvo una colisión con
el camión atravesado en el más arriba indicado puente,
pasando por debajo del mismo (camión) deptruyélndose
totalmente su carrocería, y por último, chocó con la ba-
randilla izquierda (de La Vega a Santiago) de dicho puen-
te, —de concreto—; g) que en ese lamentable accidente
automovilístico, murierno el chófer y los pasajeros, seño-
res: Gustavo Reyes, Pedro López, Luis Manuel Cabrera
Olivares, Pedro Castro y Rafael Ceballos";

Considerando que los recurrentes, en el desenvolv i
-miento de los cuatro medios, que se reunen para su exa-
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men y ponderación, en síntesis, sostienen lo s iguiente: a)
que la Corte a-qua se limita a ponderar la velocidad en
la marcha del vehículo, en el momento de abordar el puen-
le

'
 sin detenerse en el análisis de las circunstancias ante-

riores que fueron determinantes en la colisión, en virtud de
lo cual quedaba la Corte obligada a pronunciarse, para
tratar de excluir la responsabilidad del chófer Juan To-
más Pérez, con ese fundamento erróneo; que el elemento
velocidad no tuvo ninguna influencia decisiva en el ac-
cidente; b) que es constante que Juan Tomás Pérez, como
sus acompañantes, en número que violaba los reglamentos,
todos asalariados de la empresa propietaria del vehículo,
se percataron del exceso de velocidad a que corría ese
vehículo en dirección contraria; de la presencia de un
tercer vehículo estacionado en medio del puente y de una
persona que daba señales advirtiendo la inminencia dei
peligro; c) que aunque la ponderación de la prueba que
pueda emanar de los testimonios, entra en el poder sobera-
Lo de los jueces del fondo, ello es a condición de no des-
naturalizarlos; que la Corte a-qua incurre en una errónea
apreciación del testimonio al retener sólo una parte de las
declaraciones para sustentar su decisión, lo que equivale a
c.esnaturalizarlos; d) que los jueces violan los principios
generales de la prueba en materia penal, puesto que deben
comprobar la existencia de todas las circunstancias exigi-
das para caracterizar la infracción que, en derecho, las
califique en relación a la ley que sea aplicable; que si los
jueces del fondo establecen soberanamente los hechos que
sirven de base a la calificación de la falta, esa califica-
ción es una cuestión de derecho, sujeta al control de la
casación; que el reconocimiento que hace la Corte a-qua
oe la existencia de una falta a cargo del conductor del ca-
rro, no justifica que el Tribunal no haya investigado la
posibilidad de la concurrencia de una falta a cargo del con-
ductor del camión propiedad de la Compañía Anónima Ta-
bacalera; 3) que en tales condiciones, cabe observar que.
la Suprema Corte de Justicia no está en condiciones de
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establecer si se hizo una correcta aplicación de la Ley;
que al refprirse el fallo impugnado, a una simple enume-
ración de hechos negativos, quiere excluir la responsabili-
dad del prevenido Pérez, al no referirse a los hechos po-
sitivos sometidos 'al debate, por lo que se está en presencia
ce una absoluta carencia de motivos; f) que la Corte a-qua
desnaturaliza las declaraciones de los testigos Juan Isidro
Reyes y Marcelino Rosario Silverio, reteniendo las partes
favorables de estos testimonios, como son que el carro
permaneció con luz alta y el camión con luz baja, pero
desestimando otras que favorecían lo contrario, como que
si Marcelino Rosario Silverio apreció la velocidad del ca-
rro, así también pudo apreciarla el conductor del camión
propiedad de la Tabacalera; pero,

Considerando que contrariamente a lo que sostienen
los recurrentes, la Corte a-qua dio por establecido que el
chófer Juan Tomás Pérez que guiaba el camión propiedad
ce la Tabacalera; en el momento en que ocurrió el acci-
clente, no cometió imprudencia, inadvertencia, o inobser-
vancia de las leyes o reglamentos; que a esa conclusión
llega la Corte a-qua, como consecuencia del examen y
ponderación soberanas de las pruebas sometidas al debate,
que emanan de los testimonios vertidos en las audiencias,
en el descenso realizado por la Corte a-qua y del acto de
traslado del Procurador Fiscal al lugar de los hechos, po-
cos momentos después del suceso, según consta en el fallo
de primera instancia que la Corte a-qua también pondera;
que el estudio del fallo muestra, que la Corte a-qua dio
también por establecido, por las declaraciones de varios
testigos, que el mencionado conductor Juan Tomás Pérez,
cuando llegó al puente de Burende, transitaba a una velo-
cidad moderada, la cual redujo hasta diez kilómetros por
hora; que lo obligaba a ello, la notoria circunstancia de
guiar un camión pesado y de gran tamaño, que además
arrastraba un trailer, en el momento en que otro camión,
también de gran tamaño, que se encontraba cruzado en

e; puente, ocupaba la mitad del espacio destinado al trán-
sito público; que al dicho conductor, no se le hicieron se-
ñas visibles que le advirtieran el peligro, puesto que ve-
ra al paso y estaba casi parado; que aun cuando un tes-
tigo declaró que el camión de la Tabacalera, también ve-
nía corriendo, dicho testigo después admitió que no pudo
apreciar la velocidad a que corrían los vehículos; que la
Corte a-qua estimó que esa declaración era contradictoria
y que, finalmente, fue retractada; que si el camión pro-
-piedad de la Tabacalera "zumbaba", es porque ese ruido es
peculiar a los motores que funcionan con gas-oil, aun cuan-
do corran despacio; que en el momento en que ocurrió el
accidente, el automóvil de pasajeros con el cual se pro-
dujo el choque, tenía luz alta, y el camión de la Tabacalera
tenía luz baja; que el trailer que arrastraba ese camión
no hizo zig-zag; que Gustavo Reyes, el conductor del carro
de pasajeros, trató de cruzar el puente a una velocidad ex-
cesiva; que corría a más de 100 kilómetros por hora y que
ro frenó; que el exceso de velocidad fue evidenciado por
:a magnitud del impacto;

Considerando que como consecuencia de los hechos asi
ponderados, que la Corte a-qua dio por establecidos sin
desnaturalización alguna dentro de sus poderes soberanos.
quedó "descartada la culpabilidad del prevenido Juan To-
más Pérez, por no haber cometido ninguna de las faltas
penales comprometedoras de su responsabilidad, determi-
nadas por las leyes 4809 y 5771", en lo relativo al aspecto
penal; que la Corte a-qua, también mediante la pondera-
ción soberana de los elementos de juicio aportados al de-
bate, decidió que, en cuanto al aspecto civil, "no se sumi-
nistró prueba de ningún hecho constitutivo de una falta
imputable a Juan Tomás Pérez y la Compañía Anónima
Tabacalera, capaz de comprometer su responsabilidad ci-
vil ; por lo cual, es evidente que la Corte a-qua no incurrió
en desnaturalización alguna, pues al tomar parte de las
declaraciones para fines de su edificación, lo que hizo fue
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establecer si se hizo una correcta aplicación de la Ley;
que al refprirse el fallo impugnado, a una simple enume-
ración de hechos negativos, quiere excluir la responsabili-
dad del prevenido Pérez, al no referirse a los hechos po-
sitivos sometidos "al debate, por lo que se está en presencia
oe una absoluta carencia de motivos; f) que la Corte a-qua
desnaturaliza las declaraciones de los testigos Juan Isidro
Reyes y Marcelino Rosario Silverio, reteniendo las partes
favorables de estos testimonios, como son que el carro
permaneció con luz alta y el camión con luz baja, pero
desestimando otras qtie favorecían lo contrario, como que
si Marcelino Rosario Silverio apreció la velocidad del ca-
rro, así también pudo apreciarla el conductor del camión
propiedad de la Tabacalera; pero,

Considerando que contrariamente a lo que sostienen
los recurrentes, la Corte a-qua dio por establecido que el
chófer Juan Tomás Pérez que guiaba el camión propiedad
de la Tabacalera; en el momento en que ocurrió el acci-
dente, no cometió imprudencia, inadvertencia, o inobser-
vancia de las leyes o reglamentos; que a esa conclusión
llega la Corte a-qua, como consecuencia del examen y._
ponderación soberanas de las pruebas sometidas al debate,
e,ue emanan de los testimonios vertidos en las audiencias,
en el descenso realizado por la Corte a-qua y del acto de
traslado del Procurador Fiscal al lugar de los hechos, po-
cos momentos después del suceso, según consta en el fallo
de primera instancia que la Corte a-qua también pondera;
que el estudio del fallo muestra, que la Corte a-qua dio
también por establecido, por las declaraciones de varios
testigos, que el mencionado conductor Juan Tomás Pérez,
cuando llegó al puente de Burende, transitaba a una velo-
cidad moderada, la cual redujo hasta diez kilómetros por
hora; que lo obligaba a ello, la notoria circunstancia de
guiar un camión pesado y de gran tamaño, que además
arrastraba un trailer, en el momento en que otro camión,
también de gran tamaño, que se encontraba cruzado en

e; puente, ocupaba la mitad del espacio destinado al trán-
sito público; que al dicho conductor, no se le hicieron se-
ñas visibles que le advirtieran el peligro, puesto que ve-
ra al paso y estaba casi parado; que aun cuando un tes-
tigo declaró que el camión de la Tabacalera, también ve-
nía corriendo, dicho testigo después admitió que no pudo
apreciar la velocidad a que corrían los vehículos; que la
Corte a-qua estimó que esa declaración era contradictor la
y que, finalmente, fue retractada; que si el camión pro-
piedad de la Tabacalera "zumbaba", es porque ese ruido es
peculiar a los motores que funcionan con gas-oil, aun cuan-
do corran despacio; que en el momento en que ocurrió el
accidente, el automóvil de pasajeros con el cual se pro-
dujo el choque, tenía luz alta, y el camión de la Tabacalera
tenía luz baja; que el trailer que arrastraba ese camión
ro hizo zig-zag; que Gustavo Reyes, el conductor del carro
de pasajeros, trató de cruzar el puente a una velocidad ex-
cesiva; que corría a más de 100 kilómetros por hora y que
ro frenó; que el exceso de velocidad fue evidenciado por
:a magnitud del impacto;

Considerando que como consecuencia de los hechos asi
ponderados, que la Corte a-qua dio por establecidos sin
desnaturalización alguna dentro de sus poderes soberanos.
quedó "descartada la culpabilidad del prevenido Juan To-
más Pérez, por no haber cometido ninguna de las faltas
penales comprometedoras de su responsabilidad, determi-
radas por las leyes 4809 y 5771", en lo relativo al aspecto
penal; que la Corte a-qua, también mediante la pondera-
ción soberana de los elementos de juicio aportados al de.
bate, decidió que, en cuanto al aspecto civil, "no se Sumi-
nistró prueba de ningún hecho constitutivo de una falta
imputable a Juan Tomás Pérez y la Compañía Anónima
Tabacalera, capaz de comprometer su responsabilidad ci-
vil; por lo cual, es evidente que la Corte a-qua no incurrió
en desnaturalización alguna, pues al tomar parte de las
declaraciones para fines de su edificación, lo que hizo fue
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ponderar, dentro de sus facultades soberanas de aprecia_
ción, los testimon ios aportados al debate; que en conse.
cuencia„ dicha Corte juzgó bien al descargar al prevenido
Juan Tomás Pérez y rechazar las reclamaciones civilei
de los recurrentes ; que por tanto los medios del recurso
aue han sido examinados, carecen de fundamento y deban
ser desestimados;

Considerando por otra parte, que el examen de la sen-
tencia impugnada muestra que ella contiene motivos sufi-
cientes y pertinentes que justifican su dispositivo y una
descripción de los hechos y circunstancias de la causa que
han permitido a la Suprema Corte de Justicia ejercer su
poder de control y verificar en la especie, se ha hecho una
correcta aplicación de la ley;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a la Compañía Anónima Tabacalera; Segundo: Rechaza
el recurso de casación interpuesto por Consuelo Lora, Ra-
mona Santos, José Cabrera, Noel Francisco y José Antonio
Castro, contra la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de La Vega, en atribuciones correccionales, de Techa
27 de junio de 1966, cuyo dispositivo se ha copiado en otro
lugar de este fallo; y, Tercero: Condena a los recurrentes
al pago de las costas, con distracción en favor del Dr. Ami-
ris Díaz E., quien afirma haberlas avanzado.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1rÇ

señores Jueces que figuran en su encabezamiento,. en 13
audiencia pública del día, mes y año en él expresados.
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 1967-

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de El Seibo,
de fecha 29 de agosto de 1966

Materia: Correccional

Recurrentes: Magistrado Procurador Fiscal del D. J. de El Seibo
y Juana Navarro; causa seguida a Leovigildo Alcántara

Abogado: Dr. J. Diómedes de los Santos y Céspedes

¡Ocurrido: Leovigildo Alcántara
Abogado: Dr. Manuel A. Nolasco G.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
t , cia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Cha-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 8 de
febrero del año 1967, años 1239 de la Independencia y1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el
Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de El Seibo , y por Juana Navarro, dominicana, mayor de edad, sol-
tera, de oficios domésticos, cédula No. 12372, serie 27, do-miciliada y residente en la calle Duvergé No. 37, de laCiudad de El Seibo, causa seguida contra Leovigildo Alean-
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ponderar, dentro de sus facultades soberanas de aprecia-
ción, los testimonios aportados al debate; que en ecnse
cuencia,. dicha Corte juzgó bien al descargar al prevenid
Juan Tomás Pérez y rechazar las reclamaciones civiles
de los recurrentes; que por tanto los medios del recurso
oue han sido examinados, carecen de fundamento y deben
ser desestimados;

Considerando por otra parte, que el examen de la sen.
tencia impugnada muestra que ella contiene motivos sufi-
cientes y pertinentes que justifican su dispositivo y una
descripción de los hechos y circunstancias de la causa que
han permitido a la Suprema Corte de Justicia ejercer su
poder de control y verificar en la especie, se ha hecho una
correcta aplicación de la ley;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a la Compañía Anónima Tabacalera; Segundo: Rechaza
el recurso de casación interpuesto por Consuelo Lora, Ra-
mona Santos, José Cabrera, Noel Francisco y José Antonio
Castro, contra la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de La Vega, en atribuciones correccionales, de fecha
27 de junio de 1966, cuyo dispositivo se ha copiado en otro
lugar de este fallo; y, Tercero: Condena a los recurrentes
a) pago de las costas, con distracción en favor del Dr. Ami-

nis Díaz E., quien afirma haberlas avanzado.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-

ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en

audiencia pública del día, mes y año en él expresados,
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de El Seibo,

de fecha 29 de agosto de 1966

Materia: Correccional

Recurrentes: Magistrado Procurador Fiscal del D. J. de El Seibu

y Juana Navarro; causa seguida a Leovigildo Alcántara

Abogado: Dr. J. Díómedes de los Santos y Céspedes

Recurrido: Leovigildo Alcántara

Abogado: Dr. Manuel A, Nolasco G.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Ch-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 8 de
febrero del año 1967, años 1239 de la Independencia y
1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el
Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de El Sei
bo , y por Juana Navarro, dominicana, mayor de edad, sol-
tera , de oficios domésticos, cédula No. 12372, serie 27, do-
miciliada y residente en la calle Duvergé No. 37, de la
ciudad de El Seibo, causa seguida contra Leovigildo Alcán-
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tara, dominicano, mayor de edad, soltero, hacendado, do-
miciliado y residente en el kilómetro 1 de la carretera Ha-
te Mayor-Seibo, cédula No. 312, serie 27, contra sentencia
dictada por el Juzgado de Primera Instancia de El Seib),
en sus atribuciones correccionales, en fecha 29 de agosto
de 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Ariel Báez, cédula No. 26380, serie 23,

en representación del Dr. J. Diómedes de los Santos y
Céspedes, cédula No. 9492, serie 27, abogado de la re.-
currente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas
en fechas 29 y 30 de agosto de 1966, respectivamente, a
requerimiento: la primera, de Juana Navarro, representa-
da por su abogado Dr. J. Diómedes de los Santos y Céspe-
des; y la segunda, a requerimiento del Dr. Ariel Acosta
Cuevas, Procurador Fiscal del Distrito Judicial de El Set-
bo, en la primera de las cuales se alegan los medios que
más adelante se exponen; y en la segunda de las cuales
ro se expone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de fecha 9 de enero de
1967, suscrito por el Dr. J. Diómedes de los Santos y Cés-
pedes, a nombre de la recurrente Juan Navarro;

Visto el memorial de defensa de fecha 9 de enero do
1967, suscrito por el Dr. Manuel A. Nolasco G., a nom-
bre del recurrido Leovigildo Alcántara;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.
2402 de 1950, y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Proc•
dimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de una querella presentada por Juana Navarro con-
tra Leovigildo Alcántara por violación a la Ley de Pater-

nidad No. 2402 de 1950, en perjuicio de su hijo menor Má-
ximo, el Juzgado de Paz de Hato Mayor dictó el 17 de
noviem bre de 1964, una sentencia con el siguiente dispo-
sitivo: "PRIMERO: Que debe declarar y declara al nom-
brado Leovigildo Alcántara, culpable de violar el artículo
1,9 de la Ley No. 2402, en perjuicio del menor Máximo Na-
varro. procreado con la señora Juana Navarro; SEGUNDO:
Que debe condenar y condena al nombrado Leovigildo Al
cántara a cumplir dos años de prisión correccional y al pa.
go de las costas; TERCERO: Que debe 'fijar y fija en Vein-
ticinco Pesos Oro mensuales la pensión que suministrará
el nombrado Leovigildo Alcántara en favor del menor Má-
ximo Navarro procreado con la señora Juana Navarro, pa-
ra su manutención, medicinas, alojamiento y demás nece-
s.dades a partir de la fecha de la querella, 15 de septiem.
bre de 1964; CUARTO: Que debe ordenar y ordena la eje-
cución provisional de la sentencia, no obstante cualquier
recurso y por esta nuestra sentencia,. etc., etc."; b) que
sobre recurso de apelación de Leovigildo Alcántara, el Juz-
gado de Primera Instancia de El Seibo dictó el 20 de di-
ciembre de 1965, una sentencia en defecto, con el disposi-
tivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que se declare bueno
y válido el presente recurso de apelación interpuesto por
él nombrado Leovigildo Alcántara, contra sentencia dictada
por el Juzgado de Paz de Hato Mayor, de fecha 17 de no-
viembre de 1964, que le condenó a dos años de prisión
suspensiva, si pasa de RD$25.00 a Juana Navarro, para
atender a su menor procreado por ambos; SEGUNDO: Que
debe revocar y revoca la sentencia anterior en todas sus
partes y en consecuencia descarga al prevenido Leovigildo
Alcántara, de toda responsabilidad penal; TERCERO: Que
c'ebe declarar y declara las costas de oficio"; e) que sobre
recurso de oposición de la querellante Juana Navarro, el
(-dado Juzgado dictó en fecha 29 de agosto de 1966, la
.sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara, regular y
válido el recurso de oposición interpuesto por la quere-
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tara, dominicano, mayor de edad, soltero, hacendado, do-
miciliado y residen te en el kilómetro 1 de la carretera Ha.'
tc Mayor-Seibo, cédula No. 312, serie 27, contra sentencia
dictada por el Juzgado de Primera Instancia de El Seibo,
en sus atribuciones correccionales, en fecha 29 de agosto
de 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Ariel Báez, cédula No. 26380, serie 23,

en representación del Dr. J. Diómedes de los Santos
Céspedes, cédula No. 9492, serie 27, abogado de la r.-
eurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas
en fechas 29 y 30 de agosto de 1966, respectivamente, a
requerimiento: la primera, de Juana Navarro, representa
da por su abogado Dr. J. Diómedes de los Santos y Céspe-
des; y la segunda, a requerimiento del Dr. Ariel Acosta
Cuevas, Procurador Fiscal del Distrito Judicial de El Set-
h°, en la primera de las cuales se alegan los medios que
más adelante se exponen; y en la segunda de las cuales
ro se expone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de fecha 9 de enero d.,
1967, suscrito por el Dr. J. Diómedes de los Santos y Ce,-
pedes, a nombre de la recurrente Juan Navarro;

Visto el memorial de defensa de fecha 9 de enero do
1967, suscrito por el Dr. Manuel A. Nolasco G., a nom-
bre del recurrido Leovigildo Alcántara;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dei
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley I\(
2402 de 1950, y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que col)
motivo de una querella presentada por Juana Navarro con-
tra Leovigildo Alcántara por violación a la Ley de Pater-
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nidad No. 2402 de 1950, en perjuicio de su hijo menor Má-
ximo, el Juzgado de Paz de Hato Mayor diCtó el 17 de
roviembre de 1964, una sentencia con el siguiente dispo-
sitivo: "PRIMERO: Que debe declarar y declara al nom-
brado Leovigildo Alcántara, culpable de violar el articule
19 de la Ley No. 2402, en perjuicio del menor Máximo Na-
varro, procreado con la señora Juana Navarro; SEGUNDO:
Que debe condenar y condena al nombrado Leovigildo Al
cántara a cumplir dos años de prisión correccional y al pa.
go de las costas; TERCERO: Que debe' ijar y fija en Vein-

i	 t:cinco Pesos Oro mensuales la pensión que suministrará
el nombrado Leovigildo Alcántara en favor del menor Má-
ximo Navarro procreado con la señora Juana Navarro, pa-
ra su manutención, medicinas, alojamiento y demás nece-
s.dades a partir de la fecha de la querella, 15 de septiem•
bre de 1964; CUARTO: Que debe ordenar y ordena la eje-
cución provisional de la sentencia, no obstante cualquier
recurso y por esta nuestra sentencia, etc., etc."; b) que
sobre recurso de apelación de Leovigildo Alcántara, el Juz-
gado de Primera Instancia de El Seibo dictó el 20 de di-
ciembre de 1965, una sentencia en defecto, con el disposi-
tivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que se declare bueno
y válido el presente recurso de apelación interpuesto por
el nombrado Leovigildo Alcántara, contra sentencia dictada
por el Juzgado de Paz de Hato Mayor, de fecha 17 de no-
viembre de 1964, que le condenó a dos años de prisión
suspensiva, si pasa de RD$25.00 a Juana Navarro, para
atender a su menor procreado por ambos; SEGUNDO: Que
debe revocar y revoca la sentencia anterior en todas sus
partes y en consecuencia descarga al prevenido Leovigildo
Alcántara, de toda responsabilidad penal; TERCERO: Que
('ebe declarar y declara las costas de oficio"; c) que sobre
recurso de oposición de la querellante Juana Navarro,, el
(-dado Juzgado dictó en fecha 29 de agosto de 1966, la
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara, regular y
válido el recurso de oposición interpuesto por la quere-
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llante, contra sentencia de este Juzgado en funciones de
Corte de Apelació n , que descargó al prevenido Leovigildo
Alcántara del delito de violación a la Ley No. 2402 en per-
juicio del menor Máximo Navarro, de fecha 20 de diciem,
bre de 1965; SEGUNDO: Que debe confirmar y confirma
la sentencia recurrida en oposición dictada por este Tribu-
nal en funciones de Corte de Apelación en la fecha ya
mencionada, por no haberse podido comprobar la paterni-
dad que se atribuye al prevenido Leovigildo Alcántara en
perjuicio del menor Máximo Navarro; TERCERO: Que de-
be declarar y declara las costas de oficio";

En cuanto al recurso del Procurador Fiscal

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Le
sobre Procedimiento de Casación, el Ministerio Públic°9
la parte civil y la persona civilmente responsable, que re-
curran en casación, deben, a pena de nulidad, depositar un
memorial con la indicación de los medios, si no han moti-
Niado el recurso en la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso el Procurador
Fiscal recurrente cuando declaró su recurso no invocó nin.
gún medio determinado de casación, ni ha presentado tam-
poco posteriormente, el memorial con la exposición de les
medios que le sirven de fundamento; que, por consiguien-
te, dicho recurso debe ser declarado nulo; ,

En cuanto al recurso de la madre nuerellante:

Considerando que tanto en la declaración hecha al
interponer su recurso en la Secretaría del Juzgado a-quo,
como en el memorial depositado, la recurrente invoca los
siguientes medio: Primer Metilo: Violación del derecho
de defensa; Segundo Medio: Falta de motivo y de base
legal; Tercer Medio: Violación de los principios que in-
forman en materia correccional, del juicio oral, público,
contradictorio y la inmediatibilidad que debe existir entre

el Juez, los testigos y el prevenido; y Cuarto Medio: Vio-
lación de las reglas de las pruebas;

Considerando que en el desenvolvimiento del primero
y segundo medios la recurrente alega en síntesis en el
iemorial depositado, que ella produjo conclusiones forma-

les en audiencia en el sentido de que se ordenara la ci-
tación de los padrinos del menor por ella procreado, a fin
Ce establecer por este medio la prueba de la paternidad
qué negaba el prevenido; y que a pesar de esas conclusio-
nes, el juez a-quo lo descargó, revocando la sentencia con-
denator i a del juez de primer grado sin dar motivos sobre
su pedimento; que en tales condiciones, siguió alegando la
recurrente, se lesionó su derecho de defensa, y además se
incurrió en la sentencia impugnada en el vicio de falta de
bLzse legal;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
se advierte que en la página 3 de la misma figuran la s
siguientes conclusiones producidas por el Dr. J. Diómedes
de los Santos y Céspedes, a nombre de la madre quere-
llante: "reenviéis a fin de que concurran a declarar como
testigos los señores Hermógenes Peguero y Genaro Seve-
rino de Peguero, padrinos del menor Máximo Navarro y
compadres de Leovigildo Alcántara padrinos buscados
por el prevenido para bautizar al referido menor; 	 Ra-
fael Custodia Santana Leonardo y un tal Pondón, quie-
nes asistieron acompañando al señor Leovigildo 	 Al-
cántara a bautizar el referido menor, residentes en el
Km. 8, Sección Santa Lucía"; _que en ninguno de 	

In
los con-

siderandos del fallo impugnado consta que se diera c..
aonetivo alguno sobre las conclus antes 'señaladas, produ-

cdos por la querellante; que los jueces e----átárien  el deber
de responder de m_a_wera cláS"-TiriTecisa sobre las—criclu-
siones ve formulen las partes en causi7que indudable-
mente nada se opone a que si el Tresnal se considera edi-
ficado, sea denegada una medida de instrucción solicitada,
siempre que se den las razones pertinentes en relación con
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llante, contra sentencia de este Juzgado en funciones de
Corte de Apelación, que descargó al prevenido Leovigildo
Alcántara del delito de violación a la Ley No. 2402 en per..
juicio del menor Máximo Navarro, de fecha 20 de diciem,
bre de 1965; SEGUNDO: Que debe confirmar y confirma
la sentencia recurrida en oposición dictada por este Tribu-
nal en funciones de Corte de Apelación en la fecha ya
mencionada, por no haberse podido comprobar la paterni-
dad que se atribuye al prevenido Leovigildo Alcántara en
perjuicio del menor Máximo Navarro; TERCERO: Que de-
Le declarar y declara las costas de oficio";

En cuanto al recurso del Procurador Fiscal

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, el Ministerio Público,
la parte civil y la persona civilmente responsable, que re-
curran en casación, deben, a pena de nulidad, depositar un
memorial con la indicación de los medios, si no han moti-
vado el recurso en la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso el Procurador
Fiscal recurrente cuando declaró su recurso no invocó nin•
gún medio determinado de casación, ni ha presentado tam-
poco posteriormente, el memorial con la exposición de les
medios que le sirven de fundamento; que, por consiguien-
te, dicho recurso debe ser declarado nulo; ,

En cuanto al recurso de la madre ouerellante:

Considerando que tanto en la declaración hecha al
interponer su recurso en la Secretaría del Juzgado a-quo,
como en el memorial depositado, la recurrente invoca los
siguientes medio: Primer Medito: Violación del derecho
de defensa; Segundo Medio: Falta de motivo y de base
legal; Tercer Medio: Violación de los principios que in-
forman en materia correccional, del juicio oral, público,
contradictorio y la inmediatibilidad que debe existir entre

Juez, los testigos y el prevenido; y Cuarto Medio: Vio-
lación de las reglas de las pruebas;

Considerando que en el desenvolvimiento del primero
y segundo medios la recurrente alega en síntesis en el
memorial depositado, que ella produjo conclusiones forma-
les en audiencia en el sentido de que se ordenara la ci-
tación de los padrinos del menor por ella procreado, a fin
ce establecer por este medio la prueba de la paternidad
que negaba el prevenido; y que a pesar de esas conclusio-
nes, el juez a-quo lo descargó, revocando la sentencia con-
denatoria del juez de primer grado sin dar motivos sobre
su pedimento; que en tales condiciones, siguió alegando la
recurrente, se lesionó su derecho de defensa, y además se
incurrió en la sentencia impugnada en el vicio de falta de
base legal;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
se advierte que en la página 3 de la misma figuran las
siguientes conclusiones producidas por el Dr. J. Diómedes
de los Santos y Céspedes, a nombre de la madre quere-
llante: "reenviéis a fin de que concurran a declarar como
testigos los señores Hermógenes Peguero y Genaro Seve-
rino de Peguero, padrinos del menor Máximo Navarro y
compadres de Leovigildo Alcántara padrinos buscados
por el prevenido para bautizar al referido menor; Ra-
fael Custodia Santana Leonardo y un tal Pondón, quie-
nes asistieron acompañando al señor Leovigildo Al-
cántara a bautizar el referido menor, residentes en el
Km. 8, Sección Santa Lucía";ialeerrninguno de los con-
siderandos del fallo impugnado consta que se diera mo-
tivo alguno sobre	 alade las conclusiones antes 'serias,--produ-
ckdos por la querellante; que los jueces es airéfi el deber
de responder de manera clara y  precisa sobre las—c-oridu-
s,ones  que formulen  las partes en causó;
mente nada se opone a que si el Tresnal se considera edi-
fi cado, sea denegada una medida de instrucción solicitada,
siempre que se den las razones pertinentes en relación con
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su rechazamien to ; que al omitir toda consideración al re,.
pecto, no sólo se Isionsciel–aii----echo de daeftsa, sino ql,L

el Juzgado a-quo no ha puesto a esta Suprema Corte cle'
Justicia, al realizar su poder de control, en condiciones de
decidir si la ley ha sido bien aplicada; que, en consecuen.
cia, en el fallo impugnado se ha incurrido también en e)
vicio de falta de base legal, por lo cual dicha sentencia-1
debe ser casada en todos sus aspectos y enviada a otro:1
tribunal del mismo grado para que se conozca del caln
nuevamente en toda su plenitud;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia de El Seibo en sus
atribuciones correccionales, de fecha 29 de agosto de 1966,:,.
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Ma.
corís; y, Segundo: Condena al recurrido al pago de las
costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-

Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 13
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 1967

,zentends impugnada: Corte de A pelación de Santo Domingo, en

fecha 14 de octubre de 1966

Materia: Penal

Recurrente: Jorge Florián (Desistió)

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 8 de
febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia y 104 9 de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jorge
Florián, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula 117195,
serie 1, contra sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 14 de octubre de 1966,
cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: Primero:
Se declara bueno y válido el recurso de apelación inter-
puesto por Jorge Florián, contra sentencia dictada por la
Quinta Cámara Penal en fecha dieciséis (16) de marzo de
1 966, cuyo dispositivo dice: "Falla: Primero: Se sobresee
el expediente en cuanto a Leonidas González, para que se
llenen los requisitos de ley, en razón de encontrarse pró-
fugos de la justicia; Segundo: Se declara al nombrado Jor-
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su rechazamiento; que al omitir toda consideración al
pecto, no sólo se l'élíTórióér -déi'eCho de dse-refis' a, sino q
el Juzgado a-quo no ha puesto a esta Suprema Corte
Justicia, al realizar su poder de control, en condiciones de
decidir si la ley ha sido bien aplicada; que, en consecuen,
cia, en el fallo impugnado se ha incurrido también en ej`
vicio de falta de base legal, por lo cual dicha sentencia
debe ser casada en todos sus aspectos y enviada a otn)
tribunal del mismo grado para que se conozca del caso
nuevamente en toda su plenitud;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dicta
por el Juzgado de Primera Instancia de El Seibo en sao
atribuciones correccionales, de fecha 29 de agosto de 1966.
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Ma-

corís; y, Segundo: Condena al recurrido al pago de las
costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
r&s.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 5
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, en

fecha 14 de octubre de 1966

Materia : Penal

Recurrente: Jorge Florián (Desistió)

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 8 de
febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia y 104 9 de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jorge
Florián, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula 117195,
serie 1, contra sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 14 de octubre de 1966,
cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: Primero:
Se declara bueno y válido el recurso de apelación inter-
puesto por Jorge Florián, contra sentencia dictada por la
Quinta Cámara Penal en fecha dieciséis (16) de marzo de
1966, cuyo dispositivo dice: "Falla: Primero: Se sobresee
e l expediente en cuanto a Leonidas González, para que se
llenen los requisitos de ley, en razón de encontrarse pró-
fugos de la justicia; Segundo: Se declara al nombrado Jor-
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ge Florián, de generales que constan, culpable de los he-
chos anotados . y acogiendo en su favor circunstancias ate_
nuantes, se le condena a sufrir la pena de cinco (5) años
de Trabajos Públicos; Tercero: Se condena además al men-
cionado acusado, al pago de las costas", por haber sido in-
tentado de conformidad con las disposiciones de la Ley";
Segundo: Confirma en todas sus partes la sentencia antes
expresada; Tercero: Condena al recurrente Jorge Florián,
al pago de las costas de la presente alzada";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 14 de octubre de
1966, a requerimiento de Jorge Florián, en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

Vista el acta de desistimiento levantada en la Se-
cretaría General de la Suprema Corte de Justicia, a re-
querimiento del recurrente Jorge Florián, en fecha 6 de
febrero de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto el artículo 1 de la Ley sobre Procedimiento
c..e Casación;

Considerando que con posterioridad a la fecha en que,
fue conocido en audiencia pública el presente recurso de
casación, y antes de su deliberación y fallo, el recurrente
Jorge Florián, compareció por ante la Secretaría General
ce la Suprema Corte de Justicia e hizo levantar una acta
por medio de la cual desistió pura y simplemente del re-
curso de casación de que se trata;

Por tales motivos, Da acta del desistimiento hecho por
Jorge Florián, del recurso de casación por él interpuesto
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 14 de octubre de 1966, y en con'

secuencia declara que no ha lugar a estatuir sobre dicho re-
curso , y ordena que el presente expediente sea archivado;

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— —Manuel D. Bergés Chupani.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
t;ago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
oue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

,
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ge Florián, de generales que constan, culpable de los h
chos anotados, y acogiendo en su favor circunstancias a

nuantes, se le condena a sufrir la pena de cinco (5) añ
de Trabajos Públicos; Tercero: Se condena además al me
cionado acusado, al pago de las costas", por haber sido
tentado de conformidad con las disposiciones de la Ley
Segundo: Confirma en todas sus partes la sentencia ant
expresada; Tercero: Condena al recurrente Jorge Floriá
a: pago de las costas de la presente alzada";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 14 de octubre
1966, a requerimiento de Jorge Florián, en la cual no
invoca ningún medio determinado de casación;

Vista el acta de desistimiento levantada en la
cretaría General de la Suprema Corte de Justicia, a
querimiento del recurrente Jorge Florián, en fecha 6 d
febrero de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto el artículo 1 de la Ley sobre Procedimiento
G e Casación;

Considerando que con posterioridad a la fecha en que
fue conocido en audiencia pública el presente recurso de
casación,. y antes de su deliberación y fallo, el recurrente
Jorge Florián, compareció por ante la Secretaría General
cc la Suprema Corte de Justicia e hizo levantar una acta
por medio de la cual desistió pura y simplemente del re-
curso de casación de que se trata; 	 3‘.!

Por tales motivos, Da acta del desistimiento hecho por
Jorge Florián, del recurso de casación por él interpuesto
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de:
Santo Domingo, en fecha 14 de octubre de 1966, y en con-

uencia declara que no ha lugar a estatuir sobre dicho re-
so , y ordena que el presente expediente sea archivado;
(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-

lo de la Fuente.— —Manuel D. Bergés Chupani.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fae firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
cate certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Juzgado de Paz de El Seibo, de fecha ].

de septiembre de 1966

Materia: Correccional

Recurrente: Emilio Mejía Parra

Dios, Patria y Libertad.

4
	 República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces, Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
F uente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 8 días
del mes de febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia
y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, come
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilio
Mejía Parra, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-,
tor, domiciliado y residente en el paraje de Jobo Dulce,
sección El Cuey, contra sentencia dictada, en aribuciones
correccionales por el Juzgado de Paz de El Seibo, de fecha
14 de septiembre de 1966, cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Que debe declarar y declara culpables a los nom-
brados Emilio Mejía Parra y Diego Nieves del delito de
violación al Art. 311 párrafo lro. del Código Penal y en
consecuencia los condena a pagar cada uno RD$1.00 oro
de multa (Un Peso), acogiendo en su favor amplias cir-
cunstancias atenuantes; Segundo: Que debe condenar y
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(01,Liena a los prevenidos al pago de las costas. Tercero:
Que debe declarar y declara buena y válida la constitución
en parte civil hecha por Emilio Mejía Parra en contra de
Diego Nieves, en cuanto a la forma, por haber sido hecha
en tiempo hábil y mediante los requisitos de ley, y en cuan-
to al fondo se rechaza por improcedente y mal fundada";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría del Juzgado a-quo, en fecha 15 de septiembre
cie 1966, a requerimiento del Dr. Juan Jorge Chahín Tuma,
cedula No. 10561, serie 25, a nombre del recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 311, inciso 1 9 del Código Pe-
nal, 200 del Código de Procedimiento Criminal, y 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que de acuerdo con las disposiciones del
artículo lro. de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
las sentencias dictadas en última instancia por los tribuna-
les de justicia, son las únicas susceptibles de ser impugna-
das por el recurso de casación; que de conformidad con el
artículo 200 del Código de Procedimiento Criminal, ras
sentencias que dicten los tribunales en atribuciones co-
rreccionales, son suceptibles de impugnarse por el recurso
cie apelación; que si este principio ha sido limitado por el
artículo 167 del mismo Código, tal disposición no se apli-
ca cuando los juzgados de Paz estatuyen en atribuciones co-
rreccionales por virtud de esa regla de competencia ex-
cepcional;

Considerando que el examen del fallo impugnado
nuestra que en este caso, el \Juzgado a-quo condenó al re-
currente al pago de un peso de multa por el delito de vio-
lencias y vías de hecho recíprocas, que no dejaron seña-
les de contusiones, ni de heridas, previsto por el párrafo
primero del artículo 311 del Código Penal, y castigado por
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Juzgado de Paz de El Seibo, de fecha

de septiembre de 1966

Materia: Correccional

Recurrente: Emilio Mejía Parra

Dios, Patria y Libertad.
111. República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces, Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y

Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 8 días
del mes de febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia
y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilio
Mejía Parra, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residente en el paraje de Jobo Dulce.
sección El Cuey, contra sentencia dictada, en aribuciones
correccionales por el Juzgado de Paz de El Seibo, de fecha
14 de septiembre de 1966, cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Que debe declarar y declara culpables a los nom-
brados Emilio Mejía Parra y Diego Nieves del delito de
violación al Art. 311 párrafo lro. del Código Penal y en

consecuencia los condena a pagar cada uno RD$1.00 oro
de multa (Un Peso), acogiendo en su favor amplias cir-
cunstancias atenuantes; Segundo: Que debe condenar y

condena a los prevenidos al pago de las costas. Tercero:
Que debe declarar y declara buena y válida la constitución
en. 	 civil hecha por Emilio Mejía Parra en contra de

,'Diego Nieves, en cuanto a la forma, por haber sido hecha
en tiempo hábil y mediante los requisitos de ley, y en cuan-
'to al fondo se rechaza por improcedente y mal fundada";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría del Juzgado a-quo. en fecha 15 de septiembre
cie 1966, a requerimiento del Dr. Juan Jorge Chahín Tuma,
cedula No. 10561, serie 25, a nombre del recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 311, inciso 1 9 del Código Pe-
nal, 200 del Código de Procedimiento Criminal, y 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que de acuerdo con las disposiciones del
artículo lro. de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
las sentencias dictadas en última instancia por los tribuna-
les de justicia, son las únicas susceptibles de ser impugna-
das por el recurso de casación; que de conformidad con el
artículo 200 del Código de Procedimiento Criminal, ras
sentencias que dicten los tribunales en atribuciones co-
rreccionales, son suceptibles de impugnarse por el recurso
de apelación; que si este principio ha sido limitado por el
artículo 167 del mismo Código, tal disposición no se apli-
ca cuando los juzgados de Paz estatuyen en atribuciones co-
rreccionales por virtud de esa regla de competencia ex-
cepcional;

Considerando que el examen del 'fallo impugnado
muestra que en este caso, el Juzgado a-quo condenó al re-
currente al pago de un peso de multa por el delito de vio-
lencias y vías de hecho recíprocas, que no dejaron seña-
les de contusiones, ni de heridas, previsto por el párrafo
primero del artículo 311 del Código Penal, y castigado por
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aicho texto con prisión de 6 a 60 días de prisión correcci
ral y multa de RD$5.00 a RD$60.00 pesos, cuyo conoci
miento es de la competencia excepcional de los juzgado
de paz; que, por tanto, no fue dictada en última instancia
siendo susceptible del recurso de apelación y en consecue
cia, no podía ser objeto del recurso extraordinario de c

sación;
Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible

recurso de casación interpuesto por Emilio Mejía Parra
contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de El Seibo
en atribuciones correccionales, de fecha 14 de septiemb
de 1966, cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar d
este fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago d
las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra

velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fu firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera!.
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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ENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 1967

ntenela impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la

Maguana, de fecha 19 de agosto de 1966

1ateria: Criminal (Homicidio Voluntario)

eetirrente: Juan Guzmán Moreta

Dios, Patria y Libertad.

República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
icia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
ón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la

Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo. Distrito Nacional, a los 8 días
ael mes de febrero de 1967, años 123 9 de la Independen-
cia y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Guz-
mán Moreta, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado en Sabana de Comelo de la Sección de
Catanamatías, del Municipio de Las Matas de Farfán, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de San Juan de la
laguana, pronunciada en sus atribuciones criminales en
echa 19 de agosto del 1966 cuyo dispositivo se copia más

adelante;
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

e la República;
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Saentencit impugnada: Corte de Apelación de San Juan de lam

aguana, de fecha 19 de agosto de 1966

Materia: Criminal (Homicidio Voluntario)

Recurrente: Juan Guzmán Moreta

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 8 día,:
oel mes de febrero de 1967, años 123 9 de la Independen-
cia y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia:

1
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dicho texto con prisión de 6 a 60 días de prisión correccio-
nal y multa de RD$5.00 a RD$60.00 pesos, cuyo conoci-
miento es de la competencia excepcional de los juzgados
de paz; que, por tanto, no fue dictada en última instancia
siendo susceptib le del recurso de apelación y en consecuen.
cia, no podía ser objeto del recurso extraordinario de ca-
sación;

Por tales motivos. Primero: Declara inadmisible el
recurso de casación interpuesto por Emilio Mejía Parra,
contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de El Seibo,
en atribuciones correccionales, de fecha 14 de septiembre
de 1966, cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar de
este fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas.

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fu firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera!,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Guz-
mán Moreta, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
or, domiciliado en Sabana de Comelo de la Sección de

Catanamatías, del Municipio de Las Matas de Farfán, con-
1-a sentencia de la Corte de Apelación de San Juan de la
Maguana, pronunciada en sus atribuciones criminales en
fecha 19 de agosto del 1966 cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

c' e la República;
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en
Secretaría de la Corte a-qua el mismo día de la sentencia,
a requerimiento del abogado Dr. Miguel Tomás Susaña,
en representac ión del recurrente, en la cual no se invoca
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del:-
berado y vistos los artículos 18, 295 y 304, párrafo 29, del
Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación; _k

Considerando que en la sentencia impugnada y en lc.s
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
2 de febrero del 1966 el Procurador Fiscal de San Juan
ce la Maguana requirió del Juez de Instrucción de ese Dis-
trito Judicial que procediera a efectuar la sumaria en re-
lación con la muerte de Gerónimo Peña; b) que en fecha
4 de marzo del 1966. dicho Juez dictó una providencia ca-
lificativa, cuyo dispositivo dice así: "Resolvemos: Primero:
Declarar, como al efecto declaramos, que existen cargos
e indicios suficientes, para encausar al nombrado Juar
Guzmán Moreta (a) Gil, de generales que constan en el
proceso, como autor del crimen de Homicidio Voluntario
en la persona del que en vida respondía al nombre de Ge-
rónimo Peña la) Doctor, hecho cometido en la sección Ca
tanamatías del municipio de Las Matas de Farfán, en fe-
cha 30 de enero del año 1966; Segundo: Enviar, como aT
efecto enviamos por ante el Tribunal Criminal correspor-
dlente, al nombrado Juan Guzmán Moreta (a) Gil, para
que allí sea juzgado de acuerdo a la Ley; Tercera: Orde-
nar, como al efecto ordenamos, que la presente provide n

-cia calificativa sea notificada dentro del plazo legal, tan-
U.. al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Ju-
dicial. como al procesado; Cuarto: Que un estado de los
documentos y objetos que han de obrar como elementos de
convicción sean transmitidos por Secretaría, previo inven-
tario de las piezas que lo componen al Magistrado Procur a

-dor Fiscal de este Distrito Judicial, para los fines proce-

ales";c	 b) que en fecha 31 de marzo del 1966, el Juzgado
'¿e Primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan de

Maguana, así apoderado, dictó una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "Falla que debe Primero: Declarar, como
al efecto declara, al nombrado Juan Guzmán Moreta, de
r 	 anotadas culpable del crimen de Homicidio Vo-
luntario, en la persona del que en vida respondía al nom-
bre de Gerónimo Peña, y en consecuencia, se condena a su-
frir Diez Años de Trabajos Públicos; Segundo: Se condena
además al pago de las costas"; cl que sobre el recurso de
apelación del acusado. Juan Guzmán Moreta, intervino la
st-ntencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Declara regular en la forma el recurso de
apelación intentado por Juan Guzmán Moreta, en fecha
Iro. del mes de abril del año 1966, contra sentencia de
fecha 31 de marzo del año 1966; Segundo: Rechaza por im-
procedente y mal fundado en derecho el pedimento formu-
lado por el abogado de la defensa del acusado tendiente a
que se admita la excusa legal de la provocación.— Tercero:
Confirma en todas sus partes la sentencia apelada y con-
dena al recurrente al pago de las costas de la alzada. Cuar-
to: Se descarga a los testigos Oliva Ramírez, Julio Contre-
ras, Rosa Angélica Ramírez y Servio Ramírez de la multa
cie diez pesos que les fueron impuestas por sentencia an-
terior en razón de que han presentado excusas válidas en
su inasistencia";

Considerando que la Corte a-qua dio por establecido.
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
krmente suministrados en la instrucción de la causa, que
siendo, más o menos, las 12 de la noche del día 31 de
enero del 1966, Juan Guzmán Moreta dio muerte volunta-
r•amente, a Gerónimo Peña, en el paraje Las Altamisas,
sección de Cata Iamatías, del municipio de Las Matas de
F arfán; que de las declaraciones de los testigos, así corno
(je los hechos y circunstancias de la causa, no se han es-
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el mismo día de la sentencia,
a requerimiento del abogado Dr. Miguel Tomás Susaña,
en representación del recurrente, en la cual no se invoca
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18, 295 y 304, párrafo 2 9 , del
Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación; okt.

Considerando que en la sentencia impugnada y en les
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
2 de febrero del 1966 el Procurador Fiscal de San Juan
c:e la Maguana requirió del Juez de Instrucción de ese Dis-
trito Judicial que procediera a efectuar la sumaria en re-
lación con la muerte de Gerónimo Peña; b) que en fecha
4 de marzo del 1966, dicho Juez dictó una providencia ca-
lificativa, cuyo dispositivo dice así: "Resolvemos: Primero:
Declarar, como al efecto declaramos, que existen cargos
e indicios suficientes, para encausar al nombrado Juar
Guzmán Moreta (a) Gil, de generales que constan en el
proceso, como autor del crimen de Homicidio Voluntario
en la persona del que en vida respondía al nombre de Ge-
rónimo Peña la) Doctor, hecho cometido en la sección Ca
tanamatías del municipio de Las Matas de Farfán, en fe-
cha 30 de enero del año 1966; Segundo: Enviar, corno aT
efecto enviamos por ante el Tribunal Criminal correspor-
d!ente, al nombrado Juan Guzmán Moreta (a) Gil, para
que allí sea juzgado de acuerdo a la Ley; Tercero: Orde-
nar, como al efecto ordenamos, que la presente providen-
cia calificativa sea notificada dentro del plazo legal, tan-
te al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Ju-
dicial, como al procesado; Cuarto: Que un estado de los
documentos y objetos que han de obrar como elementos de
convicción sean transmitidos por Secretaría, previo inven-
tario de las piezas que lo componen al Magistrado Procur a

-dor Fiscal de este Distrito Judicial, para los fines proce-

ales";c	 b) que en fecha 31 de marzo del 1966, el Juzgado
-de primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan de
ir Maguana, así apoderado, dictó una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "Falla que debe Primero: Declarar, como
al efecto declara, al nombrado Juan Guzmán Moreta, de
generales anotadas culpable del crimen de Homicidio Vo-
lontario, en la persona del que en vida respondía al nom-
bre de Gerónimo Peña, y en consecuencia, se condena a su-
frir Diez Años de Trabajos Públicos; Segundo: Se condena
además al pago de las costas"; c) que sobre el recurso de
apelación del acusado. Juan Guzmán Moreta, intervino la
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Declara regular en la forma el recurso de
apelación intentado por Juan Guzmán Moreta, en fecha
:ro. del mes de abril del año 1966, contra sentencia de
fecha 31 de marzo del año 1966; Segundo: Rechaza por im-
procedente y mal fundado en derecho el pedimento formu-
lado por el abogado de la defensa del acusado tendiente a
que se admita la excusa legal de la provocación.— Tercero:
Confirma en todas sus partes la sentencia apelada y con-
dena al recurrente al pago de las costas de la alzada. Cuar-
to: Se descarga a los testigos Oliva Ramírez, Julio Contre-
ras, Rosa Angélica RamíreZ y Servio Ramírez de la multa
cie diez pesos que les fueron impuestas por sentencia an-
terior en razón de que han presentado excusas válidas en
su inasistencia";

Considerando que la Corte a-qua dio por establecido.
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
krmente suministrados en la instrucción de la causa, que
siendo, más o menos, las 12 de la noche del día 31 de
enero del 1966, Juan Guzmán Moreta dio muerte volunta-
r:amente, a Gerónimo Peña, en el paraje Las Altamisas,
sección de Cata tamatías, del municipio de Las Matas de
I arfán; que de las declaraciones de los testigos, así corno
de los hechos y circunstancias de la causa, no se han es-
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tablecido los elementos de la excusa legal de la provoca.
ción alegada por el acusado;

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua constituyen a cargo del acusado, Juan Guzmán
Moreta, el crimen de homicidio voluntario en la persona'
de Gerónimo Peña, previsto por el artículo 295 del Código
Penal, y sancionado por los artículos 304, párrafo 2, y 18
del mismo Código, con la pena de tres a veinte años de tra-
bajos públicos; que, en consecuencia, la Corte a-qua al con-
denar al acusado, después de declararlo culpable del in-
dicado crimen, a la pena de diez años de trabajos públicos,
hizo una correcta aplicación de la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al inte-
rés del recurrente, vicio alguno que amerite su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Guzmán Moreta, contra sen-
tencia dictada en atribuciones criminales, por la Corte de
Apelación de San Juan ae la Maguana, en fecha 19 de
p.gosto del 1966, cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago
de las costas.

(Firmados): Manuel Raméri Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Cl'upani.— Manuel
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras. —Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, S

cretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
aue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENC IA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de A pelación de Barahona, de fecha
9 de agosto de 1966

materia: Correccional. (Violación de propiedad)

Recurrente: Eugenio Cuevas Santana

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello.
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama. Francisco ,Elpidio Beras, Joa
ouín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 8 días
del mes de febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia
y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eugenio
Cuevas Santana, dominicano, empleado público, soltero,
mayor de edad, domiciliado y residente en la calle Anacau-
La No. 167 de la ciudad de Barahona, cédula No. 3777,
serie 18, contra la sentercia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Barahona, en fecha
9 de agosto de 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General.

de la República;

ji



BOLETIN JUDICIAL	 207206	 BOLETiN JUDICIAL

tablecido los elementos de la excusa legal de la provoca.
ción alegada por el acusado;

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua constituyen a cargo del acusado, Juan Guzmán
Moreta, el crimen de homicidio voluntario en la persona
de Gerónimo Peña, previsto por el artículo 295 del Código
Fenal, y sancionado por los artículos 304, párrafo 2, y 18
del mismo Código, con la pena de tres a veinte arios de tra-
bajos públicos; que, en consecuencia, la Corte a-qua al con.
denar al acusado, después de declararlo culpable del in-
dicado crimen, a la pena de diez arios de trabajos públicos,
hizo una correcta aplicación de la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al inte-
rés del recurrente, vicio alguno que amerite su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Guzmán Moreta, contra sen-
tencia dictada en atribuciones criminales, por la Corte de
Apelación de San Juan de la Maguana, en fecha 19 de
agosto del 1966, cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago
de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente,— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras. —Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, S
cretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
aue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 1967

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha
9 de agosto de 1966

Tateria: Correccional. (Violación de propiedad)

Recurrente: Eugenio Cuevas Santana

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por ks Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello.
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama. Francisco ,Elpidio Beras, Joa
auín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 8 días
del mes de febrero de 1967, años 1239 de la Independencia
y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eugenio
Cuevas Santana, dominicano, empleado público, soltero,
mayor de edad, domiciliado y residente en la calle Anacao-
La No. 167 de la ciudad de Barahona, cédula No. 3777,
serie 18, contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Barahona, en fecha
9 de agosto de 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a -qua, en fecha 11 del mes de agos.
to de 1966, a requerimiento del Doctor Rafael Augusto Mi.
chel Suero, abogado, cédula No. 23471, serie 18, a nombre
del recurrente, en la cual son invocados los medios de ca-
sación que figuran en otra parte del presente fallo;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del;
berado y vistos los artículos 1 de la Ley No. 5869 del 24
de abril de 1962, 269 de la Ley No. 1542 de Registro cle
Tierras, 215 del Código de Procedimiento Criminal y 1 y
37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en les
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
28 del mes de febrero de 1966, Eugenio Cuevas Santana
rresentó querella ante el Ayudante del Procurador Fiscal
de Barahona, contra Ismael Matos, Marcelino Matos, Jai-
me Matos y Eulogio Beltré, por el hecho de éstos haberse
introducido en un terreno que, según él alega, es de su
pertenencia, y de haber tumbado "árboles preciosos y co-
rrientes y frutales y levantado un rancho" dentro del re-
ferido terreno, el cual está situado en Cañada del Agua.
Paraje Migal, Municipio de Barahona, Provincia del mis-
mo nombre; b) que, regularmente apoderado del caso el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-
rahona, dictó en fecha 25 de mayo de 1966, la sentencia
cuya parte dispositiva dice así: "Falla: Primero: Que debe
reenviar y reenvía el conocimiento de la presente causa se-
guida contra los nombrados Ismael Matos, Marcelino Ma-
tos, Eulogio Beltré y Jaime Matos, de generales anotadas,
inculpados del delito de violación de propiedad en perjui-
cio de Eugenio Cuevas Santana, para una próxima audien-
cia a fin de citar los testigos no comparecientes, especial-
mente a Francisco Feliz (a) Amarillo. Segundo: Se ordena
un descenso al lugar de los hechos a fin de determinar la
ubicación del terreno. Tercero: Se ordena que se suspenda
lu continuación de los trabajos mientras se resuelva el ca-

so en litis. Cuarto: Se reservan las costas para ser falladas
conjuntamente con el fondo"; c) que sobre el recurso de

apelación interpuesto por los inculpados, la Corte de Ape-
lación de Barahona dictó la sentencia ahora impugnada.
en la cual figura este dispositivo: "Falla: Primero: Declara

regular y válido en la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por Ismael Matos, Marcelino Matos, Jaime Matos
y Eulogio Beltré, prevenidos del delito de violación de pro-
piedad, en fecha 25 del mes de mayo del año 1966, contra
sentenc ia 231 dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Barahona, en fecha 25 del mes
cie mayo del año 1966, cuyo dispositivo figura copiado en
otra parte del presente fallo; Segundo: Declara nula y sir.
efecto la referida sentencia, por haber sido declarada en
violación del artículo 269 de la Ley de Registro de Tierras,
Tercero: Avoca el fondo, y en consecuencia, sobresee el
conocimiento del mismo hasta tanto el Tribunal de Tierras,
amparado del saneamiento de la Parcela en litigio, resuel-
va sobre el derecho de propiedad del mismo. Cuarto: Re-

serva las costas del procedimiento para fallarlas conjunta-
mente con el fondo";

Considerando que Eugenio Cuevas Santana, recurrente y
parte civil constituída, alega en sus medios de casación que
la Corte a-qua cometió violaciones de Derecho porque dispu
so, mediante sentencia que él impugna, anular la del Juez de
Primera Instancia, fechada el 25 de mayo de 1966; porque
avocó el fondo del asunto y sobreseeyó el conocimiento del
mismo hasta que el Tribunal de Tierras conozca del sa-
neamiento de la parcela en litigio; porque cometió extra-
petita y ultra-petita en razón de que los prevenidos expu-
sieron en el acta relativa a su recurso de alzada que lo
fundamentaban por no estar conformes con el fallo del men-
cionado Juez de Primera Instancia en lo concerniente a
la suspensión de los trabajos que eran realizados en la
propiedad discutida, y porque "jurídicamente no se puede
avocar el fondo sobre decisiones preparatorias como en el
caso de la especie, ni se puede avocar el fondo para hacer
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 11 del mes de agos.
to de 1966, a requerimiento del Doctor Rafael Augusto
chel Suero, abogado, cédula No. 23471, serie 18, a nombre
del recurrente, en la cual son invocados los medios de ca-
sación que figuran en otra parte del presente fallo;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber
berado y vistos los artículos 1 de la Ley No. 5869 del 24
de abril de 1962, 269 de la Ley No. 1542 de Registro d€
Tierras, 215 del Código de Procedimiento Criminal y 1 y

37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en lrs
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
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pertenencia, y de haber tumbado "árboles preciosos y co-
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Paraje Migal, Municipio de Barahona, Provincia del mis-
mo nombre; b) que, regularmente apoderado del caso el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-
rahona, dictó en fecha 25 de mayo de 1966, la sentencia
cuya parte dispositiva dice así: "Falla: Primero: Que debe
reenviar y reenvía el conocimiento de la presente causa se-
guida contra los nombrados Ismael Matos, Marcelino Ma-
tos, Eulogio Beltré y Jaime Matos, de generales anotadas,
inculpados del delito de violación de propiedad en perjui-
cio de Eugenio Cuevas Santana, para una próxima audien-
cia a fin de citar los testigos no comparecientes, especial-
mente a Francisco Feliz (a) Amarillo. Segundo: Se ordena
un descenso al lugar de los hechos a fin de determinar la
ubicación del terreno. Tercero: Se ordena que se suspenda
1:: continuación de los trabajos mientras se resuelva el ca-

o en litis. Cuarto: Se reservan las costas para ser falladas
conjuntamente con el fondo"; e) que sobre el recurso de
apelación interpuesto por los inculpados, la Corte de Ape-
lación de Barahona dictó la sentencia ahora impugnada,
en la cual figura este dispositivo: "Falla: Primero: Declara
regular y válido en la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por Ismael Matos, Marcelino Matos, Jaime Matos
y Eulogio Beltré, prevenidos del delito de violación de pro-
piedad, en fecha 25 del mes de mayo del año 1966, contra
sentencia 231 dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Barahona, en fecha 25 del mes
cie mayo del año 1966, cuyo dispositivo figura copiado en
otra parte del presente fallo; Segundo: Declara nula y sin
efecto la referida sentencia, por haber sido declarada en
violación del artículo 269 de la Ley de Registro de Tierras,
Tercero: Avoca el fondo, y en consecuencia, sobresee el
conocimiento del mismo hasta tanto el Tribunal de Tierras,
amparado del saneamiento de la Parcela en litigio, resuel-
va sobre el derecho de propiedad del mismo. Cuarto: Re-
serva las costas del procedimiento para fallarlas conjunta-
mente con el fondo";

Considerando que Eugenio Cuevas Santana, recurrente y
parte civil constituida, alega en sus medios de casación que
!a Corte a-qua cometió violaciones de Derecho porque dispu
so, mediante sentencia que él impugna, anular la del Juez de
Primera Instancia, fechada el 25 de mayo de 1966; porque
avocó el fondo del asunto y sobreseeyó el conocimiento de!
mismo hasta que el Tribunal de Tierras conozca del sa-
neamiento de la parcela en litigio; porque cometió extra-
petita y ultra-petita en razón de que los prevenidos expu-
sieron en el acta relativa a su recurso de alzada que lo
fundamentaban por no estar conformes con el fallo del men-
cionado Juez de Primera Instancia en lo concerniente a
la suspensión de los trabajos que eran realizados en la
propiedad discutida, y porque "jurídicamente no se puede
avocar el fondo sobre decisiones preparatorias como en el
caso de la especie, ni se puede avocar el fondo para hacer
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scbreseimiento de procesos, pues la Corte desconocía eo‘
mo una medida preparatoria dictada por el Juez de Pri.
mer Grado, hasta donde éste estaba edificado en el caso
que nos ocupa; pero,

Considerando que la Corte a-qua para justificar 14
sentencia relativa al presente recurso, ha dado la siguien.
te motivación: que el querellante Eugenio Cuevas Santa,
ra. parte civil constituída 'alegó tener derecho de propie.
dad sobre la parcela objeto de la querella, por pertenecer
la misma a la sucesión de Andrés Cuevas que él representa
en la cual tiene una posesión de más de 40 arios, y pre-
sentó además a la Corte el plano de la mensura de la re-
ferida parcela, ejecutada por el Agrimensor Osvaldo Gon-
zález, cuyos datos figuran transcritos en el acta de audien-
cia correspondiente"; "que por su parte los prevenidos ale-
gan tener derecho de propiedad sobre la parcela en cues-
tJón, por haberla heredado de su padre Santiago Matos,
cuien la obtuvo mediante un convenio con la Junta de
Agricultura que data de más de 30 arios, mostrando en
la audiencia un documento suscrito por la Junta de Agri-
cultura"; que estima "que el Tribunal a-quo, tratándose de
un asunto en que ambas partes alegan tener el derecho
de propiedad sobre la parcela ya referida, y habiéndole
manifestado la parte civil, señor Eugenio Cuevas Santana,
que el plano de la parcela está en el Tribunal de Tierras.
ha debido, de acuerdo con las prescripciones del artículo
269 de la Ley No. 1542 de Registro de Tierras, aun cuando
ro le hubiere sido solicitado mediante conclusiones forma-
les ,sobreseer el conocimiento de la presente causa hasta
tanto el Tribunal de Tierras decida sobre la propiedad de
dicha parcela"; "que en virtud de lo expresado en los con-
siderandos precedentes, la Corte está en el ineludible de-
ber de anular la sentencia recurrida, y al avocar el fondo,
sobreseer el 'fallo de la presente causa hasta tanto el Tri-
bunal de Tierras amparado del asunto resuelva sobre la
propiedad de la parcela en litis"; "que en cuanto al pedi-
mento hecho por los prevenidos por conducto de su abo-

o Doctor Manuel de Jesús González, en el sentido de
que se conceda un plazo para que sea apoderado el Tribu-
líal de Tierras, éste resultaría superabundante otorgarlo,
en razón de que la parcela ya expresada está en curso de
saneamiento, según ha quedado establecido por la decla-
ración de la parte civil así como también por el Plano pre-
sentado por ésta en la audiencia";

Considerando que no obstante las anteriores razones
de hecho y de derecho que para darle base legal a su
sentencia ha dado la Corte a-qua, es pertinente examirar
y ponderar de modo especial y reunidos, los medios de
casación invocados por el recurrente; que de conformidad
con lo estatuído por el artículo 215 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, los tribunales de apelación cuando
anulan una sentencia de caracter correccional por "viola-
ción u omisión no reparada de las formas prescritas poi
la ley", están en el debe- de avocar el fondo tel asunto li-
tigioso para fallarlo, como en el caso ocurrente, cuando
sea de lugar, sin que tengan que distinguir si las irregu-
laridades que comprueban conciernen a la sentencia, a
la instrucción o a los actos mismos en virtud de los cuales
el tribunal ha sido apoderado; que, en consecuencia, la
Corte a-qua, contrariamente a lo sostenido por el recu-
rrente, al comprobar que el Juez de Primera Instancia ha-
bía violado las disposiciones contenidas en el artículo 269
ce la Ley de Tierras, hizo una correcta aplicación del men-
cionado artículo 215 del Código de Procedimiento Crimi-
ncl, pues la avocación procedía por el solo mandato impe-
rativo de la Ley, a pesar de que no le fuera solicitada me-
diante conclusiones formales; que estas razones ponen de
n.anifiesto que en la sentencia impugnada no se ha incu-
rrido en los vicios de extra-petita ni de ultra-petita; que,
por otra parte, en cuanto a lo alegado por el recurrente
en el sentido de que no es conforme a derecho el sobresei-
ndento del fallo sobre el fondo del caso litigioso que la
Corte a-qua dispuso a los fines más arriba indicados, se
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de hecho y de derecho que para darle base legal a su
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y ponderar de modo especial y reunidos, los medios de
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cedimiento Criminal, los tribunales de apelación cuando
anulan una sentencia de caracter correccional por "viola-
ción u omisión no reparada de las formas prescritas poi
la ley", están en el debe- de avocar el fondo l'el asunto li-
tigioso para fallarlo, como en el caso ocurrente, cuando
sea de lugar, sin que tengan que distinguir si las irregu-
laridades que comprueban conciernen a la sentencia, a
la instrucción o a los actos mismos en virtud de los cuales
el tribunal ha sido apoderado; que, en consecuencia, la
Corte a-qua, contrariamente a lo sostenido por el recu-
rrente, al comprobar que el Juez de Primera Instancia ha-
bía violado las disposiciones contenidas en el artículo 269
cie la Ley de Tierras, hizo una correcta aplicación del men-
cionado artículo 215 del Código de Procedimiento Crimi-
ml, pues la avocación procedía por el solo mandato impe-
rativo de la Ley, a pesar de que no le fuera solicitada me-
diante conclusiones formales; que estas razones ponen de
n.anifiesto que en la sentencia impugnada no se ha incu-
rrido en los vicios de extra-petita ni de ultra-petita; que,
por otra parte, en cuanto a lo alegado por el recurrente
en el sentido de que no es conforme a derecho el sobresei-
nliento del fallo sobre el fondo del caso litigioso que la
Corte a-qua dispuso a los fines más arriba indicados, se



212	 BOLETIN JUDICIAL

hace necesario poner de resalto que en el asunto pena
de que se trata hay una cuestión prejudicial que está re..
la cionada con uno de los elementos constitutivos de la
infracción puesta a cargo de los inculpados y que pudien-
do ser decidida por el tribunal apoderado de la acción pú

blica, requiere una instancia distinta y principal; que esa
cuestión prejudicial, en la especie, es la que se refiere a
la excepción de propiedad, la cual, haciendo obstáculo -a

la regla de que el Juez de la acción es el Juez de la ex.
cepción, debe ser acogida cuando sea susceptible de des.
pojar al hecho, motivo de las persecuciones, del carácter
de delito o de contravención, tal como ocurre con el delito
de violación de propiedad que ha sido imputado a los re-
feridos inculpados, previsto en el artículo 1 de la Ley No.
5869 del 24 de abril de 1962, en el que la aplicación de
las sanciones está subordinada a que ellos no sean dueños
de la parcela en que se introdujeron y que es motivo de
la presente litis; que respecto de ésta existe una prohibí-
c:ón más terminante a la susodicha regla de que el Juez
de la acción es el Juez de la excepción, ya que, tratándo-
se de un asunto en que tanto el querellante, ahora recu-
rrente, como los inculpados alegan ser dueños de la par-
cela objeto de litigio y estando los derechos sobre esa par-
cela en curso de saneamiento en el Tribunal de Tierras,
la Corte a-qua estaba en el, deber de abstenerse, como se
abstuvo, de fallar el fondo relativo al caso en cuestión has-
ta que ese Tribunal decida lo referente al derecho de pro-
piedad, por lo que es obvio que dejó así cumplidas las
prescripciones del artículo 269 de- la citada Ley No. 1541
de Registro de Tierras;

Considerando que por todo cuanto ha sido expuesto,
se revela que la Corte a-qua no ha cometido en el fallo
impugnado las violaciones de la ley ni los vicios señalados
por el recurrente en los medios de su recurso, los cuales
carecen, por tanto, de fundamento y deben ser desest i

-mados;
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Considerando que en el presente caso no procede con-
denar en costas al recurrente, parte civil constituída que
ha sucumbido, porque los inculpados no lo han solicitado,
y esta condenación no puede ser pronunciada de oficio;

1

1 1, Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
. terpuesto por Eugenio Cuevas Santana, contra la senten-

cia de la Corte de Apelación de Barahona, dictada en sus
atribuciones correccionales y en fecha 9 de agosto de 1966,
cuyo dispositivo está transcrito en otro lugar del presen-
te fallo.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
C'hupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras•— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada per mí, Secretario General,
aue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

1,1
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fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

001



214	 BOLETIN JUDICIAL 130LETIN JUDICIAL	 215

SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santiago, de fecha
22 de diciembre de 1965

Materia Correccional

Recurrente: Santos Rodríguez
Abogado: Dr. Eugenio Rosario

Intervinientes: Instituto. Agrario Dominicano y la Compañía
Nacional de Seguros San Rafael, C. por A.

Abogado: Dr. Amiris Díaz

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
t,.cia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la.
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
ca, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Dis-
trito Nacional, hoy día 8 de febrero del año 1967, años 123°
de la Independencia y 1049 de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santos
Rodríguez, dominicano, mayor de edad, soltero, agricu l

-tor, cédula No. 954, serie 72, domiciliado y residente en El
Duro,. Municipio de Montecristi, parte civil constituida,
centra sentencia dictada en fecha 22 de diciembre de 1965.

en atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Lorenzo E. Raposo, en representación del

Dr. Eugenio Rosario, cédula No. 47910, serie 31, abogado
de la parte recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el Dr. Amiris Díaz, cédula No. 41459, serie 31,
abogado de los intervinientes, el Instituto Agrario Domi-
nicano y la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C.
por A., en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
ae la República;

Vista el nr + ^ :121 recurso levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, en fecha 9 de febrero de 1966, y en la
cual no se expresa ningún medio determinado de casación:

Visto el memorial de casación de fecha 24 de octubre
de 1966, suscrito por el Dr. Eugenio Rosario, abogado de
la parte recurrente, en el cual se invocan los medios que

-más adelante se expresan;

Visto el escrito de intervención, suscrito por el Dr
Amiris Díaz E., a nombre del Instituto Agrario Domini-
cano y de la Compañía Nacional de Seguros San Rafael,
C. por A.;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 de la Ley No. 5771 de 1961
y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que en ocasión de un accidente de automóvil ocurrido en
fecha 1 9 de octubre de 1964, en la carretera que va de
Montecristi a Cañongo, el prevenido Héctor R. Méndez,
produjo la muerte al menor de edad Juancito Rodríguez.
con la camioneta placa No. 54678, que conducía, y que
era propiedad del Instituto Agrario Dominicano; b) que con
dicho motivo, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
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1
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berado y vistos los artículos 1 de la Ley No. 5771. de 1961
y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que en ocasión de un accidente de automóvil ocurrido en
fecha 1 9 de octubre de 1964, en la carretera que va de
Montecristi a Cañongo, el prevenido Héctor R. Méndez,
p rodujo la muerte al menor de edad Juancito Rodríguez.
con la camioneta placa No. 54678, que conducía, y que
era propiedad del Instituto Agrario Dominicano; b) que COI)

dicho motivo, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
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trito Judicial de Dajabón, dictó en fecha 1 9 de diciembre
de 1964, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente:
"PRIMERO: Declarar regular y válida en la forma y jus_
ta en cuanto al fondo la constitución en parte civil hecha
por el señor Santos Rodríguez, contra el Instituto Agrario
Dominicano, en su calidad este último de parte civilmente
responsable como comitente de su preposé Héctor R. Mén-
dez Gómez; y contra la Compañía Nacional de Seguros
"San Rafael", C. por A., aseguradora de la responsabilidad
civil del Instituto Agrario Dominicano; SEGUNDO: Decla-
rar, como al efecto declara al nombrado Héctor R. Méndez
Gómez, culpable de violación a la Ley No. 5771 (homicidio
involuntario) con el manejo de un vehículo de motor en
perjuicio del niño Juan Rodríguez, y en consecuencia se
condena a RD$100.00 (cien pesos oro) de multa, acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes; TERCERO: Conde-
nar, como al efecto condena al Instituto Agrario D
cano al pago de una indemnización de RD$5,000.0f/ (Cin-
co mil pesos oro) en favor de Santos Rodríguez, por os da-
ños y perjuicios materiales y morales sufridos por él con
la muerte de su hijo menor Juan Rodríguez; CUARTO:
Condenar, como al efecto condena al Instituto Agrario Do-
minicano, al pago de los intereses legales de la suma más
arriba indicada a partir de la demanda y a título de indem-
nización suplementaria; QUINTO: Declarar como al efecto
cleclara ejecutable y oponible la presente sentencia, a la
Compañía Nacional de Seguros "San Rafael", C. por A.,
hasta el límite del riesgo que cubre la póliza de Seguros;
SEXTO: Condenar, como al efecto condena al Instituto
Agrario Dominicano, y la Compañía Nacional de Seguros
"San Rafael", C. por A., al pago de las costas civiles, con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Clyde Eu-
genio Rosario, quien declaró haberlas avanzado en su to-
talidad; SEPTIMO: Se condena al prevenido Héctor R.
Méndez Gómez al pago de las costas"; e) que contra dicha
decisión recurrieron oportunamente tanto el prevenido
Héctor R. Méndez Gómez, como el Instituto Agrario Dom i-

nicano, parte civilmente puesta en causa, y la Compañía
Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., y, d) que la
Corte de Apelación de Santiago, dictó en fecha 22 de di-
ciembre de 1965, la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite el recurso
de apelación interpuesto por el Dr. Cabrera Hernández,
a nombre y representación del prevenido Héctor R. Mén-
dez Gómez, de la parte civilmente responsable puesta en
causa ''Instituto Agrario Dominicano" y de la compañía
aseguradora "San Rafael, C. por A.", contra sentencia dic-
tada en fecha 1 9 de diciembre de 1964 por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Dajabón, me-
diante la cual condenó al nombrado Héctor R. Méndez Gó-
mez al pago de una multa de Cien Pesos Oro (RD$100.00),
así como al pago de las costas penales, acogiendo circuns-
tancias atenuantes, por el delito de Homicidio Involunta-
ro (Violación a la Ley No. 5771 sobre accidentes ocasiona-
dos con el manejo de vehículos de motor), en perjuicio del
menor Juan Rodríguez; condenó al Instituto Agrario Do-
minicano, civilmente responsable puesto en causa en su
condición de comitente de su preposé Héctor R. Méndez
Gómez, al pago de una indemnización de Cinco Mil Pesos
Oro (RD$5,000.00), más al pago de los intereses legales de
dicha suma, a partir de la demar p-1.a y a título de indemniza-
ción suplementaria, todo en provecho del señor Santos Ro-
dríguez, parte civil constituida en su condición de padre de
la víctima; declaró ejecutable y oponible dicha sentencias
a la Compañía Nacional de Seguros "San Rafael, C. por A.",
aseguradora del vehculo que ocasionó el accidente, hasta
el límite del riesgo que cubre la póliza de seguro; y con-
denó, además, al Instituto Agrario Dominicano y a la "San
Rafael", C. por A., al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Clyde Eugenio
Rosario, abogado de la parte civil constituída, quien afirmó
haberlas avanzado en su totalidad; SEGUNDO: Revoca la
sentencia apelada y obrando por propia autoridad descarga

prevenido Héctor R. Méndez Gómez y al Instituto Agra-
.
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trito Judicial de Dajabón, dictó en fecha 1 9 de diciembre
de 1964, una sentencia cuyo dispositivo es él siguiente:
"PRIMERO: Declarar regular y válida en la forma y jus-
ta en cuanto al fondo la constitución en parte civil hecha
por el señor Santos Rodríguez, contra el Instituto Agrario
Dominicano, en su calidad este último de parte civilmente
responsable como comitente de su preposé Héctor R. Mén-
dez Gómez; y contra la Compañía Nacional de Seguros
"San Rafael", C. por A., aseguradora de la responsabilidad
civil del Instituto Agrario Dominicano; SEGUNDO: Decla-
rar, como al efecto declara al nombrado Héctor R. Méndez
Gómez, culpable de violación a la Ley No. 5771 (homicidio
involuntario) con el manejo de un vehículo de motor en
perjuicio del niño Juan Rodríguez, y en consecuencia se
condena a RD$100.00 (cien pesos oro) de multa, acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes; TERCERO: Conde-
nar, como al efecto condena al Instituto Agrario D)mini-
cano al pago de una indemnización de RD$5,000.0( (Cin-
co mil pesos oro) en favor de Santos Rodríguez, por os da-
ños y perjuicios materiales y morales sufridos por él con
la muerte de su hijo menor Juan Rodríguez; CUARTO:
Condenar, como al efecto condena al Instituto Agrario Do-
minicano, al pago de los intereses legales de la suma más
arriba indicada a partir de la demanda y a título de indem-
nización suplementaria; QUINTO: Declarar como al efecto
declara ejecutable y oponible la presente sentencia, a la
Compañía Nacional de Seguros "San Rafael", C. por A.,
hasta el límite del riesgo que cubre la póliza de Seguros;
SEXTO: Condenar, como al efecto condena al Instituto
Agrario Dominicano, y la Compañía Nacional de Seguros
"San Rafael", C. por A., al pago de las costas civiles, con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Clyde Eu-
genio Rosario, quien declaró haberlas avanzado en su to-
talidad; SEPTIMO: Se condena al prevenido Héctor R.
Méndez Gómez al pago de las costas"; e) que contra dicha
decisión recurrieron oportunamente tanto el prevenido
Héctor R. Méndez Gómez, como el Instituto Agrario Dom i-

nicano, parte civilmente puesta en causa, y la Compañía
Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., y, d) que la
Corte de Apelación de Santiago, dictó en fecha 22 de di-
ciembre de 1965, la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite el recurso
de. apelación interpuesto por el Dr. Cabrera Hernández,
a nombre y representación del prevenido Héctor R. Mén-
dez Gómez, de la parte civilmente responsable puesta en
causa 'Instituto Agrario Dominicano" y de la compañía
aseguradora "San Rafael, C. por A.", contra sentencia dic-
tada en fecha 1 9 de diciembre de 1964 por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Dajabón, me-
diante la cual condenó al nombrado Héctor R. Méndez Gó-
mez al pago de una multa de Cien Pesos Oro (RD$100.001,
así como al pago de las costas penales, acogiendo circuns-
tancias atenuantes, por el delito de Homicidio Involunta-
ro (Violación a la Ley No. 5771 sobre accidentes ocasiona-
dos con el manejo de vehículos de motor), en perjuicio del
menor Juan Rodríguez; condenó al Instituto Agrario Do-
minicano, civilmente responsable puesto en causa en su
condición de comitente de su preposé Héctor R. Méndez
Gómez, al pago de una indemnización de Cinco Mil Pesos
Oro (RD$5,000.00), más al pago de los intereses legales de
dicha suma, a partir de la demanda y a título de indemniza-
ción suplementaria, todo en provecho del señor Santos Ro-
dríguez, parte civil constituida en su condición de padre de
la víctima; declaró ejecutable y oponible dicha sentencia
a la Compañía Nacional de Seguros "San Rafael, C. por A.","
aseguradora del vehculo que ocasionó el accidente, hasta
el límite del riesgo que cubre la póliza de seguro; y con-
denó, además, al Instituto Agrario Dominicano y a la "San
Rafael", C. por A., al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Clyde Eugenio
Rosario, abogado de la parte civil constituída, quien afirmó
haberlas avanzado en su totalidad; SEGUNDO: Revoca la
1. entencia apelada y obrando por propia autoridad descarga
.1 prevenido Héctor R. Méndez Gómez y al Instituto Agra-.
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rio Dominicano de las condenaciones tanto penales como
civiles pronunciadas en su contra, por no haber cometido
dicho Héctor R. Méndez Gómez falta alguna que compro-
meta su responsabilidad penal y por deberse el accidente
a la falta exclusiva de la víctima; TERCERO: Declara de
oficio las costas penales; CUARTO: Condena a la parte ci-
vil constituida al pago de las costas civiles del procedi-
miento";

Considerando que en su memorial de casación el re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Fal-
ta de base legal. Motivos insuficientes. Falta de pondera-
ción de los hechos y circunstancias de la causa y desnatura-
lización de los hechos de la causa; Segundo Medio: Falsa
aplicación de los artículos 6, letra b) y 92 letra b) de la
Ley No. 4809, de 1957 y Violación del artículo Primero de
la Ley No. 5771 de 1961 y de los artículos Nos. 1382, 1383
y 1384, párrafo 3° del Código Civil;

Considerando que en el desenvolvimiento del primer
medio del recurso, la parte recurrente alega, en síntesis,
que contrariamente a lo expresado en los motivos de la
decisión impugnada, en el sentido de que el accidente en
que perdió la vida, el menor Juancito Rodríguez, ocu-
rrió exclusivamente por falta de la víctima, la Corte
a-qua al dictar su fallo habría llegado a conclusio-
nes distintas de haber ponderado todos los elementos de
prueba resultantes de la instrucción de la causa; que di-
cha Corte, en efecto, no tuvo en cuenta que tanto la madre
del menor victimado, como éste, en el momento del acci-
dente, transitaban en una recta y fueron vistos por el pre-
venido a una distancia de 100 a 150 metros, según su pro-
pia declaración,. y además que el prevenido, en todo ese
trayecto no tocó la bocina del vehículo, para advertir su
presencia a los ya dichos peatones; que igualmente la Corte
a-qua no estableció en su decisión en qué punto preciso e
aproximado del pavimento de la carretera fue alcanzad()

menor Juancito Rodríguez, ni en qué sitio de su cuerpo

fue tocado por el vehículo ni con qué parte de éste, pues
no bastaba decir que con "uno" de los faroles; que al no ser
ponderados o establecidos dichos elementos, en la senten-
cia impugnada se ha incurrido en el vicio de falta de ba-
se legal;

Considerando que el examen de la decisión impugna-
da pone de manifiesto que la Corte a-qua, para dictar su
fallo, se fundó esencialmente, en que "cuando el preveni-
do" estaba muy próximo al lugar en que madre e hijo
avanzaban" —que era el paseo izquierdo de la vía, en re-
lación con el vehículo— "la primera quiso agarrar al se-
gundo, pero éste intentó súbitamente atravesar la carre-
tera y el conductor, a pesar de que marchaba normalmente
y a moderada velocidad y de que inmediatamente frenó, le
fue imposible evitar hacer impacto al menor, al que gol-
peó con uno de los faroles de la camioneta";

Considerando que pese a las comprobaciones hechas
por la Corte a-qua, según resulta del fallo impugnado, y
relativas a que el prevenido, o sea el chófer de la camio-
neta, alcanzó a ver al menor Juancito Rodríguez y a su
madre, desde una distancia de cien metros, según resulta
de la propia declaración de aquél, y de que no usó 	 todo
ese trayecto de la bocina del vehículo para anunciarles su
aproximación, y de haber determinado además que el ni-
fio Juancito Rodríguez, solamente tenía seis años de edad,
período de la vida en que la facultad de razonar no ha al-
canzado, en principio, suficiente desarrollo, omitió, como
alega la parte recurrente, ponderar tales hechos, suscep-
tibles de influir eventualmente en la decisión adoptada;
que en tales condiciones la Suprema Corte de Justicia está
impedida de ejercer plenamente su poder de control, a
fin de determinar si en la especie la ley ha sido, o no, de-
Eidamente observada; que, en consecuencia, la sentencia
impugnada carece de base legal y debe ser casada sin que
haya lugar a ponderar los demás medios del recurso;
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rio Dominicano de las condenaciones tanto penales corno
civiles pronunciadas en su contra, por no haber cometido
dicho Héctor R. Méndez Gómez falta alguna que compro-
meta su responsabilidad penal y por deberse el accidente
a la falta exclusiva de la víctima; TERCERO: Declara de
oficio las costas penales; CUARTO: Condena a la parte ci-
vil constituída al pago de las costas civiles del procedí-
miento";

Considerando que en su memorial de casación el re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Fal-
ta de base legal. Motivos insuficientes. Falta de pondera-
ción de los hechos y circunstancias de la causa y desnatura-
lización de los hechos de la causa; Segundo Medio: Falsa
aplicación de los artículos 6, letra b) y 92 letra b) de la
Ley No. 4809, de 1957 y Violación del artículo Primero de
la Ley No. 5771 de 1961 y de los artículos Nos. 1382, 1383
y 1384, párrafo 3 9 del Código Civil;	
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Considerando que en el desenvolvimiento del primer
medio del recurso, la parte recurrente alega, en síntesis,
que contrariamente a lo expresado en los motivos de la
decisión impugnada, en el sentido de que el accidente en
que perdió la vida, el menor Juancito Rodríguez, ocu-
rrió exclusivamente por falta de la víctima, la Corte
a-qua al dictar su fallo habría llegado a conclusio-
nes distintas de haber ponderado todos los elementos de
prueba resultantes de la instrucción de la causa; que di-
cha Corte, en efecto, no tuvo en cuenta que tanto la madre
del menor victimado, como éste, en el momento del acci-
dente, transitaban en una recta y fueron vistos por el pre-
venido a una distancia de 100 a 150 metros, según su pro-
pia declaración, y además que el prevenido, en todo ese
trayecto no tocó la bocina del vehículo, para advertir su
presencia a los ya dichos peatones; que igualmente la Corte
a-qua no estableció en su decisión en qué punto preciso e
aproximado del pavimento de la carretera fue alcanzad o\y\
1 menor Juancito Rodríguez, ni en qué sitio de su cuerpo
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fue tocado por el vehículo ni con qué parte de éste, pues
no bastaba decir que con "uno" de los faroles; que al no ser
ponderado s o establecidos dichos elementos, en la senten-
cia impugnada se ha incurrido en el vicio de falta de ba-
se legal;

Considerandosiderando que el examen de la decisión impugna-
da pone de manifiesto que la Corte a-qua, para dictar su
fallo, se fundó esencialmente, en que "cuando el preveni-
do" estaba muy próximo al lugar en que madre e hijo
avanzaban" —que era el paseo izquierdo de la vía, en re-
lación con el vehículo— "la primera quiso agarrar al se-
gundo, pero éste intentó súbitamente atravesar la carre-
tera y el conductor, a pesar de que marchaba normalmente
y a moderada velocidad y de que inmediatamente frenó, le
fue imposible evitar hacer impacto al menor, al que gol-
peó con uno de los faroles de la camioneta";

Considerando que pese a las comprobaciones hechas
por la Corte a-qua, según resulta del fallo impugnado, y
relativas a que el prevenido, o sea el chófer de la camio-
neta, alcanzó a ver al menor Juancito Rodríguez y a su
madre, desde una distancia de cien metros, según resulta
de la propia declaración de aquél, y de que no usó -1 todo
ese trayecto de la bocina del vehículo para anunciarles su
aproximación, y de haber determinado además que el ni-
ño Juancito Rodríguez, solamente tenía seis años de edad,
período de la vida en que la facultad de razonar no ha al-
canzado, en principio, suficiente desarrollo, omitió, como
alega la parte recurrente, ponderar tales hechos, suscep-
tibles de influir eventualmente en la decisión adoptada;
que en tales condiciones la Suprema Corte de Justicia está
impedida de ejercer plenamente su poder de control, a
fin de determinar si en la especie la ley ha sido, o no, de-
bidamente observada; que, en consecuencia, la sentencia
impugnada carece de base legal y debe ser casada sin que
haya lugar a ponderar los demás medios del recurso;
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Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a la parte civilmente responsable puesta en causa, el
Instituto Agrario Dominicano, y a la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A.; Segundo: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santiago, de fecha 22 de di-
ciembre de 1965, en sus atribuciones correccionales, y en.
vía el asunto por ante la Corte de, Apelación de La Vega;
Tercero: Compensa las costas.

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,. Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 1967

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 29
de abril de 1966

materia: Tierras

Recurrentes: Benedicto de Jesús Gil (a) Benero y Julio César
García F.

Abogados: Dr. Rafael de Moya Grullón: (del recurrente Benedicto
de Jesús Gil); Dr. Gerardo Leoncio Pieter: (del recurrente
Julio César García F.)

Recurrido: Carlos Mena Aristy

Abogados: Dres. Víctor Manuel Mangual, Víctor Vicente Pérez
Perdomo y Manuel de Jesús Morales Hidalgo

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ttcia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de
Presidente; Julio A. Cuello, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama.
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 8 días
Gel mes de febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia
y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Be-
nedicto de Jesús Gil (a) Benero, dominicano, mayor de
edad, casado, agricultor, domiciliado en esta ciudad, calle
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Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a la parte civilmente responsable puesta en causa, el
Instituto Agrario Dominicano, y a la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A.; Segundo: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santiago, de fecha 22 de d:-
ciembre de 1965, en sus atribuciones correccionales, y en-
vía el asunto por ante la Corte de. Apelación de La Vega;
Tercero: Compensa las costas.

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada.— P. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,. Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 29
de abril de 1966

,jateria: Tierras

Recurrentes: Benedicto de Jesús Gil (a) Benero y Julio César
García F.

Abogados: Dr. Rafael de Moya Grullón: (del recurrente Benedicto
de Jesús Gil); Dr. Gerardo Leoncio Pieter: (del recurrente
Julio César García F.)

irecurrido: Carlos Mena Aristy

Abogados: Dres. Víctor Manuel Mangual, Víctor Vicente Pérez
Perdomo y Manuel de Jesús Morales Hidalgo

11101i   Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de
Presidente; Julio A. Cuello, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama.
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 8 días
nel mes de febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia
y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Be-
nedicto de Jesús Gil (a) Benero, dominicano, mayor de
edad, casado, agricultor, domiciliado en esta ciudad, calle
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Nicolás de Ovando No. 81, cédula No. 4186, serie 46, y ju.
lio César García F., dominicano, mayor de edad, casado,
médico, domiciliado en San Cristóbal, Avenida Constitu-
ción No. 45, cédula No. 13642, serie 2, contra sentencia
No. 9 del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 29 d,s
abril de 1966, relativa a la Parcela No. 2640, del Distrito
Catastral No. 21 del Distrito Nacional, Sección de "Higue.
ro", cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Rafael de Moya Grullón, cédula 1050, se.

rie 56, abogado del recurrente Benedicto de Jesús Gil, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Gerardo Leoncio Pieter, cédula 23603,
serie lra., abogado del recurrente Julio César García F.,
en la lectura de sus conclusiones;

Oída la Dra. Altagracia Grecia Maldonado P., cédula
18221, serie lra., en representación de los Doctores Víctor
Manuel Mangual, cédula 18900, serie lra., Víctor Vicente
Pérez Perdomo, cédula 8888, serie 22, y Manuel de Jesús
Morales Hidalgo, cédula 63120, serie lra., abogados de Car-
los Mena Aristy, dominicano, mayor de edad, casado, ha-
cendado, domiciliado en el paraje de "La Cueva", Sección
"Pedregal", del Distrito Nacional, cédula 1258, serie 37,
recurrido, en la lectura de sus conclusiones, relativas a los
dos recursos;

Oídos los dictámenes del Magistrado Procurador Ge
neral de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente Benedic-
to de Jesús Gil, suscrito por su abogado y depositado en
la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha
27 de junio de 1966;

Visto el memorial de casación del recurrente Julio Cé-
sar García F., suscrito por su abogado y depositado en la
Secretaría de la Suprema Corte de Justicia el día 24 de
junio de 1966;
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Vistos los memoriales de defensa del recurrido, suscri-
to por sus abogados y notificados a los abogados de Bene-
dicto de Jesús Gil y Julio César García F., en fecha lre.
de septiembreblroes desecrliro6s6

;de ampliación de los recurrentes y
riel recurrido;vstoe   l

escrito de 'fecha 28 de noviembre de 1966,
suscrito por los abogados de los recurrentes en el cual se
solicita a la Suprema Corte de Justicia la "fusión" de les
dos recursos de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1116, 1156, 1594, 1774, 1775 y
1776 del Código Civil; 84, 138, 140 y 141 de la Ley de Re-
gistro de Tierras; 141 del Código de Procedimiento Civil,
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que los recursos interpuestos se refieren
a una misma sentencia; que dichos recursos han puesto en
causa como interesada a la misma persona; que el interés
de los recursos es el mismo por tener igual causa y tratar
sobre el mismo inmueble y que los medios que se invocan
contra la sentencia impugnada son sustancialmente los
mos; que. además, los recurrentes han solicitado por su
escrito del 28 de noviembre de 1966, la "fusión" de los dos
recursos; que si la solución de los casos conexos por una
misma sentencia está permitido por la Ley, como conse-
cuencia del artículo 171 del Código de Procedimiento Ci-
vil, con mayor razón procede esa unidad de solución, cuan-
do, como ocurre en la especie, se trata de la misma senten-
cia dictada en las circunstancias ya indicadas;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que en el sa-
neamiento de la parcela No. 2640 del Distrito Catastral
No. 21 del Distrito Nacional, el Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción Original, dictó en fecha 13 de abril de 1964,
una sentencia, en la cual, entre otras disposiciones, ordena
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Nicolás de Ovando No. 81, cédula No. 4186,. serie 46, y ju.
lio César García F., dominicano, mayor de edad, casado
médico, domiciliado en San Cristóbal, Avenida Constitu:
ción No. 45, cédula No. 13642, serie 2, contra sentencia
No. 9 del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 29 d„:,
abril de 1966, relativa a la Parcela No. 2640, del Distrito
Catastral No. 21 del Distrito Nacional, Sección de."Higue-
ro", cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Rafael de Moya Grullón, cédula 1050, se-

rie 56, abogado del recurrente Benedicto de Jesús Gil, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Gerardo Leoncio Pieter, cédula 23603,
serie lra., abogado del recurrente Julio César García F.,
en la lectura de sus conclusiones;

Oída la Dra. Altagracia Grecia Maldonado P., cédula
18221, serie lra., en representación de los Doctores Víctor
Manuel Mangual, cédula 18900, serie lra., Víctor Vicente
Pérez Perdomo, cédula 8888, serie 22, y Manuel de Jesús
Morales Hidalgo, cédula 63120, serie lra., abogados de Car-
los Mena Aristy, dominicano, mayor de edad, 'casado, ha-
cendado, domiciliado en el paraje de "La Cueva", Sección
"Pedregal", del Distrito Nacional, cédula 1258, serie 37,
recurrido, en la lectura de sus conclusiones, relativas a los
dos recursos;

Oídos los dictámenes del Magistrado Procurador Ge-
neral de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente Benedic-
to de Jesús Gil, suscrito por su abogado y depositado en
la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha

27 de junio de 1966;

Visto el memorial de casación del recurrente Julio Cé-
sar García F., suscrito por su abogado y depositado en la
Secretaría de la Suprema Corte de Justicia el día 24 de
junio de 1966;
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Vistos los memoriales de defensa del recurrido, suscri-
t o por sus abogados y notificados a los abogados de Bene-
dicto de Jesús Gil y Julio César García F., en fecha lre.
de septiembre de 1966;

Vistos los escritos de ampliación de los recurrentes y
cel recurrido;

Visto el escrito de 'fecha 28 de noviembre de 1966,
suscrito por los abogados de los recurrentes en el cual se
solicita a la Suprema Corte de Justicia la "fusión" de les
dos recursos de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1116, 1156, 1594, 1774, 1775 y
1776 del Código Civil; 84, 138, 140 y 141 de la Ley de Re-
gistro de Tierras; 141 del Código de Procedimiento Civil,
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que los recursos interpuestos se refieren
a una misma sentencia; que dichos recursos han puesto en
causa como interesada a la misma persona; que el interés
de los recursos es el mismo por tener igual causa y tratar
sobre el mismo inmueble y que los medios que se invocan
contra la sentencia impugnada son sustancialmente los mio-
mos; que, además, los recurrentes han solicitado por su
escrito del 28 de noviembre de 1966, la "fusión" de los dos
recursos; que si la solución de los casos conexos por una
misma sentencia está permitido por la Ley, como conse-
cuencia del artículo 171 del Código de Procedimiento Ci-
vil, con mayor razón procede esa unidad de solución, cuan-
do, como ocurre en la especie, se trata de la misma senten-
cia dictada en las circunstancias ya indicadas;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que en el sa-
neamiento de la parcela No. 2640 del Distrito Catastral
No. 21 del Distrito Nacional, el Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción Original, dictó en fecha 13 de abril de 1964,
una sentencia, en la cual, entre otras disposiciones, ordena

1
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el registro, dentro de la parcela mencionada, de una por-
ción de: 90 Has., 84 As., 68 Cas., a Benedicto de Jesús Gil,
bl que esa sentencia fue revisada y aprobada por el Tri-
bunal Superior de Tierras en fecha 27 de mayo del mismo
año; c) que por Resolución de fecha 27 de mayo de 1964
dictada por el Tribunal Superior de Tierras, se ordenó la

transferencia de esa porción en favor del Dr. Julio Cé-
sar García Francisco; d) que por instancia en solicitud de
revisión por causa de fraude, elevada al Tribunal Superior
de Tierras, en fecha 14 de julio de 1964, por Carlos Mena
Aristy, dicho Tribunal dictó la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se recha-
za, por improcedente e infundado, el fin de inadmisión
presentado por el Dr. Rafael de Moya Grullón, en repre-
sentación del señor Benedicto de Jesús Gil (Benero), contra
el presente recurso en revisión por causa de fraude, per
haberse descartado la presunción de buena fe que estipu-
la el artículo 138 de la Ley de Registro de Tierras, de par-
te del tercer adquiriente Dr. Julio César García Francisco;
Segundo: Se admite en cuanto a la forma y se acoge en
cuanto al fondo, el recurso de revisión por causa de fraude
interpuesto en fecha 14 de julio del 1964, por los docto-
res Vicente Pérez Perdomo y Manuel de Jesús lk,orales Hi-
dalgo, a nombre y representación del señor Carlos Mena
Aristy; Tercero: Se revoca, parcialmente la decisión No.
1 de fecha 13 de abril de 1964, dictada por el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original, revisada y aprobada pot
el Tribunal Superior de Tierras el 20 de mayo de 1964,
relativa a la Parcela No. 2640 del Distrito Catastral No. 21
del Distrito Nacional, así como el Decreto de Registro Nc.
64-2392 de fecha 15 de julio del 1964, que ampara dicha
parcela, en su totalidad la Resolución de transferencia de
fecha 27 de mayo de 1964, dictada por este Tribunal Su-
perior Se Anula, en el Certificado de Título No. 64-2626,
que ampara esta parcela, el registro que se hizo en favor
del Dr. Julio César García Francisco, en ejecución de la
Resolución precitada, y en consecuencia se ordena, la cele-
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b ación de un nuevo saneamiento dentro de la parcela, li-oración
 a la porción de 90 H., 84 As., 58 Cas.. a la cual

e contrae la presente acción, designándose para llevarlo

efeclu, Dr . Epifanio del Castillo González a quienodad
al Juez de Jurisdicción Original con asiento en

ta ciudad, 
eberá comunicársele la presente sentencia y enviárse-
r el expediente; Cuarto: Se ordena al Registrador de
Títulos del Distrito Nacional, proceder a la ejecución de
lo dispuesto en el ordinal precedente, mediante anotación
al dorso del Certificado de Título No. 64-2626, relativo a
in Parcela No. 2640 del Distrito Catastral No. 21 del Dis-
trito Nacional, Haciéndose Constar al mismo tiempo-que
el registro de la porción de 90 Has., 84 As., 58 Cas., a que
se contrae la presente acción, queda en suspenso, hasta tan-
te quede definitivamente saneada, en virtud de lo dispues-
to por la presente Decisión;

Considerando que el recurrente Benedicto de Jesús
Gil, invoca en su memorial de casación, los siguientes me-
dios: Primer Medio: Desnaturalización de los hechos y de
los documentos del proceso (violación del principio "no
hay acción sin interés" y de los artículos 1156 y siguientes
y 1774, 1775 y 1776 del Código Civil y 141 del Código de
Procedimiento Civil); Segundo Medio: Falta de base legal
r, insuficiencia, falta y contradicción de motivos (violación
de los artículos 140 de la Ley de Registro de Tierras y
141 del Código de Procedimiento Civil);

Considerando que el recurrente Julio César García
Francisco invoca en su memorial de casación, los siguien-
tes medios: Primer Medio: Violación del artículo 1594
Código Civil; Segundo Medio: Violación del artículo 138
de la Ley de Registro de Tierras y del artículo 1116 del
Código Civil; Tercer Medio: Desnaturalización de los he-
chos (violación del artículo 141 del Código de Procedimien-
to Civil); Cuarto Medio: Falta de base legal (violación del
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil...);
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el registro, dentro de la parcela mencionada, de una po

ción de: 90 Has., 84 As., 68 Cas., a Benedicto de Jesús Gil

bl que esa sentencia fue revisada y aprobada por el Tri:
bunal Superior de Tierras en fecha 27 de mayo del mismo
año; e) que por Resolución de fecha 27 de mayo de 1964
dictada por el Tribunal Superior de Tierras, se ordenó la
transferencia de esa porción en favor del Dr. Julio Cé-
sar García Francisco; d) que por instancia en solicitud de
revisión por causa de fraude, elevada al Tribunal Superior
de Tierras, en fecha 14 de julio de 1964, por Carlos Mena
Aristy, dicho Tribunal dictó la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se recha-
za, por improcedente e infundado, el fin de inadmisión
presentado por el Dr. Rafael de Moya Grullón, en repre-
sentación del señor Benedicto de Jesús Gil (Benero), contra
el presente recurso en revisión por causa de fraude, por
haberse descartado la presunción de buena fe que estipu-
la el artículo 138 de la Ley de Registro de Tierras, de par-
te del tercer adquiriente Dr. Julio César García Francisco;
Segundo: Se admite en cuanto a la forma y se acoge en
cuanto al fondo, el recurso de revisión por causa de fraude
interpuesto en fecha 14 de julio del 1964, por los docto-
res Vicente Pérez Perdomo y Manuel de Jesús Morales Hi-
dalgo, a nombre y representación del señor Carlos Mena
Aristy; Tercero: Se revoca, parcialmente la decisión No.
1 de fecha 13 de abril de 1964, dictada por el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original, revisada y aprobada poi
el Tribunal Superior de Tierras el 20 de mayo de 1964,
relativa a la Parcela No. 2640 del Distrito Catastral No. 21
del Distrito Nacional, así como el Decreto de Registro No.
64-2392 de fecha 15 de julio del 1964, que ampara dicha
Parcela, en su totalidad la Resolución de transferencia de
fecha 27 de mayo de 1964, dictada por este Tribunal Su-
perior Se Anula, en el Certificado de Título No. 64-2626,
que ampara esta parcela, el registro que se hizo en favor
del Dr. Julio César García Francisco. en ejecución de la
Resolución precitada, y en consecuencia Se ordena, la cele-
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ración de un nuevo saneamiento dentro de la parcela, /i-
itado a la porción de 90 H., 84 As., 58 Cas.. a la cual

e contrae la presente acción, designándose para llevarlo
efecto al Juez de Jurisdicción Original con asiento en
ta ciudad, Dr. Epifanio del Castillo González a quien

ás del Distrito Nacional, proceder a la ejecución de

comunicársele la presente sentencia y enviárse-

Titbneellroex
expediente; Cuarto: Se ordena al Registrador de

ic dispuesto en el ordinal precedente, mediante anotación
al dorso del Certificado de Título No. 64-2626. relativo a

Parcela No. 2640 del Distrito Catastral No. 21 del Dis-
trito Nacional, Haciéndose Constar al mismo tiempo-que
el registro de la porción de 90 Has.. 84 As., 58 Cas., a que
se contrae la presente acción, queda en suspenso, hasta tan-
te quede definitivamente saneada, en virtud de lo dispues-
to por la presente Decisión;

Considerando que el recurrente Benedicto de Jesús
Gil, invoca en su memorial de casación, los siguientes me-
dios: Primer Medio: Desnaturalización de los hechos y de
los documentos del proceso (violación del principio "no
hay acción sin interés" y de los artículos 1156 y siguientes
y 1774, 1775 y 1776 del Código Civil y 141 del Código de
Procedimiento Civil); Segundo Medio: Falta de base legal

insuficiencia, falta y contradicción de motivos (violación
de los artículos 140 de la Ley de Registro de Tierras y
141 del Código de Procedimiento Civil);

Considerando que el recurrente Julio César García
Francisco invoca en su memorial de casación, los siguien-
tes medios: Primer Medio: Violación del artículo 1594 dei
Código Civil; Segundo Medio: Violación del artículo 138
de la Ley de Registro de Tierras y del artículo 1116 dei
Código Civil; Tercer Medio: Desnaturalización de los he-chos ( violación del artículo 141 del Código de Procedimien-
to Civ il); Cuarto Medio: Falta de base legal (violación del
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil... );1
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Considerando que en el desarrollo del primer medio
del recurso de casación de Benedicto de Jesús Gil, e,t
alega que la sentencia impugnada no solamente ha je'
naturalizado los hechos del proceso, haciendo deducciones.,
contrarias a la realidad, sino que ha desconocido la ve:
(ladera naturaleza de las piezas básicas del expediente et,

flagrante violación de los artículos 1774, 1775 y 1776 del
Código Civil, relativos a los arrendamientos de predios ro:
rales; puesto que el recurrido Carlos Mena Aristy sólo com.
pró mejoras al recurrente, y esta compra tuvo efecto va-
rios años antes del acto intervenido entre ambos en fecha
20 de enero de 1964; por lo cual, al operarse el saneamien-
to, el recurrente Benedicto de Jesús Gil, no estaba obliga.
c'o a informar al Tribunal de Tierras la existencia del mis-
mo, puesto que las mejoras habían sido consumidas a la
fecha del referido contrato; que asimismo, para esa fecha
carecía de objeto, y en realidad lo que subsistía era la
venta de mejoras ya recolectadas que debe interpretarse
como un arrendamiento verbal que finaliza con la cosecha
de todos los frutos de la heredad; que generalmente es de
un año; que, además, en la sentencia impugnada se in-
curre en desnaturalización al interpretar el contrato del 20
de enero de 1964, como un contrato de venta y no como una
ratificación del arrendamiento verbal intervenido años an-
tes, entre dicho recurrente y el recurrido; pero,

Considerando que en la sentencia impugnada consta
que Benedicto de Jesús Gil declaró en la audiencia celebr a

-da por el Tribunal Superior de Tierras, que es verdad que
había vendido a Mena Aristy con anterioridad a la recla-
mación hecha ante el Juez de Jurisdicción Original y que

en esa reclamación se ciñó a "todo lo que ocupaba".
ésta declaración está robustecida por el acto de fech a 10

de enero de 1964;
Considerando que el Tribunal a-quo, al limita

comprobar que el recurrente Benedicto de Jesús Gil,
el saneamiento de la parcela No. 2640, omitió informa. a•

Tribunal  de Jurisdicción Original la existencia de ese con-

trato; sin analizarlo ni interpretar sus efectos jurídicos,
no ba incurrido en la desnaturalización alegada; que es al
Tribunal que deba conocer del nuevo saneamiento resul-
tante de la acción en revisión por fraude a quien

'	

corres-
! onde determinar Si se trata, en la especie, de un contrato
-de arrendamiento verbal ya extinguido por aplicación de
los artículos 1774, 1775 y 1776 del Código Civil, o de una
venta de terreno o de cualesquiera otra convención que
,uponga un interés en el inmueble objeto del saneamiento;
por lo cual, el medio propuesto carece de fundamento y
cebe   c soenr s iddees reas nt idmo a qd uo e;

en el desarrollo del segundo medio
Liel recurso de casación, Benedicto de Jesús Gil, alega que
el tribunal a-quo incurre en una flagrante violación del
artículo 140 de la Ley de Registro de Tierras al hacer in-
cursión en las pruebas de la prescripción adquisitiva in-
vocada "por el recurrente ante el Juez de Jurisdicción Ori-
ginal", poniendo frente a frente, en dos jurisdicciones de
naturaleza completamente distinta, a testigos limitados en
la primera a probar las condiciones de la prescripción, y
oídos en la segunda jurisdicción, o sea ante el Tribunal Su-
perior, única y exclusivamente para determinar la exis-
tencia o no del fraude"; que la sentencia impugnada, ade-
más, se expresa en forma "ambigua" y "confusa", al anali-
zar la declaración del testigo Ramón Martínez y decir:
"quien conjuntamente con aquél (el recurrente Gil) resul-
ta ser vendedor al señor Carlos Mena Aristy", sin deter-
minar qué es lo vendido; que "sólo el análisis jurídico de
las convenciones habidas entre las partes, de acuerdo con
las declaraciones de los testigos y las partes y con las pie-
Zas del proceso, permitían apreciar la existencia o no del
f"aud

por eestaebnl 

el presente caso"; pero,
Consi derando que en la sentencia impugnada, se da

.

ecido que la sentencia de Jurisdicción OriginalQue adjudicó una porción de la parcela No. 2640, a Bene-
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Considerando que en el desarrollo del primer rn
del recurso de casación de Benedicto de Jesús Gil
alega que la sentencia impugnada no solamente ha des-
naturalizado  los hechos del proceso, haciendo deducciones
contrarias a la realidad, sino que ha desconocido la ver"
ladera naturaleza de las piezas básicas del expediente 

eflagrante violación de los artículos 1774, 1775 y 1776de,
Código Civil, relativos a los arrendamientos de predios ru"
rales; puesto que el recurrido Carlos Mena Aristy sólo com.
pró mejoras al recurrente, y esta compra tuvo efecto va"
rios años antes del acto intervenido entre ambos en fecha
20 de enero de 1964; por lo cual, al operarse el saneamitn-
tc, el recurrente Benedicto de Jesús Gil, no estaba obliga.
co a informar al Tribunal de Tierras la existencia del mis-
mo, puesto que las mejoras habían sido consumidas a la
fecha del referido contrato; que asimismo, para esa fecha
carecía de objeto, y en realidad lo que subsistía era la
venta de mejoras ya recolectadas que debe interpretarse
como un arrendamiento verbal que finaliza con la cosecha
de todos los frutos de la heredad; que generalmente es de
un año; que, además, en la sentencia impugnada se in-
curre en desnaturalización al interpretar el contrato del 20
de enero de 1964, como un contrato de venta y no como una
ratificación del arrendamiento verbal intervenido años an-
tes, entre dicho recurrente y el recurrido; pero,

Considerando que en la sentencia impugnada consta
que Benedicto de Jesús Gil declaró en la audiencia celebr a

-da por el Tribunal Superior de Tierras, que es verdad que
había vendido a Mena Aristy con anterioridad a la recla-
mación hecha ante el Juez de Jurisdicción Original y que

en esa reclamac ión se ciñó a "todo lo que ocupaba"; que
ésta declarac ión está robustecida por el acto de fecha 20
de enero de 1964;

Considera ndo que el Tribunal a-quo, al limitarse a

comprobar que el recurrente Benedicto de Jesús Gi l , e':
el saneamiento de la parcela No. 2640, omitió informar a'
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banal de Jurisdicción Original la existencia de ese con-
analizarlo ni interpretar sus efectos jurídicos,

o%
ato; sin

 incurrido en la desna turalización alegada; que es al
ibunal que deba conocer del nuevo saneamiento resul-
nte de la acción en revisión por fraude a quien corres-
nde determinar si se trata, en Ja especie, de un contrato
arrendamiento verbal ya extinguido por aplicación de

s artículos 1774, 1775 y 1776 del Código Civil, o de una
nta de terreno o. de cualesquiera otra convención que
ponga un interés en el inmueble objeto del saneamiento;

por lo cual, el medio propuesto carece de fundamento y
debeser  iddeesreas nt idmo a

 que

do;  

en el desarrollo del segundo medio
ael recurso de casación, Benedicto de Jesús Gil, alega que
el tribunal a-quo incurre en una flagrante violación del
artículo 140 de la Ley de Registro de Tierras al hacer in-
cursión en las pruebas de la prescripción adquisitiva in-
vocada "por el recurrente ante el Juez de Jurisdicción Ori-
ginal", poniendo frente a frente, en dos jur isdicciones de
naturaleza completamente distinta, a testigos limitados en
la primera a probar las condiciones de la prescripción, y
oídos en la segunda jurisdicción, o sea ante el Tribunal Su-
perior, única y exclusivamente para determinar la exis-
tencia o no del fraude"; que la sentencia impugnada, ade-
más, se expresa en forma "ambigua" y "confusa", al anali-
zar la declaración del testigo Ramón Martínez y decir:"quien conjuntamente con aquél (el recurrente Gil) resul-
ta ser vendedor al señor Carlos Mena Aristy", sin deter-
minar qué es lo vendido; que "sólo el análisis jurídico delas convenciones habidas entre las partes, de acuerdo con
las declaraciones de los testigos y las partes y con las pie-
zas del proceso, permitían apreciar la existencia o no delf-a

ncle en el presente caso"; pero,
cli)u

ore adjudicó

jdiConsiderando que . ,en la sentencia impugnada, se da
o que la sentencia de Jurisdicción Original

co una porción de la parcela No. 2640, a Bene-
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dicto de Jesús Gil, lo fue fundándose en la presci ci¿
adquisitiva; y que es cierto que el referido recurrente de-
claró, ante el Tribunal Superior de Tierras, que en su re
clamación se ciñó a ''todo lo que ocupaba", habiendo de-
clarado que había vendido a Mena Aristy, sin que esa de-
claración la hubiera hecho en el saneamiento;

Considerando que el Tribunal a-quo, al hacer el exa.
men de la sentencia de Jurisdicción Original, en la forma
en que lo hizo, fue para establecer, como lo hizo en el últi-
mo considerando, que el recurrente Benedicto de Jesús Gil,
ro cumplio con las disposiciones del artículo 66 de la Lev
c.e Registro de Tierras, que exige que el reclat cante de un
inmueble está en la obligación de señalar tant 1 en el for-
mulario de reclamación o por instancia o por onclusiones
presentadas en el curso del saneamiento, cuáles son los re-
clamantes conocidos con intereses contrarios al suyo; que,
1..1 hacerlo así no incurrió en violación de los artículos ci-
tados en el medio propuesto; por lo cual, dicho medio ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando que en el desarrollo de los medios pri-
mero, segundo y tercero del recurso de casación de Julio
César García Francisco, los cuales se reunen para su aná-
lisis, dicho recurrente alega que en la sentencia impugna-
da se ha violado el artículo 1594 del Código Civil, al afir-
marse, en el séptimo considerando, que el recurrente es un
testaferro fabricado por el Dr. Antonio Martínez Ramí-
rez para servir de conteción legal contra cualquiera posi-
ble acción que ulteriormente se intentara; "que al afirmar
tal cosa, el Tribunal Superior de Tierras parece olvidar
rspectos jurídicos elementales del caso, como lo es el del
tercer adquiriente, que bien pudo ser el Dr. Martínez Ra-
mírez y no el Dr. García ya que contra el primer o no
existe ninguna prohibición de adquirir por compra-venta
c por cualquier otro medio, siendo, por consiguiente in-
necesario recurrir a los servicios de un testaferro". En
cuanto al segundo medio, el recurrente alega que se han

violado los artículos 138 de la Ley de Registro de Tierras
y 1116 del Código Civil; porque el dolo y la mala fe no

probados en ningún momento; puesto que se tra-
ta de

 sido
deun procedimiento conducido de acuerdo con la Leyy los reglamentos; que, "es en vano que la sentencia re-

currida ponga de manifiesto hechos que nada tienen que
ver con el fraude y que al considerar lo contrario, violan
flagrantemen te los textos legales mencionados en este me..
dio"; que. en efecto, dice el recurrente, nada tiene que ver
la rapidez con que actúa o impulse un abogado sus casos
con el fraude o el dolo. Que "la sentencia a-qua considera
que la rapidez y el interés demostrados por el persiguien-
te para que cada acto de ese proceso culmine con una ra-
pidez inusitada; prometiendo luego una explicación no sa-
tisfactoria"; que, además, la sentencia a-qua ha violado las
reglas de la prueba, al admitir como medio de prueba, un
alegado interrogatorio, "según expresa la sentencia a-qua,
en fecha 1ro. de octubre de 1964 ante el Abogado del Es-
tado, y el cual ni se aportó al plenario ni fue objeto de de-
bate"; que, en cuanto al tercer medio, el recurrente alega
oue en la sentencia impugnada se incurre en el vicio de
desnaturalización de los hechos (violación del artículo 141
del Código de Procedimiento Civil); puesto que en ella
se tergiversan los hechos para deducir consecuencias con-
trarias a la realidad jurídica del expediente y a los intere-
ses de la parte recurrente, mientras pone de relieve otros
que en apariencia perjudican al recurrente; pero,

Considerando que en el recurso en revisión por frau-
de si se establece tajantemente que el adquiriente es de
buena fe, es obvio que la acción no es admisible por a0-
cación del artículo 138 de la Ley de Registro de Tierras;
pero si hay hechos que hagan presumible la situación ju-
rídica contraria, estos hechos pueden conducir a hacer ex-
cluyente prima facie la buena fe del adquiriente a títLlo
oneroso, lo que hace admisible la demanda;

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada muestra que el Tribunal a-quo, para dejar establecido
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dicto de Jesús Gil, lo fue fundándose en la prescripel¿
adquisitiva; y que es cierto que el referido recurrente de
claró, ante el Tribunal Superior de Tierras, que en su re'
clamación se ciñó a ''todo lo que ocupaba", habiendo
clarado que había vendido a Mena Aristy, sin que esa de:
claración la hubiera hecho en el saneamiento; .

Considerando que el Tribunal a-quo, al hacer el exa-
rnen de la sentencia de Jurisdicción Original, en la forma
en que lo hizo, fue para establecer, como lo hizo en el últi-
mo considerando, que el recurrente Benedicto de Jesús Gil,
ro cumplio con las disposiciones del artículo 66 de la Ley
ce Registro de Tierras, que exige que el reclaz cante de un
inmueble está en la obligación de señalar tant s en el for-
mulario de reclamación o por instancia o por inclusiones
presentadas en el curso del saneamiento, cuáles son los re-
clamantes conocidos con intereses contrarios al suyo; que,
1.1 hacerlo así no incurrió en violación de los artículos ci-
tados en el medio propuesto; por lo cual, dicho medio ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando que en el desarrollo de los medios pri-
mero, segundo y tercero del recurso de casación de Julio
César García Francisco, los cuales se reunen para su aná-
lisis, dicho recurrente alega que en la sentencia impugna-
da se ha violado el artículo 1594 del Código Civil, al afir-
marse, en el séptimo considerando, que el recurrente es un
testaferro fabricado por el Dr. Antonio Martínez Ramí-
rez para servir de conteción legal contra cualquiera posi-
ble acción que ulteriormente se intentara; "que al afirmar
tal cosa, el Tribunal Superior de Tierras parece olvidar
aspectos jurídicos elementales del caso, como lo es el del
tercer adquiriente, que bien pudo ser el Dr. Martínez Ra-
mírez y no el Dr. García ya que contra el primer o no
existe ninguna prohibición de adquirir por compra-venta
c por cualquier otro medio, siendo, por consiguiente in

-necesario recurrir a los servicios de un testaferro". En

cuanto al segundo medio, el recurrente alega que se han

---
violado los artículos 138 de la Ley de Registro de Tierras

1116 del Código Civil; porque el dolo y la mala fe no
— In sido probados en ningún momento; puesto que se tra-

ta de un procedimiento conducido de acuerdo con la Ley
y los reglamentos; que, "es en vano que la sentencia re-
. 	 ponga de manifiesto hechos que nada tienen que
k . er con el fraude y que al considerar lo contrario, violan
flagrantemente los textos legales mencionados en este me•.
( lío"; que, en efecto, dice el recurrente, nada tiene que ver
:a rapidez con que actúa o' impulse un abogado sus casos

∎•on el fraude o el dolo. Que "la sentencia a-qua considera
)	 ,ue la rapidez y el interés demostrados por el persiguien-

1
 te para que cada acto de ese proceso culmine con una ta-
pidez inusitada; prometiendo luego una explicación no sa-
tisfactoria"; que, además, la sentencia a-qua ha violado las
reglas de la prueba, al admitir como medio de prueba, un
alegado interrogatorio. "según expresa la sentencia a-qua,
en fecha lro. de octubre de 1964 ante el Abogado del Es-
tado, y el cual ni se aportó al plenario ni fue objeto de de-
bate"; que, en cuanto al tercer medio, el recurrente alega
( ! ue en la sentencia impugnada se incurre en el vicio de
desnaturalización de los hechos (violación del artículo 141
del Código de Procedimiento Civil); puesto que en ella
se tergiversan los hechos para deducir consecuencias con-
-arias a la realidad jurídica del expediente y a los intere-

ses de la parte recurrente, mientras pone de relieve otros
que en apariencia perjudican al recurrente; pero,

Considerando que en el recurso en revisión por frau-
de si se establece tajantemente que el adquiriente es de
' uena fe, es obvio que la acción no es admisible por apli-
cación del artículo 138 de la Ley de Registro de Tierras;
pero si hay hechos que hagan presumible la situación ju-
rídica contraria, estos hechos pueden conducir a hacer ex-
cluyente prima facie la buena fe del adquiriente a títtilo
oneroso, lo que hace admisible la demanda;

Considerando que el examen de la sentencia impug-
lida muestra que el Tribunal a-quo, para dejar establecido

•
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si el tercer adquirien te del terreno en litigió; en el p,
.sente caso, Julio César García Francisco, había actuado dl

buena o mala fe, como era su obligación, examinó, una se-
rie de hechos y de circunstancias del proceso, que le lie_

varon a la convicción de que dicho tercer adquiriente ac-
tcó de mala fe; en efecto, que el Tribunal a-quo, sin des.
naturalización alguna, comprobó que el representante de
Benedicto de Jesús Gil, y, posteriormente, administrador
del terreno adquirido por Julio César García Francisco
conocía la situación existente en el momento de la I ' -nta
del aludido terreno a este último; es decir, que Cr.ios Me-
ra Aristy ocupaba el terreno desde hacía algunos años y
que Gil había realizado una convención con éste; que, uni-
do a la circunstancia de que es el Doctor Martínez Ramírez,
quien, una vez obtenido el saneamiento del terreno a favor
de su representado Benedicto de Jesús Gil, y un día des-
pués de la sentencia de revisión, o sea, el 21 de mayo de
1964, realiza las diligencias necesarias para que el indi-
cado día 21 se concerte un acto de venta de dicho terreno
entre el adjudicatario y Julio César García Francisco; que
ese mismo día García Francisco nombra, mediante docu-
mento escrito, al Dr. Martínez Ramírez, administrador de
la parcela que acaba de comprar; que esos hechos y cir-
cunstancias, unidos a otros más, que se enuncian prolija-
mente en la sentencia impugnada, llevaron al Tribunal
a-quo a la convicción de que el tercer adquiriente no ha
bía actuado de buena fe;

Considerando que es de principio que los Jueces del
fondo son soberanos para apreciar y ponderar los hechos y
circunstancias de la causa, y que, sus fallos, en este as-
pecto, no pueden ser objeto de censura en casación, a me-
nos que se hayan desnaturalizado los hechos;

Considerando que en el presente caso los Jueces del
fondo han hecho, usando de su soberano poder de apre-
ciación, una justa ponderación de los hechos y circunsta n

-cias, dándole a éstos su verdadero sentido y alcance; que.

n cuanto, a la alegada violación del artículo 1594 del Có--
en Civil, al calificar el Tribunal a-quo, a César García F.
d'e testaferro del Dr. Martínez Ramírez; carece de pertinen-
cia

' 
porque al expresarse así dicho Tribunal, no ha afir-

triado ni consagrado que el Dr. Martínez R., no podía com-
prar el terreno adquirido por Garca F., sino poner de ma-
nifiesto una serie de circunstancias que le llevaron a la
convicción de que se ha l-,ía, en la especie, obrado de mala
fe; que, por la misma razón, al aludirse en la sentencia
a-qua, a un interrogatorio hecho por el Abogado del Es-
tado al Dr. Martínez Ramírez, no se violan las reglas de
la prueba; pues no es fundado ese interrogatorio que los
Jueces del Tribunal de Tierras estimaron que García F.,
actuó de mála fe; por lo cual, estos tres medios propuestos
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que el recurrente García Francisco, en
su cuarto y último medio, alega que la sentencia impugna-
oa carece de base legal y viola el artículo 141 del Código
de Procedimiento Civil, porque "no tiene asidero en 12
l,ey ni en los principios dominantes en la doctrina o en la
Jurisprudencia. Pura y simplemente se ha tratado de crear
artificialmente presunciones que ni son graves, ni preci-
sas ni concordantes"; que violó el artículo 141 citado, "al
carecer de base legal tanto en su forma como en el fondo,
ya que está viciada por una exposición tan incompleta de
los hechos de la causa que no permite a la Suprema Corta
de Justicia ejercer su poder de verificar si, en la especie,
el Tribunal ha hecho o no una correcta aplicación de la
Ley; pero,

Considerando que en la sentencia impugnada se ex-
Ponen ampliamente los hechos de la causa y se dan las
razones jurídicas, fundamento del fallo, que justifican su
dispositivo; por lo cual, este último medio carece también
de fundamento y debe, como los anteriores ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Benedicto de Jesús Gil (Benerci,

1
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A

si el tercer adquirien te del terreno en litigió; en el pre,
sente caso, Julio César García Francisco, había actuado de
--. uena o mala fe, como era su obligación, examinó, una se_
r..'N de hechos y de circunstancias del proceso, que le lie_
vai in a la convicción de que dicho tercer adquiriente ac-
tcó (.1.e mala fe; en efecto, que el Tribunal a-quo, sin des.
Naturalización alguna, comprobó que el representante de
Benedicto de Jesús Gil, y, posteriormente, administrador
del terreno adquirido por Julio César García Francisco
conocía la situación existente en el momento de la venta
del aludido terreno a este último; es decir, que Carlos Me-
ra Aristy ocupaba el terreno desde hacía algunos años y
que Gil había realizado una convención con éste; que, uni-
do a la circunstancia de que es el Doctor Martínez Ramírez,
quien, una vez obtenido el saneamiento del terreno a favor
de su representado Benedicto de Jesús Gil, y un día des-
pués de la sentencia de revisión, o sea, el 21 de mayo de
1964, realiza las diligencias necesarias para que el indi-
cado día 21 se concerte un acto de venta de dicho terreno
entre el adjudicatario y Julio César García Francisco; que
ese mismo día García Francisco nombra, mediante docu-
mento escrito, al Dr. Martínez Ramírez, administrador de
la parcela que acaba de comprar; que esos hechos y cir-
cunstancias, unidos a otros más, que se enuncian prolija-
mente en la sentencia impugnada, llevaron al Tribunal
a-quo a la convicción de que el tercer adquiriente no ha.
bía actuado de buena fe;

Considerando que es de principio que los Jueces del
fondo son soberanos para apreciar y ponderar los hechos y
circunstancias de la causa, y que, sus fallos, en este as-
pecto, no pueden ser objeto de censura en casación, a me-
nos que se hayan desnaturalizado los hechos;

Considerando que en el presente caso los Jueces del
fondo han hecho, usando de su soberano poder de apre-
ciación, una justa ponderación de los hechos y circunstan-
cias, dándole a éstos su verdadero sentido y alcance; que,

en cuanto , a la alegada violación del artículo 1594 del Có-
éigo Civil, al calificar el Tribunal a-quo, a César García F.

de testaferro del Dr. Martínez Ramírez; carece de pertinen-
cia porque al expresarse así dicho Tribunal, no ha afir-
mado ni consagrado que el Dr. Martínez R., no podía com-
prar el terreno adquirido por Garca F., sino poner de ma-
nifiesto una serie de circunstancias que le llevaron a la
convicción de que se había, en la especie, obrado de mala
fe; que. por la misma razón, al aludirse en la sentencia
a-qua, a un interrogatorio hecho por el Abogado del Es-
tado al Dr. Martínez Ramírez, no se violan las reglas de
I I prueba; pues no es fundado ese interrogatorio que los
Jueces del Tribunal de Tierras estimaron que García F.,
actuó de mála fe; por lo cual, estos tres medios propuestos
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que el recurrente García Francisco, en
su cuarto y último medio, alega que la sentencia impugna-
ua carece de base legal y viola el artículo 141 del Código
de Procedimiento Civil, porque "no tiene asidero en 19
ley ni en los principios dominantes en la doctrina o en la
Jurisprudencia. Pura y simplemente se ha tratado de crear
artificialmente presunciones que ni son graves, ni preci-
sas ni concordantes"; que violó el artículo 141 citado, "al
carecer de base legal tanto en su forma como en el fondo,
y a que está viciada por una exposición tan incompleta de
los hechos de la causa que no permite a la Suprema Corte
de Justicia ejercer su poder de verificar si, en la especie,
el Tribunal ha hecho o no una correcta aplicación de la
Ley; pero,

Considerando que en la sentencia impugnada se ex-
ponen ampliamente los hechos de la causa y se dan lar.;
razones jurídicas, fundamento del fallo, que justifican su
dispositivo; por lo cual, este último medio carece también
de fundamento y debe, como los anteriores ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Benedicto de Jesús Gil tBenerc),



y Julio César García Francisco, contra sentencia del
bunal Superior de Tierras, de fecha 29 de abril de 19
relativa a la parcela No. 2640 del Distrito Catastral
21 del Distrito Nacional, Sección de "Higüero", cuyo
positivo figura copiado en otra parte del presente fallo;
Segundo : Condena a dichos recurrentes al pago de las cos.
tas, distrayéndolas en provecho de los Doctores Víctor Ma-
nuel Mangual, Vicente Pérez Perdomo y Manuel de Je.
sús Morales Hidalgo, quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Julio
A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A
Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La preso. 4,=. sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DEL 1967

entencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 19 de febrero de 1965

!Merla: Penal

Recurrente: José Antonio Jiménez '.a) Bala
abogado: Dr. José Miguel Pereyr Goico.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la Repúbl:ca, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
•ani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-

quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 10
de febrero del año 1967, años 123 9 de la Independencia y
1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José An-
tonio Jiménez (a) Bala, dominicano, natural de Santo Do-
mingo, de 51 años de edad, soltero, maestro de ebaniste-
ría, domiciliado y residente en la calle Caracas No. 33, de
esta ciudad, cédula No. 33685, serie lra., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en fecha 19 de febrero de 1965, en sus atribuciones
criminales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
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y Julio César García Francisco, contra sentencia del Tr.
bunal Superior de Tierras, de fecha 29 de abril de 196¿'
relativa a la parcela No. 2640 del Distrito Catastral lye 

4

21 del Distrito Nacional, Sección de "Higüero", cuyo di:.
positivo figura copiado en otra parte del presente fallo; 'N,
Segundo: Condena a dichos recurrentes al pago de las cos:
tas, distrayéndolas en provecho de los Doctores Víctor M.
nuel Mangual, Vicente Pérez Perdomo y Manuel de Je-
sús Morales Hidalgo, quienes afirman haberlas avanzad:,
en su totalidad.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Julir,
A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A
Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

sENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DEL 1967

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
i .ani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 10
de febrero del año 1967, años 123 9 de la Independencia y
1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José An-
tonio Jiménez (a) Balá, dominicano, natural de Santo Do-
mingo, de 51 años de edad, soltero, maestro de ebaniste-
ría, domiciliado y residente en la calle Caracas No. 33, de
esta ciudad, cédula No. 33685, serie ira., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en fecha 19 de febrero de 1965, en sus atribuciones
criminales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;

«o-



234	 BOLETIN JUDICIAL

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 19 de febrero de
1965, a requerimiento del acusado José Antonio Jiméne,
(a) Balá, quien estuvo asistido de su abogado Dr. José Mi-
guel Pereyra Goico, cédula No. 3958, serie 31, y en la
cual se invocan los medios que más adelante se indican;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7, 9, 18, 265, 266, 434, 437,
309 y 311 del Código Penal; artículo 39 de la Ley 392 de
1943; 1382 del Código Civil; 277 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere consta: a) que previa
ia sumaria correspondiente realizada por el Magistrado
Juez de Instrucción de Jurisdicción Nacional, éste dictó,
h. Providencia Calificativa de fecha 25 de abril de 1963,
cuyo dispositivo dice así: "RESOLVEMOS: Declarar y al
efecto declaramos: PRIMERO: En cuanto al procesado Jo-
sé Antonio Jiménez Balá o Balax, de generales preanota-
das, Que Hay Cargos Suficientes para inculpado:, a) Del
crimen de Asociación de Malhechores, hecho previsto y
sancionado por los artículos 311; reformado, del mismo Có-
digo; SEGUNDO: En cuanto al procesado Julio Ernesto
Duquela Morales, cuyas generales no constan por encon-
trarse prófugo de la justicia, Que Hay Cargos Suficientes
para inculparlo del crimen de Asociación de Malhechores,
hecho previsto y sancionado por los referidos artículos
265 y 266, reformado, del Código Penal; TERCERO: En
cuanto al procesado Medardo Pérez (a) Piringo, de genera-
les preindicadas, Que Hay Cargos Suficientes para incul-
parlo: a) Del crimen de Asociación de Malhechores, pre-
visto y sancionado por los artículos ya mencionados; b) Del
delito de Golpes y Heridas Voluntarias, que ocasionaron
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Una enfermedad o imposibilidad para dedicarse al traba-
•
30

, durante no menos de diez días ni más de veinte, en
l ,prjuicio de Pedro Agustín Rosado Céspedes, hecho pre-
visto y sancionado por el artículo 311, reformado, del Có-
digo Penal; CUARTO: En cuanto a los procesados Josefina
Gómez Almonte (a) Josefina la Gorda,. Ana García Salas,
Lépido Molina, Luis Francisco Mateo Montilla, Virgilio
Martínez Berrea (a) Quinielita, Juan Díaz Crisóstomo, Luz
Varía Iñiguez Faneytte (a) Yuya, de generales también
preanotadas, y Vinicio Angeles Paulino, cuyas generales
ro constan por encontrarse prófugo, Que Hay Cargos Su-
ficientes para inculparlos del crimen de Asociación de Mal-
iiechores, hecho previste y sancionado por los ya mencio-
nados artículos 265 y 266, reformados, del Código Penal;
QUINTO: Que por tanto, Mandamos y Ordenamos, que di-
chos procesados sean enviados al Tribunal Criminal, para
que allí se les juzgue con arreglo a la ley, y que las ac-
tuaciones de la instrucción, el acta redactada respecto al
cuerpo del delito, y un estado de los documentos y objetos
c,ue hayan de obrar como fundamento de convicción, sean
t7ansmitidos al Magistrado Procurado.- Fiscal de Jurisdic-
ción Nacional, para los fines que establece la ley; SEXTO:
En cuanto al procesado Rafael Andújar Moreno (a) Medio
Pollo, cuyas generales también se encuentran en el proce-
so, Que no Hay Cargos Suficientes para inculparlo del
crimen de Asociación de Malhechores, ni de ninguna otra
infracción a la ley penal; por lo cual "No Ha Lugar a la
Persecución Criminal en su contra, y procede a su res-
pecto el sobreseimiento de las actuaciones; SEPTIMO: Que
nor Tanto, Mandamos y Ordenamos, que dicho procesado
sea puesto en libertad, si se encontrare detenido y no estu-
viere preso por otra causa; OCTAVO: Por último, Que la
presente Providencia Calificativa, sea notificada por nues-
tro Secretario, tanto al Magistrado Procurador Fiscal de
jurisdicción Nacional, como a los mencionados procesados,
dentro del plazo de 24 horas que indica la ley, para los
fines consiguientes"; b) La Primera Cámara de lo Penal
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a -qua, en fecha 19 de febrero de
1965, a requerimiento del acusado José Antonio Jiménei
(a) Balá, quien estuvo asistido de su abogado Dr. José Mi-
guel Pereyra Goico, cédula No. 3958, serie 31, y en la
cual se invocan los medios que más adelante se indican;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7, 9, 18, 265, 266, 434, 437,
309 y 311 del Código Penal; artículo 39 de la Ley 392 de
1943; 1382 del Código Civil; 277 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere consta: a) que previa
la sumaria correspondiente realizada por el Magistrado
Juez de Instrucción de Jurisdicción Nacional, éste dictó,
h. Providencia Calificativa de fecha 25 de abril de 1963,
cuyo dispositivo dice así: "RESOLVEMOS: Declarar y al
efecto declaramos: PRIMERO: En cuanto al procesado Jo-
sé Antonio Jiménez Balá o Balax, de generales preanota-
das, Que Hay Cargos Suficientes para inculparlo: a) Del
crimen de Asociación de Malhechores, hecho previsto y
sancionado por los artículos 311; reformado, del mismo Có-
digo; SEGUNDO: En cuanto al procesado Julio Ernesto
Duquela Morales, cuyas generales no constan por encon-
trarse prófugo de la justicia, Que Hay Cargos Suficiente-
para inculparlo del crimen de Asociación de Malhechores,
hecho previsto y sancionado por los referidos artículos
265 y 266, reformado, del Código Penal; TERCERO: En
cuanto al procesado Medardo Pérez (a) Piringo, de genera-
les preindicadas, Que Hay Cargos Suficientes para incul-
parlo: a) Del crimen de Asociación de Malhechores, pre-
visto y sancionado por los artículos ya mencionados; b) Del
delito de Golpes y Heridas Voluntarias, que ocasionaron
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una enfermedad o imposibilidad para dedicarse al traba-
jo, durante no menos de diez días ni más de veinte, en
perjuicio de Pedro Agustín Rosado Céspedes, hecho pre-
visto y sancionado por el artículo 311, reformado, del Có-
digo Penal; CUARTO: En cuanto a los procesados Josefina
Gómez Almonte (a) Josefina la Gorda, Ana García Salas,
Lépido Molina, Luis Francisco Mateo Montilla, Virgilio
Martínez Berroa (a) Quinielita, Juan Díaz Crisóstomo, Luz
María Iñiguez Faneytte (a) Yuya, de generales también
,.)reanotadas, y Vinicio Angeles Paulino, cuyas generales
ro constan por encontrarse prófugo, Que Hay Cargos Su-
ficientes para inculparlos del crimen de Asociación de Mal-
lechores, hecho previste y sancionado por los ya mencio-

:iados artículos 265 y 266, reformados, del Código Penal;
QUINTO: Que por tanto, Mandamos y Ordenamos, que di-
chos procesados sean enviados al Tribunal Criminal, para
que allí se les juzgue con arreglo a la ley, y que las ac-
tuaciones de la instrucción, el acta redactada respecto al
cuerpo del delito, y un estado de los documentos y objetos
que hayan de obrar como fundamento de convicción, sean
t7ansmitidos al Magistrado Procurado.- Fiscal de Jurisdic-
ción Nacional, para los fines que establece la ley; SEXTO:
En cuanto al procesado Rafael Andújar Moreno (a) Medio
Pollo, cuyas generales también se encuentran en el proce-
so, Que no Hay Cargos Suficientes para inculparlo del
crimen de Asociación de Malhechores, ni de ninguna otra
Infracción a la ley penal; por lo cual "No Ha Lugar a la
Persecución Criminal en su contra, y procede a su res.
pecto el sobreseimiento de las actuaciones; SEPTIMO: Que
;)or Tanto, Mandamos y Ordenamos, que dicho procesado
,ea puesto en libertad, si se encontrare detenido y no estu-
viere preso por otra causa; OCTAVO: Por último, Que la
presente Providencia Calificativa, sea notificada por nues-
tro Secretario, tanto al Magistrado Procurador Fiscal de
jurisdicción Nacional, como a los mencionados procesados,
dentro del plazo de 24 horas que indica la ley, para los
fines consiguientes"; b) La Primera Cámara de lo Penal
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del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, re.:
gularmente apoderada , dictó en fecha 14 de febrero de
1964, una sentencia cuyo dispositivo figura inserto en el
de la sentencia ahora impugnada; c) Que sobre recurso del
Magistrado Procurador General de la Corte de Apelación
de Santo Domingo, y de los acusados Ana Rosa García,
José Antonio Jiménez (a) Balá y Luis Francisco Mateo
Montilla, la Corte a-qua dictó en fecha 19 de febrero de
1965, la sentencia ahora impugnada en casación, con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lares y válidos en cuanto a la forma los recursos de ape-
lación interpuestos por el acusado José Antonio Jiménez
(a) Balá y el Procurador General de esta Corte, por haber
sido hecho en tiempo hábil y de conformidad con las leyes
de procedimiento, contra la sentencia dictada en fecha 14
de febrero de 1964, por la Primera Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo en los ordinales en que se refiere a dicho acu-
sado dicen así: "Primero: Declara al acusado José Antonio
Jiménez Balá o Balax, de generales anotadas en el pro-
ceso, Culpable del hecho que se le imputa, es decir, crimen
de Asociación de Malhechores, Incendio Voluntario en Ca-
sa Habitada, Destrucción Parcial Voluntaria de Edificio
(Casa) y de los delitos de Porte Ilegal de Arma dé Fuego,
Golpes y Heridas Voluntarias Que Ocasionaron una En-
fermedad o Imposibilidad De Dedicarse Al Trabajo Du-
rante Más de Veinte Días. en perjuicio de José Fernando
Namias Báez y Golpes y Heridas Voluntarias Que Ocasio-
naron Una Enfermedad o Incapacidad de Dedicarse al Tra
bajo Durante No Menos de Diez Días Ni Más de Veinte,
en perjuicio de Arturo Cruz, y en consecuencia, se le con-
dena a sufrir la pena de Tres(3) Años de Trabajos Públi-
cos, que deberá cumplir en la Penitenciaría Nacional de
La Victora; NOVENO: Declara regular y válida, en cuan-
te a la forma, la constitución en parte civil, hecha por el
nombrado Antonio Capellán, en contra de los acusados Jo-
sé Antonio Jiménez Balá o Balax y Luis Francisco Mateo

/vIontilla, por mediación de su abogado constituído, Dr.
Fausto Antonio Martínez Hernández; DECIMO: Condena
a los acusados José Antonio Jiménez Balá o Balax y Luis
Francisco Mateo Montilla, al pago solidario de una indem-
nización de Un Peso (1) Oro Dominicano, (RD$1.001 como
jasta reparación por los dañes morales y materiales sufri-
dos por dicha parte civil c rnstituída, señor Antonio Ca-
pellán; SEGUNDO: Modifi la antes expresada sentencia
en su aspecto penal para que rija del siguiente modo; De-
clara al mencionado José Antonio Jiménez (a) Balá, Culpa-
ble de haber cometido el crimen de Asociación de Malhe-
chores contra varias personas y propiedades, y en conse-
cuencia, lo condena a sufrir la pena de Diez (10) Años de
Trabajos Públicos, y al pago de las costas de la presente
alzada; y TERCERO: Confirma la sentencia recurrida en
su aspecto civil";

Considerando que a pesar de que el recurrente en el
acta levantada indicó los siguientes medios: Falta de base
legal y violación del derecho de defensa; y a pesar de ha-
ber declarado que los desenvolvería, así como cualquier
ctro medio, en un memorial que depositaría en Secreta-
ría oportunamente, no sometió dicho memorial, poi' lo cual
su recurso será examinado con carácter general;

Considerando que la Corte a-qua dio por establecidos,
mediante la ponderación de los elementos de prueba que
fueron regularmente administrados en la instrucción de
la causa, en cuanto al acusado José Antonio Jiménez (al
Balá, único recurrente en casación, los siguientes hechos.
a) Que dicho acusado formó junto con otras personas, cu-
yos nombres se indican en el fallo impugnado y cuyo pro-
ceso fue olportunamen,te desglosado del que ahora nos
ocupa, una Asociación de Malhechores "que corneta toda
clase de atropellos contra las personas y realizaba la des-
trucción\ de sus propiedades"; b) que se repartían en ban-
das o grupos, a pie y en automóvil, y utilizaban "tubos de
hierro, punzones y palos, de donde les vino el mote de
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del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, re_
gularmente apoderada, dictó en fecha 14 de febrero cie
1964, una sentencia cuyo dispositivo figura inserto en el
de la sentencia ahora impugnada; e) Que sobre recurso del
Magistrado Procurador General de la Corte de Apelación
de Santo Domingo, y de los acusados Ana Rosa García,
José Antonio Jiménez (a) Balá y Luis Francisco Mateo
Montilla, la Corte a-qua dictó en fecha 19 de febrero de
1.965, la sentencia ahora impugnada en casación, con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lares y válidos en cuanto a la forma los recursos de ape-
lación interpuestos por el acusado José Antonio Jiménez
(a) Balá y el Procurador General de esta Corte, por haber
sido hecho en tiempo hábil y de conformidad con las leyes
ce procedimiento, contra la sentencia dictada en fecha 14
de febrero de 1964, por la Primera Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo en los ordinales en que se refiere a dicho acu-
sado dicen así: "Primero: Declara al acusado José Antonio
Jiménez Balá o Balax, de generales anotadas en el pro-
ceso, Culpable del hecho que se le imputa, es decir, crimen
de Asociación de Malhechores, Incendio Voluntario en Ca-
sa Habitada, Destrucción Parcial Voluntaria de Edificio
(Casa) y de los delitos de Porte Ilegal de Arma dé Fuego,
Golpes y Heridas Voluntarias Que Ocasionaron una En-
fermedad o Imposibilidad De Dedicarse Al Trabajo Du-
rante Más de Veinte Días, en perjuicio de José Fernando
Narrias Báez y Golpes y Heridas Voluntarias Que Ocasio-
naron Una Enfermedad o Incapacidad de Dedicarse al Tra-
bajo Durante No Menos de Diez Días Ni Más de Veinte,
en perjuicio de Arturo Cruz, y en consecuencia, se le con-
dena a sufrir la pena de Tres(3) Años de Trabajos Públi-
cos, que deberá cumplir en la Penitenciaría Nacional de
La Victora; NOVENO: Declara regular y válida, en cuan-
te a la forma, la constitución en parte civil, hecha por el
nombrado Antonio Capellán, en contra de los acusados Jo-
sé Antonio Jiménez Balá o Balax y Luis Francisco Mateo

ylontilla, por mediación de su abogado constituído, Dr.
Fausto Antonio Martínez Hernández; DECIMO: Condena
a los acusados José Antonio Jiménez Balá o Balax y Luis
Francisco Mateo Montilla, al pago solidario de una indem-
nización de Un Peso (1) Oro Dominicano, (RD$1.00) como
jota reparación por los dañes morales y materiales sufri-
dos por dicha parte civil c rnstituída, señor Antonio Ca-
pellán; SEGUNDO: Modifi Ja. la antes expresada sentencia
cn su aspecto penal para que rija del siguiente modo; De-
clara al mencionado José Antonio Jiménez (a) Balá, Culpa-
ble de haber cometido el crimen de Asociación de Malhe-
chores contra varias personas y propiedades, y en conse-
cuencia, lo condena a sufrir la pena de Diez (10) Años de
Trabajos Públicos, y al pago de las costas de la presente
alzada; y TERCERO: Confirma la sentencia recurrida en
su aspecto civil";

Considerando que a pesar de que el recurrente en el
acta levantada indicó los siguientes medios: Falta de base
legal y violación del derecho de defensa; y a pesar de ha-
ber declarado que los desenvolvería, así como cualquier
otro medio, en un memorial que depositaría en Secreta-
ría oportunamente, no sometió dicho memorial, por lo cual
su recurso será examinado con carácter general;

Considerando que la Corte a-qua dio por establecidos,
mediante la ponderación de los elementos de prueba quP
fueron regularmente administrados en la instrucción de
la causa, en cuanto al acusado José Antonio Jiménez (a)
Balá, único recurrente en casación, los siguientes hechos.
a) Que dicho acusado formó junto con otras personas, cu-
yos nombres se indican en el fallo impugnado y cuyo pro-
ceso fue olportunamenite desgldsado del que ahora nos
ocupa, una Asociación de Malhechores "que corneta toda
clase de atropellos contra las personas y realizaba la des-
trucción\ de sus propiedades"; b) que se repartían en ban-
das o grupos, a pie y en automóvil, y utilizaban "tubos de
hierro, punzones y palos, de donde les vino el mote de
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"paleros"; c) que el acusado participó de una manera e,
recta en el incendio y destrucción parcial del edificio ciu,,
ocupaba una agrupación política y en la destrucción tota
de las oficinas del Partido Revolucionario Dominicano, ar-
mado siempre de un revólver calibre 38, sin licencia; d,
que propinó golpes voluntarios a José Fernando Narrias
Báez, Arturo Cruz, Brunet Brito Liranzo y otros";

Considerando que el examen de la sentencia impugna.
da, revela que después de dejar establecidos los hechos an-
teriores, los jueces del fondo se expresaron en los motivos
de dicho falló de la siguiente manera: "que los elementos
constitutivos del crimen de Asociación de Malhechores de-
finido por el artículo 265 y castigado por el 266 son tres,
á) una asociación formada o un concierto establecido entre
dos o más personas; b) el objeto de esta asociación o con-
cierto, que ha de ser el de preparar o cometer crímenes
contra las personas o contra las propiedades; c) y la in-
tención criminal de los asociados, por lo que la Ley lo
cataloga como un crimen contra la paz pública que cons-
tituye una de las formas más peligrosas de la delincuencia
profesional; que los elementos del crimen de incendio vo-
luntario previsto por el artículo 434 son: a) el hecho ma-
terial de incendiar, de poner fuego; b) la naturaleza de la
cosa incendiada, la cual varía en cada caso y c) la inten-
ción criminal y los elementos del previsto por el artículo
437 son un hecho material de destrucción (total o parcial r
por cualquier medio; d) la naturaleza de la cosa destruida;
e) la circunstancia de que la cosa destruída pertenezca ¿)
ctro; y d) y la intención criminal, elementos todos, que
fueron reconocidos por el inculpado; que José Antonio Ji-
ménez Bala cometió los delitos previstos y sancionados
por los artículos 309, 311 del Código Penal y el artículo 39
de la Ley 392 al portar ilegalmente un revólver, según que-
dé establecido por las declaraciones de los agraviados, las
cuales figuran en el expediente así como por lo que pudo

o10

apreciarse por las demás circunstancias de la causa"; 	 )

Considerando que los jueces del fondo son soberanos
en la apreciación del valor de las pruebas, y que esa apre-
ciación escapa al control de la casación, salvo el caso de
desnaturalización, lo que no ha ocurrido en la especie; que,
por consiguient e el recurso de casación que se examina ca
rece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua, configuran los elementos constitutivos de los
crímenes de Asociación de Malhechores, previsto por el ar-
tículo 265 del Código Penal, y castigado con la pena de
trabajos públicos por el artículo 266 del mismo Código;
el crimen de incendio, previsto y sancionado por el artícu-
lo 434 del mismo Código, con la pena de treinta años de
trabajos públicos; el crimen de destrucción voluntaria de
edificios, previsto y sancionado por el artículo 437 del mis-
mo Código con la pena de reclusión y multa que no podrá
bajar de cien pesos; el delito de inferir heridas volunta-
rias, previsto y sancionado, según la gravedad de las heri-
das, por los artículos 309 y 311 del Código Penal con pri-
sión de seis meses a dos años y multa de diez a cien pesos;
o con la pena de prisión correccional de sesenta días a ur
año de multa de seis a cien pesos; y el delito de porte
ilegal de arma de fuego, previsto por la Ley No. 392 en
su artículo 39, párrafo 3 9 y castigado con la pena de seis
meses a dos años y multa de cien a quinientos pesos;

Considerando que si bien no lo expresa la sentencia
impugnada es obvio que en el presente caso se aplicó la
regla del no cúmulo de penas, pues aun cuando en su dis-
positivo solo se menciona el crimen de Asociación de Mal-
hechores, es constante por los motivos del citado fallo que
se le juzgó y se le declaró culpable por los demás críme-
nes y delitos precedentemente enumerados; que, por otra
parte, como uno solo de los hechos puestos a cargo del
recurrente, (el incendio) está sancionado con la pena de
treinta años de trabajos públicos según el artículo 434 del
Código Penal, es obvio también que la pena impuesta al



E

238	 BOLETIN JUDICIAL

"paleros"; c) que el acusado participó de una manera di.
recta en el incendio y destrucción parcial del edificio que
ocupaba una agrupación política y en la destrucción total
de las oficinas del Partido Revolucionario Dominicano, ar-
mado siempre de un revólver calibre 38, sin licencia; d,
que propinó golpes voluntarios a José Fernando Namiac
Báez, Arturo Cruz, Brunet Brito Liranzo y otros";

Considerando que el examen de la sentencia impugna.
da, revela que después de dejar establecidos los hechos an-
teriores, los jueces del fondo se expresaron en los motivos
de dicho fallo de la siguiente manera: ''que los elementos
constitutivos del crimen de Asociación de Malhechores de-
finido por el artículo 265 y castigado por el 266 son tres,
a) una asociación formada o un concierto establecido entre
dos o más personas; b) el objeto de esta asociación o con-
cierto, que ha de ser el de preparar o cometer crímenes
contra las personas o contra las propiedades; cl y la in-
tención criminal de los asociados, por lo que la Ley lo
cataloga como un crimen contra la paz pública que cons-
tituye una de las formas más peligrosas de la delincuencia
profesional; que los elementos del crimen de incendio vo-
luntario previsto por el artículo 434 son: a) el hecho ma-
terial de incendiar, de poner fuego; b) la naturaleza de la
cosa incendiada, la cual varía en cada caso y c) la inten-
ción criminal y los elementos del previsto por el artículo
437 son un hecho material de destrucción (total o parcial
por cualquier medio; d) la naturaleza de la cosa destruida;
e) la circunstancia de que la cosa destruída pertenezca
ctro; y d) y la intención criminal, elementos todos, que
fueron reconocidos por el inculpado; que José Antonio Ji-
ménez Bala cometió los delitos previstos y sancionados
por los artículos 309, 311 del Código Penal y el artículo 39
de la Ley 392 al portar ilegalmente un revólver, según que-
dé establecido por las declaraciones de los agraviados, las
cuales figuran en el expediente así como por lo que pudo
¿.preciarse por las demás circunstancias de la causa";
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Considerando que los jueces del fondo son soberanos

en apreciación del valor de las pruebas, y que esa apre-
cíación escapa al control de la casación, salvo el caso de
desnaturalización, lo que no ha ocurrido en la especie; que,
por consiguien te el recurso de casación que se examina ca
rece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua, configuran los elementos constitutivos de los
crímenes de Asociación de Malhechores, previsto por el ar-
tículo 265 del Código Penal, y castigado con la pena de
trabajos públicos por el artículo 266 del mismo Código:
el crimen de incendio, previsto y sancionado por el artícu-
lo 434 del mismo Código, con la pena de treinta años de

trabajos públicos; el crimen de destrucción voluntaria de
edificios, previsto y sancionado por el artículo 437 del mis-
mo Código con la pena de reclusión y multa que no podrá
bajar de cien pesos; el delito de inferir heridas volunta-
rias, previsto y sancionado, según la gravedad de las heri-
das, por los artículos 309 y 311 del Código Penal con pri-
sión de seis meses a dos años y multa de diez a cien pesos;

con la pena de prisión correccional de sesenta días a ur
año de multa de seis a cien pesos; y el delito de porte
ilegal de arma de fuego, previsto por la Ley No. 392 en
su artículo 39, párrafo 3 9 y castigado con la pena de seis
meses a dos años y multa de cien a quinientos pesos;

Considerando que si bien nu lo expresa la sentencia
impugnada es obvio que en el presente caso se aplicó la
regla del no cúmulo de penas, pues aun cuando en su dis-
positivo solo se menciona el crimen de Asociación de Mal-
hechores, es constante por los motivos del citado fallo que
se le juzgó y se le declaró culpable por los demás críme-
nes y delitos precedentemente enumerados; que, por otra
parte, como uno solo de los hechos puestos a cargo del
recurrente, (el incendio) está sancionado con la pena de
treinta años de trabajos públicos según el artículo 434 del
Código Penal, es obvio también que la pena impuesta al
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acusado, después de declararlo culpable, no pudo ser la
de diez años de trabajos públicos; que, no obstante este
vicio en dicha sentencia, la situación del acusado recurren-
te no puede ser agravada frente al hecho de que sólo
recurrió en casación;

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles
Que los jueces del fondo establecieron que como consecuen:
cia de los hechos cometidos, la parte civil constituida su-
frió daños morales, cuyo monto 'fue apreciado en un peso
de acuerdo con las conclusiones de dicha parte civil; que,
por tanto al condenarlo al pago de dicha suma a título de
indemnización, confirmando en ese aspecto el fallo de pri
mera instancia, se hizo una correcta aplicación del artíoulo
1382 del Código Civil que no puede ser criticada;

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos, en lo que concierne al interés del recurren-
te, ella no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Antonio Jiménez (a) Balá, con-
tra sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 19 de febrero de 1965, en sus atribucio-
nes criminales, cuyo dispositivo aparece copiado en otro
lugar del presente fallo; y, Segundo: Condena al 'recurren-
te al pago de las costas.

(Firmados): :vianuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por ley
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

sENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DEL 1967

tenia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 6 de septiembre de 1966

Materia: Correccional

Recurrentes: José Altagracia Jacinto Minier, Inocencio Jacinto
Minier, Félix Jacinto Minier y Carmen Minier de Jacinto

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Su prema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Puente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 10 días
Cel mes de febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia
y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Al-
. tagracia Jacinto Minier, dominicano, mayor de edad, sol-

tero, agricultor, cédula 17472, serie 2, domiciliado y resi-
dente en Mana de Yaguate, Inocencio Jacinto Minier, do-
minicano, mayor de edad, soltero, agricultor, cédula 21370,
serie 2, domiciliado y residente en Mana de Yaguate, Fe-
lix Jacinto Minier, dominicano, mayor de edad, soltero.
agricultor, cédula 1113, serie 82, domiciliado y residente
en Mana de Yaguate, Carmen Minier de Jacinto, dominica-
na, mayor de edad, cédula 7935, serie 2, casada, domiciliada

H
I

,. row



1
240	 BOLETIN JUDICIAL

acusado, después de declararlo culpable, no pudo ser á
de diez años de trabajos públicos; que, no obstante este
vicio en dicha sentencia, la situación del acusado recurren-
te no puede ser agravada frente al hecho de que sólo e:
recurrió en casación;

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles
que los jueces del fondo establecieron que como consecuen:
c'_a de los hechos cometidos, la parte civil constituída su-
frió daños morales, cuyo monto 'fue apreciado en un peso
de acuerdo con las conclusiones de dicha parte civil; que,
por tanto al condenarlo al pago de dicha suma a título de
indemnización, confirmando en ese aspecto el fallo de pri-.''
mera instancia, se hizo una correcta aplicación del artíoulo
1382 del Código Civil que no puede ser criticada;

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos, en lo que concierne al interés del recurren-
te, ella no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Antonio Jiménez (a) Bala, con-
tra sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 19 de febrero de 1965, er sus atribucio-
nes criminales, cuyo dispositivo aparece copiado en otro
lugar del presente fallo; y, Segundo: Condena al recurren-
te al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentenc i a ha sido dada y firmada por loo
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 13
audiencia pública del día, mes y año en él expresados,
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

BOLETIN JUDICIAL	 241

SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DEL 1967

centencia impugnada: Corte de A pelación de San Cristóbal, de
fecha 6 de septiembre de 1966

Materia: Correccional

Recurrentes: José Altagracia Jacinto Minier, Inocencio Jacinto
Minier, Félix Jacinto Minier y Carmen Minier de Jacinto

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Su prema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente. Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 10 días
del mes de febrero de 1967, años 123° de la Independencia
y 104 9 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Al-
tagracia Jacinto Minier, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, agricultor, cédula 17472, serie 2, domiciliado y resi-
dente en Mana de Yaguate, Inocencio Jacinto Minier, do-
minicano, mayor de edad, soltero, agricultor, cédula 21370,
serie 2, domiciliado y residente en Mana de Yaguate, Fé-
lix Jacinto Minier, dominicano, mayor de edad, soltero.
agricultor, cédula 1113, serie 82, domiciliado y residente
en Mana de Yaguate, Carmen Minier de Jacinto, dominica-
na, mayor de edad, cédula 7935, serie 2, casada, domiciliada
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y residente en Mana de Yaguate, contra la sentencia die.
toda .por la Corte de Apelación de San Cristót al, en su,
atribuciones correccionales, en fecha 6 de septiembre de
1966, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 12 de septiembre de
1966, a requerimiento del Lic. Noel Graciano Corcino, cé-
dula 128, serie 47, abogado, a nombre y representación de
los prevenidos ahora recurrentes, en la cual no se invocz,
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 203 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
t)vo de una querella por robo de cosecha en pie, presen-
tada por Andrés Florentino, contra los hoy recurrentes en
casación, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Cristóbal, regularmente apoderado, dictó en
defecto en fecha 2 de octubre de 1964, en sus atribuciones
correccionales, una sentencia con el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Se declara a los prevenidos José Altagra-
cia Jacinto Minier, Félix Jacinto Minier, Carmen Minier
de Jacinto, e Inocencio Jacinto Minier, culpables de robo
de cosecha en pie en consecuencia se les condena a sufrir

,un año de prisión correccional en defecto por no compar e

-cer no obstante estar citados legalmente y al pago de las
costas, en cuanto a Pedro Martínez Dipre se le descarga
por no cometer el hecho declarándose las costas de ofi-
cio. Se declara buena y válida la presente constitución en
parte civil por ser regular en la forma y justa en el fondo

en consecuencia se condena solidariamente a los inculpa,
dos a pagar una indemnización de RD$450.00 y al pago
de las costas civiles las cuales sean distraídas en favor
del Dr. Adriano A. Uribe Silva por haberlas avanzado"; b)
que con motivo del recurso de oposición que interpusieron
los prevenidos, el citado .D..-agado dictó en fecha 13 de no-
viembre de 1964, una sentencia incidental con el disposi-
tivo siguiente: "Falla: Primero: Que debe rechazar la ex-
cepción propuesta por el Lic. Noel Graciano, abogado de
los inculpados José Altagracia Minier y demás co-inculpa-
dos, en el sentido de que entre las partes no existe contra-
to por escrito regularmente instrumentado, pqr impro-
cedente y mal fundado; Segundo: Que debe reservar y
reserva las costas; Tercero: Ordena que el presente ex-
pediente sea comunicado al Magistrado Procurador Fiscal
de este Distrito Judicial, a fin de fijación de audiencia y
proseguir la vista (le la presente causa en cuanto al fondo";
ci Que sobre recluso de alzada interpuesto por los pre-
venidos, la Corte de Apelación de San Cristóbal, dictó
en fecha 6 de septiembre de 1966, la sentencia ahora im-
pugnada en casación, con el dispositivo siguiente: "Falla:
Primero: Rechaza las conclusiones presentadas en audien-
cia por el Magistrado Procurador General de esta Corte;
Segundo: Declara caduco el recurso de apelación intentactó
por los prevenidos José Altagracia Jacinto Minier y com-
j'artes, por medie de su abogado Licenciado Noel Graciano
Corcino contra la sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal de fecha 13
de noviembre del año 1964, por haberse intentado fuera
de los 'plazos establecidos por la ley y cuyo dispositivo
f el siguiente: "Falla: Primero: Que debe rechazar la
excepción propuesta por el Lic. Noel Graciano, abogado
de los inculpados José Altagracia Jacinto Minier y demás
co-inculpados, en el sentido de que entre las partes ro
existe contrato por escrito regularmente instrumentado,
Por improcedente y mal fundado; Segundo: Que debe re-
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y residente en Mana de Yaguate, contra la sentencia die.
tada por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en sus
atribuciones correccionales, en fecha 6 de septiembre de
1966, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 12 de septiembre de
1966, a requerimiento del Lic. Noel Graciano Corcino, cé-
dula 128, serie 47, abogado, a nombre y representación de
.los prevenidos ahora recurrentes, en la cual no se invocz,
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 203 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tIvo de una querella por robo de cosecha en pie, presen-
tada por Andrés Florentino, contra los hoy recurrentes en
casación, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Cristóbal, regularmente apoderado, dictó en
defecto en fecha 2 de octubre de 1964, en sus atribuciones
correccionales, una sentencia con el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Se declara a los prevenidos José Altagra.
cia Jacinto Minier, Félix Jacinto Minier, Carmen Minier
de Jacinto, e Inocencio Jacinto Minier, culpables de robe
de cosecha en pie en consecuencia se les condena a sufrir

,un año de prisión correccional en defecto por no compar e
-cer no obstante estar citados legalmente y al pago de las

costas, en cuanto a Pedro Martínez Dipre se le descarga
por no cometer el hecho declarándose las costas de ofi-
cio. Se declara buena y válida la presente constitución en

parte civil por ser regular en la forma y justa en el fondo

en consecuencia se condena solidariamente a los incu
¿os a pagar una indemnización de RD$450.00 y al pago

de las costas civiles las cuales sean distraídas en favor
del Dr. Adriano A. Uribe Silva por haberlas avanzado"; b)
que con motivo del recurso de oposición que interpusieron
los prevenidos, el citado J';zgado dictó en fecha 13 de no-
viembre de 1964, una sentencia incidental con el disposi-
tivo siguiente: "Falla: Primero: Que debe rechazar la ex-
cepción propuesta por el Lic. Noel Graciano, abogado de
los inculpados José Altagracia Minier y demás co-inculpa-
dos, en el sentido de que entre las partes no existe contra-
to por escrito regularmente instrumentado, pqr impro-
cedente y mal fundado; Segundo: Que debe reservar y
reserva las costas; Tercero: Ordena que el presente ex-
pediente sea comunicado al Magistrado Procurador Fiscal
de este Distrito Judicial, a fin de fijación de audiencia y
proseguir la vista c:e la presente causa en cuanto al fondo";
c) Que sobre recluso de alzada interpuesto por los pre-
venidos, la Corte de Apelación de San Cristóbal, dictó
en fecha 6 de septiembre de 1966, la sentencia ahora im-
pugnada en casación, con el dispositivo siguiente: "Falla:
Primero: Rechaza las conclusiones presentadas en audien-
cia por el Magistrado Procurador General de esta Corte;
Segundo: Declara caduco el recurso de apelación intentado
por los prevenidos José Altagracia Jacinto Minier y cora-
l'artes, por medie de su abogado Licenciado Noel Graciano
Corcino contra la sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal de fecha 13
de noviembre del año 1964, por haberse intentado fuera
de los plazos establecidos por la ley y cuyo dispositivo
(-1: el siguiente: "Falla: Primero: Que debe rechazar la
excepción propuesta por el Lic. Noel Graciano, abogado
de los inculpados José Altagracia Jacinto Minier y demás
to-inculpados, en el sentido de que entre las partes ro
existe contrato por escrito regularmente instrumentado,
Por improcedente y mal fundado; Segundo: Que debe re-
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servar y reserva las costas; Tercero: Ordena que el pre
sente expediente sea comunicado al Magistrado Procurad
Fiscal de este Distrito Judicial, a fin de fijación de a:
diencia y proseguir la vista de la presente causa en cuapt•
al fondo"; Tercero: Pronuncia el defecto contra la part'
civil constituída señor Andrés Florentino, por no haber
comparecido a la audiencia para concluir; Cuarto: Condena
a los apelantes al pago de las costas";

Considerando que el artículo 203 del Código de Proce.
dimiento Criminal dice así: "Habrá caducidad de apela.
ción, salvo el caso de excepción señalado por el artículo
205, si la declaración de apelar no se ha hecho en la se.
cretaría del tribunal que ha pronunciado la sentencia, diez
días a más tardar después del de su pronunciamiento; y
si la sentencia se ha dictado por defecto, diez días a mas
tardar después del de la notificación que se le haya hecho
a la parte condenada o en su domicilio, contándose un día
más por cada tres leguas de distancia. Durante ese térmi-
no y durante la instancia de apelación se suspenderá la
ejecución de la sentencia";

Considerando que en el presente caso tal como consta
en el fallo impugnado y en los documentós a que él se re-
fiere, es constante en el expediente que la sentencia in-
cidental que pronunció el Juzgado de Primera Instancia
de San Cristóbal, por medio del cual rechazó una ex-
cepción propuesta por el abogado defensor de los preve-
r idos relativa a la no existencia de un contrato de arren-
aamiento, y ordenó proseguir la vista de la causa, fue pro-
nunciada en presencia de las partes el día 13 de noviembre
de 1964, lo que revela también el acta de audiencia; que
la apelación fue interpuesta en fecha 22 de diciembre de
1964, es decir, un mes y 9 días después de dictada dicha
sentencia; que en tales condiciones es obvio que la Corte
a-qua hizo una correcta aplicación de la ley al declarar
tardía la apelación así interpuesta; que, además, examina

-da la sentencia impugnada en sus demás aspectos, en lo que
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"cl
'erne al interés de los prevenidos recurrentes, ella

concierne
contiene vicio alguno que justifique su casación, que,

Por tanto el presente recurso carece de fundamento y debe
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dpo;interpuesto por José Altagracia Jacinto Minier, Inc-
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zecari	 Minier, Félix Jacinto Minier y Carmen

Jacinto motivos, Primero: Rechaza el recurso de ea-

Minier de Jacinto, contra sentencia dictada por la Corte
de Apelació n de San Cristóbal, an fecha 6 de septiembre
de 1966, en sus atribuciones correccionales, cuyo disposi-
tivo aparece copiado en otro lugar del presente fallo; Se-
gundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés

Pa	
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-

ras.— l.—ii—Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvddo Rojo Carbuccia-- Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sen tencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces quF figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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servar y reserva las costas; Tercero: Ordena que el pre-
sente expedien te sea comunicado al Magistrado Procurador
Fiscal de este Distrito Judicial, a fin de fijación de au-
diencia y proseguir la vista de la presente causa en cuanto
al 'fondo"; Tercero: Pronuncia el defecto contra la parte
civil constituida t señor Andrés Florentino, por no haber
comparecido a la audiencia para concluir; Cuarto: Condena
a los apelantes al pago de las costas";

Considerando que el artículo 203 del Código de Proce-
dimiento Criminal dice así: "Habrá caducidad de apela-
ción, salvo el caso de excepción señalado por el artículo
205, si la declaración de apelar no se ha hecho en la se-
cretaría del tribunal que ha pronunciado la sentencia, diez
días a más tardar después del de su pronunciamiento; y
si la sentencia se ha dictado por defecto, diez días a mas
tardar después del de la notificación que se le haya hecho
a la parte condenada o en su domicilio, contándose un día
más por cada tres leguas de distancia. Durante ese térmi-
no y durante la instancia de apelación se suspenderá la
ejecución de la sentencia";

Considerando que en el presente caso tal como consta
en el fallo impugnado y en los documentOs a que él se re-
fiere, es constante en el expediente que la sentencia in-
cidental que pronunció el Juzgado de Primera Instancia
de San Cristóbal, por medio del cual rechazó una ex-
cepción propuesta por el abogado defensor de los preve-
nidos relativa a la no existencia de un contrato de arren-
damiento, y ordenó proseguir la vista de la causa, fue pro-
nunciada en presencia de las partes el día 13 de noviembre
de 1964, lo que revela también el acta de audiencia; que
la apelación fue interpuesta en fecha 22 de diciembre de
1964, es decir, un mes y 9 días después de dictada dicha
sentencia; que en tales condiciones es obvio que la Corte
a-qua hizo una correcta aplicación de la ley al declarar
tardía la apelación así interpuesta; que, además, exami na-
da la sentencia impugnada en sus demás aspectos, en lo que

concierne al interés de los prevenidos recurrentes, ella
/-,o contiene vicio alguno que justifique su casación, que,
por tanto el presente recurso carece de fundamento y debe
ser rechazado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Altagracia Jacinto Minier, Inc-
cencio Jacinto Minier, Félix Jacinto Minier y Carmen
Minier de Jacinto, contra sentencia dictada por la Corte
de Apelación de San Cristóbal, en fecha 6 de septiembre
de 1966, en sus atribuciones correccionales, cuyo disposi-
tivo aparece copiado en otro lugar del presente fallo; Se-
gundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-.
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia•— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La  presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces quc figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha

15 de junio de 1966

Materia: Correccional

Recurrente: Alberto Hernández

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. ,avelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Lut_Ilo,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 10 días
del mes de febrero de 1967, años 1239 de la Independen-
cia y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alberto
Hernández, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor,
cédula No. 14356, serie 48, residente en Las Delicias, Mu-
nicipio de Monseñor Nouel, Provincia de La Vega, parte
civil constituida, contra la sentencia dictada en atribucio-
nes correccionales por la Corte de Apelación de La Vega,
en fecha 15 de junio de 1966, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Declara bueno y válido el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Luis Ramón Cordero, a
nombre y representación de los señores Mario García y
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gafael Reinoso (a) Fellito, por haber sido formalizado de

la manera y en el plazo exigido por la Ley; Segundo Se
reconoce como regular en la forma, la constitución en par-
te civil de parte de Alberto Hernández, y contra del co-
prevenido Mario García; Tercero: Se revocan los ordinales
tercero y cuarto, de la sentencia apelada los cuales copia-
dos a la letra dicen así: 3ro. Se ordena la devolución del
novillo de Alberto Hernández; 4to. Declara regular y vá-
lida la constitución en parte civil hecha por Alberto Her-
nández por conducto de la Dra. Altagracia Martínez re-
presenta da por el Dr. Adolfo de la Cruz Rodríguez, en
contra de los acusados. En cuanto al fondo retiene la fal-
ta de los acusados por un cuasi delito civil y lo condena
al pago solidario de una indemnización de RD$1.00, y al
pago de las costas civiles. Y obrando por propio imperio,
se libera a los señores Mario García y Rafael Reinoso
(Fellito) de las condenaciones civiles impuéstales por tal
decisión judicial, al considerar soberanamente esta Corte.
de conformidad con las pruebas aportadas y su amplio po-
der de apreciación, que el becerro discutido, es de la ab-
soluta pertenencia de Mario García, y además, por no evi-
denciarse ninguna falta civil, delictual o cuasi-delictual,
cometida por los mismos, según los hechos imputádoles y
la cual (falta) debían reparar; Cuarto: Se rechaza en cuan-
t .,) al fondo, por infundada, la constitución en parte civil,
ya aludida del señor Alberto Hernández y como sucum-
biente, se le condene al pago de las costas civiles de lugar.
con distracción de éstas en provecho del Dr. Luis Ramón
Cordero G., quien afirmó haberlas avanzado en su mayor
parte";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 22 de julio de 1966,
requerimiento del rnr. ,frs- tdolfo de la Cruz Rodríguez,
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de lecha

15 de junio de 1966

Materia: Correccional

Recurrente: Alberto Hernández

411, Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. ,avelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cut.:13,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 10 días
del mes de febrero de 1967, años 1239 de la Independen-
cia y 104 9 de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alberto
Hernández, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor,
cédula No. 14356, serie 48, residente en Las Delicias, Mu-
nicipio de Monseñor Nouel, Provincia de La Vega, parte
civil constituida, contra la sentencia dictada en atribucio-
nes correccionales por la Corte de Apelación de La Vega,
en fecha 15 de junio de 1966, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Declara bueno y válido el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Luis Ramón Cordero, a
nombre y representación de los señores Mario García Y

Bafael Reinoso (a) Fellito, por haber sido formalizado de
la manera y en el plazo exigido por la Ley; Segundo Se
reconoce como regular en la forma, la constitución en par-
te civil de parte de Alberto Hernández, y contra del co-
prevenido Mario García; Tercero: Se revocan los ordinales
tercero y cuarto, de la sentencia apelada los cuales copia-
dos a la letra dicen así: 3ro. Se ordena la devolución del
novillo de Alberto Hernández; 4to. Declara regular y vá-
lida la constitución en parte civil hecha por Alberto Her-
nández por conducto de la Dra. Altagracia Martínez re-
presentada por el Dr. Adolfo de la Cruz Rodríguez, en
contra de los acusados. En cuanto al fondo retiene la fal-
ta de los acusados por un cuasi delito civil y lo condena
al pago solidario de una indemnización de RD$1.00, y al
pago de las costas civiles. Y obrando por propio imperio,
se libera a los señores Mario García y Rafael Reinoso
(Felino) de las condenaciones civiles impuéstales por tal
decisión judicial, al considerar soberanamente esta Corte,
de conformidad con las pruebas aportadas y su amplio po-
der de apreciación, que el becerro discutido, es de la ab-
soluta pertenencia de Mario García, y además, por no evi-
denciarse ninguna falta civil, delictual o cuasi-delictual,
cometida por los mismos, según los hechos imputádoles y
la cual (falta) debían reparar; Cuarto: Se rechaza en cuan-
to al fondo, por infundada, la constitución en parte civil,
ya aludida del señor Alberto Hernández y como sucum-
biente, se le condene al pago de las costas civiles de lugar,
con distracción de éstas en provecho del Dr. Luis Ramón
Cordero G., quien afirmó haberlas avanzado en su mayor
parte";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 22 de julio de 1966,
a requerimiento del I'ne+^- kdolfo de la Cruz Rodríguez.
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abogado, cédula No. 18096, serie 47, a nombre del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado
de casación;

Vista el acta levantada en dicha Secretaría de la Corte
L-qua, fechada el día 10 de agosto de 1966, a requerinrien..
to del referido abogado y a nombre del mismo recurrente
en la que hace constar que desiste del mencionado recur:
so de casación;

Vista el acta formulada •ri la repetida Secretaría de
la Corte a-qua, de fecha 11	 agosto-de 1966, en la que
Alberto Hernández, parte civil constituida, decl,. 	 que
interpone formal recurso de casación contra la misma sen-
tencia respecto de la cual había recurrido mediante la
primera acta levantada, sin invocar, igual que en ésta, nin-
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Frocedimiento de Casación;

Considerando, en lo referente al desistimientG hecho
por el Doctor Adolfo de la Cruz Rodríguez, que para que
el desistimiento tenga validez jurídica se hace necesario
que esté suscrito por la parte misma o por un apoderado
especial, lo cual no ocurre en el presente caso, pues úni-
camente está firmado por el mencionado Doctor Adolfo
ce la Cruz Rodríguez, sin que haya constancia de que éste
estaba autorizado mediante un poder especial otorgádole
por Alberto Hernández, para a nombre de éste desistir del
recurso interpuesto que revela la primera acta levantada
en la Secretaría de la Corte a-qua y fechado el día 22 de
julio de 1966; que, en tal virtud procede declarar que el
precitado desistimiento es inoperante por carecer de va-
lidez legal;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, el Ministerio Público,
la parte civil y la persona civilmente responsable, que re-

,urren en casación, deben, a pena de nulidad, depositar
un memorial con la indicación de los medios, si no han
motivado el recurso en la declaración correspondiente;

Considerando que en la especie, el recurrente, parte
civil consti guída, no invocó cuando declaró su recurso,
ningún medio determinado de casación, ni ha presentado
tampoco con posterioridad a la declaración de ese recurso,
el memorial con la exposición de los medios que le sir-

ven de fundamento;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casacion interpuesto por Alberto Hernández, contra la
sentencia en atribuciones correccionales por la Corte cI2
Apelación de La Vega, en fecha 15 de junio de 1966, cuyo
dispositivo se ha copiado en otro lugar del presente fallo;
y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
.imánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue 'firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

248	 130,LwritellDic1AL.
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abogado, cédula No. 18096, serie 47, a nombre del recu.
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado
de casación;

Vista el acta levantada en dicha Secretaría de la Cort
a-qua, fechada el día 10 de agosto de 1966, a requerimien -
to del referido abogado y a nombre del mismo recurrente
en la que hace constar que desiste del mencionado recur:
so de casación;

Vista el acta formulada en la repetida Secretaría de
la Corte a-qua, de fecha 11	 agosto-de 1966, en la que
Alberto Hernández, parte civil constituida, decL. -1 que
interpone formal recurso de casación contra la misma sen-
tencia respecto de la cual había recurrido mediante 1a
primera acta levantada, sin invocar, igual que en ésta, nin-
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, en lo referente al desistimient' hecho
por el Doctor Adolfo de la Cruz Rodríguez, que para que
el desistimiento tenga validez jurídica se hace necesario
que esté suscrito por la parte misma o por un apoderado
especial, lo cual no ocurre en el presente caso, pues úni-
camente está firmado por el mencionado Doctor Adolfo
de la Cruz Rodríguez, sin que haya constancia de que éste
estaba autorizado mediante un poder especial otorgádole
por Alberto Hernández, para a nombre de éste desistir del
recurso interpuesto que revela la primera acta levantada
en la Secretaría de la Corte a-qua y fechado el día 22 de
julio de 1966; que, en tal virtud procede declarar que el
precitado desistimiento es inoperante por carecer de va-
lidez legal;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, el Ministerio Público,
la parte civil y la persona civilmente responsable, que re-
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,urren en casación, deben, a pena de nulidad, depositar
:ni memorial con la indicación de los medios, si no han
motivado el recurso en la declaración correspondiente;

Considerando que en la especie, el recurrente, parte
civil constituida, no invodó cuando declaró su recurso,
ningún medio determinado de casación, ni ha presentado
tampoco con posterioridad a la declaración de ese recurso,
el memorial con la exposición de los medios que le sir-
ven de fundamento;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto por Alberto Hernández, contra la
sentencia en atribuciones correccionales por la Corte d?
Apelación de La Vega, en fecha 15 de junio de 1966, cuyo
dispositivo se ha copiado en otro lugar del presente fallo;
y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ro
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en lá
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

1
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la lsja,
guana, de fecha 28 de julio de 1966

Materia: Correccional

Recurrentes: Compañía Dominicana de Seguros, C. por A. y Elena

Santana
Abogado: Dr. Ramón Díaz Ordóñez

Intervinientes: Angel Lucía Noboa García y Baldemira Peralta
García de Rodríguez

Abogado: Dr. César Augusto Garrido Cuello

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras y Juan
Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario Generai,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 13 días del mes de
febrero de 1967, años 1239 de la Independencia y 104 v de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos interpuestos por la Compañía Do- 1,
minicana de Seguros, C. por A., compañía organizada de
conformidad con las leyes de la República Dominicana, do-
miciliada en la ciudad de Santo Domingo, Arzobispo Me-
riño No. 30; y Ana Elena Santana, dominicana, mayor de
edad, domiciliada en esta ciudad, casa No. 16 del respaldo
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3? del "Ensanche Cachimán", contra sentencia correccio-
nal de la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana,
en fecha 28 de julio de 1966, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Doctor Ramón Díaz Ordónez, abogado de los

recurrentes. en la lectura de sus conclusiones;
Oído al Dr. Jovino Herrera Arnó, cédula No. 8376,

serie 12, en representación del Dr. César Augusto Garricio
Cuello, cédula 11824, serie 12, abogado de los intervinien-
tes Angel Lucía Noboa García, dominicano, mayor de edad,
casado, agricultor, domiciliado en la colonia de Sabana Al-
ta de la sección de "Juanito" del Municipio de San Juan
de la Maguana, cédula 8942, serie 12, y Baldemira Peralta
García de Rodríguez, dominicana, mayor de edad, casada,
de oficios domésticos, domiciliada en las "Zayas" del Mu-
nicipio de San Juan de la M. guana, cédula No. 10680, serie
12, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en 'fecha 4 de agosto de 1966.
a requerimiento del Doctor José A. Puello Rodríguez, cé-
dula 7691, serie 12, en representación de los recurrentes, en
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Ra-
món Díaz Ordóñez, de fecha 5 de diciembre de 1966, en
I cual se invoca lo que se dirá más adelante;

Visto el escrito de ampliación, suscrito por el Dr. Ra-
món Díaz Ordóñez, de fecha 9 de diciembre de 1966, en
l cual se invocan los medios que más adelante se expresan;

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado
l e los intervinientes, de fecha 5 de diciembre de 1966;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 10 de la Ley sobre Libertad
Provisional Bajo Fianza; Ley No. 315, modificada, de fecha
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma.
guana, de fecha 28 de julio de 1966

Materia: Correccional

Recurrentes: Compañía Dominicana de Seguros, C. por A. y Elena
Santana

Abogado: Dr. Ramón Díaz Ordóñez

Intervinientes: Angel Lucía Noboa García y Baldemira Peralta
García de Rodríguez

Abogado: Dr. César Augusto Garrido Cuello

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiarna, Francisco Elpidio Beras y Juan
Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 13 días del mes de
febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia y 104 9 de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos interpuestos por la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., compañía organizada de
conformidad con las leyes de la República Dominicana, do-
miciliada en la ciudad de Santo Domingo, Arzobispo Me-
riño No. 30; y Ana Elena Santana, dominicana, mayor de
edad, domiciliada en esta ciudad, casa No. 16 del respaldo

3? del "Ensanche Cachimán", contra sentencia correccio-
nal de la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana,
en fecha 28 de julio de 1966, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Doctor Ramón Díaz Ordónez, abogado de los

recurrentes. en la lectura de sus conclusiones;
Oído al Dr. Jovino Herrera Arnó, cédula No. 8376,

serie 12, en representación del Dr. César Augusto Garrido
Cuello, cédula 11824, serie 12, abogado de los intervinien-
tes Angel Lucía Noboa García, dominicano, mayor de edad,
rasado, agricultor, domiciliado en la colonia de Sabana Al-
ta de la sección de "Juanito" del Municipio de San Juan
de la Maguana, cédula 8942, serie 12, y Baldemira Peralta
García de Rodríguez, dominicana, mayor de edad, casada,
de oficios domésticos, domiciliada en las "Zayas" del Mu-
nicipio de San Juan de la Mzguana, cédula No. 10680, serie
12, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 4 de agosto de 1966,
a requerimiento del Doctor José A. Puello Rodríguez, cé-
dula 7691, serie 12, en representación de los recurrentes, en
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Ra-
món Díaz Ordóñez, de fecha 5 de diciembre de 1966, en
el cual se invoca lo que se dirá más adelante;

Visto el escrito de ampliación, suscrito por el Dr. Ra-
n-ión Díaz Ordóñez, de fecha 9 de diciembre de 1966, en
el cual se invocan los medios que más adelante se expresan;

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado
de los intervinientes, de fecha 5 de diciembre de 1966;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
+ lerado y vistos los artículos 10 de la Ley sobre Libertad

Provisional Bajo Fianza; Ley No. 315, modificada, de fecha
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10 de junio de 1964; Ley No. 432 del 3 de octubre de 1964;
y artículos 141 del Código de Procedimiento Civ il, y 1, 42
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de automóvil ocurrido el
15 de junio de 1964, en el lugar de Sabana Alta, Munici-
pio de San Juan de la Maguana, en el cual Estefanía Gar-
cía sufrió golpes que le ocasionaron la muerte; fue some.
tido al Juzgado de Primera Instancia de San Juan de la
Maguana, en sus atribuciones correccionales, el prevenia6
Isidro Mena Mateo; b) que apoderado regularmente el Tri-
bunal indicado, dictó en fecha 11 de noviembre de 1964;
una sentencia, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Pri-
mero: Se declara al prevenido Isidro Mena Mateo, de ge-
nerales anotadas, culpable del delito de violación a la Ley
No. 5771, en perjuicio de la que en vida respondía al nom-
bre de Estefanía García, y en consecuencia lo condena a
un año de prisión correccional, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; Segundo: Se ordena la cancelación
de la licencia del prevenido, por un período de dos años;
Tercero: Se declara buena y válida la constitución en par-
te civil hecha por Angel Lucía Noboa García y Baldemira
Peralta de Rodríguez, por haber sido hecho dentro de los
cánones legales; Cuarto: Se condena a la señora Ana Elena
Santana, persona civilmente responsable, a pagar una in-
ctemnización de RD$6,000.00 en favor de los señores An-
gel Lucía Noboa García y Baldemira Peralta de Rodríguez.
como justa reparación de los daños morales y materiales
que sufrieron con la muerte de Estefanía García; Quinto:
Se condena además a Ana Elena Santana, al pago de las
costas civiles, con distracción de las mismas, en favor del
Dr. César A. Garrido Cuello, abogado de la parte civil,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Sexto.
Se declara que la presente sentencia le es oponible a la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A."; e) que sobre

los recursos de apelación del prevenido, la parte puesta en
«ausa como civilmente responsable, Ana Elena Santana;
' la Compañía aseguradora; y las partes civiles, intervino
una sentencia de la Corte de Apelación de San Juan ue

Maguana, de fecha 8 de marzo de 1966, cuyo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Admite en sus formas respectivas
los presentes recursos de apelación interpuestos por el doc-
tor Víctor Onésimo Valenzuela, a nombre y representación
de la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., y de
j3 señora Ana Elena Santana, persona civilmente respon-
sable, por el prevenido Isidro Mena Mateo y por el Dr. Cé-
sar A. Garrido C., a nombre y representación de los seño-
res Angel Lucía Noboa y Baldemira Peralta de Noboa o
de Rodríguez, partes civiles constituidas, contra la senten-
cia correccional No. 756. de fecha 11 de noviembre del año
1964, dictada por el Juzgado de Primera Instancia de San
Juan, cuyo dispositivo figura transcrito en otra parte de
la presente sentencia; Segundo: Pronuncia el defecto con-
tra el prevenido Isidro Mena Mateo. por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido legalmente
citado; Tercero: Confirma en todas sus partes la sentencia
apelada; Cuarto: Se declara vencida la fianza que fue con-
cedida al prevenido Isidro Mena Mateo y se ordena que
la misma sea ejecutada de acuerdo con el artículo 11 de
la Ley No. 5439, modificada (Sobre Libertad Provisional
Bajo Fianza). Quinto: Condena a Ana Elena Santana, per-
sona civilmente responsable, al pago de las costas civiles
del procedimiento, con distracción de las mismas en fa-
vor del Dr. César A. Garrido Cuello, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Sexto: Condena al prevenido Isi-
á:ro Mena Mateo, al pago de las costas penales"; d) que
sobre recurso de oposición interpuesto por el prevenido
y la parte puesta en causa como civilmente responsable,
Contra dicha sentencia, la indicada Corte de Apelación,
dictó en fecha 28 de julio de 1966, la sentencia ahora im-
1 ugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: De-
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10 de junio de 1964; Ley No. 432 del 3 de octubre de 1964;
y artículos 141 del Código de Procedimiento Civil, y 1, 42
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al
que con motivo de un accidente de automóvil ocurrido el
15 de junio de 1964, en el lugar de Sabana Alta, Munici-
pio de San Juan de la Maguana, en el cual Estefanía Gar-
cía sufrió golpes que le ocasionaron la muerte; fue some-
tido al Juzgado de Primera Instancia de San Juan de la
Maguana, en sus atribuciones correccionales, el prevenido
Isidro Mena Mateo; b) que apoderado regularmente el Tri-
bunal indicado, dictó en fecha 11 de noviembre de 1964;
una sentencia, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Pri-
mero: Se declara al prevenido Isidro Mena Mateo, de ge-
nerales anotadas, culpable del delito de violación a la Ley
No. 5771, en perjuicio de la que en vida respondía al nom-
bre de Estefanía García, y en consecuencia lo condena a
un año de prisión correccional, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; Segundo: Se ordena la cancelación
de la licencia del prevenido, por un período de dos años;
Tercero: Se declara buena y válida la constitución en par-
te civil hecha por Angel Lucía Noboa García y Baldemira
Peralta de Rodríguez, por haber sido hecho dentro de los
cánones legales; Cuarto: Se condena a la señora Ana Elena
Santana, persona civilmente responsable, a pagar una in-
demnización de RD$6,000.00 en favor de los señores An-
gel Lucía Noboa García y Baldemira Peralta de Rodríguez,
como justa reparación de los daños morales y materiales
que sufrieron con la muerte de Estefanía García; Quinto:
Se condena además a Ana Elena Santana, al pago de las
costas civiles, con distracción de las mismas, en favor del
Dr. César A. Garrido Cuello, abogado de la parte civil.
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Sexto.
Se declara que la presente sentencia le es oponible a la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A."; e) que sobre

los recursos de apelación del prevenido, la parte puesta en
:ausa como civilmente responsable, Ana Elena Santana;
v la Compañía aseguradora; y las partes civiles, intervino
tina sentencia de la Corte de Apelación de San Juan ue
la Maguana, de fecha 8 de marzo de 1966, cuyo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Admite en sus formas respectivas
los presentes recursos de apelación interpuestos por el doc-
tor Víctor Onésimo Valenzuela, a nombre y representación
de la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., y de
13 señora Ana Elena Santana, persona civilmente respon-
sable, por el prevenido Isidro Mena Mateo y por el Dr. Cé-
sar A. Garrido C., a nombre y representación de los seño-
res Angel Lucía Noboa y Baldemira Peralta de Noboa
de Rodríguez, partes civiles constituidas, contra la senten-
cia correccional No. 756. de fecha 11 de noviembre del año
1964, dictada por el Juzgado de Primera Instancia de San
Juan, cuyo dispositivo figura transcrito en otra parte de
la presente sentencia; Segundo: Pronuncia el defecto con-
tra el prevenido Isidro Mena Mateo, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido legalmente
citado; Tercero: Confirma en todas sus partes la sentencia
¿pelada; Cuarto: Se declara vencida la fianza que fue con-
cedida al prevenido Isidro Mena Mateo y se ordena que
la misma sea ejecutada de acuerdo con el artículo 11 de
la Ley No. 5439, modificada (Sobre Libertad Provisional
Bajo Fianza). Quinto: Condena a Ana Elena Santana, per-
sona civilmente responsable, al pago de las costas civiles
del procedimiento, con distracción de las mismas en fa-
vor del Dr. César A. Garrido Cuello, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Sexto: Condena al prevenido Isi-

. d:o Mena Mateo, al pago de las costas penales"; d) que
sobre recurso de oposición interpuesto por el prevenido
y la parte puesta en causa como civilmente responsable,
contra dicha sentencia, la indicada Corte de Apelación,
dictó en fecha 28 de julio de 1966, la sentencia ahora im-
I ugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: De-



254	
BOLETIN JUDICIAL

7

clara inadmisible el recurso de oposición intentado Por
el doctor José A. Fuello Rodríguez, a nombre y represen.
tación del prevenido Isidro Mena Mateo y de la parte
vilmente responsable Ana Elena Santana, contra la
tencia correccional número 18 de fecha 8 de marzo de
1966, en fecha 2 de mayo de 1966, por improcedente y mai
fundado en derecho; Segundo: Declara asimismo inadmj•
sible el desistimiento solicitado en audiencia en fecha 19
de julio de 1966, por el doctor José A. Puello Rodríguez
a nombre del prevenido Isidro Mena Mateo, del recurso'
cie oposición contra la sentencia arriba mencionada, por
improcedente; Tercero: Rechaza las conclusiones presen-
tadas en audiencia por el doctor César A. Garrido, a nom-
bre de Angel Lucía Noboa García y Baldemira Peralta
García de Rodríguez, parte civil constituida, en cuanto
solicita la confirmación de la sentencia correccional No. 18,
de fecha 8 de marzo de 1966, dictada por esta Corte, por
improcedente; Cuarto: Compensa, pura y simplemente, en-
tre las partes en causa, las costas del procedimiento, en
el aspecto civil; Quinto: Condena al prevenido Isidro Me-
na Mateo, al pago de las costas penales";

Considerando que los recurrentes alegan en su memo-
rial, que: "en la sentencia del 28 de julio de 1966 se ha
incurrido en errores de derecho de bulto y, entre ellos, el
más resaltante, mientras en el ordinal lro. declara inadmi•
sible un recurso de oposición, en el ordinal 2do. rechaza
unas conclusiones"; que. en el escrito de ampliación, in- :
votan los medios siguiente, Primero: Violación del artícu-
lo 10 de la Ley sobre Libertad Provisional Bajo Fianza;
Segundo: Falsa aplicación de la Ley 315, modificada, de
lecha 10 de junio de 1964; y, Tercero: Falta de motivos.
Motivos contradictorios. Falta de base legal; pero,

Considerando que la facultad que concede a los re-
currentes el artículo 42 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, de presentar "aclaraciones o memoriales tendien

-tes a justificar sus pretensiones", en los tres días subs:-
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ntes a la audiencia, supone que la parte que está obli-
gui-pa motivar su recurso. así lo ha hecho, dentro del pla-

'Iad oaportuno, porque de lo contrario violaría el derecho de
Ifensa de la parte adversa; que asimismo, debe enten-
derse que las "aclaraciones o memoriales" de que habla
d;cho artícu lo , se refieren a ampliaciones de los medios ya

señalados y desenvueltos en el memorial;
Considerando que en el presente caso los recurrentes,

alegan, como único medio en el memorial de casación, la
contradicción en el dispositivo de la sentencia impugnada.

entre los ordinales primero y segundo; que, al presentar,
en el escrito de ampliación, los tres medios nuevos arriba
indicados, por primera vez, sin que en el memorial se les
indique ni se desarrolle, estos medios no pueden tomarse
en cuenta en la presente especie;

Considerando que en el único medio válido invocado
por los recurrentes en su memorial, estos alegan que la
Corte a-qua al declarar inadmisible el recurso de oposición,
no podía examinar y ponderar las conclusiones de Angel
Lucía Noboa García y Baldemira Peralta García de Ro-
dríguez, parte civil constituida,. porque "la declaratoria de
inadmisibilidad de un recurso cierra las puertas a cono-
cer nada respecto de ese recurso; pero,

Considerando que en la sentencia impugnada consta
que las partes civiles citadas, concluyeron en la audien-
cia del 19 de julio de 1966, relativa al conocimiento de la
oposición a la sentencia del 8 de marzo del mismo ario, en
el ordinal segundo, del modo siguiente: "que confirmeis en
todas sus partes la sentencia correccional recurrida, la No.
18 de fecha 8 de marzo de 1966" etc.... que ante tal con-
clusión; la Corte a-qua expuso en el quinto considerando,
lo siguiente: "Considerando Que tales pretensiones son in-
congruentes, pues no es posible confirmar una sentencia
cuyo conocimiento, de acuerdo con la Ley están fuera del
alcance de esta Corte, al fallarlo definitivamente por su
sentencia No. 18 de fecha 8 de marzo de 1966, motivo por
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clara inadmisible el recurso de oposición intentado por
el doctor José A. Puello Rodríguez, a nombre y represen,
ladón del prevenido Isidro Mena Mateo y de la parte
vilmente responsable Ana Elena Santana, contra la ser.
tencia correccional número 18 de fecha 8 de marzo do
1966, en fecha 2 de mayo de 1966, por improcedente y mal
fundado en derecho; Segundo: Declara asimismo inadnn.

''sible el desistimiento solicitado en audiencia en fecha 19
de julio de 1966, por el doctor José A. Puello Rodríguez,
a nombre del prevenido Isidro Mena Mateo, del recurso
de oposición contra la sentencia arriba mencionada, por
improcedente; Tercero: Rechaza las conclusiones presen-
tadas en audiencia por el doctor César A. Garrido, a nom-
bre de Angel Lucía Noboa García y Baldemira Peralta
García de Rodríguez, parte civil constituida, en cuanto
solicita la confirmación de la sentencia correccional No. 18.
de fecha 8 de marzo de 1966, dictada por esta Corte, por
improcedente; Cuarto: Compensa, pura y simplemente, en-
ti e las partes en causa, las costas del procedimiento, en

aspecto civil; Quinto: Condena al prevenido Isidro Me-
na Mateo, al pago de las costas penales";

Considerando que los recurrentes alegan en su memo-
rial, que: . "en la sentencia del 28 de julio de 1966 se ha
incurrido en errores de derecho de bulto y, entre ellos, el
más resaltante, mientras en el ordinal lro. declara inadmi-
sible un recurso de oposición, en el ordinal 2do. rechaza
unas conclusiones"; que. en el escrito de ampliación, in-
vocan los medios siguiente, Primero: Violación del artícu-
lo 10 de la Ley sobre Libertad Provisional Bajo Fianza;
Segundo: Falsa aplicación de la Ley 315, modificada, de
lecha 10 de junio de 1964; y, Tercero: Falta de motivos.
Motivos contradictorios. Falta de base legal; pero,

Considerando que la facultad que concede a los re-
currentes el artículo 42 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, de presentar "aclaraciones o memoriales tendien

-tes a justificar sus pretensiones", en los tres días subsi-

g
uientes a la audiencia, supone que la parte que está obli-

,ada a motivar su recurso, así lo ha hecho, dentro del pla-
o oportuno, porque de lo contrario violaría el derecho de

defensa de la parte adversa; que asimismo, debe enten-
derse que las "aclaraciones o memoriales" de que habla
d:ehn artículo, se refieren a ampliaciones de los medios ya
señalados y desenvueltos en el memorial;

Considerando que en el presente caso los recurrentes,
alegan, como único medio en el memorial de casación, la
contradicción en el dispositivo de la sentencia impugnada,
entre los ordinales primero y segundo; que, al presentar,
en el escrito de ampliación,. los tres medios nuevos arriba
indicados, por primera vez, sin que en el memorial se les
indique ni se desarrolle, estos medios no pueden tomarse
en cuenta en la presente especie;

Considerando que en el único medio válido invocado
por los recurrentes en su memorial, estos alegan que !a
Corte a-qua al declarar inadmisible el recurso de oposición,
no podía examinar y ponderar las conclusiones de Angel
Lucía Noboa García y Baldemira Peralta García de Ro-
dríguez, parte civil constituída. porque "la declaratoria de
inadmisibilidad de un recurso cierra las puertas a cono-
cer nada respecto de ese recurso; pero,

Considerando que en la sentencia impugnada consta
que las partes civiles citadas, concluyeron en la audien-
cia del 19 de julio de 1966, relativa al conocimiento de la
oposición a la sentencia del 8 de marzo del mismo año, en
el ordinal segundo, del modo siguiente: "que confirmeis en
todas sus partes la sentencia correccional recurrida, la No.
18 de fecha 8 de marzo de 1966" etc.... que ante tal con-
clusión; la Corte a-qua expuso en el quinto considerando,
lo siguiente: "Considerando Que tales pretensiones son in-
congruentes, pues no es posible confirmar una sentencia
Cuyo conocimiento, de acuerdo con la Ley están fuera del
alcance de esta Corte, al fallarlo definitivamente por su
sentencia No. 18 de fecha 8 de marzo de 1966, motivo por
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el cual procede rechazar este aspecto de dichas conclusi,_
nes por improcedente y mal fundadas en derecho";

Considerando que la Corte a-qua, al decir en su dis-
positivo que rechaza las conclusiones de las partes civi-
les constituidas, después de haber declarado inadmisible el
recurso de oposición interpuesto por el prevenido Isidro
Mena Mateo y la parte puesta en causa como civilmente
responsable, no ha incurrido en ningún vicio que justifique
la casación; puesto que, al hacerlo así ha cumplido con
el deber de examinar y ponderar los pedimentos de las
partes en litis; por lo cual, el medio único invocado en el
memorial de casación, carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Angel Lucía Noboa García y Baldemira Peralta Gar-
cía de Rodríguez, personas constituidas en partes civiles;
Segundo: Rechaza los recursos de casación interpuestos
por la Compaña Dominicana de Seguros, C. por A., y Ana
Elena Santana. contra sentencia de la Corte de Apelación
de San Juan de la Maguana, dictada en atribuciones co-
rreccionales, de fecha 28 de julio de 1966, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y Ter-
cero: Condena a los recurrentes al pago de las costas con

distracción en provecho del Dr. César Augusto Garrido
Cuello, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
audiencia pública del día, mes y año en él expresados,
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 1967

st,ntencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 14 de octubre de 1966

atol a : Criminal

Recurrente Marcos Marte

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-'
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidío Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 15 días
del mes de febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia
y 104 9 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marcos
Marte, dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, de
este domicilio y residencia, cédula número 1125, serie 6,
contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, en atribuciones criminales, de fecha 14 de oc-
t ubre de 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso, levantada en la Secretaría

4e la Corte a-qua, a requerimiento del recurrente, en fe-
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el cual procede rechazar este aspecto de dichas co nclusio-
nes por improcedente y mal fundadas en derecho";

Considerando que la Corte a-qua, al decir en su
positivo que rechaza las conclusiones de las partes civi-
les constituidas, después de haber declarado inadmisible el
recurso de oposición interpuesto por el prevenido Isidro
Mena Mateo y la parte puesta en causa como civilmente
responsable, no ha incurrido en ningún vicio que justifique
la casación; puesto que, al hacerlo así ha cumplido con
el deber de examinar y ponderar los pedimentos de las
partes en litis; por lo cual, el medio único invocado en el
memorial de casación, carece de fundamento y debe ser'
desestimado;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniera=
tes a Angel Lucía Noboa García y Baldemira Peralta Gar-4
cía de Rodríguez. personas constituidas en partes civiles;.
Segundo: Rechaza los recursos de casación interpuestos
por la Compaña Dominicana de Seguros, C. por A., y Ana
Elena Santana, contra sentencia de la Corte de Apelación
de San Juan de la Maguana, dictada en atribuciones co-
rreccionales, de fecha 28 de julio de 1966, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y Ter-
cero: Condena a los recurrentes al pago de las costas con
distracción en provecho del Dr. César Augusto Garrido
Cuello, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENC IA DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 1967

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 14 de octubre de 1966

Materia: Criminal

Recurrente Marcos Marte

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel, A. Amiama, Francisco Elpidlo Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 15 días
del mes de febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia
y 104 9 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marcos
Marte, dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, de
este domicilio y residencia, cédula número 1125, serie 6,
contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, en atribuciones criminales, de fecha 14 de oc-
t ubre de 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso, levantada en la Secretaría

Qe la Corte a-qua, a requerimiento del recurrente, en fe-
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cha 18 de octubre de 1966, en la cual no se invoca nin
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber cica
berado y vistos los artículos 1, 6, 7, 18 y 295 del Códig
Penal, 277 del Código de Procedimiento Criminal, 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en 105
documentos a que ella se refiere, consta que como conse-
cuencia de la muerte de Anicasio García, previo requeri-
miento del Procurador Fiscal del Distrito Nacional, el Ma-
gistrado Juez de Instrucción, para que procediera a rea-
lizar la sumaria correspondiente, dicho funcionario en fe-
cha primero de diciembre de 1964, dictó su providencia
calificativa, cuyo dispositivo dice: "Resolvemos: Primero:
Declarar, como al efecto declaramos, que existen cargos
para inculpar al nombrado Marcos Martes, del crimen de
Homicidio Voluntario, en perjuicio de quien en vida se
llamó Anicasio García, hecho éste previsto y sancionado
por los artículos 295 y 304 del Código Penal; Segundo:
Enviar, como al efecto enviamos, por ante el Tribunal Cri-
minal, al nombrado Marcos Martes, para que allí sea juz-
gado de acuerdo con la ley por la infracción de que está
inculpado y Tercero: Que la presente providencia califi-
cativa, sea notificada por nuestro Secretario, tanto al Ma-
gistrado Procurador Fiscal de este Distrito Nacional, cuan-
to al susodicho inculpado, y que las actuaciones de la ins-
trucción y un estado de los documentos y objetos que han
de obrar como fundamento de convicción en el presente
proceso, sean transmitidos inmediatamente después de ex-
pirado el plazo del recurso de apelación, de que es sus-
ceptible esta providencia calificativa, a dicho Magistrado
Procurador Fiscal, para los fines de ley que rige la mate-
ria"; que en fecha 18 de octubre de 1965, regularmente
apoderada la Segunda Cámara de lo Penal del Distrito Na-
cional, dictó una sentencia cuyo dispositivo se copia en
el del fallo impugnado; que sobre recurso interpuest o el'

echa 3 de noviembre de 1965, la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 14 de octubre de 1966, dictó una
sentencia cuyo dispositivo dice: "Falla: Primero: Declara
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto por el nombrado Marcos Marte, en fecha
3 de noviembre de 1965, contra la sentencia dictada en
fecha 18 de octubre del mismo año indicado, por la Segun-
da Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, la cual contiene el siguiente disposi-
tivo: "Falla: Primero: Declara al nombrado Marcos Marte,
de generales que constan, culpable del crimen de Homici-
dio Voluntario, en perjuicio de quien en vida se llamó
Anicasio García, y, en consecuencia, lo condena a sufrir
la pena de diez años (10) de Trabajos Públicos; Segundo:
Condena al inculpado al pago de las costas, por haber sido
interpuesto de acuerdo con las prescripciones de la Ley.
Segundo: Confirma en todas sus partes la antes expersada
sentencia; y Tercero: Condena al recurrente, Marcos Mar-
te, al pago de las costas de la presente alzada";

Considerando que la Corte a-qua, mediante la pon-
leración de los elementos de prueba regularmente some-
tdos al debate contradictorio, dio por establecido lo si-

guiente: que en fecha 13 de octubre de 1964, "Marcos Mar-
te dio muerte voluntariamente al señor Anicasio García,
sirviéndose de piedras y palos";

Considerando que los hechos así establecidos, sobera-
namente apreciados y ponderados por los jueces del fon-
do, constituyen a cargo del acusado recurrente, el crimen
de homicidio voluntario previsto por el artículo 295 del
Código Penal, sancionado con la pena de 3 a 20 años de
trabajos públicos, por los artículos 18 y 304 del mismo
Código por lo cual, la Corte a-qua, al condenarlo, después
de declararlos culpable, a sufrir la pena de diez años de
trabajos públicos y al pago de las costas, confirmando la
sentencia apelada, hizo una correcta aplicación de la ley;
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cha 18 de octubre de 1966, en la cual no se invoca nin,
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de:i-
herado y vistos los artículos 1, 6, 7, 18 y 295 del Código,
Penal, 277 del Código de Procedimiento Criminal, 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los.
documentos a que ella se refiere, consta que como conse-
cuencia de la muerte de Anicasio García, previo requeri-
miento del Procurador Fiscal del Distrito Nacional, el Ma-
gistrado Juez de Instrucción, para que procediera a rea-
lizar la sumaria correspondiente, dicho funcionario en fe-
cha primero de diciembre de 1964, dictó su providencia
calificativa, cuyo dispositivo dice: "Resolvemos: Primero:
Declarar, como al efecto declaramos, que existen cargos
para inculpar al nombrado Marcos Martes, del crimen de
Homicidio Voluntario, en perjuicio de quien en vida se
llamó Anicasio García, hecho éste previsto y sancionado
por los artículos 295 y 304 del Código Penal; Segundo:
Enviar, como al efecto enviamos, por ante el Tribunal Cri-
minal, al nombrado Marcos Martes, para que allí sea juz.
gado de acuerdo con la ley por la infracción de que esta
inculpado y Tercero: Que la presente providencia califi-
cativa, sea notificada por nuestro Secretario, tanto al Ma-
gistrado Procurador Fiscal de este Distrito Nacional, cuan•
to al susodicho inculpado, y que las actuaciones de la ins-
trucción y un estado de los documentos y objetos que han
de obrar como fundamento de convicción en el presente
proceso, sean transmitidos inmediatamente después de ex-
pirado el plazo del recurso de apelación, de que es sus-
ceptible esta providencia calificativa, a dicho Magistrado
Procurador Fiscal, para los fines de ley que rige la mate-
ria"; que en fecha 18 de octubre de 1965, regularmente
apoderada la Segunda Cámara de lo Penal del Distrito Na

-cional, dictó una sentencia cuyo dispositivo se copia en
el del fallo impugnado; que sobre recurso interpuesto el)

fecha 3 de noviembre de 1965, la Corte de Apelación de
santo Domingo, en fecha 14 de octubre de 1966, dictó una
sentencia cuyo dispositivo dice: "Falla: Primero: Declara
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto por el nombrado Marcos Marte, en 'fecha
3 de noviembre de 1965, contra la sentencia dictada en
fecha 18 de octubre del mismo año indicado, por la Segun-
da Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia
ctel Distrito Nacional, la cual contiene el siguiente disposi-
tivo: "Falla: Primero: Declara al nombrado Marcos Marte,
de generales que constan, culpable del crimen de Homici-
dio Voluntario, en perjuicio de quien en vida se llamó
Anicasio García, y, en consecuencia, lo condena a sufrir
ia pena de diez años (10) de Trabajos Públicos; Segundo:
Condena al inculpado al pago de las costas, por haber sido
interpuesto de acuerdo con las prescripciones de la Ley.
Segundo: Confirma en todas sus partes la antes expersada
sentencia; y Tercero: Condena al recurrente, Marcos Mar-

, te, al pago de las costas de la presente alzada";

Considerando que la Corte a-qua, mediante la pon-'
deración de los elementos de prueba regularmente some-
tidos al debate contradictorio, dio por establecido lo si-
guiente: que en fecha 13 de octubre de 1964, "Marcos Mar-
te dio muerte voluntariamente al señor Anicasio García,
sirviéndose de piedras y palos";

Considerando que los hechos así establecidos, sobera-
namente apreciados y ponderados por los jueces del fon-
do, constituyen a cargo del acusado recurrente, el crimen
de homicidio voluntario previsto por el artículo 295 del
Código Penal, sancionado con la pena de 3 a 20 años de
trabajos públicos, por los artículos 18 y 304 del mismo
Código por lo cual, la Corte a-qua, al condenarlo, después
de declararlos culpable, a sufrir la pena de diez años de
trabajos públicos y al pago de las costas, confirmando la
sentencia apelada, hizo una correcta aplicación de la ley;

11



La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, no contiene, en lo que respecta al
interés del acusado recurrente, vicio alguno que amerite
su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Marcos Marte, contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
atribuciones criminales, en fecha 14 de octubre de 1966,
cuyo dispositivo se copia en otro lugar de este fallo; y, mi,

Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. •

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.—
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 1967

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 30 de septiembre de 1966

Materia: Criminal

Recurrente: Santiago Encarnación Cabral

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 15 días
del mes de febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia
y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santiago
Encarnación Cabral, dominicano, mayor de edad, soltero,
obrero, domiciliado y residente en la casa No. 43 de la
calle La Marina de esta ciudad de Santo Domingo, cédula
No. 103270, serie ira., contra la sentencia pronunciada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo en sus atri-
buciones criminales y en fecha 30 de septiembre de 1966,
Cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Considerando que examinada la sentencia impug
en sus demás aspectos, no contiene, en lo que respecta
interés del acusado recurrente, vicio alguno que ame
su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Marcos Marte, contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
atribuciones criminales, en fecha 14 de octubre de 1966,
cuyo dispositivo se copia en otro lugar de este fallo; y,
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 1967

..;,iitencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 30 de septiembre de 1966

materia : Criminal

Recurrente: Santiago Encarnación Cabral

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

~its. En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-njout.
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 15 días
del mes de febrero de 1967, años 123• de la Independencia
y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santiago
Encarnación Cabral, dominicano, mayor de edad, soltero,
obrero, domiciliado y residente en la casa No. 43 de la
calle La Marina de esta ciudad de Santo Domingo, cédula
No. 103270, serie lra., contra la sentencia pronunciada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo en sus atri-
buciones criminales y en fecha 30 de septiembre de 1966,
Cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 30 de septiembre
de 1966, a requerimiento del recurrente y en la cual no
se invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18 y 309, última parte, de.
Código Penal; 277 del Código de Procedimiento Criminai
y 1, 22 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a;
a ue en fecha 23 de noviembre de 1965, el Procurador Fis-
cal del Distrito Nacional dictó un requerimiento introduc-
tivo por medio del cual apoderó al Juez de Instrucción
de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional para
que efectuara la sumaria correspondiente, en relación cc/1
la muerte de Teresa Heredia Mateo; b) que dicho Juez de
Instrucción, en fecha 3 de febrero de 1966 dictó acerca
del hecho la Providencia Calificativa que dice así: "Resol-
vemos: Primero: Declarar, como al efecto declaramos, que
existen indicios graves y suficientes para acusar a Santiago
Encarnación Cabral, de generales anotadas y actualmente
preso en la Penitenciaría Nacional de La Victoria, del
crimen• de heridas voluntarias que causaron la muerte a
Teresa Heredia Mateo; Segundo: Enviar, como al efecto
enviamos, por ante el Tribunal Criminal al nombrado San-
tiago Encarnación Cabral para que allí sea juzgado de
acuerdo con la ley por la infracción de que está inculpado.
Tercero: Ordenar, como al efecto ordenamos, que la pre-
sente providencia calificativa sea notificada tanto al Pro-
curador Fiscal como al inculpado y que las actuaciones de
la instrucción y un estado de los documentos y objetos
que han de obrar como piezas de convicción, sean tramita-
dos inmediatamente al Procurador Fiscal para los fines
legales correspondientes"; c) que de ese modo apoderada
del caso la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó, el_ fecha 26
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e /nes de mayo de 1966, un Tallo cuyo dispositivo está
contenido en el de la sentencia, ahora impugnada; d) que
sobre el recurso de apelación interpuesto por el acusado,
intervino la citada sentencia que ha sido objeto del pre-
sente recurso de casación, en la que figura el dispositivo
que, a seguidas, es transcrito: "Falla: Primero : Declara

regular y válido en la forma el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado Santiago Encarnación Cabral, por
haber sido interpuesto conforme las normas procedimen-
tales; Segundo: Confirma la sentencia apelada, dictada en
atribuciones criminales por la Primera Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
en fecha 26 del mes de mayo del año 1966, cuyo disposi-
tivo copiado textualmente dice así: "Falla: Primero: Se
declara al prevenido Santiago Encarnación Cabral, de ge-
nerales anotadas en el expediente, culpable del crimen de
heridas voluntarias que causaron la muerte a la que en
vida respondía al nombre de Teresa Heredia Mateo, y, en
consecuencia, se le condena a sufrir la pena de siete (7)
años de Trabajos Públicos; Segundo: Se condena al preve-
nido Santiago Encarnación Cabral, al pago de las costas
penales causadas"; Tercero: Condena al acusado al pago de
las costas";

Considerando que la Corte a-qua dio por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de prueba re-
gularmente administrados en la instrucción de la causa,
que el día 3 de noviembre de 1965, Santiago Encarnación
Cabral infirió voluntariamente varias puñaladas a Teresa
Heredia Mateo, que le ocasionaron la muerte cinco días
después;

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a-qua, constituyen el crimen de heridas
voluntarias que han ocasionado la muerte, previsto y cas-
tigado por el artículo 309, última parte, del Código Penal,
con la pena de trabajos públicos, la cual, según lo estatu-
ye el artículo 18 del mismo Código, se pronunciará por
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Vista el acta del recurso de casación levantada en
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 30 de septiernbr
de 1966, a requerimiento del recurrente y en la cual no
se invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli•
berado y vistos los artículos 18 y 309, última parte, de!
Código Penal; 277- del Código de Procedimiento Criminal
y 1, 22 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación.

Considerando que en la sentencia impugnada y en los'
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a;
aue en fecha 23 de noviembre de 1965, el Procurador Fis-
cal del Distrito Nacional dictó un requerimiento introduc-
tivo por medio del cual apoderó al Juez de Instrucción
de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional para
que efectuara la sumaria correspondiente, en relación mi
la muerte de Teresa Heredia Mateo; b) que dicho Juez de
Instrucción, en fecha 3 de febrero de 1966 dictó acerca
del hecho la Providencia Calificativa que dice así: "Resol-
vemos: Primero: Declarar, como al efecto declaramos, que
existen indicios graves y suficientes para acusar a Santiago
Encarnación Cabral, de generales anotadas y actualmente
preso en la Penitenciaría Nacional de La Victoria, de]
crimen • de heridas voluntarias que causaron la muerte a
Teresa Heredia Mateo; Segundo: Enviar, como al efecto
enviamos, por ante el Tribunal Criminal al nombrado San-
tiago Encarnación Cabral para que allí sea juzgado de
acuerdo con la ley por la infracción de que está inculpado.
Tercero: Ordenar, como al efecto ordenamos, que la pre-
sente providencia calificativa sea notificada tanto al Pro-
curador Fiscal como al inculpado y que las actuaciones de
la instrucción y un estado de los documentos y objetos
que han de obrar como piezas de convicción, sean tramita-
dos inmediatamente al Procurador Fiscal para los fines
legales correspondientes"; c) que de ese modo apoderada
del caso la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó,	 fecha 26
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del mes de mayo de 1966, un 'fallo cuyo dispositivo está
contenido en el de la sentencia, ahora impugnada; d) que
sobre el recurso de apelación interpuesto por el acusado,
intervino la citada sentencia que ha sido objeto del pre-
sente recurso de casación, en la que figura el dispositivo
que, a seguidas, es transcrito: "Falla: Primero : Declara

regular y válido en la forma el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado Santiago Encarnación Cabral, por
haber sido interpuesto conforme las normas procedimen-
tales; Segundo: Confirma la sentencia apelada, dictada en
atribuciones criminales por la Primera Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
en fecha 26 del mes de mayo del año 1966, cuyo disposi-
tivo copiado textualmente dice así: "Falla: Primero: Se
declara al prevenido Santiago Encarnación Cabral, de ge-
nerales anotadas en el expediente, culpable del crimen de
heridas voluntarias que causaron la muerte a la que en
vida respondía al nombre de Teresa Heredia Mateo, y, en
consecuencia, se le condena a sufrir la pena de siete (7)
años de Trabajos Públicos; Segundo: Se condena al preve-
nido Santiago Encarnación Cabral, al pago de las costa
penales causadas"; Tercero: Condena al acusado al pago de
las costas";

Considerando que la Corte a-qua dio por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de prueba re-
gularmente administrados en la instrucción de la causa,
que el día 3 de noviembre de 1965, Santiago Encarnación
Cabral infirió voluntariamente varias puñaladas a Teresa

después;
Mateo, que le ocasionaron la muerte cinco días

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a-qua, constituyen el crimen de heridas
voluntarias que han ocasionado la muerte, previsto y cas-
tigado por el artículo 309, última parte, del Código Penal,
con la pena de trabajos públicos, la cual, según lo estatu-
ye el artículo 18 del mismo Código, se pronunciará por
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tres años a lo menos y veinte a lo más; que, por consiguiety.
te, los hechos de la acusación han sido correctamente ca-
lificados; que, por otra parte, al declarar al acusado cul-
pable del referido crimen y al condenarlo, a siete años de
trabajos públicos, así como al pago de las costas, la men_
cionada Corte a-qua hizo una correcta aplicación de la ley:

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, no contiene en lo que concierne al
interés del recurrente, ningún vicio que amerite su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Santiago Encarnación Cabral contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones criminales y en fecha 30 de
septiembre de 1966, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena al
recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia Impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Romana, de fecha 22 de marzo de 1966

Imitarla: Correccional

4111.1

BectuTente: Milton Victoria

Interviniente: José Alberto Román García

Abogado: Dr. Julio César Gil Alfau

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo,
Distrito Nacional, hoy día 15 de 'febrero del año 1967,
rños 123 de la Independencia y 104 9 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la
siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Milton
Victoria, mayor de edad, dominicano, casado, empleado
Privado, domiciliado en la calle Castillo Márquez No. 46
de la ciudad de La Romana, cédula No. 18561, serie 56,
contra sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Romana, en fecha 22
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tres años a lo menos y veinte a lo más; que, por consiguien-
te, los hechos de la acusación han sido correctamente ca-
lificados; que, por otra parte, al declarar al acusado ni.
pable del referido crimen y al condenarlo, a siete años de
trabajos públicos, así como al pago de las costas, la men-
cionada Corte a-qua hizo una correcta aplicación de la ley:

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, no contiene en lo que concierne al
interés del recurrente, ningún vicio que amerite su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Santiago Encarnación Cabral contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones criminales y en fecha 30 de
septiembre de 1966, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena
recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

sENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 1967

í
	

Judicial de La Romana, de fecha 22 de marzo de 1966
impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito

„frni‹.,.urrente: Milton Victoria

Intervinlente: José Alberto Román García
abogado: Dr. Julio César Gil Alfau

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo,
Distrito Nacional, hoy día 15 de febrero del año 1967,
años 123 de la Independencia y 104 9 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la
siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Milton
Victoria, mayor de edad, dominicano, casado, empleado
privado, domiciliado en la calle Castillo Márquez No. 46
de la ciudad de La Romana, cédula No. 18561, serie 56,
contra sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Romana, en fecha 22

Materia: Correccional
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de marzo del año 1966, en sus atribuciones correccionales
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia
defecto contra el nombrado Milton Victoria, por no haber
comparecido a la audiencia no obstante haber sido legal.
mente citado; SEGUNDO: Declara nulo y sin ningún va.
lor el recurso de apelación interpuesto por el prevenido
Milton Victoria, contra sentencia dictada por el Juzgado
de Paz de este Municipio de La Romana, que lo condenó
en fecha 20-12-65, al pago de una multa de Diez Pesos Oro
(RD$10.00) y al pago de una indemnización de la suma de
Doscientos Pesos Oro (RD$200.00),. en provecho de José
Alberto Román García, parte civil constituida, declarando
nulo y sin ningún valor ni efecto el recurso de oposición
interpuesto por el prevenido, por el delito de violación al
artículo 40 de la Ley de Policía (Vagancia de Animales);
y varió la calificación de dicho delito y lo condenó por el
delito de violación al artículo 129 de la Ley No. 4809;
TERCERO: Que en cuanto al fondo y obrando por propia
autoridad confirma la sentencia recurrida en todas sus par-
tes; CUARTO: Condena, a dicho prevenido al pago de las
costas penales y civiles";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el doctor Julio César Gil Alfau, cédula No. 30599,

serie 26, abogado del interviniente, José Alberto Román
García, mayor de edad, dominicano, domiciliado en la ctu-
dad de La Romana, empleado privado, casado, con cédula
No. 32292, serie 26, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en I,
Secretaría del Juzgado a-quo, con fecha primero del me'
de abril del año 1966, a requerimiento del Dr. Rafael An
tonio Gutiérrez Espinal, con cédula No. 25766, serie 56.
actuando a nombre y representación de Milton Victoria
en la que no se invoca ningún medio de terminado de ca-
sación;
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber delt-
terado y vistos los artículos 1, 30 y 65 de la Ley sobre
rocedimiento de Casación;

Considerando que las sentencia en defecto pronuncia-
das por los tribunales de apelación no pueden ser impug
nadas en casación, mientras esté abierto el plazo de la
oposición, puesto que, mediante el ejercicio de esta vía
ordinaria de retractación, pueden ser subsanadas las vio-
laciones que afectan la decisión atacada;

Considerando que en la especie la sentencia impugna-
. fue pronunciada en defecto contra el recurrente; que en

el expediente hay constancia de que dicha sentencia le
fue notificada en 'fecha 30 de marzo del año 1966, y el
recurso de casación de que se trata fue interpuesto por
éste en fecha lro. cie abril del mismo año 1966 es decir. a
los dos días de haberle sido notificada la referida senten-
cia; que por consiguiente el plazo de la oposición estaba
aun abierto el día en que se interpuso el recurso de ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a José Alberto Román García; Segundo: Declara inad-
misible el recurso de casación interpuesto por Milton Vic-
toria, contra sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales, y en grado de apelación, en fecha 22 de marzo del
año 1966 por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Romana, cuyo dispositivo se copia en otro
lugar del presente fallo; Tercero: Condena al recurrente
al pago de las costas distrayéndolas en favor del Dr. Julio
César Gil Alfau, abogado de la parte interviniente quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia,
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.—
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de marzo del año 1966, en sus atribuciones correccionaleR
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia
defecto contra el nombrado Milton Victoria, por no haber
comparecido a la audiencia no obstante haber sido legal_
mente citado; SEGUNDO: Declara nulo y sin ningún va.
lor el recurso de apelación interpuesto por el prevenido
Milton Victoria, contra sentencia dictada por el Juzgado
de Paz de este Municipio de La Romana, que lo condenó
en fecha 20-12-65, al pago de una multa de Diez Pesos Oro
(RD$10.00) y al pago de una indemnización de la suma de
Doscientos Pesos Oro (RD$200.00),. en provecho de José
Alberto Román García, parte civil constituida, declarando
nulo y sin ningún valor ni efecto el recurso de oposición
interpuesto por el prevenido, por el delito de violación al
artículo 40 de la Ley de Policía (Vagancia de Animales);
y varió la calificación de dicho delito y lo condenó por el
delito de violación al artículo 129 de la Ley No. 4809;
TERCERO: Que en cuanto al fondo y obrando por propia
autoridad confirma la sentencia recurrida en todas sus par-
tes; CUARTO: Condena, a dicho prevenido al pago de las
costas penales y civiles";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el doctor Julio César Gil Alfau, cédula No. 30599.

serie 26, abogado del interviniente, José Alberto Román
García, mayor de edad, dominicano, domiciliado en la
dad de La Romana, empleado privado, casado, con cédula
No. 32292, serie 26, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en
Secretaría del Juzgado a-quo, con fecha primero del me'
de abril del año 1966, a requerimiento del Dr. Rafael An
tonio Gutiérrez Espinal, con cédula No. 25766, serie 56.
actuando a nombre y representación de Miltor. Victoria.
en la que no se invoca ningún medio de terminado de c a

-sación;
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
Lerado y vistos los artículos 1, 30 y 65 de la Ley sobre
rocedimiento de Casación;

Considerando que las sentencia en defecto pronuncia-
das por los tribunales de apelación no pueden ser impug
nadas en casación, mientras esté abierto el plazo de la
oposición, puesto que, mediante el ejercicio de esta vía
ordinaria de retractación, pueden ser subsanadas las vio-
laciones que afectan la decisión atacada;

Considerando que en la especie la sentencia impugna-
da fue pronunciada en defecto contra el recurrente; que en
el expediente hay constancia de que dicha sentencia le
fue notificada en fecha 30 de marzo del año 1966, y el
recurso de casación de que se trata fue interpuesto por
éste en fecha lro. de abril del mismo año 1966 es decir. a
los dos días de haberle sido notificada la referida senten-
cia; que por consiguiente el plazo de la oposición estaba
aun abierto el día en que se interpuso el recurso de ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a José Alberto Román García; Segundo: Declara inad-
misible el recurso de casación interpuesto por Milton Vic-
toria, contra sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales, y en grado de apelación, en fecha 22 de marzo del
año 1966 por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Romana, cuyo dispositivo se copia en otro
lugar del presente fallo; Tercero: Condena al recurrente
al pago de las costas distrayéndolas en favor del Dr. Julio
César Gil Alfau, abogado de la parte interviniente quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia._

411- Ernesto Curiel hijo, Secretario General.—
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
audiencia pública del día, mes y año en él expresados
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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S ENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 1967

delicia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 14 de marzo de
1966.

Trabajo

Recurrente: Banco Agrícola de la República Dominicana
abogado: Dr. Jorge A. Matos Feliz y Dr. Euclides Vicioso Vendrell

Recurrida: Altagracia Valera de Carlo
Abogado: Dr. Nemesio Mateo Martínez

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 15 días
del mes de febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia
y 104 9 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

*k Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco
Agrícola de la República Dominicana, institución autóno-
ma con su domicilio principal en la Avenida George Wash-
ington, de esta capital, contra la sentencia dictada por la
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional en fecha 14 de marzo de 1966, cuyo dis-
positivo figura más adelante;
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 1967

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los'
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados,
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera'
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

cia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 14 de marzo de
1966.

mateéia: Trabajo

pocurrente: Banco Agrícola de la República Dominicana
Abogado: Dr. Jorge A. Matos Feliz y Dr. Euclides Vicioso Vendrell

Recurrida: Altagracia Valera de Carlo
Abogado: Dr. Nemesio Mateo Martínez

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
I,ela, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
c'udad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 15 días
del mes de febrero de 1967, años 1239 de la Independencia
y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco
Agrícola de la República Dominicana, institución autóno-
ma con su domicilio principal en la Avenida George Wash-
ington, de esta capital, contra la sentencia dictada por la
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional en fecha 14 de marzo de 1966, cuyo dis-
positivo figura más adelante;
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Jorge A. Matos Feliz, cédula 3098, serie

19, por sí y por el Dr. Euclides Vicioso Vendrell, cédula
45820, serie 19, abogados del recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 13 de sep.
tiembre de 1966, suscrito por los abogados del recurrente,
en el cual se invoca contra la sentencia impugnada los
medios que se indican más adelante; 	 4111

Visto el memorial de defensa de fecha 4 de noviembre
de 1966, suscrito por el Dr. Nemesio Mateo Martínez, cé-
dula 7670, serie 49, abogado de la recurrida, que lo es Al-
tagracia Valera de Carlo, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, cédula 55241, serie 1 a, domiciliada en la calle Uru•
guay No. 10 de esta capital, empleada;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 3, 81 y 82 del Código de Tra-
bajo, 1 y 2 de la Ley No. 2059 de 1949, modificada por la
Ley No. 143 de 1964, 276 y 278 del Reglamento Interior
del Banco Agrícola e Industrial del 15 de julio de 1957.
141 del Código de Procedimiento Civil; 47 y 60 de la Ley
No. 637 de 1944; y 1 0 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
Que con motivo de una demanda laboral de la actual re-
currida contra el actual recurrente, el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha 30 de octubre
de 1964 una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Ratifica, el defecto pronunciado en la audiencia
contra el Banco Agrícola de la República Dominicana por
no comparecer; Segundo:' Condena, a dicha institución
bancaria a pagar a Altagracia Valera de Carlo los valores
correspondientes a 24 y 60 días de salario a razón de

RD$8 .33 por concepto de vacaciones; Tercero: Condena
al Banco Agrícola de la República Dominicana, al
pago en favor de ésta, de la suma a que se refiere el artícu-
lo 84, inciso 3ro., del Código de Trabajo, así como al pago
de las costas"; b) que, sobre apelación del actual recurren
te, la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional dictó en fecha 14 de marzo de 1966,
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así.
"Falla: Primero: Declara la competencia tanto del Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional como de esta Cá-
mara de Trabajo para conocer y juzgar el presente asunto;
Segundo: Declara regular y válido en cuanto a la forma
el recurso de apelación interpuesto por el Banco Agrícola
de la República Dominicana contra sentencia del Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 30 de oc-
tubre de 1964, dictada en favor de la señora Altagracia Va-
lera de Carlo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior de esta misma sentencia; Tercero: Relativamente
al 'fondo confirma en todas sus partes la sentencia impug-
nada; Cuarto: Condena al Banco Agrícola de la República
Dominicana, parte sucumbiente al pago de las costas del
procedimiento de acuerdo con los artículos 691 del Có-
digo de Trabajo, 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de
junio de 1964";

Considerando, que el recurrente invoca contra la sen-
tencia impugnada los siguientes medios de casación: Pri-
mer Medio: Violación de los artículos 81 y 82 del Código
de Trabajo, por falsa aplicación. Segundo Medio: Violación
del articulo 141 del Código de Procedimiento Civil.— Por
desnaturalización de los hechos de la causa. Tercer Medio:
Violación de la Ley No. 2059 del 22 de julio de 1949.—
Por desconocimiento e inaplicación del Art. lro. y por fal-
sa interpretación y errada aplicación del Art. 2do.— Viola-
ción por falsa interpre: qción y errada aplicación del Art. 3
del Código de Trabajo.— Cuarto Medio: Violación de los
artículos 276 y 278 del Reglamento Interior del Banco de
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Jorge A. Matos Feliz, cédula 3098, serie

19, por sí y por el Dr. Euclides Vicioso Vendrell, cédula
45820, serie 19, abogados del recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 13 de sep..
tiembre de 1966, suscrito por los abogados del recurrente,
en el cual se invoca contra la sentencia impugnada los
medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 4 de noviembre
de 1966, suscrito por el Dr. Nemesio Mateo Martínez, cé-
dula 7670, serie 49, abogado de la recurrida, que lo es Al-
tagracia Valera de Carlo, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, cédula 55241, serie 1 1, domiciliada en la calle Uru-
guay No. 10 de esta capital, empleada;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 3, 81 y 82 del Código de Tra-
bajo, 1 y 2 de la Ley No. 2059 de 1949, modificada por la
Ley No. 143 de 1964, 276 y 278 del Reglamento Interior
del Banco Agrícola e Industrial del 15 de julio de 1957.
141 del Código de Procedimiento Civil; 47 y 60 de la Ley
No. 637 de 1944; y 1 9 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
Que con motivo de una demanda laboral de la actual re-
currida contra el actual recurrente, el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha 30 de octubre
de 1964 una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Ratifica, el defecto pronunciado en la audiencia
contra el Banco Agrícola de la República Dominicana por
ro comparecer; Segundo:' Condena, a dicha institución
bancaria a pagar a Altagracia Valera de Carlo los valores
correspondientes a 24 y 60 días de salario a razón de

RDs8.33 por concepto de vacaciones; Tercero: Condena
al Banco Agrícola de la República Dominicana, al
pago en favor de ésta, de la suma a que se refiere el artícu-
lo 84, inciso 3ro., del Código de Trabajo, así como al pago
de las costas"; b) que, sobre apelación del actual recurren
te, la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional dictó en fecha 14 de marzo de 1966,
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así:
"falla: Primero: Declara la competencia tanto del Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional como de esta Cá-
mara de Trabajo para conocer y juzgar el presente asunto;
segundo: Declara regular y válido en cuanto a la forma
el recurso de apelación interpuesto por el Banco Agrícola
de la República Dominicana contra sentencia del Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 30 de oc-
tubre de 1964, dictada en favor de la señora Altagracia Va-
lera de Carlo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior de esta misma sentencia; Tercero: Relativamente
al fondo confirma en todas sus partes la sentencia impug-
nada; Cuarto: Condena al Banco Agrícola de la República
Dominicana, parte sucumbiente al pago de las costas de:
procedimiento de acuerdo con los artículos 691 del Có-
digo de Trabajo, 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de
junio de 1964";

Considerando, que el recurrente invoca contra la sen-
tencia impugnada los siguientes medios de casación: Pri-
mer Medio: Violación de los artículos 81 y 82 del Código
de Trabajo, por falsa aplicación. Segundo Medio: Violación
del articulo 141 del Código de Procedimiento Civil.— Por
desnaturalización de los hechos de la causa. Tercer Medio:
Violación de la Ley No. 2059 del 22 de julio de 1949.—
Por desconocimiento e inaplicación del Art. lro. y por fal-
sa interpretación y errada aplicación del Art. 2do.— Viola-
ción por falsa interpre;ación y errada aplicación del Art. 3
del Código de Trabajo.— Cuarto Medio: Violación de los
artículos 276 y 278 del Reglamento Interior del Banco de



272	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 273

Crédito Agrícola e Industrial de la República Dominicana,
aprobado por el Poder Ejecutivo en fecha 15 de julio de
1957.— Por falta de aplicación de los mismos";

Considerando, que, en el desarrollo del tercer medio
del recurso, que sc examina en primer término por conve.
nir así a la solución del caso, el recurrente alega, en sín.
tesis, que en el caso de Altagracia Valera de Carlo, no
era aplicable el Código de Trabajo, por virtud de la Ley
No. 2059 de 1949, modificada por la Ley No. 143, de 1964,
que la colocaba en el estatuto de los funcionarios y emplea-
aos públicos; pero,

Considerando, que el artículo 3 del Código de Trabajo,
combinado con la Ley No. 2059 de 1949, anterior a dicho
Código, lo que hace es excluir de la aplicación de las leyes
laborales a los funcionarios y empleados de las institu-
ciones oficiales que no sean de carácter industrial o co-
mercial, pero, en cambio hace aplicable dichas leyes labo-
rales a los trabajadores de las instituciones oficiales cuan-
do éstas tengan un carácter industrial o comercial; que,
después de haber sido reformado por la Ley No. 143 de
1964 el artículo 2 de la Ley No. 2059 de 1949, y supri-
miéndose, por aquella Ley el Párrafo único del mismo
artículo 2 ya citado, la aplicación de las leyes laborales a
los trabajadores de las instituciones oficiales que tengan
carácter industrial o comercial ha sido generalizada y des-
vinculada completamente de las condiciones y excepcio-
nes que establecía la Ley No. 2059 de 1949, antes de ser
reformada por la Ley No. 143 de 1964, condiciones y ex-
cepciones que distinguían entre el trabajo en que predo-
minaba el esfuerzo muscular y aquel en que ocurría lo
contrario, y que sólo consideraba trabajadores regidos por
las leyes laborales a los que no figuraran en una lista de
funcionarios y empleados públicos en sentido estricto apro-
bado para cada institución oficial por el Poder Ejecutivo;
que, por otra parte, en el caso ocurrente, aun cuando el
despido de la empleada Valera de Carlo se operó el 29

-----
6e enero de 1964 antes de dictarse la Ley No. 143 de ese

- 0 consta que no se probó ante los Jueces del fondo que

ella 
figuraba en lista alguna del Banco, aprobada por el :1,

po
der Ejecutivo, que la excluyera, como empleada públi-

/
ca 

en sentido estricto, del alcance de las leyes laborales;
, por tanto, el medio que se examina carece de fun-

jem ento y debe ser desestimado;

Considera n do , que, en el desarrollo del cuarto y últi-
mo medio del recurso, el recurrente alega, en síntesis, que
al no calificar como falta de la empleada Valera de Carlo
los hechos realizados por ella en violación de los artículos
27acápite a), y 278, acápite f), del Reglamento Interior
de6.lBanco, aprobado por el Poder Ejecutivo el 15 de julio
de 1957, la Cámara a-qua ha cometido una violación de
la ley; pero,

Considerando, que, al basarse la sentencia impugnada,
para reputar el despido como sin justa causa, en la falta
de su notificación a la autoridad laboral, conforme al ar-
tículo 81 del Código de Trabajo, no obstante reconocer el
recurrente que el despido fue operado, la cuestión de por.-
clerar si la empleada Valera de Carlo cometió o no alguna
Infracción al Reglamento Interior indicado por el recu-
lrente se torna irrelevante; que, por tanto, en la especie
ocurrente, el medio que se examina carece también de
pertinencia y debe ser desestimado;

Considerando, que en el desarrollo del primer medio
cie casación, el recurrente alega, en síntesis, que la Cámara
a-qua, al fundar su sentencia sobre el hecho de que el Ban-
co Agrícola, después de despedir a la empleada Altagracia
Valera de Carlo, no cumplió el requisito de los artículos
e l y 82 del Código de Trabajo que exigen la comunicación
de todo despido en las 48 horas, a la autoridad laboral co-
rrespondiente, hizo una falsa aplicación de dichos textos
y violó por desconocimiento el Reglamento Interior del
Sanco Agrícola, de 1957, que no obliga al Banco a noti-

7
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Crédito Agrícola e Industrial de la República Dominicana
aprobado por el Poder Ejecutivo en fecha 15 de julio d¿
1957.— Por falta de aplicación de los mismos";

Considerando, que, en el desarrollo del tercer medio
del recurso, que se. examina en primer término por conve.
nir así a la solución del caso, el recurrente alega, en sin.
tesis, que en el caso de Altagracia Valera de Carlo, no
era aplicable el Código de Trabajo, por virtud de la Ley
No. 2059 de 1949, modificada por la Ley No. 143, de 1964
que la colocaba en el estatuto de los funcionarios y emplea:
aos públicos; pero,

Considerando, que el artículo 3 del Código de Trabajo,
combinado con la Ley No. 2059 de 1949, anterior a dicho
Código, lo que hace es excluir de la aplicación de las leyes
laborales a los funcionarios y empleados de las institu-
ciones oficiales que no sean de carácter industrial o co-
mercial, pero, en cambio hace aplicable dichas leyes labo-
rales a los trabajadores de las instituciones oficiales cuan-
do éstas tengan un carácter industrial o comercial; que,
después de haber sido reformado por la Ley No. 143 de
1964 el artículo 2 de la Ley No. 2059 de 1949, y supri-
miéndose, por aquella Ley el Párrafo único del mismo
artículo 2 ya citado, la aplicación de las leyes laborales a
los trabajadores de las instituciones oficiales que tengan
carácter industrial o comercial ha sido generalizada y des-
vinculada completamente de las condiciones y excepcio-
nes que establecía la Ley No. 2059 de 1949, antes de ser
reformada por la Ley No. 143 de 1964, condiciones y ex-
cepciones que distinguían entre el trabajo en que predo-
minaba el esfuerzo muscular y aquel en que ocurría lo
contrario, y que sólo consideraba trabajadores regidos por
las leyes laborales a los que no figuraran en una lista de
funcionarios y empleados públicos en sentido estricto apro-
bado para cada institución oficial por el Poder Ejecutivo;
que, por otra parte, en el caso ocurrente, aun cuando el
despido de la empleada Valera de Carlo se operó el 29
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ae enero de 1964 antes de dictarse la Ley No. 143 de ese
,ño, consta que no se probó ante los Jueces del fondo que

ella

1a

poder

 por tanto, el medio que se examina carece de fun-
ento y debe ser desestimado;
n

figuraba en lista alguna del Banco, aprobada por el

sentido estricto, del alcance de las leyes laborales;
Ejecutivo, que la excluyera, como empleada públi-

Considera ndo , que, en el desarrollo del cuarto y últi-
mo medio del recurso, el recurrente alega, en síntesis, que
al no calificar como falta de la empleada Valera de Carlo
los hechos realizados por ella en violación de los artículos
276, acápite a), y 278, acápite f), del Reglamento Interior
del Banco, aprobado por el Poder Ejecutivo el 15 de julic
de 1957, la Cámara a-qua ha cometido una violación de
la ley; pero,

Considerando, que, al basarse la sentencia impugnada,
para reputar el despido como sin justa causa, en la falta
de su notificación a la autoridad laboral, conforme al ar-
tículo 81 del Código de Trabajo, no obstante reconocer el
recurrente que el despido fue operado, la cuestión de pon-
derar si la empleada Valera de Carlo cometió o no alguna
:nfracción al Reglamento Interior indicado por el recu-
lrente se torna irrelevante; que, por tanto, en la especie
ocurrente, el medio que se examina carece también de
pertinencia y debe ser desestimado;

Considerando, que en el desarrollo del primer medio
de casación, el recurrente alega, en síntesis, que la Cámara
a-qua, al fundar su sentencia sobre el hecho de que el Ban-
co Agrícola, después de despedir a la empleada Altagracia
Valera de Carlo, no cumplió el requisito de los artículos
El y 82 del Código de Trabajo que exigen la comunicación
de todo despido en las 48 horas, a la autoridad laboral co-
rrespondiente, hizo una falsa aplicación de dichos textos
y violó por desconocimiento el Reglamento Interior del
Banco Agrícola, de 1957, que no obliga al Banco a noti-
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ficar al Departamento de Trabajo el despido de sus en,.
pleados; pero,

Considerando, que la Ley No. 2059 de 1949, después
de haber sido modificada por la Ley No. 143 del 22 de
julio de 1964, dispone de un modo general y sin ninguna
excepción o condición que las relaciones entre las inati.
tuciones oficiales de carácter industrial o comercial con
sus trabajadores se rijan por las leyes laborales; que en
el caso ocurrente, al no haber el Banco hecho la notifica.
ción prescrita por los artículos 81 y 82 del Código de
Trabajo, omisión establecida en la sentencia impugnada y
reconocida por el recurrente, la Cámara a-qua procedió
correctamente al calificar injustificado el despido; que,
por tanto, el primer medio del recurso carece de funda-
mento y debe ser desestimado;

Considerando, que, en el desarrollo del segundo meni.,
el recurrente se limitó a sostener, en síntesis, que la sen-
tencia impugnada ha desnaturalizado los hechos por los
cuales el Banco despidió a la empleada Valera de Carlo.
Llegando que dicho despido no fue dispuesto, como se dice
en la sentencia, por el hecho de haber participa do ella en
una huelga, sino por no haberse ella presentado al trabajo
en el plazo que dio el Banco en un aviso público en la
prensa; pero,

Considerando, que, en vista de lo expuesto en el con-
siderando que antecede, el segundo medio carece de per-
tinencia, ya que, si al despedir a la empleada Valera de
Carlo el Banco consideraba "que tenía un motivo legítimo
para hacerlo, ello no lo excusaba de cumplir el requisito
de notificación prescrito por el artículo 81 del Código de
Trabajo, que eventualmente podía haber conducido a la
solución del conflicto; que, por tanto, el segundo medio
del recurso carece de pertinencia y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Banco Agrícola de la República
Dominicana contra la sentencia dictada el 14 de marzo de

1966 por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, como tribunal laboral de
segundo grado, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente
al pago de las costas, distrayéndolas en provecho del Dr.
Nemesio Mateo Martínez, abogado de la recurrida, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D
Hergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perello.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
oue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, d,
fecha 3 de noviembre de 1966

Materia: Correccional. (Violación a la Ley No. 5771)

Recurrentes: Compal-ia de Seguros San Rafael, C. por A. y
Clemencia de Polanco   

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
F uente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
i .ani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló. Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 17 de
febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia y 104 9 de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., y Clemencia
Bernard de Polanco, dominicana, mayor de edad, cédula
11248, serie 2, domiciliada y residente en San Cristóbal.
Compañía aseguradora y parte civilmente responsable, res-
pectivamente, contra sentencia dictada en atribuciones ce-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Cristóbal,
en fecha tres de noviembre de mil novecientos sesenta Y
seis, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: Pri"
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_ —
alero: Declara caduco el recurso de apelación intentado
oor el Magistrado Procurador General de esta Corte, con-
tra sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Cristóbal, que descargó al in-
culpado Primitivo Soriano, prevenido del delito de viola-
ción a la Ley No. 5771, de fecha 11 de febrero de 1966,
por no haber notificado su recurso al inculpado de acuerdo
con las previsiones contenidas en el artículo 205 del Có-
digo de Procedimiento Criminal; Segundo: Declara regula-
les y válidos los recursos de apelación intentados contra lo
misma sentencia por las partes civiles constituidas Emilio
Reynoso y Efigenia de Jesús, en sus calidades de padres
legítimos de la víctima Bienvenido de Jesús Reynoso, por
haber sido interpuesto dentro de los plazos y formalidades
legales; Tercero: Revoca la sentencia recurrida, en el as-
pecto civil, y declara que el inculpado Primitivo Sorianc,
es culpable de violación a los artículos lro• párrafo lro.
de la Ley 5771, y apreciando las circunstancias de que
hubo también faltas de parte de la víctima, y además el
artículo 6 de la Ley indicada que permite aplicar a este
caso las disposiciones del artículo 463 del Código Penal,
condena a la parte civilmente responsable y puesta en
causa, dueña del vehículo que causó el accidente que pro-
dujo la muerte de Bienvenido de Jesús Reynoso, a pagar
a las partes civiles constituidas la cantidad de un mil qui-
nientos pesos oro 1RD$1,500.00) para cada uno como justa
reparación por los daños y perjuicios causados a dichas
partes civiles en relación con el accidente automovilístico
antes mencionado; Cuarto: Ordena que la presente senten-
cia sea oponible a la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A.. en su calidad de aseguradora del vehículo que
causó el accidente de que se trata; Quinto: Condena a la
persona civilmente responsable puesta en causa al pago
Ce las costas civiles, distrayendo las de Primera Instancia
en favor del Doctor E. Euclides García Aquino, y las co-
rrespondientes a este recurso de alzada en favor del mis-

, rno abogado Doctor E. Euclides García Aquino y del Doc-
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oor el Magistrado Procurador General de esta Corte, con-
tra sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Cristóbal, que descargó al in-
culpado Primitivo Soriano, prevenido del delito de viola-
ción a la Ley No. 5771, de fecha 11 de febrero de 1966,
por no haber notificado su recurso al inculpado de acuerdo
con las previsiones contenidas en el artículo 205 del Có-
digo de Procedimiento Criminal; Segundo: Declara regula-
es y válidos los recursos de apelación intentados contra la

misma sentencia por las partes civiles constituídas Emilio
Reynoso y Efigenia de Jesús, en sus calidades de padres
l egítimos de la víctima Bienvenido de Jesús Reynoso, por
haber sido interpuesto dentro de los plazos y formalidades
legales; Tercero: Revoca la sentencia recurrida, en el as-
pecto civil, y declara que el inculpado Primitivo Sorianc.
es culpable de violación a los artículos lro• párrafo lro.
de la Ley 5771, y apreciando las circunstancias de que
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artículo 6 de la Ley indicada que permite aplicar a este
caso las disposiciones del artículo 463 del Código Penal,
condena a la parte civilmente responsable y puesta en
causa, dueña del vehículo que causó el accidente que pro-
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partes civiles en relación con el accidente automovilístico
antes mencionado; Cuarto: Ordena que la presente senten-
cia sea oponible a la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A.. en su calidad de aseguradora del vehículo que
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mo abogado Doctor E. Euclides García Aquino y del Doc-



Considerand o que en el presente caso, los recurrentes no
invocaron, cuando declararon su recurso, ningún medio de-
terminado de casación; que dichos recurrentes tampoco han
presentado con posterioridad a la declaración del recurso,
el memorial con la exposición de los medios que le sirven
de fundamento; que, por tanto, el presente recurso es nulo;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., entidad aseguradora, y Clemencia Ber-
nard de Polanco, persona civilmente responsable, contra
sentenc ia dictada en atribuciones correccionales por la Cor-

te de Apelación de San Cristóbal, de fecha tres de noviem-
l-re de mil novecientos sesenta y seis, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y, Se-
gundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente. —Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí,. Secretario General.
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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tor Leovigildo Pujols S.; Sexto: Se rechazan las conclusio-
nes subsidiarias presentadas por el abogado de la Ccuri„
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., y de la persona
civilmente responsable puesta en causa, por medio de Fu
abogado Doctor Francisco José Díaz Peralta, en el sentido
de reenviar la causa para otra audiencia, con el fin de
que se oiga un testigo cuya declaración dada en la audien-
cia ante el Tribunal a-quo fue leída ante esta Corte, por
considerarlo innecesario";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 3 de noviembre de
1966, a requerimiento del Dr. Francisco José Díaz Peralta,
cédula No. 21753, serie 2, a nombre de los recurrentes, en
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos de la Ley 5771 de 1961, 10 de
la Ley 4117 de 1955, sobre seguros obligatorios contra ca-

ños ocasionados con vehículos de motor; y 1, 37 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de
casación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la
parte civil o por la persona civilmente responsable, el
depósito de un memorial con la exposición de los medios
en que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no
se ha motivado el recurso en la declaración correspondien-
te; que, aunque ese texto legal se refiere solamente a las
partes ya mencionadas, su disposición debe aplicarse
a la entidad aseguradora, que en virtud del artículo 10
de la Ley 4117 de 1955, sobre seguro obligatorio contra
daños ocasionados por vehículos de motor haya sido puesta
en causa;
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daños ocasionados por vehículos de motor haya sido puesta
en causa;

Considerando que en el presente caso, los recurrentes no
i nvocaro n , cuando declararon su recurso, ningún medio de-
terminado de casación; que dichos recurrentes tampoco han
presentado con posterioridad a la declaración del recurso,

el memorial con la exposición de los medios que le sirven
de fundamento; que, por tanto, el presente recurso es nulo;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., entidad aseguradora, y Clemencia Ber-
nard de Polanco, persona civilmente responsable, contra
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de San Cristóbal, de fecha tres de noviem-
1. re de mil novecientos sesenta y seis, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y, Se-
gundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente. —Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
de fecha 23 de septiembre de 1966

Materia: Criminal

Recurrente: Pedro Santos Caminero
Abogados: Dres. Salvador Gómez González y Honorina G

de Gómez

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello.
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretaria
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 20 días
del mes de febrero del año 1967, años 123 9 de la Indepen-
dencia y 104 9 de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro
Santos Caminero, dominicano, mayor de edad, casado, cé-
dula No. 64828, serie l a , chófer, domiciliado en la casa No.
18 de la calle "A" del barrio Francia Nueva, de la ciudad
de Santo Domingo, contra sentencia dictada por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones cr:-
criminales, en fecha 23 de septiembre de 1966, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera!

de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
11 Corte a-qua, en fecha 3 de octubre de 1966, a requeri-
miento de los Dres. Salvador Gómez G. y Honorina Gonzá-
lez de Gómez, y en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación;

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos del prevenido, en fecha 27 de enero del año 1967, y
en el cual se invocan los medios que más adelante se
indican;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18, 64, 221, 295 y 304 del Có-
digo Penal; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que por requerimiento del Magistrado Procurador Fiscal
del Distrito Nacional, de fecha 9 de noviembre de 1964,
el Magistrado Juez de Instrucción de la Tercera Circuns-
cripción del Distrito Nacional, procedió a la sumaria co-
rrespondiente en el caso de la muerte violenta de Augusto
Matos, ocurrida en la ciudad de Santo Domingo, en fecha
30 de octubre de 1964; b) que por providencia calificativa
dictada por el Juez de instrucción ya mencionado, que
fue dictada el 5 de noviembre de 1965, Pedro Santos Ca-
minero fue enviado por ante el Tribunal Criminal, acu-
lado del crimen de homicidio voluntario en la persona de
Augusto Matos; e) que en fecha 10 de mayo de 1966, la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, dictó una sentencia cuyo dispositivo
se transcribe en el de la sentencia impugnada; d) que ha-
biendo recurrido en apelación el acusado, la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, dictó en fecha 23 de septiembre
de 1966, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y
válido en cuanto a la forma el presente recurso de apela-
Ción interpuesto por el acusado Pedro Santos Caminero,
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
de fecha 23 de septiembre de 1966

Materia: Criminal

Recurrente: Pedro Santos Caminero
Abogados: Dres. Salvador Gómez González y Honorina G

de Gómez

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de .1'
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretaria
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 20 días
del mes de febrero del año 1967, años 123 9 de la Indepen-
dencia y 104 0 de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro
Santos Caminero, dominicano, mayor de edad, casado, cé-
dula No. 64828, serie l a, chófer, domiciliado en la casa No.
18 de la calle "A" del barrio Francia Nueva, de la ciudad
de Santo Domingo, contra sentencia dictada por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones cr;-
criminales, en fecha 23 de septiembre de 1966, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera!

de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
1; Corte a-qua, en fecha 3 de octubre de 1966, a requeri-
miento de los Dres. Salvador Gómez G. y Honorina Gonzá-
lez de Gómez, y en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación;

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos del prevenido, en fecha 27 de enero del año 1967, y
en el cual se invocan los medios que más adelante se
indican;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18, 64, 221, 295 y 304 del Có-
digo Penal; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que por requerimiento del Magistrado Procurador Fiscal
del Distrito Nacional, de fecha 9 de noviembre de 1964,
el Magistrado Juez de Instrucción de la Tercera Circuns-
cripción del Distrito Nacional, procedió a la sumaria co-
rrespondiente en el caso de la muerte violenta de Augusto
Matos, ocurrida en la ciudad de Santo Domingo, en fecha
30 de octubre de 1964; b) que por providencia calificativa
dictada por el Juez de instrucción ya mencionado, que
fue dictada el 5 de noviembre de 1965, Pedro Santos Ca-
minero fue enviado por ante el Tribunal Criminal, acu-
Y4do del crimen de homicidio voluntario en la persona de
Augusto Matos; c) que en fecha 10 de mayo de 1966, la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, dictó una sentencia cuyo dispositivo
sp transcribe en el de la sentencia impugnada; d) que ha-
biendo recurrido en apelación el acusado, la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, dictó en fecha 23 de septiembre
de 1966, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y
válido en cuanto a la forma el presente recurso de apela-
-Jión interpuesto por el acusado Pedro Santos Caminero,

1
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contra la sentencia dictada en fecha 10 de noviembre de:
1966, por la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, la cual contiene
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se declara al
prevenido Pedro Santos Caminero, de generales anotadas,
culpable del crimen de homicidio voluntario en perjuicio
de quien en vida se llamó Augusto Matos, y en consecuen-
cia, se le condena a sufrir la pena de Diez y Seis (16) Años
de Trabajos Públicos; Segundo: Se condena al prevenido
Pedro Santos Caminero, al pago de las costas"; por haber
sido interpuesto de acuerdo con las prescripciones de la
ley que rige la materia; SEGUNDO: Rechaza las conclu-
Fiones presentadas por el abogado del acusado en el sentido
de que se acoja en provecho de éste la excusa legal de
la provocación por improcedente; TERCERO: Modifica la
sentencia recurrida en el sentido de reducir la pena que
le fue impuesta al acusado de Diez y Seis (16) Años de
Trabajos Públicos a Doce (12) años y la confirma en sus
demás aspectos; CUARTO: Condena al recurrente, Pedro
Santos Caminero al pago de las costas de la presente alzada;

Considerando que el recurrente expone los siguientes
medios: Primer Medio: Violación del artículo 64 del Có-
digo Penal; Segundo Medio: Violación del artículo 221 del
mismo Código; y Tercer Medio: Violación del derecho de
defensa;

Considerando que en apoyo de su recurso el recurren-
te alega en síntesis, que en el presente caso se está frente
a un crimen pasional, en el que el agente, bajo la presión
de los celos, pierde el control de sus actos, convirtiéndose
en un demente transitorio, hipótesis contemplada por el
artículo 64 del Código Penal; que, en todo caso, el recu-
rrente está protegido por la excusa legal de la provocación,
pues él hirió mortalmente a Augusto Matos, cuando éste
vino puñal en mano en defensa de Pilar Paredes, tras de
quien el recurrente iba corriendo para castigarla, en vista
de haberla sorprendido en actitud indecorosa con Matos; Ilep

,ue, por otra parte, fue violado el derecho de defensa del
recurrente, debido a que no fue leída en la audiencia la
declaración de Pilar Paredes, un testigo esencial en el ca-
so; pero,

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmen-
te administrados en la instrucción de la causa, dio por es-
tablecido que la noche del 30 de octubre de 1964, mientras
Augusto Matos se encontraba sentado en la casa de Pilar
Paredes, en Los Mameyes, Distrito Nacional, junto a ésta
y dos amigos más, se presentó allí, inesperadamente, Pedro
de los Santos Caminero, armado de un cuchillo, con el cual

." le infirió varias heridas a Matos, entre ellas la que le
produjo la muerte, y que dichas heridas las recibió la víc-
tima después que el acusado había perseguido por el patio
de la casa, puñal en mano, sin lograr alcanzarla, a Pilar
Paredes, antigua concubina suya de la que estaba separa-
do hacía más de un año y con la cual tenía procreados
dos hijos;

Considerando que no resulta de los hechos compro-
bados por la Corte a-qua, que las violencias de que fue
objeto la víctima, hubiesen sido provocadas por actos fí-
sicos de ésta, atentatorios a la seguridad personal del acu-
sado, y que excusaran su agresión; que en cuanto a la
alegada violación del artículo 64 del Código Penal, en
base a que el actual recurrente estaba en estado de de-
mencia al cometer el hecho, se trata de una cuestión de
hecho que escapa a la casación; y, por último, que aun
cuando fuese cierto, según se alega, que la declaración de
Pilar Paredes, dada tanto en la instrucción oficiosa como
en la preparatoria, no fuese leída en el juicio de la apela-
ción, tal declaración según resulta de su examen, no con-
tiene ningún hecho decisivo susceptible de haber variado
eventualmente la decisión dictada, afectándola del vicio
de falta de base legal, invocado por el recurrente, bajo la
errónea denominación de violación del derecho de defen-
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contra la sentencia dictada en fecha 10 de noviembre de:
1966, por la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado ch,
Primera Instancia del Distrito Nacional, la cual contiene
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se declara al
prevenido Pedro Santos Caminero, de generales anotadas,
culpable del crimen de homicidio voluntario en perjuicio
de quien en vida se llamó Augusto Matos, y en consecuen.
cia, se le condena a sufrir la pena de Diez y Seis (16) Años
de Trabajos Públicos; Segundo: Se condena al prevenido
Pedro Santos Caminero, al pago de las costas"; por haber
sido interpuesto de acuerdo con las prescripciones de la
ley que rige la materia; SEGUNDO: Rechaza las conclu-
siones presentadas por el abogado del acusado en el sentido
de que se acoja en provecho de éste la excusa legal de
la provocación por improcedente; TERCERO: Modifica la
sentencia recurrida en el sentido de reducir la pena que
le fue impuesta al acusado de Diez y Seis (16) Años de
Trabajos Públicos a Doce (12) años y la confirma en sus
demás aspectos; CUARTO: Condena al recurrente, Pedro
Santos Caminero al pago de las costas de la presente alzada;

Considerando que el recurrente expone los siguientes
medios: Primer Medio: Violación del artículo 64 del Có-
digo Penal; Segundo Medio: Violación del artículo 221 del
mismo Código; y Tercer Medio: Violación del derecho de
defensa;

Considerando que en apoyo de su recurso el recurren-
te alega en síntesis, que en el presente caso se está frente
a un crimen pasional, en el que el agente, bajo la presión
de los celos, pierde el control de sus actos, convirtiéndose
en un demente transitorio, hipótesis contemplada por el
artículo 64 del Código Penal; que, en todo caso, el recu-
rrente está protegido por la excusa legal de la provocación,
pues él hirió mortalmente a Augusto Matos, cuando éste
vino puñal en mano en defensa de Pilar Paredes, tras d€
quien el recurrente iba corriendo para castigarla, en vista
de haberla sorprendido en actitud indecorosa con Matos;

que, por otra parte, fue violado el derecho de defensa del
recurrente, debido a que no fue leída en la audiencia la
declarac ión de Pilar Paredes, un testigo esencial en el ca-
so; pero,

Considerando que la Corte a -qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmen-
te administrados en la instrucción de la causa, dio por es-
tablecido que la noche del 30 de octubre de 1964, mientras
Augusto Matos se encontraba sentado en la casa de Pilar
Paredes, en Los Mameyes, Distrito Nacional, junto a ésta
y dos amigos más, se presentó allí, inesperadamente, Pedro
de los Santos Caminero, armado de un cuchillo, con el cual
le infirió varias heridas a Matos, entre ellas la que le
produjo la muerte, y que dichas heridas las recibió la víc-
tima después que el acusado había perseguido por el patio
de la casa, puñal en mano, sin lograr alcanzarla, a Pilar
Paredes, antigua concubina suya de la que estaba separa-
do hacía más de un año y con la cual tenía procreados
dos hijos;

Considerando que no resulta de los hechos compro-
bados por la Corte a -qua, que las violencias de que fue
objeto la víctima, hubiesen sido provocadas por actos fí-
sicos de ésta, atentatorios a la seguridad personal del acu-
sado, y que excusaran su agresión; que en cuanto a la
alegada violación del artículo 64 del Código Penal, en
base a que el actual recurrente estaba en estado de de-
mencia al cometer el hecho, se trata de una cuestión de
hecho que escapa a la casación; y, por último, que aun
cuando fuese cierto, según se alega, que la declaración de
Pilar Paredes, dada tanto en la instrucción oficiosa como
en la preparatoria, no fuese leída en el juicio de la apela-
ción, tal declaración según resulta de su examen, no con-
tiene ningún hecho decisivo susceptible de haber variado
eventualmente la decisión dictada, afectándola del vicio
de falta de base legal, invocado por el recurrente, bajo la
errónea denominación de violación del derecho de defen-
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sa; que, en consecuen cia, los medios de casación invocad
en el memorial deben ser desestimados por carecer de f
damento unos y de pertinencia otro;

Considerando que los hechos así establecidos por
Corte a-qua constituyen el crimen de homicidio voluntario
previsto y sancionado por los artículos 18, 295 y 304, pá_

rraTo 2, del Código Penal, con la pena de 3 a 20 años de
Trabajos Públicos; que por tanto, al condenar al acusado
a la pena de 12 años de trabajos públicos, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación de la Ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pedro Santos Caminero, contra sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en atribuciones criminales, en fecha 23 de septiembre
de 1966, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al
pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama•— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

NTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DEL 1967

uncís, Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,

de fecha 19 de agosto de 1966

materia: Criminal

'ocurrente: Eliseo Senyi (a) Benuat

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 20 de
febrero del año 1967, años 1239 de la Independencia y
104 9 de la Restauración, dicta en audiencia pública, come
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eliseo
Senyi (a) Benuat, dominicano, mayor de edad, soltero,
mecánico, domiciliado en esta ciudad, en la calle Arzobis-
po Meriño esquina Luperón, contra sentencia de la Corte
de Apelación de Santo Domingo, en atribuciones crimina-
les de fecha 19 de agosto de 1966, cuyo dispositivo se copia
más adelante:

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua a requerimiento del recurren-
te , en fecha 19 de agosto de 1966, en la cual no se invoca
ningún medio determinado de casación;
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sa; que, en consecu encia , los medios de casación invocados
en el memorial deben ser desestimados por carecer de fun-
damento unos y de pertinencia otro;

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua constituyen el crimen de homicidio voluntario
previsto y sancionado por los artículos 18, 295 y 304, pá-
rrafo 2, del Código Penal, con la pena de 3 a 20 años de
Trabajos Públicos; que por tanto, al condenar al acusado
a la pena de 12 años de trabajos públicos, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación de la Ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pedro Santos Caminero, contra sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en atribuciones criminales, en fecha 23 de septiembre
de 1966, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al
pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DEL 1967

,entencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
de fecha 19 de agosto de 1966

liateria: Criminal

Recurrente: Eliseo Senyi (a) Benuat

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 20 de
febrero del año 1967, años 123 9 de la Independencia y
1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, come
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eliseo
Senyi (a) Benuat, dominicano, mayor de edad, (soltero,
mecánico, domiciliado en esta ciudad, en la calle Arzobis-
po Meriño esquina Luperón, contra sentencia de la Corte
de Apelación de Santo Domingo, en atribuciones crimina-
les de fecha 19 de agosto de 1966, cuyo dispositivo se copia
más adelante:

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
911 Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua a requerimiento del recurren-
te , en fecha 19 de agosto de 1966, en la cual no se invoca
ningún medio determinado de casación;
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli.
berado y vistos los artículos 379, 381, 384, 385, 463 escala
31 , del Código Penal; y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
aue el Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Ju
dicial, requirió del Juez de Instrucción de la Segunda Cit.
cunscripción del Distrito Nacional que procediera a la su.
maria correspondiente en relación con el robo de noche,
en casa habitada, con fractura y por más de dos personara,
cometido en perjuicio de Cortina Valdez, Juan Plaza, Ju-
lio César Castaños, Rafael Ignacio Socías y la Embajada
de Chile; b) que en fecha 25 de marzo de 1966, el Magis-
trado Juez de Instrucción, ya mencionado, dictó una pro-
videncia calificativa con el siguiente dispositivo: "Resol-
-vemos: PRIMERO: Declarar, como al efecto declaramos,
que hay cargos e indicios lo suficientemente razonables,
para inculpar a los nombrados: Eliseo Senyi (a) Benoit,
Dimon Alexi, José Yenely y Luis Gonzalo Frías Muñoz,
del crimen de robo de noche, en casa habitada, con frac-
tura y por más de dos personas, en perjuicio de los Sres
Cortiña Valdez, Juan Plaza, Julio César Castaños y Rafael
Ignacio Socias, hecho previsto y penado por los artículos
379, 384 y 385, del Código Penal, y del cual ha sido apo-
derada a una de la Cámara del Juzgado de Primera Ins-
tancia del D. N., para los fines de Ley; SEGUNDO: En-
viar, como al efecto enviamos, por ante el Tribunal Crim-
minal a los nombrados: Eliseo Senyi, Dimon Alexi, José
Yenely y Luis Gonzalo Frías Muñoz, para que allí sean
juzgados con arreglo a la Ley, por el crimen que se les
imputa; TERCERO: Ordenar, como al efecto ordenamos,
que las actuaciones de Instrucción así como un estado de
los documentos y objetos que han de obrar como elementos
de convicción sean transmitidos por nuestra Secretaría,
inmediatamente después de expirado el plazo del recurso

.,	 •de apelación a que es susceptible esta Providencia Califi-
cativa, al Magistrado Procurador Fiscal del D. N. para los
fines correspondientes"; e) que en fecha 24 de mayo de
1966, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, regularmente apoderada
para conocer el caso, dictó una sentencia, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara al prevenido Eli-
seo Senyi (a) Benuat, de generales anotadas en el expe-
diente, culpable del crimen de robo de noche con fractura
en casa habitada, en perjuicio de Cortiña Valdez, Juan
Plazo, Julio César Castaños,. y Rafael Ignacio Socias, y, en
consecuencia se le condena a sufrir la pena de Cuatro (4)
Años de Trabajos Públicos, y al pago de las costas penales
causadas; SEGUNDO: Se declara al prevenido Luis Gon-
zalo Frías Muñoz, de generales que constan, culpable de
complicidad en el mismo hecho, y, en consecuencia se le
condena a sufrir la pena de Un (1) Año de Prisión Correc-
cional y al pago de las costas, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; TERCERO: Se declara a los pre-
venidos Victoriano de los Santos y José Yenely, de gene-
rales también anotadas en el expediente, no culpables del
hecho puesto a su cargo, es decir, crimen de robo de noche
con fractura en casa habitada, en perjuicio de los señores
Cortiña Valdez, Juan Plaza y Julio César Castaños y Ra-
fael Ignacio Socías, y, en consecuencia se les descarga de
toda responsabilidad penal, por no haber cometido el he-
cho puesto a su cargo y se declaran las costas penales de
oficio; CUARTO: Se declara al prevenido Dimon Alexi,
de generales anotadas no culpable de los hechos puestos a
su cargo, es decir, crimen de robo de noche con fractura
en casa habitada, en perjuicio de los señores Cortiña Val-
dez , Juan Plaza, Julio César Castaños y Rafael Ignacio So-
cias, y, en consecuencia, se le descarga de toda responsabi-
lidad penal por insuficiencia de pruebas; QUINTO: Se de.
claran las costas penales causadas de oficio"; d) que sobre
el recurso de apelación interpuesto por el prevenido Eliseo
Senyi, intervino la sentencia ahora impugnada, con el 31-
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber de/i-
berado y vistos los artículos 379, 381, 384, 385, 463 escala
3 1 , del Código Penal; y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre .
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
oue el Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Ju
dicial, requirió del Juez de Instrucción de la Segunda Cir.
cunscripción del Distrito Nacional que procediera a la su.
maria correspondiente en relación con el robo de noche,
en casa habitada, con fractura y por más de dos personasa,
cometido en perjuicio de Cortina Valdez, Juan Plaza, Ju-
lio César Castaños, Rafael Ignacio Socias y la Embajada
de Chile; b) que en fecha 25 de marzo de 1966. el Magis-
trado Juez de Instrucción, ya mencionado, dictó una pro-
videncia calificativa con el siguiente dispositivo: "Resol-
vemos: PRIMERO: Declarar, como al efecto declaramos.
que hay cargos e indicios lo suficientemente razonables,
para inculpar a los nombrados: Eliseo Senyi (a) Benoit,
Dimon Alexi, José Yenely y Luis Gonzalo Frías Muñoz,
del crimen de robo de noche, en casa habitada, con frac-
tura y por más de dos personas, en perjuicio de los Sres.
Cortiña Valdez, Juan Plaza, Julio César Castaños y Rafael
Ignacio Socias, hecho previsto y penado por los artículos
379, 384 y 385, del Código Penal, y del cual ha sido apo-
derada a una de la Cámara del Juzgado de Primera Ins-
tancia del D. N., para los fines de Ley; SEGUNDO: En-
viar, como al efecto enviamos, por ante el Tribunal Crim-
minal a los nombrados: Eliseo Senyi, Dimon Alexi, José
Yenely y Luis Gonzalo Frías Muñoz, para que allí sean
juzgados con arreglo a la Ley, por el crimen que se les
imputa; TERCERO: Ordenar, como al efecto ordenamos,
que las actuaciones de Instrucción así como un estado de
los documentos y objetos que han de obrar como elementos
de convicción sean transmitidos por nuestra Secretaría,
inmediatamente después de expirado el plazo del recurso

de apelación a que es susceptible esta Providencia Califi-
cativa, al Magistrado Procurador Fiscal del D. N. para los
fines correspondientes"; c) que en fecha 24 de mayo de
1966, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instanc ia del Distrito Nacional, regularmente apoderada
para conocer el caso, dictó una sentencia, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara al prevenido Eli-
seo Senyi (a) Benuat, de generales anotadas en el expe-
diente, culpable del crimen de robo de noche con fractura
en casa habitada, en perjuicio de Cortiña Valdez, Juan
Plazo, Julio César Castaños,. y Rafael Ignacio Socías, y, en
consecuencia se le condena a sufrir la pena de Cuatro (4)
Años de Trabajos Públicos, y al pago de las costas penales
causadas; SEGUNDO: Se declara al prevenido Luis Gon-
zalo Frías Muñoz, de generales que constan, culpable de
complicidad en el mismo hecho, y, en consecuencia se le
condena a sufrir la pena de Un (1) Año de Prisión Correc-
cional y al pago de las costas, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; TERCERO: Se declara a los pre-
venidos Victoriano de los Santos y José Yenely, de gene-
!ales también anotadas en el expediente, no culpables del
hecho puesto a su cargo, es decir, crimen de robo de noche
con fractura en casa habitada, en perjuicio de los señores
Cortiña Valdez, Juan Plaza y Julio César Castaños y Ra-
fael Ignacio Socias, y, en consecuencia se les descarga de
toda responsabilidad penal, por no haber cometido el he-
cho puesto a su cargo y se declaran las costas penales de
oficio; CUARTO: Se declara al prevenido Dimon Alexi,
de generales anotadas no culpable de los hechos puestos a
su cargo, es decir, crimen de robo de noche con fractura
en casa habitada, en perjuicio de los señores Cortiña Val-
dez , Juan Plaza, Julio César Castaños y Rafael Ignacio So-
cias, y, en consecuencia, se le descarga de toda responsab i

-lidad penal por insuficiencia de pruebas; QUINTO: Se de
ciaran las costas penales causadas de oficio"; d) que sobre
el recurso de apelación interpuesto por el prevenido Eliseo
Senyi, intervino la sentencia ahora impugnada, con el :35-
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guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular
y válido en la 'forma los recursos de apelación interpues,
tos por el acusado Luis Gonzalo Frías y Eliseo Senyi, por
haber sido interpuesto conforme las normas procedimenta•
les; SEGUNDO: Modifica en cuanto a la pena impuesta, la
sentencia apelada, dictada en atribuciones criminales por

la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 24 de mayo de
1966, que condenó a Eliseo Senyi (a) Benuat, por el cri-
men de robo de noche con fractura en casa habitada, en
perjuicio de Cortiña Valdez, Juan Plaza, Julio César Cas-
taños y Rafael Ignacio Socías, a cuatro años de Trabajos
Públicos, y a Luis Gonzalo Frías, como cómplice de los
hechos cometidos por Eliseo Senyi (a) Benuat, a un año
de prisión correccional, y, esta Corte, obrando por pro-
pia autoridad, condena a Eliseo Senyi (a) Benuat, a tres
años de trabajos públicos, y a Luis Gonzalo Frías Muñoz,
a nueve meses de prisión correccional; y, Tercero: Condena
a los acusados al pago de las costas";

Considerando que la Corte a-qua dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba apor-
tados en la instrucción de la causa, que el recurrente se
introdujo en varios apartamientos habitados del edificio
Morey, en diciembre de 1965, en horas de la noche, for-
zando las cerraduras de las puertas y la de varios muebles,
y sustrajo varios efectos;

Considerando que los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a-qua constituyen el crimen de robo
de noche, en casa habitada y con fractura, previstos en el
inciso 4to. del artículo 381 del Código Penal y sancionado
por el artículo 384 del mismo Código con la pena de cinco
a veinte años de trabajos públicos; que, por consiguiente,
los hechos de la acusación han sido correctamente califica-
dos; pero,

Considerando que la Corte a-qua para reducir la pena
de cuatro años de trabajos públicos que le fue aplicad a a
Eliseo Senyi por el Tribunal del primer grado, expresó

-
cale éste era un delincuente primario, y al efecto citó el
artículo 463 escala 3 1 del Código Penal, que se refiere a
las circunstancias atenuantes cuando la Ley imponga al
delito la de trabajos públicos que no sea el máximo; que
al expresarse así, es evidente que al fallar reduciendo la
pena a aplicar al acusado a tres años de trabajos públicos,
hizo uso de dicho texto legal;

Considerando que en materia criminal, según resulta
del artículo 463 del Código Penal, el acogimiento de cir-
cunstancias atenuantes en favor del acusado hace impera-
tivo para los jueces rebajar la pena conforme a la escala
señalada por el mismo texto; que en la especie, habiendo
acogido la Corte a-qua el beneficio de las circunstancias
atenuantes debió rebajar la pena de trabajos públicos im-
puesta al acusado, a la de reclusión o a la de prisión co-
rreccional; que, en consecuencia, al condenarlo a tres años
de trabajos públicos, violó por errónea aplicación, el in-
ciso tercero del referido artículo;

Por tales motivos, Primero: Casa, en lo que se refiere
a la pena impuesta al recurrente Eliseo Senyi, la senten-
cia dictada en atribuciones criminales, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, de fecha 19 de agosto de
1966, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del
presente fallo y envía el asunto así delimitado, ante la
Coi te de Apelación de San Cristóbal, y se rechaza el re-
curso de casación en sus demás aspectos; y, Segundo: De-
clara las costas de oficio.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular
y válido en la 'forma los recursos de apelación interpues,
tos por el acusado Luis Gonzalo Frías y Eliseo Senyi, por
haber sido interpuesto conforme las normas procedimenta-
les; SEGUNDO: Modifica en cuanto a la pena impuesta, la
sentencia apelada, dictada en atribuciones criminales por
la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 24 de mayo de
19'66, que condenó a Eliseo Senyi (a) Benuat, por el en-
men de robo de noche con fractura en casa habitada, en
perjuicio de Cortiña Valdez, Juan Plaza, Julio César Cas-
taños y Rafael Ignacio Socías, a cuatro años de Trabajos
Públicos, y a Luis Gonzalo Frías, como cómplice de los
hechos cometidos por Eliseo Senyi (a) Benuat, a un año
de prisión correccional, y, esta Corte, obrando por pro-
pia autoridad, condena a Eliseo Senyi (a) Benuat, a tres
años de trabajos públicos, y a Luis Gonzalo Frías Muñoz,
a nueve meses de prisión correccional; y, Tercero: Condena
a los acusados al pago de las costas";

Considerando que la Corte a-qua dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba apor-
tados en la instrucción de la causa, que el recurrente se
introdujo en varios apartamientos habitados del edificio
Morey, en diciembre de 1965, en horas de la noche, for-
zando las cerraduras de las puertas y la de varios muebles,
y sustrajo varios efectos;

Considerando que los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a-qua constituyen el crimen de robo
de noche, en casa habitada y con fractura, previstos en el
inciso 4to. del artículo 381 del Código Penal y sancionado
por el artículo 384 del mismo Código con la pena de cinco
a veinte años de trabajos públicos; que, por consiguiente,
los hechos de la acusación han sido correctamente califica
dos; pero,

Considerando que la Corte a-qua para reducir la pena
de cuatro años de trabajos públicos que le fue aplicad a a

Eliseo Senyi por el Tribunal del primer grado, expresó

e éste era un delincuente primario, y al efecto citó el
í culo 463 escala 3 ? del Código Penal, que se refiere a

as circunstancias atenuantes cuando la Ley imponga al
delito la de trabajos públicos que no sea el máximo; que
al expresarse así, es evidente que al fallar reduciendo la
pena a aplicar al acusado a tres años de trabajos públicos,
hizo uso de dicho texto legal;

Considerando que en materia criminal, según resulta
del artículo 463 del Código Penal, el acogimiento de cir-
cunstancias atenuantes en favor del acusado hace impera-
tivo para los jueces rebajar la pena conforme a la escala
señalada por el mismo texto; que en la especie, habiendo
acogido la Corte a-qua el beneficio de las circunstancias
atenuantes debió rebajar la pena de trabajos públicos im-
puesta al acusado, a la de reclusión o a la de prisión co-
rreccional; que, en consecuencia, al condenarlo a tres años
de trabajos públicos, violó por errónea aplicación, el in-
ciso tercero del referido artículo;

Por tales motivos, Primero: Casa, en lo que se refiere
a la pena impuesta al recurrente Eliseo Senyi, la senten-
cia dictada en atribuciones criminales, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, de fecha 19 de agosto de
1966, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del
presente fallo y envía el asunto así delimitado, ante la
Corte de Apelación de San Cristóbal, y se rechaza el re-
curso de casación en sus demás aspectos; y, Segundo: De-
clara las costas de oficio.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha
11 de agosto de 1966

Materia: Criminal

Recurrente: Alberto Cuevas (a) Bobola y Rafael Encarnación.

4 Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio , Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 20 días
del mes de febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia
y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Al-
berto Cuevas (a) Bobola, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, agricultor, cédula No. 8684, serie 22, domiciliado y
residente en el Paraje de La Isleta de la Sección de El
Pino, Municipio de Enriquillo, Provincia de Barahona, y
Rafael Encarnación, dominicano, mayor de edad, soltero,
agricultor, cédula No. 11171, serie 22, domiciliado y re-

sidente en el Paraje La Isleta de la Sección El Pino, Muni-
cipio de Enriquillo, Provincia de Barahona, contra la sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de Baraho

-na, en sus atribuciones criminales y en fecha 11 de agosto
de 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

l e la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en

la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 18 de agosto de
1966, a requerimiento de los recurrentes y en la cual no
se invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y-vistos los artículos 295, 296, 297, 298, 302, modifi-
cado por la Ley No. 64 y 463, escala ira., del Código Pe-
nal; 277 del Código de Procedimiento Criminal, y 1, 22 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente.
„1 que en fecha 24 de agosto de 1964, el Procurador Fis-
cal del Distrito Judicial de Barahona dictó un requeri-
miento introductivo por medio del cual apoderó al Juez
de Instrucción de dicho Distrito Judicial para que efec-
tuara la sumaria correspondiente, en relación con la muer-
te de Andrés Díaz; b) que el citado Juez de Instrucción,
en fecha 9 de febrero de 1965 dictó acerca del hecho la
Providencia Calificativa que dice así: "Mandamos y Orde-
namos: Primero: Que los nombrados Alberto Cuevas (a)
Bobolo, Rafael Encarnación y Domingo Encarnación (a)
Gallito, de generales que constan, sean enviados al Tri-
bunal Criminal de este Distrito Judicial, para que allí se
les juzgue conforme a las disposiciones legales; Segundo:
Que el nombrado Manuel Fermín Terrero (a) Teté, de ge-
nerales que también constan, de encontrarse preso, sea
puesto en libertad; Tercero: Que la presente Providencia
Calificativa, sea notificada por Secretaría, al Magistrado
Procurador Fiscal de este Distrito Judicial, en su Despa-
cho, y a los procesados Alberto Cuevas (a) Bobolo, Rafac.:
Encarnación, Domingo Encarnación (a) Gallito, y Manuel
Fermín Terrero (a) Teté; Cuarto: Que vencido el plazo
' egal del recurso de apelación que establece el articule.
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Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

Recurrente: Alberto Cuevas (a) Bobola y Rafael Encarnación.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de á
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio -Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 20 días
del mes de febrero de 1967, años 123° de la Independencia
y 104° de la Restauración, dicta en audiencia pública, come
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Al-
berto Cuevas (a) Bobola, dominicano, mayor de edad, scl-
tero, agricultor, cédula No. 8684, serie 22, domiciliado y
residente en el Paraje de La Isleta de la Sección de El
Pino, Municipio de Enriquillo, Provincia de Barahona, y
Rafael Encarnación, dominicano, mayor de edad, soltero,
rgricultor, cédula No. 11171, serie 22, domiciliado y re-
sidente en el Paraje La Isleta de la Sección El Píno, Muni-
cipio de Enriquillo, Provincia de Barahona, contra la sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de Barah o

-na, en sus atribuciones criminales y en fecha 11 de agosto
de 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en

la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 18 de agosto de
1966, a requerimiento de los recurrentes y en la cual no
se invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y-vistos los artículos 295, 296, 297, 298, 302, modifi-
cado por la Ley No. 64 y 463, escala lra., del Código Pe-

leo nal- 277 del Código de Procedimiento Criminal, y 1, 22 y
j/it 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente.
a) que en fecha 24 de agosto de 1964, el Procurador Fis-
cal del Distrito Judicial de Barahona dictó un requeri-
miento introductivo por medio del cual apoderó al Juez
de Instrucción de dicho Distrito Judicial para que efec-
tuara la sumaria correspondiente, en relación con la muer-
te de Andrés Díaz; b) que el citado Juez de Instrucción,
en fecha 9 de febrero de 1965 dictó acerca del hecho la
Providencia Calificativa que dice así: "Mandamos y Orde-
narnos: Primero: Que los nombrados Alberto Cuevas (a)
Bobolo, Rafael Encarnación y Domingo Encarnación (a)
Gallito, de generales que constan, sean enviados al Tri-
bunal Criminal de este Distrito Judicial, para que allí se
les juzgue conforme a las disposiciones legales; Segundo:
Que el nombrado Manuel Fermín Terrero (a) Teté, de ge-
nerales que también constan, de encontrarse preso, sea
Puesto en libertad; Tercero: Que la presente Providencia
Calificativa, sea notificada por Secretaría, al Magistrado
Procurador Fiscal de este Distrito Judicial, en su Despa-
cho, y a los procesados Alberto Cuevas (a) Bobolo, Rafael.
Encarnación, Domingo Encarnación (a) Gallito, y Manuel
Fermín Terrero (a) Teté; Cuarto: Que vencido el plazo
l egal del recurso de apelación que establece el artículo

SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha
11 de agosto de 1966

Materia: Criminal
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135, modificado del Código de Procedimiento Criminal,
"el proceso contentivo de las actuaciones de la instrucción
y un estado de los documentos que hayan de obrar corn
fundamento de convicción, sean transmitidos al Mag istra-
do Procurador Fiscal de este Distrito Judicial, para los
nes de Ley ( cuerpo de delito no hay); c) que sobre recurso
de los acusados Alberto Cuevas (a) Bobolo, Rafael Encar-
nación y Domingo Encarnación, en fecha 22 de febrero de
1965, la Cámara de Calificación correspondientes dictó su
Veredicto Calificativo, el cual expresa lo siguiente: "Re,
suelve: Primero: Declarar bueno y válido en la forma el
recurso de apelación interpuesto por el doctor Noel Su-
berví Espinosa, a nombre y representación de los nom-
brados Alberto Cuevas (a) Bobolo, Rafael Encarnación y
Domingo Encarnación (a) Gallito en fecha 10 del mes de
febrero del año 1965, contra Providencia Calificativa dic-
tada por el Magistrado Juez de Instrucción del Distrito Ju-
dicial de Barahona, en fecha 9 del mes de febrero del año
1965, cuya parte Dispositiva hemos dejado copiada prece-
dentemente; Segundo: Confirmar como al efecto confirma
el Auto dictado por el Magistrado Juez de Instrucción del
Distrito Judicial de Barahona, en fecha 9 del mes de fe-
brero del año 1965; Tercero: Ordena la devolución del
expediente al Magistrado Procurador Fiscal de este Dis-
trito Judicial para fines de que en cumplimiento a las
disposiciones del artículo 129 de la Ley número 5155"; e
que apoderado del caso el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Barahona, dictó, en fecha 8 de
noviembre de 1965 y en sus atribuciones criminales, un
fallo cuyo dispositivo está escrito de este modo: "Falla:

Primero: Que debe declarar y declara, a los nombrados
Rafael Encarnación y Alberto Cuevas (Bobolo), de gene-
rales anotadas, culpable del crimen de asesinato, perpe-
trado en la persona del que en vida respondía al nombre de
Andrés Díaz (Jodon) en consecuencia los condena a cada
uno a sufrir la pena de Veinte (20) Años de Trabajos P ú-
blicos, acogiendo en favor de ambos circunstancias atenua n - s
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tes , segundo: Condena a los prevenidos al pago de las
costas; Tercero: Declara al nombrado Domingo Encarna-
ción, de generales anotadas, no culpable del crimen de ase-
sinato perpetrado en la persona del que en vida respondía
al nombre de Andrés Díaz (Jodon), en consecuencia lo
descarga de toda responsabilidad penal por insuficiencias
de pruebas; Cuarto: Declara las costas de oficio"; d) que
sobre los recursos de apelación interpuestos por el Minis-
terio Público y por los acusados Alberto Cuevas (a) Bo-
bolo y Rafael Encarnación, intervino la sentencia que ha
sido objeto de los presentes recursos de casación, en la que
figura el dispositivo que, a seguidas, es copiado: "Falla:
Primero: Declara regulares y válidos los recursos de Ape-
lación interpuestos por el Ayudante del Procurador Fiscal
de este Distrito Judicial de Barahona, y por los acusados
Alberto Cuevas y Rafael Encarnación, en fechas 8 y 15 del
mes de noviembre del año 1965, respectivamente, contra la
sentencia criminal número 121 dictada en fecha 8 del mes
(le noviembre de 1965, por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Barahona, cuyo dispositivo fi-
gura copiado en otra parte del presente fallo; Segundo:

Confirma la sentencia recurrida en todas sus partes; Ter-
cero: Condena a los recurrentes al pago de las costas";

Considerando que la Corte de Apelación de Barahona
dio por establecido, mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, que el día 13 de agosto de 1964 Al-
berto Cuevas y Rafael Encarnación dieron muerte volun-
tariamente a Andrés Díaz, y que este hecho fue precedido
de premeditación y asechanza según consta en los detalles
que sobre los hechos se dan en la sentencia impugnada, y
los cuales forman la íntima convicción de los jueces del
fondo sobre el particular; que al efecto dichos jueces po.i-
deraron al respecto, entre otras circunstancias, la perse-
cución de que había sido objeto la víctima por los acusados
antes del crimen, y los obstáculos materiales que fueron
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135, modificado del Código de Procedimiento Criminal,
"el proceso contentivo de las actuaciones de la instrucción,

un estado de los documentos que hayan de obrar cornu
fundamento de convicción, sean transmitidos al Magistra-
do Procurador Fiscal de este Distrito Judicial, para los fi•
nes de Ley ( cuerpo de delito no hay); c) que sobre recurso
de los acusados Alberto Cuevas (a) Bobolo, Rafael Encar-
nación y Domingo Encarnación, en fecha 22 de febrero de
1965, la Cámara de Calificación correspondientes dictó su
Veredicto Calificativo, el cual expresa lo siguiente: "Re,
suelve: Primero: Declarar bueno y válido en la forma el
recurso de apelación interpuesto por el doctor Noel Su-
berví Espinosa, a nombre y representación de los nom-
brados Alberto Cuevas (a) Bobolo, Rafael Encarnación y
Domingo Encarnación (a) Gallito en fecha 10 del mes de
febrero del año 1965, contra Providencia Calificativa dic-
tada por el Magistrado Juez de Instrucción del Distrito Ju-
dicial de Barahona, en fecha 9 del mes de febrero del año
1965, cuya parte Dispositiva hemos dejado copiada prece-
dentemente; Segundo: Confirmar como al efecto confirma
el Auto dictado por el Magistrado Juez de Instrucción cid
Distrito Judicial de Barahona, en fecha 9 del mes de fe-
brero del año 1965; Tercero: Ordena la devolución del
expediente al Magistrado Procurador Fiscal de este Dis-
trito Judicial para fines de que en' cumplimiento a las
disposiciones del artículo 129 de la Ley número 5155"; e;
que apoderado del caso el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Barahona, dictó, en fecha 8 de
noviembre de 1965 y en sus atribuciones criminales, un
fallo cuyo dispositivo está escrito de este modo: "Falla:
Primero: Que debe declarar y declara, a los nombrados
Rafael Encarnación y Alberto Cuevas (Bobolo), de gene-
rales anotadas, culpable del crimen de asesinato, perpe-
trado en la persona del que en vida respondía al nombre de
Andrés Díaz (Jodon) en consecuencia los condena a cada
uno a sufrir la pena de Veinte (20) Años de Trabajos Pú-
blicos, acogiendo en favor de ambos circunstancias atenua n -
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tes; Segundo: Condena a los prevenidos al pago de las
costas; Tercero: Declara al nombrado Domingo Encarna-
ción, de generales anotadas, no culpable del crimen de ase-
sinato perpetrado en la persona del que en vida respondía
al nombre de Andrés Díaz (Jodon), en consecuencia lo
descarga de toda responsabilidad penal por insuficiencias
de pruebas; Cuarto: Declara las costas de oficio"; d) que
sobre los recursos de apelación interpuestos por el Minis-
terio Público y por los acusados Alberto Cuevas (a) Be-
bolo y Rafael Encarnación, intervino la sentencia que ha
sido objeto de los presentes recursos de casación, en la que
figura el dispositivo que, a seguidas, es copiado : "Falla:
Primero: Declara regulares y válidos los recursos de Ape-
lación interpuestos por el Ayudante del Procurador Fiscal
de este Distrito Judicial de Barahona, y por los acusados
Alberto Cuevas y Rafael Encarnación, en fechas 8 y 15 del
mes de noviembre del año 1965, respectivamente, contra la
sentencia criminal número 121 dictada en fecha 8 del mes
cae noviembre de 1965, por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Barahona, cuyo dispositivo fi-
gura copiado en otra parte del presente fallo; Segundo:
Confirma la sentencia recurrida en todas sus partes; Ter-
cero: Condena a los recurrentes al pago de las costas";

Considerando que la Corte de Apelación de Barahona
dio por establecido, mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, que el día 13 de agosto de 1964 Al-
berto Cuevas y Rafael Encarnación dieron muerte volun-
tariamente a Andrés Díaz, y que este hecho fue precedido
de premeditación y asechanza según consta en los detalles
que sobre los hechos se dan en la sentencia impugnada, y
los cuales forman la íntima convicción de los jueces del
fondo sobre el particular; que al efecto dichos jueces pon-
deraron al respecto, entre otras circunstancias, la perse-
cución de que había sido objeto la víctima por los acusados
antes del crimen, y los obstáculos materiales que fueron
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colocados en el camino por donde ésta iba a pasar; que ks
jueces del fondo son soberanos para apreciar el valor
las pruebas que se le someten, y ello escapa a la censure
de la casación, salvo desnaturalización de los mismos„
que no ha ocurrido en la especie;

Considerando que los hechos así comprobados y admi.
tidos por la Corte a-qua constituyen el crimen de asesi-
nato perpetrado en la persona de Andrés Díaz, ya que vo-
luntariamente los acusados le suprimieron la vida y que
este hecho punible fue el resultado de una serie de actos evi-
dentemente reflexivos, previa y fríamente concebidos y
mentalmente calculados que ponen de manifiesto que ese
crimen fue precedido de las cricunstancias agravantes
de la premeditación y de la asechanza, el cual está pre-
visto por los artículos 295, 296, 297 y 298 del Código
Penal, y castigado por el artículo 302, modificado por la
Ley No. 64, del mismo Código con la pena de 30 años de
trabajos públicos, salvo cuando, en la especie, sean aco-
gidas en favor de los acusados circunstancias atenuantes,
debiéndose en este caso imponer el máximun de la pena
de trabajos públicos, de conformidad con lo dispuesto
el artículo 463, escala lra., del repetido Código; que, en
tal virtud, los hechos de la acusación han sido debidamen-
te calificados; que, por otra parte, al declarar a los coacu-
sados y recurrentes culpables del referido crimen de ase-
sinato, mitigado por la existencia de circunstancias ate-
nuantes, y al condena:los a sufrir la pena de veinte años
de trabajos públicos, así como al pago de las costas, según
en cuanto a éstas lo prescribe el artículo 277 del Código
de Procedimiento Criminal, la indicada Corte a-qua hizo
una correcta aplicación de la ley; que, consecuentemente,
el presente recurso por carecer de fundamento debe ser
rechazado;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, no contiene en lo que concierne
al interés de los recurrentes, ningún vicio que amerite
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Alberto Cuevas (a) Bobola y Ra

e
-

fael Encarnación contra la sentencia dictada por la Corte

de Apelac i ón de Barahona, en sus atribuciones criminales

y 
en fecha 11 de agosto de 1966, cuyo dispositivo ha sido

copiado en parte anterior del presente fallo; y, Segundo:

Condena a los recurrentes al pago de las costas.
(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-

velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tarioLGa General.-

presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.                                      
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colocados en el camino por donde ésta iba a pasar; que les
jueces del fondo son soberanos para apreciar el valor de
las pruebas que se le someten, y ello escapa a la censura
de la casación, salvo desnaturalización de los mismos„
que no ha ocurrido en la especie;

Considerando que los hechos así comprobados y 
admi-tidos por la Corte a-qua constituyen el crimen de asesi.

nato perpetrado en la persona de Andrés Díaz, ya que vo.
luntariamente los acusados le suprimieron la vida y que
este hecho punible fue el resultado de una serie de actos evi-
dentemente reflexivos, previa y fríamente concebidos y
mentalmente calculados que ponen de manifiesto que ese
crimen fue precedido de las cricunstancias agravantes
de la premeditación y de la asechanza, el cual está pre-
visto por los artículos 295, 296, 297 y 298 del Código
Penal, y castigado por el artículo 302, modificado por la
Ley No. 64, del mismo Código con la pena de 30 años de
trabajos públicos, salvo cuando, en la especie, sean aco-
gidas en favor de los acusados circunstancias atenuantes,
debiéndose en este caso imponer el máximun de la pena
de trabajos públicos, de conformidad con lo dispuesto y..•-br
el artículo 463, escala lra., del repetido Código; que, en
tal virtud, los hechos de la acusación han sido debidamen-
te calificados; que, por otra parte, al declarar a los coacu-
sados y recurrentes culpables del referido crimen de ase-
sinato, mitigado por la existencia de circunstancias ate-
nuantes, y al condenarlos a sufrir la pena de veinte años
de trabajos públicos, así como al pago de las costas, según
en cuanto a éstas lo prescribe el artículo 277 del Código
de Procedimiento Criminal, la indicada Corte a-qua hizo
una correcta aplicación de la ley; que, consecuentemente,
el presente recurso por carecer de fundamento debe ser
rechazado;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, no contiene en lo que concierne
al interés , de los recurrentes, ningún vicio que amerite
su casación;
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Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Alberto Cuevas (a) Bobola Cortey Ra-
fael Encarnación contra la sentencia dictada por 

de Apelac ión de Barahona, en sus atribuciones criminales
y en fecha 11 de agosto de 1966, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; y, Segundo:

Condena a los recurrentes al pago de las costas.
(Firmados ) : Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-

velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, SecrA-

tario General.—
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.



296 BOLETIN JUDICIAL

SENTENCIA DE FECHA 22 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la ma.
guana, de fecha 30 de agosto de 1966

Materia: Correccional

Recurrente: Pedro Mateo Familia
Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier

4
Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 22 días
del mes de febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia
y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro
Mateo Familia, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado en San Juan de la Maguana, contra ser.-
tencia de la Corte de Apelación de San Juan de la Magua-
na, pronunciada en sus atribuciones correcciotnales, en
fecha 30 de agosto del 1966, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Angel S. Canó Pelletier, cédula 334, se-

rie 10, abogado del recurrente, en la lectura de sus co n
-clusiones;
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dilp Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en Techa lro. de septiembre
del 1966, a requerimiento del recurrente;

Visto el memorial de casación, suscrito por el abogado
del recurrente en fecha 9 de enero del 1967, y depositado
en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha
IP de enero del 1967, en el cual se invocan los medios de
casación que más adelante se exponen;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deit.
berado y vistos los artículos 25 del Acto Institucional del
9 de agosto del 1965; la Ley 5869 del 1962, 141 del Códi-
go de Procedimiento Civil; 189 y 190 del Código de Pro-

cedimiento Criminal, 1315 del Código Civil, y 1, 20, 43 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una querella por violación de propiedad presentada por
Félix María Cabral contra Pedro Mateo Familia el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Juan de la Maguana, apoderado por el Procurador Fiscal,
dictó en fecha 9 de julio del 1965, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "Primero: Descargar, como al efecto des-
carga al nombrado Pedro Mateo, de generales anotadas,
del delito que se le imputa, o sea de Violación de Propie-
dad, en perjuicio de Félix María Cabral, por falta de ca-
lidad; Se declaran las costas de oficio"; b) que contra
esta sentencia no se interpuso recurso de apelación; e) que
contra el mencionado Pedro Mateo Familia presentaron
otra querella por violación de propiedad, Francisco Tave-
ras Araujo y Simón Taveras Araujo, y el Juzgado de Pri-
mera Instancia de San Juan de la Maguana, previo requeri-
miento del Ministerio Público, dictó una sentencia, en fe-
cha 22 de marzo del 1966. con el siguiente dispositivo:

P^`
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE FEBRERO DE1.7--11967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la l‘la.
guana, de fecha 30 de agosto de 1966

Materia: Correccional

Recurrente: Pedro Mateo Familia
Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier
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telly_ Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de lavRisetpaúebl acta

a del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha lro. de septiembre
del 1966, a requerimiento del recurrente;

Visto el memorial de casación, suscrito por el abogado
del recurrente en fecha 9 de enero del 1967, y depositado
en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha
0 de enero del 1967, en el cual se invocan los medios de

casación que más adelante se exponen;
Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República,. la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente. Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 22 días
del mes de febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia
y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro
Mateo Familia, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado en San Juan de la Maguana, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Juan de la Magua-
na, pronunciada en sus atribuciones correcciotnales, en
fecha 30 de agosto del 1966, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Angel S. Canó Pelletier, cédula 334, se-

rie 10, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell.
berado y vistos los artículos 25 del Acto Institucional del
9 de agosto del 1965; la Ley 5869 del 1962, 141 del Códi-
go de Procedimiento Civil; 189 y 190 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, 1315 del Código Civil, y 1, 20, 43 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una querella por violación de propiedad presentada por
Félix María Cabral contra Pedro Mateo Familia el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Juan de la Maguana, apoderado por el Procurador Fiscal,
dictó en fecha 9 de julio del 1965, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "Primero: Descargar, como al efecto des-
carga al nombrado Pedro Mateo, de generales anotadas,
del delito que se le imputa, o sea de Violación de Propie-
dad, en perjuicio de Félix María Cabral, por falta de ca-
lidad; Se declaran las costas de oficio"; b) que contra
esta sentencia no se interpuso recurso de apelación; e) que
contra el mencionado Pedro Mateo Familia presentaron
otra querella por violación de propiedad, Francisco Tave-
ras Araujo y Simón Taveras Araujo, y el Juzgado de Pri-
mera Instancia de San Juan de la Maguana, previo requeri-
miento del Ministerio Público, dictó una sentencia, en fe-
cha 22 de marzo del 1966. con el siguiente dispositivo-
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Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 25 del acto institucional del 1965; Se-
gundo Medio: Falsa mot i vación, y, en consecuencia, vio-
lación de los artículos 141 del Código de Procedimiento
Civil, 189 y 190 del Código de Procedimiento Criminal,
y 1315 del Código Civil; Falta de base legal; Tercer Medio:

Violac ión del derecho de defensa, y, en consecuencia, vio-
lación del artículo 130 del Código de Procedimiento Civil;

Considerando que en el desenvolvimiento del primero
y del segundo medios, reunidos, el recurrente alega, en
síntes is , que la sentencia impugnada adoptó los motivos
falsos en que se fundamentó la sentencia del primer grado
al rechazar sus pretensiones de que no se le juzgara dos
veces por una misma causa; que bastaba el descargo pro-
nunciado en su favor por la sentencia dictada el 9 de julir
de 1965, la cual adquirió la autoridad de la cosa juzgada
por no haber sido objeto de apelación de parte del Minis-
terio Público, para que no se le sentara de nuevo en el
banquillo de los acusados por la misma causa que dio lu-
gar al descargo; pero,

Considerando que la Corte a-qua expresa en la sen-
tencia impugnada que para la aplicación del principio cons-
titucional de que nadie puede ser juzgado dos veces por
una misma causa, es necesario que la sentencia cuya au-
toridad de cosa juzgada se invoca, para establecer que el
prevenido había sido juzgado anteriormente por el mismo
hecho que dio motivo a las nuevas persecuciones, haya
estatuido sobre el fondo de la prevención; que en la es-
pecie, se expresa también en dicha sentencia, es incon-
testable que por la sentencia del 9 de julio del 1965, dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Juan de la Maguana, en relación con la pri-
mera querella, se descargó al actual recurrente del delito
de violación de propiedad, por falta de calidad del quere-
llante Félix María Cabral;

Considerando que, contrariamente al criterio de

Corte a-qua, expuesto precedentemente, la sentencia del
9 de julio del 1965, dictada por el Juez de Primera Instan-
cia de San Juan de la Maguana en relación con la primera
querella, presentada por Félix María Cabral, falló el fon-
do de la causa, puesto que por ella se pronunció el des-
cargo del prevenido y actual recurrente, Pedro Mateo Fa-

Primero: Se rechaza el pedimento del Consejo de la de-
fensa del inculpado Pedro Mateo del principio Non bis in
idem, al considerar el Tribunal que en su sentencia ren-
dida en fecha 9 de julio de 1965, no tocó el fondo del
asunto por lo cual estaba sometido dicho inculpado, obte-
niendo en aquella oportunidad un descargo por falta de
calidad del querellante Félix María Cabral"; d) que sobre
el recurso de apelación del recurrente, Pedro Mateo Fa-
milia, intervino la sentencia ahora impugnada, con el dis-
positivo siguiente: "Falla: Primero: Declara regular en
la forma el recurso de apelación intentado por el licen-
ciado Angel Salvador Canó Pelletier, a nombre y repre-
sentación del señor Negro Mateo o Pedro Mateo Familia,
en fecha 10 de mayo de 1966, contra sentencia correccio-
nal del Juzgado de Primera Instancia de San Juan de fe-
cha 22 de marzo de 1966, cuyo dispositivo se copia en otra
parte del presente Tallo; Segundo: Confirma la sentencia
apelada; Tercero: Se rechaza el pedimento de la parte ci-
vil en el sentido de que se avoque el fondo del asunto,
por improcedente y mal fundado en derecho; Cuarto: Cor-
dena a Negro o Pedro Mateo Familia al pago de las costas
penales. Quinto: Condena al señor Negro Mateo o Pedro
Mateo Familia al pago de las dos terceras partes de las ces-
tas civiles y la parte civil al pago de una tercera parte orde-
nando la distracción de las primeras en favor del Dr. César
Augusto Garrido Cuello y las últimas en favor del licen-
ciado Angel Salvador Canó Pellet ier, abogado que afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte";
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Primero: Se rechaza el pedimento del Consejo de la de-
fensa del inculpado Pedro Mateo del principio Non bis in
idem, al considerar el Tribunal que en su sentencia ren..
dida en fecha 9 de julio de 1965, no tocó el fondo del
asunto por lo cual estaba sometido dicho inculpado, obte-
niendo en aquella oportunidad un descargo por falta de
calidad del querellante Félix María Cabral"; d) que sobre
el recurso de apelación del recurrente, Pedro Mateo Fa-
milia, intervino la sentencia ahora impugnada, con el dis-
positivo siguiente: "Falla: Primero: Declara regular en
la forma el recurso de apelación intentado por el licen-
ciado Angel Salvador Canó Pelletier, a nombre y repre-
sentación del señor Negro Mateo o Pedro Mateo Familia,
en fecha 10 de mayo de 1966, contra sentencia correccio-
nal del Juzgado de Primera Instancia de San Juan de fe-
cha 22 de marzo de 1966, cuyo dispositivo se copia en otra
parte del presente Tallo; Segundo: Confirma la sentencia
apelada; Tercero: Se rechaza el pedimento de la parte ci-
vil en el sentido de que se evoque el fondo del asunto,
por improcedente y mal fundado en derecho; Cuarto: Con-
dena a Negro o Pedro Mateo Familia al pago de las costas
penales. Quinto: Condena al señor Negro Mateo o Pedro
Mateo Familia al pago de las dos terceras partes de las ces-
tas civiles y la parte civil al pago de una tercera parte orde-
nando la distracción de las primeras en favor del Dr. César
Augusto Garrido Cuello y las últimas en favor del licen-
ciado Angel Salvador Canó Pelle/ ier, abogado que afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando que el recurrente invoca en su memi-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 25 del acto institucional del 1965; Se-
gundo Medio: Falsa mot i vación, y, en consecuencia, vio-
lación de los artículos 141 del Código de Procedimiento
Civil, 189 y 190 del Código de Procedimiento Criminal,
y 1315 del Código Civil; Falta de base legal; Tercer Medio:
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Violación del derecho de defensa, y, en consecuencia, vio-
lación del artículo 130 del Código de Procedimiento Civil;

Considerando que en el desenvolvimiento del primerc
y del segundo medios, reunidos, el recurrente alega, en
síntes is , que la sentencia impugnada adoptó los motivos
falsos en que se fundamentó la sentencia del primer grado
al rechazar sus pretensiones de que no se le juzgara dos
veces por una misma causa; que bastaba el descargo pro-
nunciado en su favor por la sentencia dictada el 9 de julir
de 1965, la cual adquirió la autoridad de la cosa juzgada
por no haber sido objeto de apelación de parte del Minis-
terio Público, para que no se le sentara de nuevo en el
banquillo de los acusados por la misma causa que dio lu-
gar al descargo; pero,

Considerando que la Corte a-qua expresa en la sen-
tencia impugnada que para la aplicación del principio cons-
titucional de que nadie puede ser juzgado dos veces por
una misma causa, es necesario que la sentencia cuya au-
toridad de cosa juzgada se invoca, para establecer que el
prevenido había sido juzgado anteriormente por el mismo
hecho que dio motivo a las nuevas persecuciones, haya
estatuído sobre el fondo de la prevención; que en la es-
pecie, se expresa también en dicha sentencia, es incon-
testable que por la sentencia del 9 de julio del 1965, dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Juan de la Maguana, en relación con la pri-
mera querella, se descargó al actual recurrente del delito
de violación de propiedad, por falta de calidad del quere-
llante Félix María Cabral;

Considerando que, contrariamente al criterio de !a

Corte a-qua, expuesto precedentemente, la sentencia riel
9 de julio del 1965. dictada por el Juez de Primera Instan-
cia de San Juan de la Maguana en relación con la primera
querella, presentada por Félix María Cabral, falló el fon-
do de la causa, puesto que por ella se pronunció el des-
cargo del prevenido y actual recurrente, Pedro Mateo Fa-
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milla, del delito de violación de propiedad que le fue iub.
putado por Francisco y Simón Taveras Araujo; que ait
declarar el Juez de Primera Instancia en dicha sentencia
que el descargo se pronunciaba por falca de calidad de;
querellante Cabral, quiso expresar, que éste no probó su
condición de propietario, arrendatario o usufructuario dei
terreno en que se habían producido los hechos que se irn.
putaban a los prevenidos, condición indispensable para que
se configure el delito, por ser uno de los elementos cons-
titutivos; que lo expuesto anteriormente muestra que la
sentencia impugnada cDritiene en este aspecto motivos
erróneos; que, sin embargo, dicha Corte, así corno el tri-
bunal de Primera Instancia, cuya sentencia fue confirma-
da por la ahora impugnada, no se pronunciaron sobre el
fondo de la querella, sino que se limitaron a rechazar el
alegato presentado por el inculpado de que él había sido
ya juzgado y descargado de dicho delito por la sentencia
del 9 de julio de 1965; que en tales condiciones la senten-
cia impugnada debe ser mantenida, supliendo sus motivos
por los aquí expuestos, lo que procede en el caso por tra-
tarse de una cuestión de puro derecho; que por estas ra-
zones los medios que se examinan carecen de fundamento
y deben ser desestimados;

Considerando que en el desenvolvimiento del tercer
medio el recurrente alega que en primer grado la parte
civil constituída no concluyó al fondo, y, por tanto, ro
podía intervenir en apelación para solicitar el rechazo de
una apelación ajena al interés privado que representa, y
sólo el Ministerio Público estaba autorizado a actuar en
nombre de la sociedad; pero,

Considerando que puesto que la Corte a-qua estaba
apoderada de un recurso de apelación del prevenido, la
parte civil constituída tenía derecho a figurar en apela-
ción para defender su interés en el proceso, siendo indife-
rente para ello el que hubiera concluido o no al fondo en
primera instancia, en donde lo que se había debatido era

simplemente un incidente; que por estas razones el medio
que se examina carece de fundamento y debe ser des-
estimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Pedro Mateo Familia contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Juan de la Magua-
na, pronunciada en sus atribuciones correccionales, en fe-
cha 30 de agosto del 1966, cuyo dispositivo se copia en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al re-
currente al pago de las costas relativas a la acción pública.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo. Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

1
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE FEBRERO DEL 1967

11111Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal:1
fecha 22 de agosto de 1966

Materia: Penal. (Violación a la Ley No. 5771)

Recurrente: Luis Emilio Abreu

Intervinientes: Juan María Pilarte, Rosa Angélica Espinal de pi ._

larte y Mercedes Nelia Féliz
Abogado: Dr. Eduardo Jiménez Martínez

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se.

cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día
22 de febrero del año 1967, años 123 9 de la Independencia
y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Emi-
lio Abreu, mayor de edad, dominicano, soltero, domicili p

-do en la casa No. 252 de la calle Mauricio Báez, de
ciudad de Santo Domingo, cédula No. 48829, serie lra.
contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de Sar
Cristóbal, marcada con el No. 120 de fecha 22 de agost,
del año 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el Dr. Eduardo Jiménez Martínez, cédula No.
12073, serie 54, abogado de los intervinientes Juan María
Pilarte, Rosa Angélica Espinal de Pilarte y Mercedes Ne-
na Feliz, dominicanos, mayores de edad, domiciliados en
Haina, Distrito Municipal de San Cristóbal, con cédulas
Nos. 3700, 10316 y 9349, series 46, 2 y 12 respectivamente,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la vRi setpaúebll i

 acta
t;
a del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el día 14 de octubre del
año 1966, a requerimiento del Dr. Fabio Tomás Vásquez
Cabral, cédula No. 2466, serie 57, en representación de
Luis Emilio Abreu, en la cual se invocan los medios de
casación que más adelante se indican;

Visto el escrito de intervención suscrito por el Dr.
Eduardo Jiménez Martínez, depositado en la Secretaría de
la Suprema Corte de Justicia en Techa 20 de enero de 1967:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto el artículo 215 del Código de Procedimien-
to Criminal, las Leyes Nos. 5771 de 1961 y 432 de 1964 y
los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento d?.
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) aue en fecha
28 de abril del año 1966, previo requerimiento del Ma-
gistrado Procurador Fiscal, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de San Cristóbal, después de va-
nos reenvíos dictó una sentencia correccional en defecto,
cuyo dispositivo aparece inserto en el de la sentencia im-
pugnada; b) que sobre los recursos de apelación de Luis
Emilio Abreu, prevenido, Santiago de Jesús Yanét D., par-
te civilmente responsable y la Compañía de Seguros Pe-
pín, S. A., Compañía Aseguradora, la Corte de Apelación
de San Cristóbal dictó en fecha 22 de agosto de 1966, la
sentencia ahora impugnada con el siguiente dispositivo:
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iE
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Falla: Primero: Considerando que en la audiencia de fe.
cha 19 de agosto del año 1966, para conocer del recurso
de apelación intentado por el prevenido Luis Emilio Abren
y la persona civilmente responsable Santiago de Jesús ya.
nét, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Pri.
mera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, er,
fecha 28 de abril del año 1966, cuyo dispositivo es cl
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se declara buena y va.
lida la constitución en parte civil hecha por el nombrado
Juan María Pilarte, Rosa Angélica Espinal de Pilarte, 

en
su calidad de padres del nombrado Ramón Antonio Pi.
larte, y la constitución en parte civil hecha por la nom.
brada Mercedes Nelia Pérez, en su calidad de tutora le--
gal de los menores Santiago y Juan Antonio Feliz, contra
el señor Santiago de Jesús Yanét, en su calidad de co•
mitente del señor Luis Emilio Abreu; SEGUNDO: Se pro-
nuncia el defecto contra el nombrado Luis Emilio Abreu,
por no haber comparecido a la audiencia no obstante ha-
ber sido citado legalmente; TERCERO: Se declara al nom-
brado Luis Emilio Abreu, culpable del delito de violación
al artículo 1ro. de la Ley No. 5771 (Homicidio Involunta-
rio), en perjuicio de Ramón Antonio Pilarte y en conse-
cuencia, se le condena acogiendo circunstancias atenuantes
a su favor, a sufrir la pena de seis meses de prisión correc-
cional y al pago de las costas penales; CUARTO: Se
condena al nombrado Santiago de Jesús Yanét, en su
calidad de comitente del nombrado Luis Emilio Abreu,
al pago de una indemnización de RD$6,000.00) Seis Mil
Pesos Oro; QUINTO: Se declara la presente sentencia opo-
nible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en su calidad
de aseguradora del vehículo con que se produjo el acci-
dente; SEXTO: Que debe condenar y condena al señor
Santiago de Jesús Yanét, al pago de las costas civiles, or-
denando su distracción en provecho del Doctor Eduardo
Jiménez Martínez, quien afir>na haberlas av?anzado en
su totalidad"; SEGUNDO: Considerando: que en la a u

-diencia de esta Corte, al conocerse del recurso de apela-
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d7carclo,e1 abogado del inculpado propuso un fin de
cion

recibir que dice así: Honorables Magistrados: El señor

10Luis Emilio Abreu, en su dicha calidad y cuyas generales

coconstan en el expediente, por conducto del infrascrito abo-
godo ncluye: Considerando: Que en la audiencia celebra
-da en el tribunal a-quo que le condenó en defecto por el
delito puesto a su cargo, fue ilegalmente citado en la casa
No. 225 de la calle Mauricio Báez, de Santo Domingo, en
vez de la No. 252, de la misma calle y que esta citación

es irregular e inaprovechable (Pag. 32 del expediente).
Considerando: que en el expediente figura un acto de su-
puesta notificación a la Compañía Aseguradora del vehícu-
lo así como a su supuesto propietario, pero no se indica
en ese acto con quién se habló para hacer entrega de las
copias de la dicha notificación, y que es de nuestro cono-
cimiento que para la audiencia de marras, ninguna de
esas personas puestas en causa fue citada como es de ley
'Pag. 33 del expediente). Considerando: que es de dispo-
sición constitucional que nadie puede ser juzgado, sin ha-
ber sido oído o legalmente citado. Considerando: Que nin-
guna de las partes puestas en causa fue oída en la audien-
cia que le condenó ni tampoco fueron citados legalmente,
por lo que la sentencia en ese orden de ideas es radical-
mente inconstitucional y en consecuencia nula. Conside-
rando: que toda disposición constitucional es de orden latí-
blico y puede además ser suplida por los jueces del fondo,
una vez conocida la irregularidad inconstitucional, y con
mayor razón cuando es advertida como sucede en el pre-
sente caso. Por todas estas razones y las que tengais a
bien suplir en mérito de una buena administración de jus-
ticia, el prevenido os pide de la manera más respetuosa,
vistas las consideraciones anteriores: Primero: Que se de-
clare nula y sin efecto alguno la sentencia intervenida en
su contra y motivo del presente recurso que apodera la
Corte en este asunto. Segundo: Condeneis a la parte civil
al pago de las costas del procedimiento por ser derecho"
Etc.; Tercero: Considerando: que la parte civil constituí-
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da por medio de su abogado concluyó al fondo pidiendo la
confirmación de la sentencia objeto del recurso de apela„
ción a que nos hemos referido anteriormente y pidiendo
condenación en costas contra el inculpado y la persona
civilmente responsable Etc.; CUARTO: Considerando: que
el fin primordial del recurso de apelación contra una sen-
tencia dictada en primer grado, es, de acuerdo con el efec-
to devolutivo de apelación, que se reconstruya el proceso
ante la jurisdicción de segundo grado con el fin de que las
partes puedan ser oídas en sus alegatos y presentar los
medios probatorios que sirven de fundamentos a sus peti-
ciones; que en ese orden de ideas, es preciso reconocer
que si se ha cometido una irregularidad susceptible de ser
corregida en apelación, el tribunal amparado del recursu
debe oir las partes y los testigos a fin de poder determi-
nar cuál es el derecho que asiste a las partes en causa; que
como consecuencia de este principio, generalmente admi-
tido, no procede declarar la nulidad de la sentencia re-
currida, como lo hace el prevenido, por mediación de su
abogado defensor Dr. Fabio T. Vásquez Cabral, sin ante,
examinar y reconstruir el proceso para poder estar en con-
diciones de fallar de acuerdo con los elementos de pruebas
que aporten las partes en apoyo de sus pretensiones; que,
por esas razones no puede ser acogido el pedimento pre-
sentado, in-limini-litis por el inculpado; QUINTO: Consi-
derando: que en lo que respecta a las conclusiones pre

-sentadas por el abogado de las partes civiles constituidas,
Doctor Eduardo Jiménez Martínez, por medio de las cua-
les concluye al fondo pidiendo la confirmación de la sen-
tencia recurrida, y sin contestar al fin de no recibir o
excepción propuestas por el inculpado apelante, tampoco
procede que sean acogidas, por las mismas razones que
se han expuesto anteriormente, ya que ninguna de las par-
tes en cansa ha sido oída ni se ha reconstruído nuevame n

-te el proceso, según decimos antes, para determinar los
derecho que asisten a cada una de las partes en causa.
Vistos los artículos 215 del Código de Procedimiento Cr i -
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injnal y 131 del Código de Procedimiento Civil, que fueron
leídos por el Magistrado Presidente de esta Corte y que
copiados a la letra dicen así: Art. 215 del Código de Pro-
cedimiento Criminal: "Si se anulare la sentencia por vio-
lación u omisión no reparada de formas prescritas por
la ley a pena de nulidad. La Corte fallará sobre el fondo".
Art. 131 del Código de Procedimiento Civil: "Sin embargo,
se podrán compensar las costas en el todo o en parte entre
cónyuges , ascendientes, descendientes, heitmanos y her-
manas o afines en los mismos grados". Los jueces pueden
también compensar las costas, en el todo o en parte, si los
litigantes sucumbieren respectivamente en algunos pun-
tos, o cuando concedan un plazo de gracia a algún deudor'.
La Corte: a) Rechaza el fin de no recibir o excepción pro-
puesta por el inculpado Luis Emilio Abreu, por medio
de su abogado constituido, por las razones que se han ex-
puesto anteriormente. b) Rechaza, asimismo, las conclu-
siones presentadas por el abogado de la parte civil per
las mismas razones que se han señalado anteriorment9.
ci Declara que el fondo del recurso de apelación será co-
nocido en una audiencia que será fijada previamente, con
el fin de citar a las partes en causa, conocer sus alegatos
y fallar sobre el fondo de la sentencia recurrida. d) Com-
pensa las costas entre ambas partes en causa, en razón
de que ambas han sucumbido en sus pretensiones, en el
aspecto civil, e) Reserva las costas penales para ser falla-
das al conocerse el fondo de la sentencia que ha sido re•
currida ante esta jurisdicción";

Considerando que en el acta del recurso de casación
consta, que el actual recurrente Luis Emilio Abreu, al
conocerse de la apelación interpuesta por ante la Corte
a-qua, por órgano de su «abogado propuso que se declara-
ra nula la sentencia del Juez de Primer Grado, alegando

' que había sido ilegalmente citado en dicha jurisdicción,
toda vez que lo fue en la casa No. 225 de la calle Mauricio
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da por medio de su abogado concluyó al fondo pidiendo
confirmación de la sentencia objeto del recurso de apek.
ción a que nos hemos referido anteriormente y pidiendo
condenación en costas contra el inculpado y la persona
civilmente responsable Etc.; CUARTO: Considerando: que
el fin primordial del recurso de apelación contra una sen-
tencia dictada en primer grado, es, de acuerdo con el efec-
to devolutivo de apelación, que se reconstruya el proceso
ante la jurisdicción de segundo grado con el fin de que las
partes puedan ser oídas en sus alegatos y presentar los
medios probatorios que sirven de fundamentos a sus peti-
ciones; que en ese orden de ideas, es preciso reconocer
que si se ha cometido una irregularidad susceptible de ser
corregida en apelación, el tribunal amparado del recurso
debe oir las partes y los testigos a fin de poder determi-
nar cuál es el derecho que asiste a las partes en causa; que
como consecuencia de este principio, generalmente admi-
tido, no procede declarar la nulidad de la sentencia re-
currida, como lo hace el prevenido, por mediación de su
abogado defensor Dr. Fabio T. Vásquez Cabral, sin ante-
examinar y reconstruir el proceso para poder estar en con-
diciones de fallar de acuerdo con los elementos de pruebas
que aporten las partes en apoyo de sus pretensiones; que,
por esas razones no puede ser acogido el pedimento pre-
sentado, in-limini-litis por el inculpado; QUINTO: Consi-
derando: que en lo que respecta a las conclusiones pre-
sentadas por el abogado de las partes civiles constituidas,
Doctor Eduardo Jiménez Martínez, por medio de las cua-
les concluye al fondo pidiendo la confirmación de la sen-
tencia recurrida, y sin contestar al fin de no recibir o
excepción propuestas por el inculpado apelante, tampoco
procede que sean acogidas, por las mismas razones que
se han expuesto anteriormente, ya que ninguna de las par

-tes en cansa ha sido oída ni se ha reconstruido nuevamen
-te el proceso, según decimos antes, para determinar les

derecho que asisten a cada una de las partes en causa.
Vistos los artículos 215 del Código de Procedimiento Cri-
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¡nal y 131 del Código de Procedimiento Civil, que fueron
eídos por el Magistrado Presidente de esta Corte y que

copiados a la letra dicen así: Art. 215 del Código de Pro-
cedimiento Criminal: "Sí se anulare la sentencia por vio-
lación u omisión no reparada de formas prescritas por
la ley a pena de nulidad. La Corte fallará sobre el fondo".
Art. 131 del Código de Procedimiento Civil: "Sin embargo,
se podrán compensar las costas en el todo o en parte entre
cónyuges , ascendientes, descendientes, heztmanos y her-
manas o afines en los mismos grados". Los jueces pueden
también compensar las costas, en el todo o en parte, si los
litigantes sucumbieren respectivamente en algunos pun-
tos, o cuando concedan un plazo de gracia a algún deudor'.
La Corte: a) Rechaza el fin de no recibir o excepción pro-
puesta por el inculpado Luis Emilio Abreu, por medio
de su abogado constituido, por las razones que se han ex-
puesto anteriormente. b) Rechaza, asimismo, las conclu-
siones presentadas por el abogado de la parte civil por
las mismas razones que se han señalado anteriorment'.
e) Declara que el fondo del recurso de apelación será co-
nocido en una audiencia que será fijada previamente, con
el fin de citar a las partes en causa, conocer sus alegatos
y fallar sobre el fondo de la sentencia recurrida. d) Com-
pensa las costas entre ambas partes en causa, en razón
de que ambas han sucumbido en sus pretensiones, en el
aspecto civil. e) Reserva las costas penales para ser falla-
das al conocerse el fondo de la sentencia que ha sido re-
currida ante esta jurisdicción";

Considerando que en el acta del recurso de casación
consta, que el actual recurrente Luis Emilio Abreu, al
conocerse de la apelación interpuesta por ante la Corte
a-qua, por órgano de su abogado propuso que se declara-
ra nula la sentencia del Juez de Primer Grado, alegando
que había sido ilegalmente citado en dicha jurisdicción,
toda vez que lo fue en la casa No. 225 de la calle Mauricio
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Báez, de Santo Domingo, en vez de la No. 252, de la
misma calle y que dicha citación es irregular e inaprove,
chable; que es de disposición constitucional que nadie pue-
de ser juzgado sin haber sido oído ni legalmente citado
y él como prevenido ni fue oído ni citado y en consecueii.
cia la sentencia apelada es nula; que toda disposición coas.
titucional es de orden público y puede además ser suplida
por los jueces del fondo, una vez conocida la irregularidad
inconstitucional, y con mayor razón cuando es advertida
como sucede en el presente caso; y concluye dicho recu
rrente diciendo que interpone el presente recurso de ca-
sación fundamentado en los mismos alegatos que se hicie-
ron en las conclusiones por ante la Corte a-qua;

Considerando que para que haya avocación es nece-
sario según el artículo 215 del Código de Procedimiento
Criminal, que la sentencia de primer grado sea revocada
"por violación u omisión no reparada de formas previstas
por la ley a pena de nulidad; que si en la especie la Corte
a-qua estimó que el prevenido había sido regularmente
citado en primera instancia, y a esa base rechazó su pe-
dimento, no debió decir entonces que en virtud a su po-
der de avocación proseguía la causa, pues en tal hipótesis
erren  virtud del efecto devolutivo del recurso de alzada
de que estaba apoderada que la causa debía proseguirse:
pero, como en ambas hipótesis el efecto jurídico era el
mismo, o sea la continuación de la causa por la Corte a-qua
para conocer del fondo, es evidente que el prevenido ca-
rece de interés en su recurso, pues en las condiciones pre-
analizadas el fallo impugnado no ha podido hacerle agravie.

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene en lo que concierne
al interés del prevenido recurrente, vicio alguno que ju s

-tifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-

te, a Juan María Pilarte, Rosa Angélica Espinal de Pilartc
y Mercedes Nelia Feliz; Segundo: Rechaza el recurso
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de casación interpuesto por el prevenido Luis Emilio Abreu,
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha 22 de
agosto, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre-
sente fallo; Tercero: Condena al recurrente al pago de las
costas, distrayéndolas en favor del abogado de los inter-
vinientes quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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Báez, de Santo Domingo, en vez de la No. 252, de la
misma calle y que dicha citación es irregular e inapreve.
chable; que es de disposición constitucional que nadie pue..
de ser juzgado sin haber sido oído ni legalmente citado
y él como prevenido ni fue oído ni citado y en conseeuen.
cia la sentencia apelada es nula; que toda disposición cons.
titucional es de orden público y puede además ser suplida
por los jueces del fondo, una vez conocida la irregularidad
inconstitucional, y con mayor razón cuando es advertida
como sucede en el presente caso; y concluye dicho recu
rrente diciendo que interpone el presente recurso de ca-
sación fundamentado en los mismos alegatos que se hicie-
ron en las conclusiones por ante la Corte a-qua;

Considerando que para que haya avocación es nece-
sario según el artículo 215 del Código de Procedimiento
Criminal, que la sentencia de primer grado sea revocada
"por violación u omisión no reparada de formas previstas
por la ley a pena de nulidad; que si en la especie la Corte
a-qua estimó que el prevenido había sido regularmente
citado en primera instancia, y a esa base rechazó su pe-
dimento, no debió decir entonces que en virtud a su po-
der de avocación proseguía la causa, pues en tal hipótesis
era en virtud del efecto devolutivo del recurso de alzada
de que estaba apoderada que la causa debía proseguirse;
pero, como en ambas hipótesis el efecto jurídico era el
Mismo, o sea la continuación de la causa por la Corte a-qua
para conocer del fondo, es evidente que el prevenido ca-
rece de interés en su recurso, pues en las condiciones pre-
analizadas el fallo impugnado no ha podido hacerle agravie.

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene en lo que concierne
al interés del prevenido recurrente, vicio alguno que jus-
tifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-

te, a Juan María Pilarte, Rosa Angélica Espinal de Pilartc
y Mercedes Nelia Feliz; Segundo: Rechaza el recurso

casación interpuesto por el prevenido Luis Emilio Abreu,
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha 22 de
agosto, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre-
sente fallo; Tercero: Condena al recurrente al pago de las
Costas, distrayéndolas en favor del abogado de los inter-
vinientes quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia•— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.



      

Materia: Civil     

Recurrente: Banco Agrícola de la República Dominicana
Abogado: Dr. Jorge Matos Feliz y Dr. Euclides Vicioso

Recurridos: Juliana Thumen Vda. Diep y compartes
Abogado Dr. Carlos Cornielle hijo

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente ccnstituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la
ciudad de Santo Domingo ; Distrito Nacional, hoy día 22
de febrero del año 1967, años 123 9 de la Independencia y
1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Bai:-
co Agrícola de la República Dominicana, institución au-
tónoma, domiciliada en la Avenida George Washington,
de esta ciudad, contra sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, de fecha 13 de junio de 1966
cuyo dispositivo figura más adelante;

310	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 311

SENTENCIA DE FECHA 22 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
de fecha 13 de junio de 1966

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Jorge 1VIatos Feliz, cédula No. 3098, serie

1 9, por sí y por el Dr. Euclides Vicioso, cédula No. 45820,
serle 1/, ambos abogados del recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el Dr. Carlos Cornielle hijo, cédula No.7526, se-
rie 18, abogado de los recurridos, en la lectura de sus con-
clusiones ; recurridos que son Juliana Thumen Vda Diep,
de nacionalidad siria, de quehaceres domésticos, domici-
liada y residente en Nagua y accidentalmente en esta ciu-
dad, portadora de la cédula No. 10, serie 71; Eugenie Diep
de Santos, dominicana, mayor de edad, de quehaceres do-
mésticos, de este domicilio y residencia, casada, cédula No.
11616, serie 56; Antonio Diep Thumen, dominicano, mayor
de edad, comerciante, de este domicilio y residencia, cédu-
la No. 1882, serie 66; y Jesús Diep Thumen, dominicana.
mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, domici-
liada y residente en esta ciudad, cédula No. 63136, serie 11:

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 28 de julio de
1966, suscrito por los abogados del recurrente, en el cual
se invocan contra la sentencia impugnada los medios que
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 20 de septiem-
bre de 1966, suscrito por el abogado de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 2 y 21 de la Ley de Fomento
Agrícola, No. 6186, de 1963; 2 de la Ley 908 de 1945; 474
del Código de Procedimiento Civil; 1351 del Código Civil;
21 y 23 de la Ley sobre Confiscación General de Bienes,
No. 5924, de 1962; 1 y siguientes de la Ley No. 285, de
1964; y 1 y 20 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda de los actuales recurridos
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
de fecha 13 de junio de 1966

Materia: Civil

Recurrente: Banco Agrícola de la República Dominicana
Abogado: Dr. Jorge Matos Feliz y Dr. Euclides Vicioso

Recurridos: Juliana Thumen Vda. Diep y compartes
Abogado Dr. Carlos Cornielle hijo

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la'
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 22
de febrero del año 1967, años 1239 de la Independencia y
1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Bai:-
co Agrícola de la República Dominicana, institución au-
tónoma, domiciliada en la Avenida George Washington,
de esta ciudad, contra sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, de fecha 13 de junio de 1966'
cuyo dispositivo figura más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Jorge Matos Feliz, cédula No. 3098, serie

ig, por sí y por el Dr. Euclides Vicioso, cédula No. 45820,
serie l a, ambos abogados del recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el Dr. Carlos Cornielle hijo, cédula No.7526, se-
rie 18, abogado de los recurridos, en la lectura de sus con-
clusiones; recurridos que son Juliana Thumen Vda Diep,
de nacionalidad siria, de quehaceres domésticos, domici-
liada y residente en Nagua y accidentalmente en esta ciu-
dad, portadora de la cédula No. 10, serie 71; Eugenie Diep
de Santos, dominicana, mayor de edad, de quehaceres do-
mésticos, de este domicilio y residencia, casada, cédula No.
11616, serie 56; Antonio Diep Thumen, dominicano, mayor
de edad, comerciante, de este domicilio y residencia, cédu-
la No. 1882, serie 66; y Jesús Diep Thumen, dominicana.
mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, domici-
liada y residente en esta ciudad, cédula No. 63136, serie 11:

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 28 de julio de
1966, suscrito por los abogados del recurrente, en el cual
se invocan contra la sentencia impugnada los medios que
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 20 de septiem-
bre de 1966, suscrito por el abogado de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deti-
berado y vistos los artículos 2 y 21 de la Ley de Fomento
Agrícola, No. 6186, de 1963; 2 de la Ley 908 de 1945; 474
del Código de Procedimiento Civil; 1351 del Código Civil;
21 y 23 de la Ley sobre Confiscación General de Bienes,
No. 5924, de 1962; 1 y siguientes de la Ley No. 285, de
1964; y 1 y 20 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda de los actuales recurridos
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en restitución de unos terrenos que habían vendido en el
año 1955 a Rafael L. Trujillo Molina, ubicados en Nagua
Provincia María Trinidad Sánchez, por el precio total de'
RD$12,168.62, la Corte de Apelación de Santo Domingo
en funciones de Tribunal de Confiscaciones dictó en fe-
cha 25 de febrero de 1965, después de varias audiencias y
medidas de instrucción, una sentencia cuyo dispositivo
figura más adelante en el de la sentencia impugnada; b;
que con motivo de un recurso de tercería interpuesto por
el Banco Agrícola ahora recurrente en casación, la misma
Corte dictó en :echa 13 de junio de 1966 la sentencia ahora
impugnada, cuyo dispositivo dice así: 'PALLA: PRIMERO:
Rechaza la demanda en Tercería intentada por el Banco
Agrícola de la República Dominicana, en fecha 20 del mes
de septiembre de 1965, contra la sentencia dictada por esta
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 25 de fe-
brero de 1965, por improcedente y mal fundado; SEGUN-
DO: Consecuencialmente, confirma en todas sus partes la
sentencia impugnada, de fecha veinticinco de febrero de
1965, del dispositivo precedentemente transcrito de este
tenor; "Falla: Primero: Ordena la rescisión de las ventas
realizadas por Francisco Diep al finado Rafael L. Truji-
llo, de las parcelas números 40, 42 y una porción de la
No. 45, todas del Distrito Catastral No. 2, del Municipio
de Nagua, Provincia de María Trinidad Sánchez, por ha-
ber sido lesionados los vendedores en más de las siete duo-
décimas partes del precio de los inmuebles objeto de las
ventas y haber sido obtenido, su consentimiento por medio
de la violencia; Segundo: Ordena la entrega inmediata de
las parcelas mencionadas en el ordinal primero de este dis-
positivo a los demandantes en reivindicación a que se re-
fiere la presente sentencia, previa devolución al Estado
Dominicano, por parte de los dichos demandantes, del pre-
cio original de las ventas, y en consecuencia, de acuerdc
con la parte final del artículo 33 de la Ley 5924, sobre
Confiscación General de Bienes, quedan anuladas las sen-
tencias y Decretos del Registro emanados del Tribunal de

Tierras, así como los Certificados de Títulos que ampa-
an las mencionadas parcelas, y Tercero: Compensa las

costas"; TERCERO: Condena al Banco Agrícola de la Re-
pública Dominicana, al pago de las costas, distraídas en
favor del Dr. Carlos Cornielle hijo";

Considerando que contra la sentencia impugnada e'
recurrente invoca los siguientes medios: "Primer Medio:
violación, por desconocimiento, de los artículos 2 y 21
cie la Ley de Fomento Agrícola No. 6186, del 12 de febrero
de 1963; Segundo Medio: Violación, por desconocimiento,
del artículo 474 del Código de Procedimiento Civil y de
los principios que rigen el recurso extraordinario de Ter-
cería .— Violación del artículo 1351 del Código Civil.---
Falta de motivos; Tercer Medio: Violación del derecho de
defensa";

Considerando, que con posterioridad a la audiencia
de esta Suprema Corte de Justicia en que el presente caso
fue conocido y debatido, el Dr. Carlos Cornielle hijo, abo-
gado de los recurridos, remitió a esta Corte, en fecha 16
ce enero de 1967, un escrito encaminado a replicar el dic-
tamen del Magistrado Procurador General de la República;
que dicho escrito no puede ser tenido en cuenta en el re-
curso que se examina, por ser éste de carácter civil, ya
que la posibilidad de presentar escritos las partes en ca-
sación, después de la audiencia en que los casos son de-
batidos, está limitada a los asuntos penales„ según re-
sulta del artículo 42 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en los medios de casación, que se
reunen para su examen por su estrecha conexión, el re
currente alega en síntesis que la sentencia que se im-
pugna debe ser casada, 1 9) porque se funda en el criterio
erróneo de que el Banco Agrícola de la República Dom i

-nicana y el Estado Dominicano constituyen una misma per
sona jurídica, con lo cual viola los artículos 2 y 21 de la
Ley de Fomento Agrícola de 1963 que consagra la perso-
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Tierras, así como los Certificados de Títulos que ampa-

ran las mencionadas parcelas, y Tercero: Compensa las
costas"; TERCERO: Condena al Banco Agrícola de la Re-
pública Dominicana, al pago de las costas, distraídas en
favor del Dr. Carlos Cornielle hijo";

Considerando que contra la sentencia impugnada e'
recurrente invoca los siguientes medios: "Primer Medio:
Violación, por desconocimiento, de los artículos 2 y 21
Ge la Ley de Fomento Agrícola No. 6186, del 12 de febrero
de 1963; Segundo Medio: Violación, por desconocimiento,
del artículo 474 del Código de Procedimiento Civil y de
los principios que rigen el recurso extraordinario de Ter-
cería .— Violación del artículo 1351 del Código Civil.—
Falta de motivos; Tercer Medio: Violación del derecho de
defensa";

Considerando, que con posterioridad a la audiencia
de esta Suprema Corte de Justicia en que el presente caso
fue conocido y debatido, el Dr. Carlos Cornielle hijo, abo-
gado de los recurridos, remitió a esta Corte, en 'fecha 16
de enero de 1967, un escrito encaminado a replicar el dic-
tamen del Magistrado Procurador General de la República;
que dicho escrito no puede ser tenido en cuenta en el re-
curso que se examina, por ser éste de carácter civil, ya
que la posibilidad de presentar escritos las partes en ca-
sación, después de la audiencia en que los casos son de-
batidos, está limitada a los asuntos penales„ según re-
sulta del artículo 42 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en los medios de casación, que se
reunen para su examen por su estrecha conexión, el re
currente alega en síntesis que la sentencia que se im-
pugna debe ser casada, 1 9) porque se funda en el criterio
erróneo de que el Banco Agrícola de la República Dom i

-nicana y el Estado Dominicano constituyen una misma per
cona jurídica, con lo cual viola los artículos 2 y 21 de la
T..ey de Fomento Agrícola de 1963 que consagra la perso-.
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en restitución de unos terrenos que habían vendido en el
año 1955 a Rafael L. Trujillo Molina, ubicados en Nagua
Provincia María Trinidad Sánchez, por el precio total de
RD$12,168 62, la Corte de Apelación de Santo Domingo
en funciones de Tribunal de Confiscaciones dictó en fe-
cha 25 de febrero de 1965, después de varias audiencias y
medidas de instrucción, una sentencia cuyo dispositivo
figura más adelante en el de la sentencia impugnada; b;
que con motivo de un recurso de tercería interpuesto por
el Banco Agrícola ahora recurrente en casación, la misma
Corte dictó en fecha 13 de junio de 1966 la sentencia ahora
impugnada, cuyo dispositivo dice así: 'PALLA: PRIMERO:
Rechaza la demanda en Tercería intentada por el Banco
Agrícola de la República Dominicana, en Techa 20 del mes
de septiembre de 1965, contra la sentencia dictada por esta
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 25 de fe-
brero de 1965, por improcedente y mal fundado; SEGUN-
DO: Consecuencialmente, confirma en todas sus partes la
sentencia impugnada, de fecha veinticinco de febrero de
1965, del dispositivo precedentemente transcrito de este
tenor; "Falla: Primero: Ordena la rescisión de las ventas
realizadas por Francisco Diep al finado Rafael L. Truji-
llo, de las parcelas números 40, 42 y una porción de la
No. 45, todas del Distrito Catastral No. 2, del Municipio
de Nagua, Provincia de María Trinidad Sánchez, por ha-
ber sido lesionados los vendedores en más de las siete duo-
décimas partes del precio de los inmuebles objeto de las
ventas y haber sido obtenido, su consentimiento por medio
de la violencia; Segundo: Ordena la entrega inmediata de
las parcelas mencionadas en el ordinal primero de este dis-
positivo a los demandantes en reivindicación a que se re-
fiere la presente sentencia, previa devolución al Estado
Dominicano, por parte de los dichos demandantes, del pre-
cio original de las ventas, y en consecuencia, de acuerde
con la parte final del artículo 33 de la Ley 5924, sobre
Confiscación General de Bienes, quedan anuladas las sen-
tencias y Decretos del Registro emanados del Tribunal de
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nalidad jurídica de dicho Banco, reiterando así lo que ya
había consagrado, en el mismo sentido, el artículo 2 de
la Ley No. 908 de 1945; 2) porque, actuando ya dentro de
ese criterio jurídico erróneo, la Corte a-qua violó los ar-
tículos 474 del Código de Procedimiento Civil sobre la ter,
cería y el artículo 1357 Gel Código Civil que limita la au-
toridad de la cosa juzgada a las partes entre quienes se ha
juzgado; y 3) porque, al fundar su sentencia sobre ese
criterio erróneo, omitiendo así toda ulterior ponderación
sobre el fondo del caso, la Corte a-qua violó el derecho de
defensa del recurrente en tercería;

Considerando, 1) que, tal como lo afirma el recurren.
te, el Banco Agrícola de la República Dominicana es y
ha sido desde su fundación en 1945 una institución autó-
noma, con patrimonio propio y personalidad jurídica dis-
tinta de la del Estado, en virtud de los términos precisos
e inequívocos de los textos legales invocados por el recu-
rrente, y que, por tanto, no habiendo sido parte dicho Ban-
co en la litis que culminó en la sentencia que la Corte
a-qua dictó el 25 de febrero de 1965, tenía derecho a re-
currir en tercería contra el referido fallo si éste compren-
día bienes que por cualquier origen estuvieran en su pa-
trimonio; 2) que, tal como lo afirma también el recurren-
te, el desconocimiento, por la Corte a-qua, de los artículos
2 de la Ley No. 908 de 1945 y 2 y 21 de la Ley No. 6186
de 1963, condujo a dicha Corte a una errónea aplicación
de los artículos 1351 del Código Civil y 474 del Códigc
de Procedimiento Civil, que constituyen, respectivamente,
la garantía sustantiva y procesal de las personas cuyos
intereses resultan lesionados por decisiones jurídicas rela-
tivas a otros litigantes; 3) que el examen de los motivos
dados en la sentencia impugnada muestra que todos ellos .,
tienden a fundamentar, con argumentos extrajurícticos,
el criterio de que el Banco Agrícola de la República Do•
minicana y el Estado Dominicano constituyen en la reali-
dad una sola y misma persona jurídica, criterio que esta
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suprema Corte declara erróneo y contrario a textos lega,
les precisos e inequívocos que ya han sido citados, omitien-
do, en cambio la Corte a-qua los motivos que 'eran de ri-
gor para ponderar el fondo de un recurso de tercería in-
terpuesto por un recurrente con calidad e interés para
ejercitar ese recurso extraordinario, como ocurría en el
caso resuelto por la sentencia ahora impugnada; que, por
tanto, los medios de casación invocados por el recurrente
tienen fundamento y deben ser acogidos;

Considerando que, conforme al artículo 23 in fine de
a Ley No. 5924, de 1962, en la materia que ella trata las
costas pueden ser compensádas en todos los casos;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en Techa 13 de junio de 1966 por la Corte de Apelación de
Santo Domingo en 'funciones de Tribunal de Confiscacio-
nes, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior d&
presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
lación de Santiago, en las mismas funciones; Segundo: Com-
pensa las costas entre las partes.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras-- Joaq uín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y

Ri , fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

*
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Considerando que, conforme al artículo 23 in fine de
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
corla, de fecha 12 de septiembre de 1966

Materia: Correccional. (Violación a la Ley No. 5771)

Recurrente: Eufelina u Ofelia Fernández o Jiménez García
Abogado: Lic. Américo Castillo G.

4 •	 •a4,
Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la RepúbEca, la Suprema Corte de Jus
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,

,Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 23 días
del mes de febrero de 1967, años 123 de la Independencia
y 1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, corno
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eufelina
u Ofelia Fernández Jiménez o Jiménez García, dominica-
na, mayor de edad, de oficios domésticos, domiciliada y
residente en Nagua, contra sentencia correccional dictada
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís
de fecha 12 de septiembre de 1966, cuyo dispositivo se co-
piará más adelante;

.Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;

41.
Oído el abogado de la recurrente, Lic. Américo Cas

ciusi  
Oído"es ;

tillo G., cédula 4706, serie 56, en la lectura de sus con

el dictamen del Magistrado Procurador General

el acta del recurso levantada en la Secretaría de
de la República

Vista 
la Corte

Cexoprte expresa ningún medio determinado de casación;

at-qua,en fecha 16 de septiembre de 1966, á re-
Lic. Américo Castillo G., en la cual norerivinii;

el memorial de casación, suscrito por el aboga-
do de la parte recurrente, en el cual se invocan los medio.;
que más adelante se expresarán;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 del Código Civil, 141 del
Código de Procedimiento Civil y 1 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al
que en ocasión de un accidente automovilístico ocurrido en
fecha 15 de mayo de 1964, en la calle Sánchez de la ciu-
dad de Nagua, Luis Manuel Taveras Capellán, le ocasionó
con el camión placa No. 59090, que conducía, varias le-
siones a Eufelina u Ofelia Fernández o Jiménez García;
b) que con dicho motivo el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Nagua, apoderado del asunto, dic-
tó en fecha 3 de marzo de 1966, una sentencia con el dis-
positivo siguiente: "Falla: Primero: Se declara buena y
válida la constitución en parte civil hecha por la señora
Eufelina u Orfelia u Ofelia Fernández o Jiménez García,
representada por el Lic. Américo Castillo G., y el Dr. Ma-
rino Vinicio Castillo R., contra el señor Américo Hernán-
dez, persona civilmente responsable, por ser ajustada a
la ley; Segundo: Se declara culpable al nombrado Luis
Manuel Taveras Capellán del delito que se le imputa, de
accidentes de vehículos de motor (violación a la Ley No.
5771 ) en perjuicio de Eu'felina u Orfelia u Ofelia Fernán-
dez o Jiménez García; y en consecuencia se le condena al
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pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro, acogiendo en
su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Se condena
a dicho prevenido al pago de las costas; Cuarto: Se condena
al señor Américo Hernández, persona civilmente respon-
sable, al pago de una indemnización de Mil Pesos Oro er,
favor de la parte civilmente constituida, como justa re -
paración por los daños morales y materiales sufridos por
la señora Eufelina u Orfelia u Ofelia Fernández o Jirné..
nez García; Quinto: Se condena además al señor Américo
Hernández, persona civilmente responsable, al pago de
las costas civiles, con distracción de las mismas en favcr
del Lic. Américo Castillo G., y el Dr. Marino Vinicio Cas-
tillo R., quienes afirmaren haberlas avanzado en su to
talidad"; c) que contra dicha decisión recurrió en tiemi:o
oportuno Américo Hernandez, parte civilmente responsa.
ble puesta en causa„ y la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macoríá, dictó con dicho motivo la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:
Declara regular y válido el recurso de apelación intentado
por el señor Américo Hernández, contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de María
Trinidad Sánchez, de fecha 3 del mes de marzo del ano
1966; Segundo: Revoca los ordinales Cuarto y Quinto de
la sentencia apelada, y la Corte obrando por contrario im-
perio y autoridad propia, descarga al apelante Américo
Hernández de las condenaciones civiles pronunciadas con-
tra él por la sentencia recurrida; Tercero: Rechaza por im-
procedentes e infundadas las conclusiones de la parte Civil
Constituida, señora Eufelina u Orfelia u Ofelia Fernández
o Jiménez García; Cuarto: Condena a la Parte Civil Cons-
tituida, al pago de las costas de la presente instancia";

Considerando que en apoyo de los medios del recurso,
la parte recurrente alega, en síntesis, que aunque el ve-
hículo con el cual se produjo el daño figura matriculad o a
nombre de Alexis Jiménez, la parte civil constituída enca-
minó su acción en el sentido de establecer que el verda-

dero propietario del camión con el cual el chófer Luis Ma-
nuel Taveras Capellán ocasionó el daño, lo era Américo
Hernández, quien, a su vez, era comitente de aquel, razón
por la cual éste fue citado como persona civilmente respon-
c. 	 que la ahora recurrente aportó en la instrucción de
la causa "datos significativos e indicios valiosos" en apoya
de sus alegaciones, tales como las relativas a que si la
matrícula del camión con que se ocasionó el daño figura
a nombre de Alexis Jiménez, los datos respecto a su iden-
tidad allí consignados, no son los suyos, sino los del su-
puesto vendedor del vehículo, Américo Hernández; a que
era éste quien percibía en Obras Públicas los valores de
los trabajos que realizaba con el camión Alexis Jiménez.
quien hasta poco antes figuraba en las nóminas del Seguro
Social, como empleado de Hernández; elementos de jui-
cio a los que habría que agregar la confesión hecha por el
prevenido en primera instancia, de que era Jiménez quien
lo había puesto a trabajar en el camión y era de quien re-
cibía instrucciones; que aunque el prevenido retractó este.
aspecto de su declaración por ante los jueces de la apela-
ción, la Corte a - qua no ha dado en la decisión impugnada
"una racional explicación acerca de su fe en la versión de
última hora que daba el prevenido"; que en esta circuns-
tancia procedía se ordenara la citación de Alexis Jiménez,
supuesto comitente, para que así el fallo tuviese algún
fundamento; que, por otra parte, no podía, frente a los
elementos de juicio sometidos a su ponderación, concretar-
se a declarar que la irregularidad de la matrícula puede
responder a un simple error material, el cobro de los va-
lores de Obras Públicas, a la percepción de parte de la
venta del vehículo, ni tampoco restarle importancia a la
ci rcunstancia de que Alexis Jiménez hubiera sido peón
móvil de Hernández, sobre el supuesto de que para la
fecha de la alegada adquisición, del vehículo aquel pudie-
ra haber progresado económicamente hasta el grado de com-
prarle a su antiguo patrón, un mueble de alto valor; pero,
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del Lic. Américo Castillo G., y el Dr. Marino Vinicio Cas-
tillo R., quienes afirmaren haberlas avanzado en su to
talidad"; c) que contra dicha decisión recurrió en tiemi:o
oportuno Américo Hernandez, parte civilmente responsa-
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ra impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:
Declara regular y válido el recurso de apelación intentado
por el señor Américo Hernández, contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de María
Trinidad Sánchez, de fecha 3 del mes de marzo del alío
1966; Segundo: Revoca los ordinales Cuarto y Quinto de
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Considerando que en apoyo de los medios del recurso,
la parte recurrente alega, en síntesis, que aunque el ve-
hículo con el cual se produjo el daño figura matriculado a
nombre de Alexis Jiménez, la parte civil constituída enca-
minó su acción en el sentido de establecer que el verda-

dero propieta rio del camión con el cual el chófer Luis Ma-
nuel Taveras Capellán ocasionó el daño, lo era Américo
Hernández, quien, a su vez, era comitente de aquel, razón
por la cual éste fue citado como persona civilmente respon-
sable; que la ahora recurrente aportó en la instrucción de
la causa "datos significativos e indicios valiosos" en apoye
de sus alegaciones, tales como las relativas a que si la

matrícula del camión con que se ocasionó el daño figura
a nombre de Alexis Jiménez, los datos respecto a su iden-
tidad allí consignados, no son los suyos, sino los del su-
puesto vendedor del vehículo, Américo Hernández; a que
era éste quien percibía en Obras Públicas los valores de
los trabajos que realizaba con el camión Alexis Jiménez.
quien hasta poco antes figuraba en las nóminas del Seguro
Social, como empleado de Hernández; elementos de jui-
cio a los que habría que agregar la confesión hecha por el
prevenido en primera instancia, de que era Jiménez quien
lo había puesto a trabajar en el camión y era de quien re-
cibía instrucciones; que aunque el prevenido retractó este,
aspecto de su declaración por ante los jueces de la apela-
ción, la Corte a-qua no ha dado en la decisión impugnada
"una racional explicación acerca de su fe en la versión de
última hora que daba el prevenido"; que en esta circuns-
tancia procedía se ordenara la citación de Alexis Jiménez,
supuesto comitente, para que así el fallo tuviese algún
fundamento; que, por otra parte, no podía, frente a los
elementos de juicio sometidos a su ponderación, concretar-
se a declarar que la irregularidad de la matrícula puede
responder a un simple error material, el cobro de los va-
lores de Obras Públicas, a la percepción de parte de la
venta del vehículo, ni tampoco restarle importancia a la
circunstancia de que Alexis Jiménez hubiera sido peón
móvil de Hernández, sobre el supuesto de que para la
fecha de la alegada adquisición, del vehículo aquel pudie-
ra haber progresado económicamente hasta el grado de com-
prarle a su antiguo patrón, un mueble de alto valor; pero,
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Considerando que la Corte a-qua, para dar por esta.
blecido que el camión con el cual el prevenido le produ.
jo las lesiones corporales a la víctima, era de Alexis
ménez, y que en el momento del accidente dicho prevenid(
se encontraba bajo la dependencia inmediata y directa
de aquél, y no de Américo Hernández, se fundó esencial:
mente en que "el hecho de que Alexis Jiménez figure en
los años 1958 y 1959 como asegurado móvil del apelante,
no implica en modo alguno que posteriormente en el año
1964, aquél no pudiese adquirir en propiedad, efectos que
anteriormente pertenecieron a su antiguo patrón; que pue-
de también atribuirse a un puro error material, la circuns-
tancia de que en el acta de traspaso del camión en cues-
tión, figure el número de la cédula de Hernández como si
fuese el de la de Jiménez; que, en lo que respecta a la
cuestión de los comprobantes de Obras Públicas, ello pue-
de obedecer a que como lo afirma el apelante, Jiménez to-
davía le fuese deudor de parte del precio de la venta y
para obtener el pago de ese precio procurara los docu
mentos aludidos; que. en cuanto a la confesión del che
fer, ella no sólo ha sido retractada en posteriores audien-
cias del Tribunal a-quo y ante esta Corte, sino que el mis-
mo día del accidente el conductor declaró ante la Policía
Nacional, que el propietario del vehículo era el señor Ale
xis Jiménez"; que los jueces del fondo pudieron, como lo
hicieron edificar su convicción respecto al vínculo de depen-
dencia y subordinación del prevenido con respecto a Alexis
Jiménez. en el momento del accidente, en los hechos y cir-
cunstancias consignados má arriba, y por ellos ponderados
soberanamente y sin incurrir en desnaturalización alguna,
sin que tuviesen, por otra parte que ordenar la audición de
Alexis Jiménez. en particular cuando no les fue formulado
ningún pedimento al respecto; y, por último, que la sen-
tencia impugnada contiene motivos suficientes y pertine n

-tes que justifican su dispositivo, y una exposición comple-
ta de los hechos y circunstancias de la causa que ha per-
mitido a esta Suprema Corte de Justicia, verificar que en

la especie —limitada a la determinación de la persona ci-
vilmente responsable por los daños y perjuicios ocasiona-
dos en el accidente— se ha hecho una correcta aplica-
ción de la ley; que, en consecuencia, los medios que han
sido objeto de examen y ponderación deben ser desesti-
mados, por carecer de fundamento;

Considerando que en el presente caso no procede la
condenación en costas de la recurrente debido a que la
parte recurrida no ha comparecido en casación, y esta con-
denación no puede pronunciarse de oficio;

Por tales motivos. Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por la parte civil constituida„ Eufelina u Ofelia
Fernández o Jiménez García, contra sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
San Francisco de Macorís, en fecha 12 de septiembre de
1966, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del

presente fallo.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-

velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergé;
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo. Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada. leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, u
fecha 21 de octubre de 1966

Materia: Correccional. (Violación a la Ley No. 5771)

Recurrente: Pedro J. Heyaime, causa seguida a Oviedo Ramírez

141
Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Prseidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuelie,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en :a
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 23 de
febrero del año 1967. años 1239 de la Independencia y 1049
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro J.
Heyaime, persona civilmente responsable, cuyas generales
no constan en el expediente, causa seguida contra Oviedo
Ramírez, cédula No. 13593, serie 12, mayor de edad, ca-
sado, dominicano, domiciliado y residente en San Juan
de la Maguana, contra sentencia dictada por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, de fecha 21 de octubre de
1966, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido el recurso de apelación interpu es

-to por la parte civil constituida contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azth

de fecha 28 de octubre del año 1964, cuyo dispositivo ex-
presa: "Falla: Primero: Que debe declarar y declara al nom-
brado Ovelio Ramírez, culpable del delito de golpes y he-
ridas involuntarios en perjuicio de varias personas (viola-
ción de las leyes números 5771 y 4809), y en consecuencia
se le condena al pago de una multa de Cuarenta Pesos Oro
(RD$40.00) , acogiendo en su 'favor circunstancias atenuan-
tes; Segundo: Que debe declarar y declara la no culpabili-
dad del nombrado Elías Pérez, en el delito de golpes y he-
ridas involuntarios de que está inculpado, por no seri:,
imputable ninguna falta; Tercero: Que debe rechazar y
rechaza la constitución en parte civil hecha en estrados por
los señores Ramona del Socorro Sención, Barnavé Ramí-
rez, Alvaro Sánchez, José Eduviges González, María Du.
rán, Flor Sánchez de Peña„ Bartolo Veloz, Máximo Emi-
lio Beltré, Amelia Díaz de Beltré y Belisario Vargas, con-
tra el señor Pedro J. Heyaime, persona civilmente respon-
sable del delito cometido por el prevenido Ovelio Ramí-
rez, por no corresponder la parte final del acto No. 83
de fecha 15 de octubre de 1964, contentivo del emplaza-
miento que fue hecho al señor Pedro J. Heyaime, al L'e
Manuel Eduardo Perelló, abogado constituido en audien•
cia en parte civil por las personas señaladas, y muy espe-
cialmente, por no contener el referido acto la designación
en su encabezamiento, el nombre del abogado postulante,
en violación a las disposiciones del Código de Procedi-
miento Civil; Cuarto: Que debe condenar y condena al nom-
brado Ovelio Ramírez al pago de las costas penales; Quinto:
Que debe condenar y condena a la parte civil constituida
al pago de las costas en lo que se refiere a su acción civil";
por haberlo intentado regularmente y en tiempo oportuno;
SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada en el aspecto ci-
vil, y la Corte, obrando por contrario imperio y propia au-
toridad, admite como buena y válida la constitución cn
parte civil, y declara que dicha parte civil constituida ha
sufrido daños y perjuicios morales y materiales, en con
secuencia, condena al señor Pedro J. Heyaime, persona
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civilmente responsable, a pagar al señor Santiago Sánchez>la cantidad de mil pesos oro ( RD$1,000.00); a María Eni.
celia Sánchez de Peña, doscientos pesos oro (RD$200.00);'
a Ramona del Socorro Sención o Sánchez, doscientos 

pesosoro (RD$200.00); a Amelia Díaz de Beltré, quinientos 
pesosoro (RD$500.00); a Belisario Vargas, doscientos 	 pesosoro ( RD$200.00); a José Eduviges González, doscientos pp.sos oro (RD$200.00); a María Durán, doscientospesosoro (RD$200.00); a Alvaro Sánchez, doscientosoro (RD$200.00; a Bartolo Veloz 	 pesos

, quinient	 sos peso(RD
$500.00); a Máximo Emilio Beltré, quinientos pesoro

osoro (RD$500.00); a Bernabel Ramírez, doscientos pesos oro( RD$200.00); y a Flor Sánchez Castillo, doscientos pesosoro (RD$200.00), como reparación del daño causado a losmencionados señores; TERCERO: Condena al señor PechoJ. Heyaime, persona civilmente responsable al pago de lascostas causadas y ordena que dichas costas sean distraí-
das en provecho del Lic. Manuel E. Perelló y del Doctor
Pablo Bienvenido Pimentel Machado, quienes han afirma.
do haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO: No 

acogeel pedimento solicitado por el Doctor V. Onésimo
Valen-zuela S. en el sentido de que se le conceda un plazo de 25

días para ampliar conclusiones y escritos de defensa";
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generalde la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 11 de noviembre de1966, a requerimiento de los Dres. Víctor Onésimo Valen-zuela y F

rancisco José Díaz Peralta, a nombre del recu•
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado
de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos de la Ley 5771 de 1961, ,y

11, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
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Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de
casación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los medios
en que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no
se ha motivado el recurso en la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso, el recurrente
no invocó, cuando declaró su recurso, ningún medio de-.
terminado de casación; que dicho recurrente tampoco ha
presentado con posterioridad a la declaración del recurso,
el memorial con la exposición de los medios que le sirven
de fundamento; que, por tanto, el presente recurso es nulo;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto por Pedro J. Heyaime, persona ci-
vilmente responsable, contra sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de San
Cristóbal, de fecha 21 de octubre de 1966, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y.
Segundo Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

•
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audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

411Vista el acta del recurso de casación levantada en laSecretaría de la Corte a -qua,, en fecha 11 de noviembre de1966, a requerimiento de los Dres. Víctor Onésimo Valen-zuela y F
rancisco José Díaz Peralta, a nombre del recu•

rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado
de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos de la Ley 5771 de 1961, 

y1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

civi lmente responsable, a pagar al señor Santiago 
Sánchezla cantidad de mil pesos oro ( RD$1,000.00); a María Eni.

celia Sánchez de Peña, doscientos pesos oro (RD$200.00);.
a Ramona del Socorro Sención o Sánchez, doscientos 

pesosoro (RD$200.00); a Amelia Díaz de Beltré, quinientos 
pesosoro ( RD$500.00); a Belisario Vargas, doscientosoro	 pesos( RD$200.00); a José Eduviges González, doscientos pe.sos 	oro (RD$200.00); a María Durán, 	 doscientos	 pesooro	 s

	

( RD$200.00); a Alvaro Sánchez, 	 doscientos	 pesosoro ( RD$200.00; a Bartolo Veloz, quinientos
os pesos oroa Máximo	

en
Emilio Beltré, quinientos pesosoro (RD$500.00); a Bernabel Ramírez, doscientos pesos oro( RD$200.00); y a Flor Sánchez Castillo, doscientos pesos

oro (RD$200.00), como reparación del daño causado a loe
mencionados señores; TERCERO: Condena al señor PedroJ. Heyaime, persona civilmente responsable al pago de lascostas causadas y ordena que dichas costas sean distraí-
das en provecho del Lic. Manuel E. Perelló y del Doctor
Pablo Bienvenido Pimentel Machado, quienes han afirma-
do haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO: No 

acogeel pedimento solicitado por el Doctor V. Onésimo Valen-
zuela S. en el sentido de que se le conceda un plazo de 25
días para ampliar conclusiones y escritos de defensa";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generalde la República;
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de l'echa

17 de junio de 1966

Materia: Criminal. (Homicidio Voluntario)

Recurrente: Ezequiel González Acevedo

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J
tic i.4, regularmente constituida por los Jueces Manuel R
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 23 de
febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia y 104 9 de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ezequiel
González Acevedo, dominicano, mayor de edad, casado,
agricultor, domiciliado y residente en "La Antona", Sec-
ción del Municipio de Guayubín, cédula No. 26, serie 34.
parte civil constituida, contra sentencia dictadla por la
Corte de Apelación de Santiago, de fecha 17 de junio de
1966, en sus atribuciones criminales, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Admite los recursos de apelación in-
terpuestos por el señor Ezequiel González Acevedo, parte
civil constituida, por el Doctor Antonio J. Grullón Chá-
vez, a nombre y representación del acusado Blas Arcadio

Grullón y por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito
judicial de Montecristi, contra sentencia dictada en fecha
12 de agosto de 1965 por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Montecristi, mediante la cual con-
denó al nombrado Blas Arcadio Grullón a la pena de un

año y seis meses de prisión correccional, por el crimen
de Hornicilio Voluntario, en perjuicio de quien en vida res-
pondía al nombre de Teófilo González, acogiendo la ex-
cusa legal de la provocación; lo condenó al pago de una
indemnización de cinco mil pesos oro (RD$5,000.00) en pro-
vecho del señor Ezequiel González, parte civil constituida.
en su condición de padre de la víctima; y lo condenó, ade-
más, al pago de las costas penales y civiles, con distracción
de las civiles en provecho del Dr. Pedro J. Caimares Pi-
chardo, abogado de la parte civil constituida, quien afir-
mó haberlas avanzado en su mayor parte; Segundo: Modifi
ca el fallo recurrido en el sentido de condenar al acusado
Blas Arcadio Grullón a la pena de dos años de prisión co-
rreccional, acogiendo la excusa legal de la provocación;
Tercero: Confirma dicha sentencia en sus demás aspectos;
Cuarto: Condena al acusado al pago de las costas penales
y civiles de la presente alzada, y ordena la distracción de
las civiles en provecho del Dr. R. Armando Rodríguez
Pichardo, abogado de la parte civil constituida, quien afir-
mó haberlas avanzado en su mayor parte";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

e la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
cretaría de la Corte a-qua, en fecha 20 de junio de 1966,

-t.equerimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin-
'n medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE FEBRERO DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
17 de junio de 1966

Materia: Criminal. (Homicidio Voluntario)

Recurrente: Ezequiel González Acevedo

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J
tickd, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 23 de
febrero de 1967, años 123 9 de la Independencia y 104 9 de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ezequiel
González Acevedo, dominicano, mayor de edad, casado,
agricultor, domiciliado y residente en "La Antona", Sec-
ción del Municipio de Guayubín, cédula No. 26, serie 34.
parte civil constituida, contra sentencia dictadi por la
Corte de Apelación de Santiago, de fecha 17 de junio de
1966, en sus atribuciones criminales, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Admite los recursos de apelación in-
terpuestos por el señor Ezequiel González Acevedo, parte
civil constituida, por el Doctor Antonio J. Grullón Chá-
vez, a nombre y representación del acusado Blas Arcadio

Grullón y por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito
Judicia l de Montecristi, contra sentencia dictada en fecha
12 de agosto de 1965 por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Montecristi, mediante la cual con-
denó al nombrado Blas Arcadio Grullón a la pena de un
año y seis meses de prisión correccional, por el crimen
de Homicilio Voluntario, en perjuicio de quien en vida res-
pondía al nombre de Teófilo González, acogiendo la ex-
cusa legal de la provocación; lo condenó al pago de una
indemnización de cinco mil pesos oro (RD$5,000.00) en pro-
vecho del señor Ezequiel González, parte civil constituída.
en su condición de padre de la víctima; y lo condenó, ade-
más, al pago de las costas penales y civiles, con distracción
de las civiles en provecho del Dr. Pedro J. Caimares Pi-
chardo, abogado de la parte civil constituida, quien afir-
mó haberlas avanzado en su mayor parte; Segundo: Modifi
ca el fallo recurrido en el sentido de condenar al acusado
Blas Arcadio Grullón a la pena de dos años de prisión co-
rreccional, acogiendo la excusa legal de la provocación;
Tercero: Confirma dicha sentencia en sus demás aspectos;
Cuarto: Condena al acusado al pago de las costas penales
y civiles de la presente alzada, y ordena la distracción de
las civiles en provecho del Dr. R. Armando Rodríguez
Pichardo, abogado de la parte civil constituída, quien afir-
mó haberlas avanzado en su mayor parte";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 20 de junio de 1966,
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;
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Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de
casación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los medios ea
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se
ha motivado el recurso en la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso, el recurrente,
parte civil constituida, no invocó, cuando declaró su re-
curso, ningún medio determinado de casación; que dicho
recurrente tampoco ha presentado con posterioridad a la
declaración del recurso, el memorial con la exposición de
los medios que le sirve de fundamento; que. por tanto,
el presente recurso es nulo;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto por Ezequiel González Acevedo,
parte civil constituída, contra sentencia dictada en atribu-
ciones criminales por la Corte de Apelación de Santiago,
de fecha 17 de junio de 1966, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente— Julio A. Cuello. —Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresad os, 3
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTE NCIA DE FECHA 28 DE FEBRERO DEL 1967

Q,entenc ia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha

18 de agosto de 1965

Materia: Penal (Violación a la Ley No. 5771)

Recurrente: Ramón Benito Díaz

Abogado Lic. Miguel A. Feliú

Recurridos: National Auto Rental Corporation y la Aguilar, S. A

Abogado: Dr. Amiris Díaz E.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces, Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 28
de febrero del año 1967, años 124 9 de la Independencia y
1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón
Benito Díaz, dominicano, mayor de edad, soltero, jorna-
lero, cédula No. 7430. serie 35, contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santiago, de fecha 18 de
agosto de 1965, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Cantizano Arias, en representación del

le. Miguel A. Feliú, cédula No. 20138, serie 31, abogada
1 recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

low
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ntencia impugnada: Corte (le Apelación de Santiago, de fecha
18 de agosto de 1965

Materia: Penal (Violación a la Ley No. 5771)

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de
casación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los medios ea
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se
ha motivado el recurso en la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso, el recurrente,
parte civil constituida, no invocó, cuando declaró su re-
curso, ningún medio determinado de casación; que dicho
recurrente tampoco ha presentado con posterioridad a la
declaración del recurso, el memorial con la exposición de
los medios que le sirve de fundamento; que, por tanto,
el presente recurso es nulo;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto por Ezequiel González Acevedo,
parte civil constituida. contra sentencia dictada en atribu-
ciones criminales por la Corte de Apelación de Santiago,
de fecha 17 de junio de 1966, cuyo dispositivo ha siso
copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.—. Julio A. Cuello. —Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados,
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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sENTENCIA DE FECHA 28 DE FEBRERO DEL 1967

Recurrente: Ramón Benito Díaz

Abogado Lic. Miguel A. Feliú

Recurridos: National Auto Rental Corporation y la Aguilar, S. A
Abogado: Dr. Amiris Díaz E.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces, Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 28
de febrero del año 1967, años 124 9 de la Independencia y
1049 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón
Benito Díaz, dominicano, mayor de edad, soltero, jorna-
lero, cédula No. 7430, serie 35, contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santiago, de fecha 18 de
egosto de 1965, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Cantizano Arias, en representación del

Lic. Miguel A. Feliú, cédula No. 20138, serie 31, abogado
del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;
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Oído el Dr. Amiris Díaz E., cédula No. 41459, abc,
co de los recurridos, en la lectura de sus conclusiones

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 20 de julio de 1966,
a requerimiento del recurrente, parte civil constituida;

Visto el memorial de casación suscrito por el Lic. Mi.
guel A. Feliú, de fecha 19 de diciembre de 1966;

Visto el memorial de defensa de fecha 19 de diciem-
bre de 1966, a nombre de National Auto Rental Corpora-
tion y la Aguilar, S. A., sociedades comerciales, domicilia-
das en Santo Domingo, Distrito Nacional, suscrito por e!
Dr. Amiris Díaz E.;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 182 y 215 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 1, 20, 43 y 65 de la Ley . obre Pm-

/cedimiento de Casación;
Considerando que en la sentencia impugnar, y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que como consecuencia de un accidente ocasionado con el
manejo de vehículo de motor, fue sometido a la acción de
la justicia represiva Moisés Antonio Cabrera Almonte,
por el delito de golpes y heridas por imprudencia en per-
juicio de Ramón Benito Díaz; b) que regularmente apode-
rada por el Ministerio Público, la Segunda Cámara Penal
del Distrito Judicial de Santiago, dictó una sentencia el.
fecha 10 de diciembre de 1964, cuyo dispositivo se encuen-
tra inserto en el del fallo impugnado; c)	 nbre re-
curso de apelación interpuesto por National Auto Rental
Corporation y la Aguilar, S. A., la Corte de Apelación de
Santiago, dictó una sentencia cuyo dispositivo dice "Falla:
Primero: Admite el recurso de apelación interpuesto por
el Dr. Amiris Díaz Estrella, a nombre y representación de
la National Auto Rental Corporation y de la Aguilar, S. A.
contra sentencia dictada en fecha 10 de diciembre de 191;
por la Segunda Cámara Penal de Santiago, cuyo dispositivo
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es el siguiente: "Primero: Declara al nombrado Moisés An-
tonio Cabrera Almonte, de generales que constan, culpa-
ble del delito de Golpes Involuntarios producidos por la
conducción de vehículos de motor, curables después de diez
días en perjuicio de Ramón Benito Díaz, en consecuencia
condena al mencionado inculpado al pago de una multa de
RD$10.00 (diez pesos oro), acogiendo en su favor circuns-
, ncias atenuantes; Segundo: Admite por ser regular er
la forma la constitución en parte civil hecha en audien-
cia a nombre de Ramón Benito Díaz; Tercero: Condena a
Moisés Antonio Cabrera Almonte, a La National Auto
Rental Corporation y a La Aguilar, S. A., en su condición
de aseguradora del vehículo con el cual se produjo el ac-
c i dente solidariamente al pago de una indemnización de
RDS500.00 (Quinientos Pesos Oro), por los daños tanto mo-
rales como materiales sufridos por Ramón Benito Díaz a
consecuencia del hecho del cual el primero es penalmente
responsable; Cuarto: Condena a Moisés Antonio Cabrera,
a la Aguilar, S. A. al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismas en favor del Lic. Miguel A. Feliú
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; y Quinto:
Condena además al procesado Moisés Antonio Obrera
Almonte al pago de las costas penales"; SEGUNDO: Re-
voca la sentencia apelada, en su aspecto civil, al cual está
limitado el recurso de apelación, y obrando por propia au-
toridad descarga a la "Nattional Auto Rental Corporation"
y a la "Aguilar, S. A." de las condenaciones civiles pro-
nunciadas en su contra, por no haber sido observadas las
d isposiciones prescritas por el artículo 182 del Código de
Procedimiento Criminal; TERCERO: Condena a la parte ci-
vil constituida al pago de las costas civiles del procedimien-
to, y ordena la distracción de las mismas en favor del Dr.
Amiris Díaz Estrella, quien afirma haberlas avanzado en

.511 mayor parte";
/llar Considerando que el recurrente sostiene en el des-.

Qwolvimiento de los medios sustentados en su memorial:
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Oído el Dr. Amiris Díaz E., cédula No. 41459, aboga.
¿o de los recurridos, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 20 de julio de 1966
a requerimiento del recurrente, parte civil constituida;

Visto el memorial de casación suscrito por el Lic. Mi.
guel A. Feliú, de fecha 19 de diciembre de 1966;

Visto el memorial de defensa de fecha 19 de dicietn-
bre de 1966, a nombre de National Auto Rental Corpora-
tion y la Aguilar, S. A., sociedades comerciales, domicilia-
das en Santo Domingo, Distrito Nacional, suscrito por e!
Dr. Amiris Díaz E.;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 182 y 215 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 1, 20, 43 y 65 de la Ley . obre Pre-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugna n y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que como consecuencia de un accidente ocasionado con el
manejo de vehículo de motor, fue sometido a la acción de
la justicia represiva Moisés Antonio Cabrera Almonte.
por el delito de golpes y heridas por imprudencia en per-
juicio de Ramón Benito Díaz; b) que regularmente apode-
rada por el Ministerio Público, la Segunda Cámara Penal
iel Distrito Judicial de Santiago, dictó una sentencia ei.
fecha 10 de diciembre de 1964, cuyo dispositivo se encuen•
tra inserto en el del fallo impugnado; c)	 qobre re-
curso de apelación interpuesto por National Auto Rental
Corporation y la Aguilar, S. A., la Corte de Apelación de
Santiago, dictó una sentencia cuyo dispositivo dice "Falla:
Primero: Admite el recurso de apelación interpuesto por
el Dr. Amiris Díaz Estrella, a nombre y representación de
la National Auto Rental Corporation y de la Aguilar, S. A.
contra sentencia dictada en fecha 10 de diciembre de 1964
por la Segunda Cámara Penal de Santiago, cuyo dispositivo
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es el siguiente: "Primero: Declara al nombrado Moisés An-
tonio Cabrera Almonte, de generales que constan, culpa-
ble del delito de Golpes Involuntarios producidos por la
conducción de vehículos de motor, curables después de diez
días en perjuicio de Ramón Benito Díaz, en consecuencia
conden a al mencionado inculpado al pago de una multa de
RD$10.00 (diez pesos oro), acogiendo en su favor circuns-
..)ncias atenuantes; Segundo: Admite por ser regular er
la forma la constitución en parte civil hecha en audien-
cia a nombre de Ramón Benito Díaz; Tercero: Condena a
Moisés Antonio Cabrera Almonte, a La National Auto
Rental Corporation y a La Aguilar, S. A., en su condición
de aseguradora del vehículo con el cual se produjo el ac-
cidente solidariamente al pago de una indemnización de
RDS500.00 (Quinientos Pesos Oro), por los daños tanto mo-
rales como materiales sufridos por Ramón Benito Díaz a
consecuencia del hecho del cual el primero es penalmente
responsable; Cuarto: Condena a Moisés Antonio Cabrera;
a la Aguilar. S. A. al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismas en favor del Lic. Miguel A. Feliú
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; y Quinto:
Condena además al procesado Moisés Antonio O'abrera
Almonte al pago de las costas penales"; SEGUNDO: Re-
voca la sentencia apelada, en su aspecto civil, al cual está
limitado el recurso de apelación, y obrando por propia au-
toridad descarga a la "Nattional Auto Rental Corporation"
y a la "Aguilar, S. A." de las condenaciones civiles pro-
nunciadas en su contra, por no haber sido observadas las
disposiciones prescritas por el artículo 182 del Código de
Procedimiento Criminal; TERCERO: Condena a la parte ci-
vil constituida al pago de las costas civiles del procedimien-
t o, y ordena la distracción de las mismas en favor del Dr.
sAmmiraisyoDríapzarEte,;Estrella, quien afirma haberlas avanzado enu 

Considerando que el recurrente sostiene en el des-
Envolvimiento de los medios sustentados en su memorial:
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a) que la sentencia de la Segunda Cámara Penal del Juz -
gado de Primera Instancia de Santiago, de 'fecha 10 de
diciembre de 1964, fue dictada en defecto, contra las per-
sonas puestas en causa como civilmente responsables, aun.
que no se exprese esto en el dispositivo; pues consta en
los mismos hechos, que a la audiencia no comparecieron
la National Auto Rental Corporation ni tampoco la Agui-
lar. S. A., citadas en sus dichas calidades; b) que. por tan-
to, el recurso de apelación interpuesto por las dichas per-
sonas civilmente responsables, que culminó con la senten-
cia ahora impugnada,. debió ser declarado inadmisible.
porque fue interpuesto mientras estaba abierto el plazo
del recurso de oposición; pero,

Considerando que de conformidad con las disposicio-
nes de la Ley No. 432, de fecha 3 de octubre de 1964,
artículo y párrafo únicos, las sentencias dictadas en de-
fecto en ocasión de los delitos previstos y sancionados poi
la Ley No. 5771, de fecha 31 de diciembre de 1961, cuan-
do esté en causa la compañía aseguradora no son suscep-
tibles de impugnarse por la vía de la oposición; que por
tanto, las compañías aseguradoras actuales recurridas, pu-
dieron ejercer útilmente el derecho de interponer recurso
de apelación, contra la sentencia dictada por la menciona-
da Cámara Penal, en fecha 10 de diciembre de 1964; pi)r
le cual, los medios fundados en los precedentes alegatos,
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que de acuerdo con lo dispuesto por el
artículo 182 del Código de Procedimiento Criminal, entra
la citación y la sentencia, deberá transcurrir por lo meros
un plazo de tres días. contándose uno más por cada tres
leguas de distancia, bajo pena de nulidad de la condena;
que el examen de la sentencia impugnada muestra que la
Corte a-qua comprobó en hecho, que las compañías recu-
rridas fueron emplazadas en fecha siete de diciembre de
1964, para comparecer a juicio el día 10 de diciembre de
1964; que asimismo comprobó que entre la fecha del a c-

to de emplazamiento y la de la sentencia, sólo trans..
currieron tres días ordinarios, en circunstancias en que
era necesario, además de este plazo, que se aumentara el
término legal para comparecer, o sea un día por cada tres
leguas o fracción, a que tenían derecho las dichas compa-
ñías recurridas, en razón de la distancia que separa sus
respectivos domicilios situados en Santo Domingo, Distri-
to Nacional, del asiento del tribunal apoderado en Santia-
go; que en tales condiciones, la Corte a-qua hizo una co-
rrecta aplicación del artículo 182 ya mencionado al revo-
car, en cuanto al aspecto civil de que estaba apoderada,
la sentencia correccional dictada en fecha 10 de diciem-
bre de 1964;

Considerindo, sin embargo, que tratándose en la es-
pecie de la c visión o la violación de una de las formw.
cuya observancia se prescribe a pena de nulidad, como es
la exigida por el citado artículo 182 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, la Corte a -qua, por aplicación de las
disposiciones del artículo 215 del mismo Código, al anu-
lar la sentencia apelada, debió examinar el fondo de la
litis, para estatuir respecto del mismo; en vez de limitarse,
como lo hizo, a descargar a las compañías recurridas "de
las condenaciones civiles pronunciadas en su contra"; pues-
to que, obviamente, el examen y ponderación de los ele-
mentos de prueba sometidos al juicio, en cuanto al fondo
del aspecto civil, ha podido eventualmente conducirla a
retener cualquier hecho susceptible de comprometer la
responsabilidad de las personas puestas en causa como ci-
v ►lmente responsables; que en Italeis clircuristancias, en
Cuanto a lo que se circunscribe al punto examinado, en
este considerando, el fallo impugnado carece de motivos de
hecho y de derecho que justifiquen su dispositivo;

Por tales motivos, Primero: Casa, en cuanto al aspec-
to civil, la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santiago, dictada en atribuciones correccionales en fecha
18 de agosto de 1966, cuyo dispositivo se ha copiado en
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a) que la sentencia de la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia de Santiago, de fecha 10 de
diciembre de 1964, fue dictada en defecto, contra las per-
sonas puestas en causa como civilmente responsables, aun.
que no se exprese esto en el dispositivo; pues consta en
los mismos hechos, que a la audiencia no comparecieron
la National Auto Rental Corporation ni tampoco la Agui-
lar, S. A . , citadas en sus dichas calidades; b) que, por tan-
to, el recurso de apelación interpuesto por las dichas per-
sonas civilmente responsables, que culminó con la senten-
cia ahora impugnada, debió ser declarado inadmisible.
porque fue interpuesto mientras estaba abierto el plazo
del recurso de oposición; pero,

Considerando que de conformidad con las disposicio-
nes de la Ley No. 432. de fecha 3 de octubre de 1964,
artículo y párrafo únicos, las sentencias dictadas en de-
fecto en ocasión de los delitos previstos y sancionados por
la Ley No. 5771, de fecha 31 de diciembre de 1961, cuan-
do esté en causa la compañía aseguradora no son suscep-
tibles de impugnarse por la vía de la oposición; que por
tanto, las compañías aseguradoras actuales recurridas, pu-
dieron ejercer útilmente el derecho de interponer recurso
cie apelación, contra la sentencia dictada por la menciona-
da Cámara Penal, en fecha 10 de diciembre de 1964; p.-ir
le cual, los medios fundados en los precedentes alegatos,
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que de acuerdo con lo dispuesto por el
artículo 182 del Código de Procedimiento Criminal. entr.,
la citación y la sentencia, deberá transcurrir por lo meros
un plazo de tres días, contándose uno más por cada tres
leguas de distancia, bajo pena de nulidad de la condena;
que el examen de la sentencia impugnada muestra que la
Corte a-qua comprobó en hecho, que las compañías recu-
rridas fueron emplazadas en fecha siete de diciembre de
1964, para comparecer a juicio el día 10 de diciembre de
1964; que asimismo comprobó que entre la fecha del ac-

to de emplazamiento y la de la sentencia, sólo trans..
currieron tres días ordinarios, en circunstancias en que
era necesario, además de este plazo. que se aumentara el
término legal para comparecer, o sea un día por cada tres
leguas o fracción, a que tenían derecho las dichas compa-
ñías recurridas, en razón de la distancia que separa sus
respectivos domicilios situados en Santo Domingo, Distri-
to Nacional, del asiento del tribunal apoderado en Santia-
go; que en tales condiciones, la Corte a-qua hizo una co-
rrecta aplicación del artículo 182 ya mencionado al revo-
car, en cuanto al aspecto civil de que estaba apoderada,
la sentencia correccional dictada en fecha 10 de diciem-
bre de 1964;

Considerfndo, sin embargo, que tratándose en la es-
pecie de la dnisión o la violación de una de las 'formas
cuya observancia se prescribe a pena de nulidad, como es
la exigida por el citado artículo 182 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, la Corte a-qua, por aplicación de las
disposiciones del artículo 215 del mismo Código, al anu-
lar la sentencia apelada, debió examinar el fondo de la
litis, para estatuir respecto del mismo; en vez de limitarse,
como lo hizo, a descargar a las compañías recurridas "de
las condenaciones civiles pronunciadas en su contra"; pues-
to que, obviamente, el examen y ponderación de los ele-
mentos de prueba sometidos al juicio, en cuanto al fondo
del aspecto civil, ha podido eventualmente conducirla a
retener cualquier hecho susceptible de comprometer la
responsabilidad de las personas puestas en causa como ci-
vilmente responsables; que en Jales gircuristancias, en
cuanto a lo que se circunscribe al punto examinado, en
este considerando, el fallo impugnado carece de motivos de
hecho y de derecho que justifiquen su dispositivo;

Por tales motivos, Primero: Casa, en cuanto al aspec-
to civil, la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santiago, dictada en atribuciones correccionales en fecha
18 de agosto de 1966, cuyo dispositivo se ha copiado en
*Ft
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otro lugar de este fallo y envía el asunto así delimitado, por
ante la Corte de Apelación de La Vega; y, Segundo: Com_
pensa las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra.
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Juan Bautista Rojas Al-
niánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTEN CIA DE FECHA 28 DE FEBRERO DEL 1967

sentencia impugnada: Cámara de lo Civil y Comercial de la
mera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional

Materia : Civil

Recurrente: Alfredo A. Tactuk Dabas (En representación de Re.
frigeración Quisqueyana).

Abogado: Dr. Rafael Barros González

Recurrido: Rafael Antonio Sánchez Arias
Abogado: Dr. Bienvenio Montero de los Santos

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

r En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel R3-

I• món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Perelló.
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo,
Distrito Nacional, a los 28 días del mes de febrero de 1967,
años 1249 de la Independencia y 104 9 de la Restauración,
dicta en audíencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alfredo
. Tactuk Dabas, dominicano, mayor de edad, casado, co-
erciante, domiciliado en la calle Abreu No. 9 de esta ca-
ital, cédula 14275, serie 54, antiguo Administrador de la

empresa comercial "Refrigeración Quisqueyana", contra
sen tencia dictada en atribuciones civiles y en grado de
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ctro lugar de este fallo y envía el asunto así delimitado, por
£nte la Corte de Apelación de La Vega; y, Segundo: Com_
pensa las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra.
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Juan Bautista Rojas Al-
niánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 28 DE FEBRERO DEL 1967

sentencia impugnada: Cámara de lo Civil y Comercial de la Pl.

mera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia

del Distrito Nacional

3fateria: Civil

Recurrente: Alfredo A. Tactuk Dabas (En representación de Re.

frigeración Quisqueyana).

Abogado: Dr. Rafael Barros González

Recurrido: Rafael Antonio Sánchez Arias

Abogado: Dr. Bienvenio Montero de los Santos

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo,
Distrito Nacional, a los 28 días del mes de febrero de 1967.
años 1249 de la Independencia y 104 9 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alfredo
A. Tactuk Dabas, dominicano, mayor de edad, casado, co-
merciante, domiciliado en la calle Abreu No. 9 de esta ca-
pital, cédula 14275, serie 54, antiguo Administrador de la
empresa comercial "Refrigeración Quilqueyana", contra
sentencia dictada en atribuciones civiles y en grado de
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apelación por la Cámara de lo Civil y Comercial de la
mera Circunscripción del Juzgado de Primera Insta
del Distrito Nacional con el siguiente dispositivo: "- alla-
Primero: Declara regular y válido, en la forma y en el fon-
do, el recurso de apelación deducido por Rafael Antonio
Sánchez Arias, contra Auto de Incautación de fecha 19
de agosto de 1964, dictado por el Juzgado de Paz de la'
Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, en prove-
cho de Alfredo A. Tactuk Dabas, representante de Refri-
geración Quisqueyana, y, en consecuencia, revoca en to-
das sus partes dicho Auto impugnado; Segundo: Condena
a Alfredo A. Tactcuk Dabas, representante de Refrige-
ración Quisqueyana, parte sucumbiente, al pago de las cas-
tas con distracción de las mismas en provecho de los abo-
gados Dres. J. Fermín Pérez Peña, A. Sandino de León y
Bienvenido Figuereo Méndez, quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte";

Oído el alguacil de turno en la lectura . .iel rol;
Oído el Dr. M. A. Brito Mata, en representación del

Dr. Bienvenido Montero de los Santos, abogado del recu-
rrido, en la lectura de sus conclusiones, recurrido que es
Rafael Antonio Sánchez Arias, dominicano, mayor de edad.
militar, cédula 12460, serie 55, domiciliado en San Isidro;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 16 de junig
de 1966, suscrito por el abogado del recurrente Dr. Rafael
Barros González, cédula 521, serie 23, en el cual se invo-
can contra la sentencia impugnada los medios que se indi-
can más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 12 de la Ley No. 608 sobre

miento de Casación;

Ventas Condicionales de Muebles, 16, 20, 402 y 403 del
Código de Procedimiento Civil, 1 y siguientes de la Ley
No. 57 de 1965; y 1 9 , 5 y 65 de la Ley sobre Procedi-
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Considerando, que contra la sentencia impugnada se
invocan los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Nulidad de la sentencia pronunciada en apelación por la
Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 12 de febrero de 1966, intervenida entre
las partes... Segundo Medio: Violación del Derecho de
Defensa... Tercer Medio: Lo que acaba de ser expuesto
constituye violación de los artículos 402 y 403 del Código
de Procedimiento Civil... Cuarto Medio: Violación de los
artícu los 12 de la Ley No. 1608 sobre Ventas Condiciona-
les de Muebles y 16 y 20 del Código de Procedimiento Ci-
vil";.pero,

Considerando, que en el memorial de defensa se pide
formalmente que el recurso de que se trata sea declarado
inadmisible por tardío; que el examen del expediente mues-
tra que la sentencia impugnada, de fecha 12 de febrero de
1965, fue notificada al actual recurrente el ocho de marzo
de 1965 por el alguacil Gabriel Enrique Marión; que el re-
curso de casación fue interpuesto el 16 de junio de 1966;
que, por aplicación de la Ley No. 57, de noviembre de
1965, los plazos para los procedimiento judiciales a cum-
plirse en el Distrito Nacional no vencidos al 24 de abril
de 1965 fueron extendidos por dicha Ley en dos meses a
contar de dicha Ley sin que, dentro de ese plazo extendido
se produjera el recurso de que se trata; que dicho recurso
fue interpuesto el 16 de junio de 1966, esto es, más de
dos meses después de extinguido el plazo extendido di.s-
Puesto por la Ley No. 57 de 1965; que, por tanto, sien-
do de dos meses el plazo para recurrir en casación en ma-
teria civil 'fijado por la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación, en su artículo 5 9, el recurso de que ahora se trata
resulta tardío, como lo indica el recurrido, y debe ser de-
clarado inadmisible, sin necesidad de ponderar los medios
que se proponen para apoyarlo;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Alfredo A. Tactuck Da-
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apelación por la Cámara de lo Civil y Comercial de la pri
-mera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia

del Distrito Nacional con el siguiente dispositivo: "Falla.
Primero: Declara regular y válido, en la forma y en el fon-
do, el recurso de apelación deducido por Rafael Antonio
Sánchez Arias, contra Auto de Incautación de fecha 12
de agosto cíe 1964, dictado por el Juzgado de Paz de la
Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, en prove-
cho de Alfredo A. Tactuk Dabas, representante de Refri-
geración Quisqueyana, y, en consecuencia, revoca en to-
das sus partes dicho Auto impugnado; Segundo: Condenj
a Alfredo A. Tactcuk Dabas, representante de Refrige-
ración Quisqueyana, parte sucumbiente, al pago de las ces-
tas con distracción de las mismas en provecho de los abo-
gados Dres. J. Fermín Pérez Peña, A. Sandino de León y
Bienvenido Figuereo Méndez, quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte";

Oído el alguacil de turno en la lectura . .1e1 rol;
Oído el Dr. M. A. Brito Mata, en representación del

Dr. Bienvenido Montero de los Santos, abogado del recu-
rrido, en la lectura de sus conclusiones, recurrido que es
Rafael Antonio Sánchez Arias, dominicano, mayor de edad,
militar, cédula 12460, serie 55, domiciliado en San Isidro;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 16 de junio
de 1966, suscrito por el abogado del recurrente Dr. Rafael
Barros González, cédula 521, serie 23, en el cual se invo-
can contra la sentencia impugnada los medios que se indi-
can más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 12 de la Ley No. 608 sobre

miento de Casación;

rentas Condicionales de Muebles, 16, 20, 402 y 403 del
Código de Procedimiento Civil, 1 y siguientes de la Ley
No. 57 de 1965; y 1 9, 5 y 65 de la Ley sobre Procedí'
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Considerando, que contra la sentencia impugnada se
invocan los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Nulidad de la sentencia pronunciada en apelación por la
Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional , en fecha 12 de febrero de 1966, intervenida entre
las partes... Segundo Medio: Violación del Derecho de
Defensa... Tercer Medio: Lo que acaba de ser expuesto
constituye violación de los artículos 402 y 403 del Código
de Procedimiento Civil... Cuarto Medio: Violación de los
artículos 12 de la Ley No. 1608 sobre Ventas Condiciona-
les de Muebles y 16 y 20 del Código de Procedimiento Ci-
vil"; . pero,

Considerando, que en el memorial de defensa se pide
formalmente que el recurso de que se trata sea declarado
inadmisible por tardío; que el examen del expediente mues-
tra que la sentencia impugnada, de fecha 12 de febrero de
1965, fue notificada al actual recurrente el ocho de marzo
de 1965 por el alguacil Gabriel Enrique Marión; que el re-
curso de casación fue interpuesto el 16 de junio de 1966;
que, por aplicación de la Ley No. 57, de noviembre de
1965, los plazos para los procedimiento judiciales a cum-
plirse en el Distrito Nacional no vencidos al 24 de abril
de 1965 fueron extendidos por dicha Ley en dos meses a
contar de dicha Ley sin que, dentro de ese plazo extendido
se produjera el recurso de que se trata; que dicho recurso
fue interpuesto el 16 de junio de 1966, esto es, más de
dos meses después de extinguido el plazo extendido dis-
puesto por la Ley No. 57 de 1965; que, por tanto, sien-
do de dos meses el plazo para recurrir en casación en ma-
teria civil 'fijado por la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación, en su artículo 5 9 , el recurso de que ahora se trata
resulta tardío, como lo indica el recurrido, y debe ser de-

'	 clarado inadmisible, sin necesidad de ponderar los medies

44101

que se proponen para apoyarlo;
Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-

curso de casación interpuesto por Alfredo A. Tactuck Da-

.
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bas contra la sentencia dictada en fecha 12 de febrero de
1965 en sus atribuciones civiles y en grado de apelación
por la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circuns

-cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo : Condena al recurrente al pago
de las costas, distrayéndolas en provecho del Dr. Bien.
venido Montero de los Santos, abogado del recurrido, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente. Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel
A. Amiama.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.-
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamient-., , en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hija.

SENTENCIA DE FECHA 28 DE FEBRERO DEL 1967

impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,Sentencia
 en funciones de Tribunal de Confiscaciones, de fecha 7

de diciembre de 1965

)!ateria: Confiscaciones

I:ecurrentes: Sucesores de Damián Ledesma

\bogado: Dr. Roberto Rymer K.

meurrido: Miguel Angel Santelises

Abogado: Dr. Bienvenido Natera

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Puente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Perelló.
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo,
Distrito Nacional, hoy día 28 de febrero del año 1967,
años 124v de la Independencia y 104° de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilio
Ledesma María, dominicano, mayor de edad, soltero, cé-
dula No. 2449, serie 47; Francisco Ledesma María, domi-
n icano, mayor de edad, soltero, cédula No. 820, serie 51;
Nicolás Ledesma hijo, dominicano, mayor de edad, casado,
cédula No. 4413, serie 47; Rafael Ledesma María, domini-
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bas contra la sentencia dictada en fecha 12 de febrero de
1965 en sus atribuciones civiles y en grado de apelación
por la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo se ha copiado en parte a n terior del
presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al Pago
de las costas, distrayéndolas en provecho del Dr. Bien-
venido Montero de los Santos, abogado del recurrido, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente. Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel
A. Amiama.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia,
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.-

; La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamient,-., , en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE FEBRERO DEL 1967

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,

en funciones de Tribunal de Confiscaciones, de fecha 7

de diciembre de 1965

3lateria: Confiscaciones

Recurrentes: Sucesores de Damián Ledesma

Abogado: Dr. Roberto Rymer K.

Recurrido: Miguel Angel Santelises

abogado: Dr. Bienvenido Natera

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Julio A. Cuello,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Perelló.
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo,
Distrito Nacional, hoy día 28 de febrero del año 1967,
años 1249 de la Independencia y 1049 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilio
Ledesma María, dominicano, mayor de edad, soltero, cé-
dula No. 2449, serie 47; Francisco Ledesma María, domi-
nicano, mayor de edad, soltero, cédula No. 820, serie 31;
Nicolás Ledesma hijo, dominicano, mayor de edad, casado,
cédula No. 4413, serie 47; Rafael Ledesma María, domini-
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cano, mayor de edad, casado, cédula No. 711, serie si.
Juan Ledesma María, dominicano, mayor de edad, casado'
cédula No. 1123, serie 51; y María de Jesús Ledesma Ma-
ría, dominicana, mayor de edad, casada, cédula No. 12293
serie 54, sucesores de Damián Ledesma, contra sentenci a
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo , en
sus funciones de Tribunal de Confiscaciones, de fecha 7 de
diciembre de 1965, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Roberto Rymer K., cédula No. 1644, se.

rie 66, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera;
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 25 de enero
de 1967 y en el cual se invocan los medios que más adelante
se indican;

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Juan
Bienvenido Natera, cédula No. 15652, serie 23, abogado dei
recurrido, Miguel Angel Santelises, de fecha 20 de octu-
bre de 1966;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 5. 15 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en razón
de una instancia elevada al Tribunal de Confiscaciones, en
fecha 29 de octubre de 1962, por el Dr. Roberto Rymer K.,
en nombre y representación de los Sucesores de Damián
Ledesma, dicho tribunal fue apoderado de una reclam a

-ción contra el señor Miguel A. Santelises, respecto de la
Parcela No. 1163, Distrito Catastral No. 2, de San Juan
de la Maguana; que la referida instancia fue notificada Por
acto de alguacil, en fecha 30 de octubre de 1962, al dicho
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1
 Miguel A. Santelises y a la Secretaría de Estado deSeñor

necuperación de Bienes; b) que en fecha 7 de diciembre
¿e 1965, la Corte a-qua dictó una sentencia, en atribucio-

Olt res de Tribunal de Confiscaciones, cuyo dispositivo dice:
,; “FALLA: PRIMERO: Pronuncia defecto contra el señor

Miguel Angel Santelises por no haber comparecido; SE-
GUNDO: Se declara incompetente esta Corte para conocer
del presente caso; TERCERO: Comisiona al alguacil de
Estrados de esta Corte de Apelación Aníbal Mordán Cés-
pedes, para notificar la presente sentencia; y CUARTO:
Compensa las costas";

Considerando que en el memorial de casación, los re-
currentes 'nvocan lo siguiente: que la Corte a-qua, al de-
clararse incompentente para conocer del presente caso, ha
ignorado los artículos 5, 18, 19, 20 y 33 de la Ley No.
5924, sobre Confiscación General de Bienes; asimismo ha
desconocido la Ley No. 285, de fecha 6 de junio de 1964,
que suprime el Tribunal de Confiscaciones y atribuye esas
funciones a la Corte de Apelación de Santo Domingo;

Considerando que en el memorial de defensa, el recu-
rrido, entre otros alegatos, sostiene, para solicitar que el
recurso de casación de que se trata, sea declarado nulo,

. que: el recurrente está en la obligación de obtemperar a
todas y cada una de las reglas señaladas por la ley y sobre
todo, para interponer el recurso extraordinario de casa-
ción debe observar a pena de nulidad, todas las formalida-
des procesales consignadas por la Ley sobre Procedimiento
de Casación, muy especialmente las presentadas en el ar-
tículo 5... ; que el memorial suscrito por el Dr. Rymer.
introductivo del recurso, se encuentra totalmente despro-
visto de motivos... ;

Considerando que de conformidad con lo que estable.
( ce el artículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación.

en los asuntos civiles y comerciales, el recurso de casación
.1 se interpondrá por medio de un memorial suscrito por abo-

gado, que contendrá los medios en que se funda; que para
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cano, mayor de edad,. casado, cédula No. 711, serie 51•
Juan Ledesma María, dominicano, mayor de edad, casado'
cédula No. 1123, serie 51; y María de Jesús Ledesma
ría, dominicana, mayor de edad, casada, cédula No. 12293
serie 54, sucesores de Damián Ledesma, contra sentenci a
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
sus funciones de Tribunal de Confiscaciones, de fecha 7 de
diciembre de 1965, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Roberto Rymer K., cédula No. 1644, se.

rie 66, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 25 de enero
de 1967 y en el cual se invocan los medios que más adelante
se indican;

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Juan
Bienvenido Natera, cédula No. 15652, serie 23, abogado det
recurrido, Miguel Angel Santelises, de fecha 20 de octu-
bre de 1966;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 5, 15 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en razón
de una instancia elevada al Tribunal de Confiscaciones, en

fecha 29 de octubre de 1962, por el Dr. Roberto Rymer K.
en nombre y representación de los Sucesores de Damián
Ledesma, dicho tribunal fue apoderado de una reclam a
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de la Maguana; que la referida instancia fue notificada Por
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Miguel A. Santelises y a la Secretaría de Estado deleñor
ecuperac ión de Bienes; b) que en fecha 7 de diciembre

de 1965, la Corte a-qua dictó una sentencia, en atribucio-
res de Tribunal de Confiscaciones, cuyo dispositivo dice:
,:FALLA: PRIMERO: Pronuncia defecto contra el señor
Miguel Angel Santelises por no haber comparecido; SE-

GUNDO : Se declara incompetente esta Corte para conocer
del presente caso; TERCERO: Comisiona al alguacil de
Estrados de esta Corte de Apelación Aníbal Mordán Cés-
pedes, para notificar la presente sentencia; y CUARTO:
Compensa las costas";

Considerando que en el memorial de casación, los re-
currentes i nvocan lo siguiente: que la Corte a-qua, al de-
clararse incompentente para conocer del presente caso, ha
ignorado los artículos 5, 18, 19, 20 y 33 de la Ley No.
5924, sobre Confiscación General de Bienes; asimismo ha
desconocido la Ley No. 285, de fecha 6 de junio de 1964,
que suprime el Tribunal de Confiscaciones y atribuye esas
funciones a la Corte de Apelación de Santo Domingo;

Considerando que en el memorial de defensa, el recu-
rrido, entre otros alegatos, sostiene, para solicitar que el
recurso de casación de que se trata, sea declarado nulo,
que: el recurrente está en la obligación de obtemperar a
todas y cada una de las reglas señaladas por la ley y sobre
todo, para interponer el recurso extraordinario de casa-
ción debe observar a pena de nulidad, todas las formalida-
des procesales consignadas por la Ley sobre Procedimiento
de Casación, muy especialmente las presentadas en el ar-
tículo 5... ; que el memorial suscrito por el Dr. Rymer.
introductivo del recurso, se encuentra totalmente despro-
visto de motivos... ;

ce el artículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
Considerando que de conformidad con lo que estable.

en los asuntos civiles y comerciales, el recurso de casación
se i nterpondrá por medio de un memorial suscrito por abo-
gado, que contendrá los medios en que se funda; que para
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cumplir el voto de la Ley, no es suficiente la simple enun.
ciación de los textos legales y los principios jurídicos Cuya
violación se invoca; sino que es imperativo, además, que
el recurrente desarrolle en el memorial, aunque sea en for.
ma sucinta, los medios en que se funda el recurso, así co.
mo los vicios y violaciones a la ley que se denuncian;

Considerando que el simple examen del memorial evi-
dencia que los recurrentes, se han limitado a enunciar, pu.
ra y simplemente, los textos legales cuya violación se in.
voca, pero sin exponer los motivos en que se fundan sus
agravios al fallo impugnado, todo en violación del precita-
do artículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re.
curso de casación interpuesto por Emilio Ledesma María,
Francisco Ledesma María, Nicolás Ledesma hijo, Rafael
I.edesma María, Juan Ledesma María y María de Jesús Le-
desma María, contra sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en funciones de Tribunal de
Confiscaciones, de fecha 7 de diciembre de 1965, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar de este fallo; y, Segundo:
Condena a los recurrentes al pago de las costas, con dis-
tracción en favor del Dr. Juan Bienvenido Natera, quien
afirma haberlas avanzado.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Alvarez Pe.
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, Y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera.,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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cumplir el voto de la Ley, no es suficiente la simple enun.
elación de los textos legales y los principios jurídicos cuya
violación se invoca; sino que es imperativo, además, que
el recurrente desarrolle en el memorial, aunque sea en for-
ma sucinta, los medios en que se funda el recurso, así co.
mo los vicios y violaciones a la ley que se denuncian;

Considerando que el simple examen del memorial evi-
dencia que los recurrentes, se han limitado a enunciar, pu-
ra y simplemente, los textos legales cuya violación se in-
voca, pero sin exponer los motivos en que se fundan sus
agravios al fallo impugnado, todo en violación del precita-
do artículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
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curso de casación interpuesto por Emilio Ledesma María,
Francisco Ledesma María, Nicolás Ledesma hijo, Rafael
Ledesma María, Juan Ledesma María y María de Jesús Le-
desma María, contra sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en funciones de Tribunal de
Confiscaciones, de fecha 7 de diciembre de 1965, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar de este fallo; y, Segundo:
Condena a los recurrentes al pago de las costas, con dis-
tracción en favor del Dr. Juan Bienvenido Natera, quien
afirma haberlas avanzado.
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velo de la Fuente.— Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaido
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Genera!.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados.
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera,,
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